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Introducción 


ELISA SERVÍN* 


En el transcurso de la segunda mitad del siglo xx México vivió dos ciclos de modernización 
articulados con procesos simultáneos que se desarrollaban en la órbita internacional. El 
primero de ellos tuvo lugar en los años cuarenta, en el contexto de la segunda Guerra 
Mundial y los primeros tiempos de la posguerra, en tanto que el segundo ocurrió entre las 
décadas de los ochenta y noventa, cuando la oleada de reformas del llamado neoliberalismo 
llegó a México. Ambos proyectos se realizaron a partir de una estrecha relación entre las 
élites políticas, económicas e intelectuales del país y se llevaron a cabo en un contexto de 
grandes cambios a nivel mundial. Ambos se legitimaron con la promesa de conducir a la 
nación hacia un pleno desarrollo y una plena inserción en la esfera internacional. Ambos 
prometieron superar los rezagos de la desigualdad y la injusticia social en la medida en que el 
progreso y la modernidad alejarían a México del atraso y el aislamiento. Ambos generaron 
intensos conflictos con los viejos actores que se proponían relevar, así como movimientos de 
resistencia social por parte de quienes se sintieron excluidos de los beneficios que ofrecía la 
nueva modernidad. 

El proyecto de modernización impulsado en la posguerra tuvo como eje fundamental al 
Estado que operó como rector de la vida económica, y conductor y regulador de una esfera 
política montada en el corporativismo posrevolucionario. El modelo del Estado benefactor 
fue gradualmente sustituido en los años ochenta por una nueva ideología centrada en la 
disminución de las atribuciones estatales para dar paso a las fuerzas del mercado en lo 
económico, y el peso de los individuos en lo político. Lo que en los años cuarenta parecía ser 
el mejor camino para alcanzar la modernidad y el progreso fue considerado como atraso y 
freno por los nuevos modernizadores de los años ochenta y noventa. En ese sentido resulta 
evidente el uso relativo del concepto de modernización, que se ha utilizado de acuerdo con 
determinadas circunstancias históricas, tal y como lo muestran los distintos tomos de esta 
colección. 

Las características fundamentales de ambos procesos son materia de análisis de este libro, 
cuyos autores desarrollan una perspectiva que enfatiza lo económico, lo político y lo jurídico. 
En qué consistieron los proyectos, quiénes los dirigieron, cómo los llevaron a la práctica y en 
qué medida incidieron en una nueva institucionalidad jurídica son algunos de los temas que 
integran esta obra. 

El primer ciclo modernizador es analizado por Rafael Loyola y Antonia Martínez, quienes 


se concentran en el estudio de los años cuarenta para entender los orígenes y el desarrollo del 
proceso de modernización económica dirigido por los presidentes Manuel Ávila Camacho y 
Miguel Alemán en la coyuntura de la segunda guerra y posguerra mundial. Por su parte Elisa 
Servín recorre las décadas de los cuarenta y cincuenta para recoger las críticas y las 
resistencias que generaron los efectos sociales de la modernización. A su vez José Antonio 
Caballero complementa el estudio de este periodo con la revisión de algunas novedades 
importantes en el ámbito de la justicia. 

Loyola y Martínez enfatizan en su ensayo la importancia de las reformas realizadas durante 
la gestión de Lázaro Cárdenas como la base sobre la que se consolidaría años después el 
despegue económico de los años cuarenta y cincuenta, el llamado desarrollo estabilizador. La 
expropiación petrolera de 1938 marcó un punto de inflexión hacia una creciente moderación 
del reformismo que se vio presionado por la coyuntura interna de renovación presidencial y 
la externa que anunciaba los prolegómenos de la segunda Guerra Mundial. 

El entorno internacional obligó a una redefinición de la relación con los Estados Unidos en 
la que se fortalecieron los lazos conciliatorios y de cooperación a partir de la solución de los 
conflictos heredados de la Revolución y la expropiación petrolera. Por otra parte, la entrada 
de este país al escenario bélico aceleró la oportunidad de desarrollar una industria nacional y 
el proceso de sustitución de importaciones. Loyola y Martínez documentan la forma en que 
el gobierno de Ávila Camacho supo aprovechar la coyuntura para incrementar la producción 
de bienes destinados tanto a la economía de guerra como a un creciente mercado interno. El 
desarrollo de las manufacturas, la actividad comercial o la tecnificación de la producción 
agrícola fueron algunos de los resultados más notables de ese periodo de gobierno. 

Miguel Alemán consolidó este proceso durante su gestión en la segunda mitad de los años 
cuarenta, fortaleciendo por una parte las atribuciones económicas del Estado y por la otra su 
alianza con los capitales privados. La llamada economía mixta permitió en la segunda mitad 
de los cuarenta y a lo largo de los cincuenta una industrialización acelerada y altos índices de 
crecimiento económico. A su vez la industrialización fortaleció el proceso de sustitución de 
importaciones y se dio en el marco de un esquema proteccionista que buscaba la 
consolidación de un empresariado nacional aliado con el Estado, así como el crecimiento de 
una industria destinada a un mercado interno en creciente expansión. Paradójicamente, este 
proceso se llevó a cabo en el marco de un mayor acercamiento con los Estados Unidos, 
representada por la pertenencia mexicana al llamado “mundo libre” y la órbita anticomunista 
que se consolidó en las décadas de la posguerra. 

Como señalan Loyola y Martínez, el proceso de modernización de los años cuarenta 
generó una creciente concentración de la riqueza, la conversión de la relación campo-ciudad 
y el desequilibrio en la ecuación capital-trabajo. En ese sentido, el proceso de 
industrialización acelerada que se desarrolló durante el gobierno de Miguel Alemán tuvo 
altos costos sociales. La redefinición de la relación campo-ciudad, en la que la producción 
agrícola subsidió el crecimiento industrial y el desarrollo urbano a través de la generación de 
divisas y los precios bajos de los productos de consumo básico, supuso entre otras cosas la 


exclusión del campesinado como un actor privilegiado del desarrollo social. Por su parte, la 
industrialización y el crecimiento acelerados generaron procesos inflacionarios y una 
creciente concentración de la riqueza, aunada a la protección gubernamental al sector 
privado. Elisa Servín analiza los costos sociales de esa transformación y las resistencias que 
opusieron quienes se consideraron excluidos de sus beneficios inmediatos. Las 
movilizaciones sociales del periodo cuestionaron el abandono de una política de reforma 
agraria, la concentración de la riqueza, la caída de los salarios reales y el autoritarismo con el 
que se impuso el modelo desarrollista que se legitimó política e ideológicamente con el 
impulso al progreso del país. 

La industrialización generó un proceso inflacionario que incidió directamente en la caída 
del salario real y afectó a la economía popular, rural y urbana. El proletariado industrial, actor 
básico del impulso modernizador, fue sujeto a un proceso de control político a través de los 
instrumentos del corporativismo priista. Por esa razón surgieron diversos movimientos 
sociales con banderas de reivindicación económica y democracia política. Por otra parte, la 
nueva generación política representada por Miguel Alemán mantuvo a lo largo de los años 
cuarenta y hasta mediados de los sesenta una disputa ideológica con quienes se ubicaban a la 
izquierda del espectro político y se sentían representados por la emblemática figura del 
general Cárdenas. A diferencia de lo ocurrido a fines de los años ochenta, la división entre 
estos grupos no llegó hasta el punto de la ruptura. 

El proceso de modernización que tuvo lugar en el medio siglo xx produjo también una 
redefinición en términos del espacio que ocupaba la justicia y su entramado institucional. 
José Antonio Caballero considera que es en este periodo durante el cual se expande el Poder 
Judicial federal y su oferta de impartición de justicia, como queda plasmado en la reforma 
constitucional de 1951 que crea los tribunales colegiados de circuito. La consolidación de los 
mecanismos del sistema político incide en la relación entre los poderes Ejecutivo y 
Legislativo con el Judicial, a la vez que se discuten las atribuciones y ámbitos de 
competencia de la Suprema Corte de Justicia en la solución de los conflictos políticos o en 
litigios agrarios y laborales. A lo largo de este periodo se desarrolló una compleja discusión 
en torno a la figura del amparo como mecanismo de defensa del ciudadano frente a los 
abusos de la autoridad. Destaca en particular el debate en torno al amparo agrario, otro 
indicador del cambio de perspectiva en torno a la reforma agraria y los conflictos por la 
propiedad de la tierra. En otro nivel, el texto de Caballero aborda algunos elementos a 
propósito de las características de los ministros de la Suprema Corte, así como de la 
percepción que se tenía de la impartición de justicia en un periodo en el que predominaba un 
discurso modernizador. El relevo generacional de los militares revolucionarios desplazados 
por la nueva generación de abogados que comandaba emblemáticamente el presidente 
Miguel Alemán hizo propicia a su vez una transformación de la figura pública del abogado, 
quien se convirtió en el imaginario popular en el abogángster, un sujeto capaz de manipular 
las leyes a su antojo y experto en el uso del amparo para impedir la acción de la justicia. 

El desgaste del modelo construido en los años cuarenta resultó evidente al iniciar la década 


de los setenta y tuvo un punto de quiebre en la devaluación de 1976 al concluir el sexenio de 
Luis Echeverría. Ni él ni su sucesor, José López Portillo, pudieron impedir el agotamiento del 
modelo del Estado benefactor construido en la posguerra. Por el contrario, algunas de las 
medidas tomadas por sus gobiernos, tales como la expansión acelerada del gasto público, la 
petrolización de la economía y la nacionalización bancaria en 1982 favorecieron la transición 
hacia un nuevo modelo de desarrollo que habría de implementarse con toda su fuerza durante 
el gobierno de Carlos Salinas de Gortari. A diferencia de la modernización de la posguerra, 
esta vez modernizarse implicaría la disminución del Estado como rector del proceso 
económico, la sujeción de la economía a las reglas del mercado, el fin del proteccionismo y 
la apertura de la economía mexicana a los circuitos del comercio internacional. 

Factores internos y externos incidieron en el agotamiento del desarrollo estabilizador y su 
gradual desplazamiento por el llamado modelo neoliberal. Enrique Cárdenas hace un 
detallado recuento de este complejo proceso y analiza desde la perspectiva económica tanto 
los elementos que incidieron en el agotamiento del modelo construido en la posguerra como 
en su renovación en el transcurso de la segunda mitad de los años ochenta y la primera de los 
noventa. Como queda claro en su texto, la crisis de la economía mexicana estuvo 
estrechamente relacionada con las variaciones de la economía internacional y los conflictos y 
rivalidades al interior del grupo encargado de conducir la política económica en torno a cómo 
enfrentar esa coyuntura. La llamada “disputa por la nación” hizo evidente el enfrentamiento 
entre dos visiones del desarrollo nacional que se confrontaron en un momento 
particularmente difícil en la medida en que el entorno internacional enfrentaba su propia 
crisis. La caída de los precios del petróleo ocurrida al iniciar los años ochenta encontró a 
México inmerso en la petrolización de su economía, lo que incidió a su vez en la 
imposibilidad de enfrentar los compromisos contraídos con la banca internacional. 

La decisión de nacionalizar la banca mexicana en 1982 significó una ruptura evidente de la 
alianza establecida con el sector privado en los años cuarenta, misma que ya había sido 
sometida a duras pruebas durante el gobierno de Luis Echeverría. A pocos meses de estos 
eventos Miguel de la Madrid inició su periodo presidencial con ofertas de reforma económica 
y política y un espíritu conciliatorio con el sector privado. No obstante, el alcance de sus 
reformas no fue suficiente para resolver los graves problemas de la economía y la 
desconfianza que permeaba en la sociedad, la cual se agudizó ante la lenta respuesta 
gubernamental frente al devastador sismo de 1985. Por su parte, amplios grupos de 
empresarios abandonaron la actitud de conformismo político que había marcado su alianza 
con el Estado y se embarcaron en una creciente militancia en las filas del Partido Acción 
Nacional (PAN). En 1987 la disputa política producto de un nuevo proceso de sucesión 
presidencial redundó en la ruptura de la Corriente Democrática con el PRI, origen de lo que en 
1989 se constituiría como Partido de la Revolución Democrática. 

En 1988 Carlos Salinas de Gortari llegó a la presidencia inmerso en una crisis de 
legitimidad pero en un entorno internacional favorable a su proyecto de reformas. Un año 
después, en 1989, caía el Muro de Berlín y, junto con él, el paradigma de la economía 


estatista y planificada, en tanto que las grandes potencias económicas fortalecían sus 
reformas neoliberales. Salinas supo aprovechar el momento para embarcarse en un complejo 
proceso de reformas económicas del que da cuenta con precisión el texto de Enrique 
Cárdenas. Como parte de este proceso destacó la firma del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN), que replanteaba las bases de una relación con los Estados Unidos 
construida en los años cuarenta, para adecuarla a los nuevos tiempos de la apertura comercial 
y la privatización de amplias ramas de la actividad económica pertenecientes al Estado. A lo 
largo de los primeros años noventa, Salinas logró consolidar cambios estructurales como el 
fin del proteccionismo, la reprivatización de la banca, la privatización de empresas 
fundamentales como Teléfonos de México, Altos Hornos y las principales aerolíneas, así 
como la reforma al Artículo 27 que buscaba la comercialización de los ejidos. Como señala 
Cárdenas, al acercarse el fin de su gobierno, el presidente Salinas había logrado reestructurar 
profundamente las bases sobre las que se asentaba el nuevo modelo de desarrollo económico 
nacional. 

El ensayo de Isabelle Rousseau complementa el análisis de este complejo periodo y se 
concentra en el aspecto político de este nuevo proceso de modernización. Los gobiernos de 
Luis Echeverría y José López Portillo son analizados en aras de entender el ascenso al poder 
de una nueva élite de funcionarios públicos y administradores que encontraron el campo 
propicio para romper con los esquemas del desarrollo estabilizador y el nacionalismo 
revolucionario cuando el país estaba inmerso en el agotamiento de ambos modelos. Si los 
años cuarenta son el escenario del ascenso de los abogados a la élite política, los años setenta 
verán el arribo a la esfera de la administración pública de una nueva generación de 
economistas con posgrados en universidades extranjeras. Empezará a manejarse desde 
entonces la dicotomía entre “políticos y tecnócratas” que recorrió las últimas décadas del 
siglo. 

Rousseau analiza con detenimiento al nuevo grupo político que encontró en la recién 
creada Secretaría de Programación y Presupuesto el espacio para articularse e imponer su 
nuevo proyecto de desarrollo desde el inicio de los años ochenta. La capacidad de utilizar a 
favor de su proyecto la plataforma institucional que constituía la poderosa sPP formó parte 
importante de su éxito político. Desde ahí se labró el ascenso de Miguel de la Madrid a la 
presidencia en 1982 y de Carlos Salinas de Gortari y su grupo en 1988, pese a la resistencia 
de los sectores que mantenían las banderas del nacionalismo revolucionario. Tanto Enrique 
Cárdenas como Isabelle Rousseau analizan en sus textos los conflictos al interior de la clase 
política que se generaron a raíz de la existencia de visiones diferentes en cuanto a la 
conducción de lo económico para salir de la crisis y reformar y modernizar al país. 

Las reformas económicas del salinismo analizadas a detalle en el texto de Cárdenas son 
acompañadas por una estrategia política que busca la conciliación con distintos actores en 
aras de apuntalar la reforma del Estado, proceso que analiza a su vez el texto de Rousseau. El 
golpe a algunos de los dirigentes más importantes del corporativismo sindical es el inicio de 
una estrategia de legitimación y de renovación de las relaciones políticas con el PRI y la clase 


política tradicional. Salinas, como en su momento lo hizo Miguel Alemán, utiliza los medios 
de comunicación para generar una fuerte corriente de opinión pública que apoya y se 
identifica con la modernización del país. Otro mecanismo es la incorporación de viejos 
militantes de la izquierda ajenos al PRD que se integran a las redes del programa Solidaridad. 
A lo largo de la segunda mitad de su sexenio, Salinas y su grupo más cercano controlan todos 
los ámbitos de poder, lo que les permite embarcarse en su complejo programa de reformas. 

No obstante, el día que entraría en vigor el TLCAN, el 1” de enero de 1994, estalló el 
alzamiento zapatista en Chiapas. Era éste el inicio de un turbulento año en el que dos 
asesinatos políticos cimbraron al país. Las muertes de Luis Donaldo Colosio y de José 
Francisco Ruiz Massieu hicieron evidente que, pese a las reformas y el aparente consenso 
generado después de 1991, el gobierno de Salinas concluía inmerso en una profunda crisis 
política que amenazaba la estabilidad del país. Los primeros meses del nuevo gobierno 
encabezado por Ernesto Zedillo estuvieron determinados por el llamado “error de 
diciembre”, que sumió nuevamente al país en una gran crisis económica que frenó el proceso 
de reformas. Siguen siendo objeto de un intenso debate las causas y las responsabilidades de 
ese turbulento periodo. Enrique Cárdenas e Isabelle Rousseau concluyen sus ensayos con un 
balance crítico en torno a los logros y los errores del proceso de reformas salinista y sus 
implicaciones en los acontecimientos que le siguieron. 

Los efectos políticos de la reforma neoliberal y la persistente crisis económica, entre ellos 
una creciente competencia electoral y una redefinición del lugar del PRI en el sistema político 
al perder el control sobre el Congreso y más tarde la presidencia, obligaron a este partido a 
transformarse. Joy Langston analiza algunos de los cambios más relevantes ocurridos en el 
PRI en los últimos 20 años para evitar una nueva ruptura y su posible extinción política. A 
diferencia de otros estudios que observan al PRI como una unidad, Langston parte de la 
desagregación de los diversos grupos que lo integran y las distintas estrategias a las que han 
recurrido para enfrentar la crisis y adaptarse a las nuevas condiciones políticas. En su ensayo 
se concentra en tres parámetros para medir el cambio: la selección de candidatos para 
gobernadores y presidente, los patrones de reclutamiento legislativo y las campañas 
electorales para el Congreso. 

Un elemento fundamental de su análisis es el de la relevancia creciente de los 
gobernadores como factor de peso al interior del PRI, quienes ganaron terreno en la medida en 
que la dirigencia nacional se enfrentaba a la pérdida de su posición hegemónica en el sistema 
político. El control político y electoral que los gobernadores tienen sobre sus estados ha sido 
un elemento clave para entender el lugar predominante que ocupan en las decisiones dentro 
de la estructura partidaria. Langston concluye que si bien el PRI ha sido exitoso en los 
cambios que tienen que ver sobre todo con el espacio legislativo, sigue enfrentando 
dificultades en el ámbito de la selección de sus candidatos a puestos ejecutivos, como las 
gubernaturas y la presidencia de la República, en donde sigue estando presente el riesgo de la 
ruptura. 

El tomo concluye con el ensayo de Sergio López Ayllón y Héctor Fix Fierro, quienes 


analizan los cambios ocurridos en el ámbito de la justicia en las últimas décadas del siglo xx, 
producto de la modernización económica y política. En términos cuantitativos destacan las 
múltiples reformas a la Constitución que apuntalaron la redefinición del proyecto de 
desarrollo nacional. Se trata en buena medida de un nuevo orden jurídico dentro del marco 
general de la Constitución de 1917 que incidió en redefiniciones en tres campos distintos: los 
derechos económicos, los derechos políticos y los derechos humanos. Al analizar en términos 
cualitativos esta compleja red de reformas, los autores argumentan que existe una 
modernización jurídica paralela a la económica y la política que tiene que ver con la 
construcción de agentes económicos independientes y de ciudadanos en condición de ejercer 
sus derechos políticos y humanos. En ese sentido sostienen que existe un creciente peso de lo 
jurídico en la sociedad, otro resultado de la nueva modernidad, aunque el proceso de 
transición jurídica sigue siendo incompleto en la medida en que sigue abierta la brecha entre 
el país “legal” y el país real que recorre la historia del país. Aunque existen considerables 
avances en relación con una creciente autonomía de lo jurídico frente a lo político, y en 
términos de su relevancia en la propia cultura política y en la vida social, los autores 
consideran que, al igual que en el campo de las reformas económicas y políticas, la transición 
jurídica sigue estando incompleta y se encuentra atrapada por el peso de actores e ideas 
anclados en el pasado. 

Al concluir la primera década del siglo xx1 el mundo se enfrenta a los estragos provocados 
por el derrumbe del modelo neoliberal que ha dejado a vastos sectores sociales sumidos en el 
desempleo, la pobreza y la falta de expectativas hacia el futuro. En este contexto vuelven a 
soplar los vientos que anuncian el retorno a estrategias con una mayor participación del 
Estado y sus facultades de regulación de la economía. ¿Será éste el inicio de un nuevo ciclo 
que recupere lo que desecharon en su momento los modernizadores de fin de siglo? ¿Podrá 
México renovarse en aras de resolver sus añejos problemas de desigualdad e injusticia social, 
violencia e impunidad, o seguirá atrapado en los ahora viejos esquemas neoliberales que han 
probado estrepitosamente su agotamiento? Como dijo Bob Dylan, la respuesta está soplando 
en el aire... 
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y desarrollismo* 
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El problema 


No es igual visualizar el México de la posguerra el año de celebración de los centenarios a 
como se hizo 30 años atrás, justo en el momento en que se puso bajo la picota el modelo de 
Estado intervencionista, protector, corporativo y desarrollista de la posguerra. 

Para ilustrar el comentario viene a cuento un balance que hizo Ramón Beteta a finales de la 
administración del presidente Miguel Alemán (1946-1952): 


Uno de los efectos que han tenido los altos precios y las utilidades cuantiosas de la guerra ha sido la creación de un 
grupo, cada vez más pequeño, cuya capacidad económica para gozar de los bienes de la vida es prácticamente ilimitada, 
frente a una mayoría inmensa cuyo nivel de vida no se ha elevado proporcionalmente. Tal estructura social y económica 
está permitida por nuestras leyes y hasta puede ser conveniente en el proceso de formación de capitales indispensables 
para promover nuevas empresas o la ampliación de las ya existentes; sería un error no frenar este proceso que crea un 
malestar social peligroso en esta hora de grandes inquietudes en todo el mundo, que contraría las mejores tradiciones de 


nuestra historia y el sentido de justicia social innato en la Revolución mexicana.* 


El juicio de Beteta muestra con elocuencia las líneas de un modelo de desarrollo que se 
consolidó en el curso de los años cuarenta, caracterizado por un impulso a la 
industrialización, la creación de capitales nacionales, el cultivo de un mercado prometedor y 
el destello de una creciente desigualdad social que, advertía, pondría en riesgo la estabilidad 
recién alcanzada. En su visión, el modelo era necesario para impulsar la capitalización del 
país, pero ya advertía que se deberían atender sus desequilibrios con la finalidad de no 
interrumpir sus bondades ni quebrantar la estabilidad; no obstante, esto último ocurriría a 
finales de los años sesenta y propiciaría su paulatino desmantelamiento en aras de otro 
modelo de desarrollo. Los desajustes y la inestabilidad propiciadas por el modelo de 
recambio, el denominado neoliberal, invitan a revalorar los ejes sobre los que se implantó la 
economía en los años posteriores a la guerra y a reevaluar el papel asignado al Estado por un 
grupo gobernante modernizador y visionario. 

Quienes diseñaron y sentaron las bases del desarrollo estabilizador tuvieron la habilidad 
de valorar el significado económico y social de las reformas cardenistas, de visualizar los 
instrumentos estatales que se debían activar para desplegar un nuevo programa de desarrollo 


económico y social, y de advertir los riesgos y oportunidades que ofreció el conflicto bélico 
para resolver los saldos pendientes del todavía recién terminado movimiento armado, al igual 
que para aprovechar sus potencialidades. Asimismo, aprovecharon la oportunidad para 
solucionar el litigio petrolero e instrumentar la rehabilitación de las líneas ferroviarias, y 
percibieron la oportunidad de capitalizar el superávit que dejó el conflicto armado, la 
reconversión de los sectores que habían estado articulados a la economía de guerra del vecino 
del norte, y las potencialidades de las nuevas industrias y empresas que atendieron la 
demanda de manufacturas que dejaron de llegar al país por la conflagración mundial. Con 
mirada de largo plazo fueron sensibles a los riesgos que para el incipiente desarrollo 
industrial planteaba el fin del conflicto bélico ante los vientos librecambistas que impulsaron 
los Estados Unidos en su fase de reconfiguración de su economía de guerra y optaron por 
proteger la incipiente industrialización mediante la configuración de un modelo económico 
proteccionista y estatista. 

Lo que intentaremos demostrar son los siguientes supuestos: 1) en materia de política 
económica y desarrollo se registra una continuidad entre las administraciones de los 
generales Lázaro Cárdenas (1934-1940) y Manuel Ávila Camacho (1940-1946), y la del 
licenciado Miguel Alemán Valdés (1946-1952); 2) la expropiación petrolera fue el momento 
culminante de las reformas emprendidas por el presidente Cárdenas, a la vez de haber 
marcado el punto de inflexión, el inicio de la moderación y de preparación ante el inminente 
escenario de la guerra, con la consiguiente búsqueda de un acercamiento y conciliación con 
los Estados Unidos; 3) la guerra mundial y el alineamiento con los países “aliados”, léase con 
el vecino del norte, permitió subsanar los diferendos económicos del movimiento armado y 
avanzar hacia otro esquema en la relación con los Estados Unidos, lo cual incluyó resolver el 
conflicto petrolero, negociar la deuda externa, finiquitar las reclamaciones por las 
expropiaciones agrarias a sus connacionales, obtener ayuda para la recuperación de la 
economía mexicana —particularmente de la industria petrolera, de los ferrocarriles y de la 
minería—, contribuir a la estabilización monetaria y fomentar la producción nacional, tanto 
para abastecer la economía de guerra de Washington como para emprender una dinámica de 
sustitución de importaciones, y 4) a diferencia de la socorrida imagen de la administración 
del presidente Miguel Alemán como un régimen entreguista con los norteamericanos, fue un 
gobierno que, a la par de la pompa, los juegos florales, el culto a la personalidad y la 
opacidad que le caracterizó, promovió y consolidó el proteccionismo como estrategia para 
desarrollar la economía mexicana por la vía de la economía mixta, la sustitución de 
importaciones, la tecnificación agrícola, la creación de un empresariado nacional cobijado 
por el Estado y el subsidio del campo a la urbanización industrial. 

Estamos frente a un exitoso proyecto y momento de modernización económica que 
coincidiría, en su versión nacional, con los lineamientos de las tendencias de la economía 
mundial. Siguiendo a Eric Hobsbwam, lo que resolvió la segunda Guerra Mundial fue el fin 
del laissez-faire y del libre mercado sin regulación alguna; en apego a este autor, el fin del 
conflicto armado y el triunfo de la coalición de los Aliados inauguró una nueva era en 


materia de desarrollo y de políticas económicas determinadas por la implantación de la 
economía mixta como herramienta para la planificación y modernización económica; el 
compromiso de los gobiernos de aspirar al pleno empleo; la reducción de las desigualdades 
sociales y el fomento exponencial de la productividad mundial, que traía aparejado el 
consumo masivo y una división internacional del trabajo más compleja y dinámica. Lo que se 
pretendía evitar era la repetición de los agudos desajustes de la posguerra: explosión del 
sistema comercial y financiero, irrupción de economías nacionales con impulsos autárquicos, 
la depresión generada por un mercado libre carente de controles y el desempleo masivo. 

Por ello fue que se forjó el concepto de economía mixta, con la finalidad de planificar —un 
símil del modelo aplicado por los derrotados modelos nazi-fascistas y la temida Rusia 
sovietizada— y conducir la economía con una ambiciosa gestión pública; la agenda de 
prioridades la encabezaron la búsqueda del pleno empleo, la modernización económica y la 
recuperación de las economías atrasadas, junto con la contención del comunismo. Además, el 
fin de la guerra terminaría con la hegemonía de la Gran Bretaña, detonaría el inicio de la 
descolonización y los Estados Unidos se implantarían como el gran ordenador internacional.? 
La crisis de entreguerras y el saldo del conflicto bélico mundial vino aparejado con un 
cuestionamiento a los principios de un libre mercado sin cortapisas, lo que dio pie a la 
doctrina keynesiana como el concepto de un nuevo orden económico mundial, postulados 
que iban en la dirección de lo que venían aplicando en México desde la posrevolución.? 

Dicho de manera breve, el movimiento revolucionario perfiló a México en dirección a la 
doctrina económica que dominaría a las economías occidentales al término de la guerra, y 


será en la administración cardenista cuando se den los pasos más decididos.?* 


El cardenismo: saldo social, dirigismo estatal 
y preludio de la moderación 


En palabras de Fernando Rosenzweig, la Revolución mexicana 


aplicó una reforma agraria que desmembró la propiedad de los hacendados y liquidó para siempre la influencia social y 
política de éstos. Se abrió el campo para que creciera la clase media, propietaria o dedicada a los servicios, entre ellos 
los de la administración pública. Se establecieron cauces legales para la acción del sindicalismo y para normar las 
relaciones obrero-patronales. Se establecieron los límites a la acción económica del capitalismo extranjero en el país y, 
en general, a la propiedad privada. Se atribuyeron al Estado funciones de gran amplitud de promotor de la economía; 


más adelante agrega: 


Favorecido por estas reformas y conquistas, el desarrollo económico del país pudo, por fin, reanudarse a partir de fines 
de la década de los años treinta. El gobierno contribuyó decididamente a ello con su programa de grandes obras 
infraestructurales en materia de transportes, plantas generadoras de electricidad y otras, que se tradujeron en importantes 
economías externas ventajosas para expandir los diversos sectores de la producción. El propio gobierno tomó una 
participación aún mayor en la vida económica, creando organismos públicos para financiar y fomentar la agricultura, la 
industria, los transportes y otras ramas, y tomando directamente a su cargo algunas empresas industriales o de servicios 
que era indispensable estimular, sin aguardar a que los particulares las desarrollaran. Por otra parte, el sector público dio 


un fuerte impulso a la educación, los servicios sanitarios y asistenciales y la seguridad social, todo lo cual se ha 
traducido en una disminución considerable del analfabetismo, la mortalidad y el desamparo. A lado de la inversión 


pública, la privada ha crecido también, incluso en más fuerte medida.” 


El gobierno del general Cárdenas dirigió sus metas a saldar los pendientes sociales 
mediante una ambiciosa política de reparto agrario, el respeto a los derechos laborales de los 
trabajadores y la incentivación de la economía mediante un extensivo programa público de 
inversiones y la creación de organismos públicos de estímulo y orientación económica, entre 
los que sobresalieron la Nacional Financiera, el Banco de Crédito Ejidal, la Corporación de 
Fomento, la Compañía de Inversiones, un banco para financiar las exportaciones y otro más 
destinado a las obras públicas. 

En virtud de que los ahorros disponibles estaban en manos de terratenientes ausentistas y 
comerciantes, y de que la dimensión de las obras que se debían emprender para el desarrollo 
económico —riego, comunicaciones, puertos, escuelas, hospitales, etc.— no eran atractivas 
para el escaso capital privado por su cuantía y bajo rendimiento, el gobierno recurrió a la 
inversión inflacionaria a través del banco central y de la creación de instituciones públicas de 
crédito, derivando en un sobregiro del gobierno federal del orden de 250 millones de pesos 
para diciembre de 1940.? Poco después esta estrategia se cambió por una política de emisión 
de valores gubernamentales, de forma tal que, por este concepto, se agregaron compras de 
valores del Estado por el banco central por la suma de 318.7 millones al mes de agosto de 
1942. Esto derivó en un aumento del circulante de forma tal que de marzo de 1938 a 
diciembre de 1940 el movimiento de moneda subió de 502.1 millones a 751.4, tendencia que 
se mantuvo en los años siguientes al incrementarse a 871.5 millones a diciembre de 1941 y a 
862.2 al mes de agosto del siguiente año.” 

El Banco de México se convirtió en el financiador de la obra pública. El resultado fue el 
incremento de la productividad agrícola, el aumento de consumidores y la liberación de mano 
de obra, además del apaciguamiento de tensiones sociales en el campo y en las relaciones 
capital/trabajo, a pesar del descontento de los intereses afectados.* 

Hacia finales de esta administración se manifestaba una mejoría en la capacidad de 
consumo de la población. Esta mejoría se había logrado por el reparto agrario que mejoró la 
productividad del campo, el incremento de la capacidad de consumo por el aumento de 
remuneraciones a los trabajadores, el incremento de los gastos en obra pública y hasta el 
aumento de la población, en el entendido de que se generó una alza de precios, puesto que la 
demanda estaba por encima de la capacidad de producción, o bien por las restricciones de las 
importaciones debido a la inestabilidad internacional ante la inminencia de la guerra.” 

La expropiación de la industria petrolera en 1938 fue el momento de mayor intensidad y 
radicalismo al que llegó la administración de Cárdenas, pero fue también cuando la etapa de 
reformas entró en una fase de moderación: se atenuó el reparto agrario, hubo menos 
complacencia con las demandas obreras y se mostró más interés en consolidar las reformas 
ejecutadas y salvaguardar el funcionamiento del aparato económico; en política internacional 


la preocupación fue llegar a un entendimiento con los Estados Unidos que relajara tensiones 
y presiones a las que se vio sometido el país después de la expropiación petrolera. 

Esta corrección de rumbo hacia la moderación se explica por la aparición de un nuevo 
cuadro político-social, cuyas aristas principales se pueden resumir en varios puntos. El 
carácter y la amplitud de la reforma agraria habían provocado la oposición y protesta de los 
propietarios agrarios tradicionales, quienes materializaron su descontento en constantes 
agitaciones y expresiones de violencia en el medio rural, a los que se sumaron los 
empresarios y sectores medios que vieron disminuidos sus ingresos por la inflación, 
campesinos sin tierras y pequeños agricultores que sintieron amenazada su propiedad, el 
descontento por los preceptos socializantes del artículo 3% constitucional, los políticos que 
habían sido desplazados del poder y el enrarecimiento de la política internacional que agitaba 
aún más las aguas nacionales.*% 

En los últimos años del sexenio, en el terreno internacional, el cardenismo no estuvo 
exento de dificultades. La expropiación de la industria petrolera en marzo de 1938 ocasionó 
serias dificultades diplomáticas al gobierno, las cuales se tradujeron en un boicot económico 
y presiones promovidas por las compañías expropiadas, el gobierno inglés y el Departamento 
de Estado estadunidense.*' 

Los efectos de la expropiación fueron devastadores tanto para la estabilidad interna como 
para la economía. A pesar del pequeño respiro que otorgaron las transacciones con los países 
del Eje para intercambiar petróleo por mercancías, en los meses que siguieron a la 
nacionalización el saldo fue negativo para el gobierno mexicano: la producción de crudo 
estuvo por debajo de 60% de lo que representaba habitualmente y las exportaciones se 
situaron en 32% de lo que habían sido. 

En el ocaso de la administración cardenista y con un escenario internacional delineado por 
el inicio de la segunda guerra, se tuvo la oportunidad de procesar el nuevo entendimiento con 
los Estados Unidos y saldar las viejas diferencias que databan del movimiento revolucionario 
y sus secuelas, aprovechándose el momento para apaciguar los ánimos, moderar el 
radicalismo y la dinámica de reformas con escenografía socializante y así facilitar otro tipo 
de relación con Washington. 

Las condiciones internas, el deterioro de las finanzas y el incremento de acciones y 
movilizaciones contra la precaria estabilidad, junto con el desorden internacional y la 
inminencia del conflicto armado, favorecieron la moderación. Hacia este objetivo 
coincidirían tanto el consolidado régimen posrevolucionario como el escenario internacional, 
donde el arrollador vecino del norte ya estaba cambiando su posición hacia Latinoamérica en 
preparación de su eventual participación en la contienda bélica que se perfilaba. Dicho de 
otra manera, todo apuntaba a la reconciliación, un país desgastado por la Revolución y sus 
secuelas, con logros palpables para sus propósitos pero que requería un respiro y otra 
inserción internacional, y un vecino que se preparaba para participar en un conflicto bélico y 
al que le urgía asegurar su traspatio y disponer de canales seguros para el aprovisionamiento 


de materias primas. 


Con la guerra los vientos cambian de rumbo 


Desde 1936 la administración del presidente Roosevelt planteó la cooperación de los países 
de América como forma de protegerse de posibles ataques extra continentales. Entre 1938 y 
1940 se celebraron tres conferencias panamericanas con ese propósito; en Perú, en 1938, el 
gobierno de los Estados Unidos manifestó su Oposición a que el continente experimentara un 
cambio de hegemonía, aludiendo a una posible campaña de desestabilización dirigida contra 
gobiernos de Latinoamérica por parte de los llamados países del Eje. En 1939, ya declarada 
la guerra en Europa, en Panamá se plantearon medidas para cerrar el paso a estos países; 
particularmente, Estados Unidos esbozó su estrategia de refuerzo de sus economías para que 
pudieran enfrentar posibles agresiones desestabilizadoras.'? 

Como parte de su diplomacia panamericana, el gobierno de Roosevelt puso en marcha una 
política de asistencia económica y militar dirigida a los países de Latinoamérica, consistente 
en un comercio más libre, eliminación o reducción de tarifas arancelarias, mejoramiento del 
transporte y ayuda financiera para el “cumplimiento de los objetivos esenciales”; sobre la 
deuda exterior Roosevelt manifestó su disposición a negociarla para que no interfiriera en los 
programas de financiamiento y comercio de los países deudores. Para llevar a cabo esta 
política, la administración de Roosevelt creó en 1940 la Oficina Coordinadora de Asuntos 
Latinoamericanos, con el cometido de “lograr la unidad del hemisferio para enfrentar la 
guerra”. Los trabajos de este organismo se encaminaron a proporcionar ayuda financiera a las 
repúblicas latinoamericanas para estabilizar sus economías mediante el arreglo de sus deudas 
externas, el fomento del comercio, la explotación de sus recursos naturales y la asistencia 
para sus programas de industrialización, así como la colaboración para el mejoramiento de 
los sistemas de transporte. 

La colaboración se dio fundamentalmente en el aspecto económico. El año de 1941, meses 
antes del incidente de Pearl Harbor, la Federal Loan Agency, por intermedio de la Metals 
Reserve Company y de la Defense Supply Corporation, estableció acuerdos para destinar a 
los Estados Unidos y a otros países del hemisferio occidental “los excedentes exportables de 
los materiales estratégicos y críticos de México —antimonio, cobre, grafito, henequén, 
plomo, mercurio, tungsteno, estaño y zinc”. Acuerdos parciales de esta naturaleza 
desembocaron en un convenio global entre ambos países, el cual comprendió que México 
accediera a pagar 40 millones de dólares por concepto de las viejas reclamaciones agrarias y 
de otras más ubicadas en un rubro de generales; y la Tesorería de Estados Unidos se 
comprometió a comprar mensualmente 6 millones de onzas de plata mexicana y el Export- 
Import Bank asumió el compromiso de otorgar un crédito de 30 millones de dólares para la 
construcción de caminos y la rehabilitación de vías de comunicación.!? 

Los gobiernos de ambos países se interesaron en que el litigio originado por la 


expropiación de la industria petrolera encontrara una rápida solución. A mediados de 1941, 
sin el concurso de las compañías expropiadas, los dos gobiernos entraron en una negociación 
directa que desembocó en un arreglo consistente en que México pagaría una indemnización 
de 23 995 991 dólares; en acuerdo separado, se acordó pagar un millón a la Cities Services 
Co.** Sólo quedaría pendiente el arreglo con el gobierno de la Corona británica, mismo que 
se resolvió hasta el fin de la guerra, en 1947, cuando se firmó un acuerdo con la compañía El 
Águila por un monto de 81 250 000 dólares.!? 

El arreglo del litigio petrolero con los Estados Unidos tuvo repercusiones positivas para la 
economía mexicana; de inmediato se canceló el boicot económico y las presiones 
diplomáticas que había sobre México, se aseguró que los hidrocarburos mexicanos tuvieran 
acceso al mercado estadunidense y se allanaron las dificultades que habían obstaculizado la 
adquisición del equipo necesario para rehabilitar la planta industrial y continuar los proyectos 
de expansión de Petróleos Mexicanos. 

Las muestras de cooperación en el ramo del petróleo continuaron los años siguientes. En 
diciembre de 1941 concluyó un examen de la industria petrolera que sirvió de base para 
solicitar a los Estados Unidos la venta de equipo por valor de 1 200 000 dólares. En 1942 
mejoró la situación para la empresa mexicana en virtud de que el gobierno mexicano exigió, 
como condición, que los Estados Unidos suprimieran el trato discriminatorio de que era 
objeto el petróleo mexicano, para iniciar las negociaciones que culminaron, ese mismo año, 
en el primer acuerdo comercial en la historia de las relaciones entre los dos países;!* además, 
en 1943 el Banco de Exportación de los Estados Unidos otorgó un crédito por un valor de 10 
millones de dólares, para la construcción de la refinería de Azcapotzalco y de otro proyecto 
en Poza Rica.!” 

Las relaciones con los Estados Unidos experimentaron notables mejorías en virtud de que 
el intercambio comercial prácticamente se concentró con este país dada la cancelación de los 
intercambios con Europa y Asia, y se dificultó con Latinoamérica; el comercio con ese país 
se concentró de tal manera que a finales del avilacamachismo representó las tres cuartas 
partes de las relaciones comerciales con el exterior. 

En el aspecto económico la cooperación se amplificó y permitió resolver problemas que 
databan de la Revolución, y el antiguo diferendo de la deuda exterior fue allanado mediante 
un acuerdo celebrado en noviembre de 1942, por el cual México resolvió reanudar el pago 
del adeudo exterior a los nacionales de los “países amigos”; este convenio representó la 
disminución de la deuda de México de 509 millones de dólares a solo 49, permitiendo 
además la reapertura del crédito externo que había estado cancelado más de una década.'* 
Para llevar a cabo esta resolución, el día 5 del mismo mes se dio a conocer un decreto 
presidencial que estipulaba el pago parcial de 14 empréstitos, concertados por México entre 
1885 y 1913; sólo quedaron pendientes los viejos créditos que estaban en manos de franceses 
y alemanes, así como el adeudo ferroviario que sería objeto de una negociación separada. 

El 7 de abril de 1942 se estrechó la colaboración con la celebración de un nuevo acuerdo 


que incluyó la creación de una industria de acero y hojalata, un estudio sobre las 
potencialidades de los ferrocarriles mexicanos, la construcción de barcos en México y el 
establecimiento de prioridades en los productos de interés para los Estados Unidos; además, 
se añadió un convenio para estabilizar la relación del peso con el dólar y otro más sobre la 
emigración de trabajadores mexicanos para cubrir los trabajos agrícolas estacionales en los 
Estados Unidos, e incluso para que trabajaran en los ferrocarriles de ese país.!? 

Los beneficios de la cooperación que potenció el 28 de mayo de 1942 la declaración de 
guerra se extendieron a los ferrocarriles. Congruente con el principio de que la participación 
de Latinoamérica en el conflicto iba a ser en el terreno económico, el gobierno de México se 
comprometió a movilizar todos sus recursos económicos para el abastecimiento de los 
productos estratégicos disponibles en el país; sin embargo, México se tropezó con 
dificultades iniciales por las serias deficiencias que arrastraban los ferrocarriles nacionales, 
por lo que el gobierno estadunidense intervino para resolver los rezagos. 

La ayuda de los Estados Unidos facilitó la adquisición del equipo ferroviario necesario 
para rehabilitar las líneas México-Laredo, Torreón-Monterrey-Tampico, México-Suchiate y 
Chihuahua-Torreón. Con el mismo interés, el gobierno norteamericano se comprometió a 
sufragar directamente varios gastos: el costo de los rieles y del material ferroviario producido 
en México y destinado a la rehabilitación; el costo de la reparación de las locomotoras 
mexicanas que estuvieran en talleres de los Estados Unidos y hasta devengar los salarios de 
los trabajadores adicionales de vía, necesarios para reparar las líneas férreas de su interés, y 
el de los técnicos estadunidenses necesarios para ejecutar los trabajos de mejoramiento.? 

Uno de los resultados más relevantes de esta etapa de cooperación fue la conclusión del 
primer acuerdo comercial en la historia de los dos países, firmado el 23 de diciembre de 
1942; el tratado otorgó concesiones arancelarias para la exportación de artículos mexicanos 
considerados como estratégicos, tales como zinc, plomo, antimonio, grafito, mercurio, 
molibdeno, fibra de henequén y cordelería; a los productos agrícolas se les otorgó el mismo 
estatus. El punto central del convenio fue la cancelación —+formal para esos momentos— de 
las cuotas restrictivas que pesaban sobre el petróleo y combustible mexicanos desde 1938; en 
contrapartida, México otorgó concesiones para cerca de 200 productos de exportación 
estadunidense: carne, cereales, leche, radios, refrigeradores, etcétera.?! 

Este tratado tuvo el significado de inscribirse justo cuando México todavía no ponía en 
cuestionamiento las reglas del libre mercado, pues la economía norteamericana estaba 
volcada a la producción bélica y con dificultades suministraba productos que requería la 
economía mexicana para, inclusive, cumplir su parte en la economía de guerra. La economía 
mexicana entró en una gran actividad, produciendo a todo vapor y llegando incluso a la 
reactivación de maquinaria industrial ya en desuso; no se tenía la amenaza de ser invadidos 
por los bienes norteamericanos. Sin embargo, Jesús Silva Herzog comentaba que se había 
dado una suerte de subsidio a la economía de guerra del norte puesto que se recibieron 
dólares que no tenían aprovechamiento en la adquisición de los insumos que se requerían 


para la industrialización, en el entendido de que cuando se pudieron utilizar ya no tuvieron la 
misma capacidad de consumo.?? 

Este tratado se cancelaría años más tarde, en el gobierno de Miguel Alemán, por el cambio 
de política. Mientras en la administración del general Ávila Camacho la política se dirigió al 
impulso de la industrialización, el fomento del ahorro interno y la captación de préstamos 
para el desarrollo, “la gestación de una política selectiva de crédito en apoyo a actividades 
prioritarias, el restablecimiento del crédito externo y ajustes en las políticas para moderar los 
impactos del superávit”, lo que incluyó una política de puertas abiertas con el vecino el 
norte, en la de Miguel Alemán se refrendó la vocación por la industrialización y el impulso a 
los empresarios nacionales, para lo cual se implantó el proteccionismo, el rechazo al libre 
mercado y a favor de la economía mixta. 

Ésta fue la razón por la que se impugnó el tratado comercial. Ya bajo el gobierno de 
Miguel Alemán, la política de obstáculos a las importaciones y estímulos a las exportaciones 
se enfrentó con los límites impuestos por el Tratado de Comercio que obligaba a no 
modificar los aranceles sin el consentimiento de las partes.?* Este Tratado se había intentado 
modificar desde Ávila Camacho, pero siguió vigente hasta 1949 porque los Estados Unidos 
se opusieron a cambios o a su anulación bajo el argumento de que iba contra las directrices 
librecambistas que defendía. Para México la vigencia del acuerdo había ocasionado 
problemas a la moneda y a la reserva de divisas, pero sobre todo cuestionaba la política 
proteccionista que se empezó a aplicar en esa administración. En su remplazo el gobierno 
mexicano insistió que los Estados Unidos le otorgasen el trato de nación más favorecida, 
demanda que finalmente le concedería. Con la cancelación del Tratado, México avanzaría en 
su política proteccionista, estrecharía los controles y haría uso de las prohibiciones, 
incrementaría aranceles a ciertas exportaciones, subsidiaría algumas exportaciones y 
sofisticaría el mecanismo de las licencias de importación.?” 

Una vez solucionadas las viejas disputas y en el marco de la cooperación y colaboración 
que planteó la guerra, el régimen de Ávila Camacho visualizó las oportunidades que se 
ofrecieron para incrementar la productividad, aumentar las exportaciones a los Estados 
Unidos, sanear y fortalecer la industria petrolera, mejorar los ferrocarriles, estabilizar las 
finanzas públicas, incrementar la productividad agraria y, particularmente, fomentar una 
dinámica de sustitución de importaciones; por lo mismo, en esta fase no se consideró 
riesgoso el libre mercado, concentrándose los esfuerzos en el estímulo de las exportaciones 
aunque se tuvieran dificultades para que las divisas acumuladas se volcaran de lleno a la 
inversión productiva; esto se lograría una vez concluido el conflicto bélico. Por lo pronto, se 
jugó al patriotismo con tintes democráticos, se guardaron pistolas y cañones para entrar de 
lleno a la búsqueda del enriquecimiento, el país se pavoneó con las democracias y el grupo 
gobernante visualizó las oportunidades para industrializar el país y avanzar en la 
mecanización de la agricultura. 


El legado de la guerra 


Con la guerra mundial se ampliaron las exportaciones, se derribaron las barreras que habían 
restringido el acceso de algunos productos mexicanos al mercado estadunidense y se 
estimuló un proceso de sustitución de importaciones ante la necesidad de remplazar la 
importación de bienes que tradicionalmente provenían del exterior. Cabe añadir que México 
recibió una cantidad importante de capitales europeos que buscaron refugio en el país, y otro 
tanto procedente de los Estados Unidos que escaparon a los impuestos de guerra; a este flujo 
de capitales se sumaron los préstamos, subsidios e inversiones directas realizadas por los 
Estados Unidos como parte de su política hemisférica de defensa. 

El acelerado crecimiento experimentado por la economía se manifestó en forma elocuente 
en el valor de los bienes y servicios producidos en el país; a principios del sexenio de Ávila 
Camacho su monto fue de 6 371.7 millones de pesos, tres años después llegó a 11 813.1 
millones y para 1946 casi triplicó el valor inicial al haber alcanzado la cifra de 24 170.5 
millones.?* 

De las diversas actividades económicas que integraban el valor de la producción nacional, 
los sectores que mostraron mayor dinamismo fueron el comercial y el manufacturero, en 
detrimento del agrícola y del ganadero. Respecto al valor total de la producción de bienes y 
servicios en 1940, el comercio representó 24%, tres años después subió a 28% y en el último 
año del gobierno de Ávila Camacho ocupó 32.9; los porcentajes en el ramo de la manufactura 
fueron de 16.1, 17.7 y 19 en los mismos años. Por el contrario, la agricultura y ganadería 
disminuyeron su participación porcentual en razón de que para los años de 1940 y 1943 se 
mantuvieron en 19.1% y en 1946 bajaron a 16.4 por ciento.”” 

El aumento de la productividad en la industria se debió fundamentalmente al pleno 
aprovechamiento de la planta industrial, la cual redobló su funcionamiento con el objeto de 
cubrir un mercado local que se le ofreció plenamente en virtud de que no tuvo competidores 
del exterior, a la par que orientó también una parte considerable de su producción a la 
exportación. Tomando como base el índice 100 para 1939, tenemos que en 1941 el volumen 
de mercancías destinadas a la exportación fue de 194.1; dos años después subió a 704.9 y en 
1946 1legó a 905; este incremento se reflejó igualmente en el valor creciente de los bienes 
manufacturados en relación con los productos de exportación: mientras que en 1940 
representaron 6.4%, para 1946 aumentaron a 34.9 por ciento.?8 

Entre las actividades económicas beneficiadas por la coyuntura de la guerra estaban la 
minería y la industria pesada, las cuales elevaron en forma considerable su producción; 
igualmente salieron beneficiadas las fabricas textiles de algodón, calzado, aceites vegetales, 
cerveza y azúcar; experimentaron un efecto similar la construcción y las industrias de papel, 
vidrio y productos químicos, entre otras. No solamente se registró un aumento de la 
capacidad de producción de la planta industrial existente sino que proliferaron industrias y 
pequeñas empresas en todo el país; según informes del Banco de México, en 1942 se crearon 


60 nuevas actividades industriales; en 1943 se establecieron factorías de productos químicos, 
de deshidratación, de alimentos, de la industria del plátano, de azúcares y forrajes, entre 
otros; en 1944 se instalaron plantas de cemento, cobre electrolítico, productos químicos, 
estufas, calentadores, fertilizantes y otras más.?? 

El gobierno participó activamente en el crecimiento de la planta industrial mediante la 
construcción de grandes proyectos industriales con financiamiento de Nacional Financiera. 
Entre los proyectos que más sobresalieron se cuentan los de una siderúrgica en Monclova y 
varias industrias complementarias, tres grandes ingenios, una empresa de fertilizantes, una 
hidroeléctrica en Chapala, dos plantas de artícela, una fábrica de vidrio, una refinería y un 
gasoducto. 

Otros sectores de la economía muestran con elocuencia el dinamismo de ésta. La 
producción agrícola, en millones de pesos, que era de 633 en 1938 y de 659 en 1940, tres 
años después se había incrementado a 984 y al final del gobierno de Ávila Camacho se situó 
en 1 062. La minería también tuvo un comportamiento a la alza; mientras que la producción 
de oro bajó de 27 a 13 toneladas entre 1940 y 1946, la de plata se incrementó de 257 a 1 345. 
La producción de zinc pasó de 114 a 139 y la de hierro, que fue el metal que más demanda 
tuvo, se incrementó de 70 a 170 toneladas, reflejando también comportamientos al alza el 
cobre al pasar de 37 a 61 toneladas.** 

En el rubro de las exportaciones, mientras en 1939 se destinó 58.8% a los Estados Unidos, 
en los años siguientes se hizo dominante: 83.3 en 1940; a mediados del gobierno de Ávila 
Camacho fue de 86.9 y en el último año se situó en 82.7. Por el contrario, el comercio con 
Europa prácticamente se canceló; en 1939 representó 36.8%, pero los años siguientes y hasta 
el final del sexenio no rebasó 1%. En cuanto a los países de América Latina, hubo un 
aumento de las relaciones comerciales: en 1946 tenían 12.3%, en tanto que a principios del 
gobierno ocupaban escasamente 3 por ciento.”? 

En las importaciones se reflejó el mismo fenómeno de dependencia con respecto a los 
Estados Unidos. Históricamente México ha registrado una intensa relación en los lazos 
comerciales con ese país, pero la guerra mundial la convirtió en dependencia; en 1939 las 
importaciones provenientes de ese país representaron 66%, subieron a 88% en 1943 y para 
1946 disminuyeron ligeramente a 83.6%. En cuanto a las provenientes de Europa, sucedió un 
fenómeno similar al de las exportaciones: en 1939 representaron 29%, dos años después 
7.4% y en 1946 solamente 6.6%. Por lo que respecta a los países latinoamericanos, se 
registró una ligera mejoría: mientras que en 1940 eran de 1.5%, para 1946 alcanzaron 7.8 por 
ciento.** 

Los productos mexicanos destinados a la exportación presentaron un comportamiento 
interesante durante el gobierno de Ávila Camacho; la tendencia general fue darle una 
importancia inicial a las exportaciones de minerales, que decayeron ligeramente hacia finales 
del sexenio, aunque conservaron su importancia; los productos manufacturados registraron 
un incremento notable y los agrícolas estuvieron igualmente al alza; del porcentaje global de 


las exportaciones en 1940, 68.1% era de minerales y 25% de productos agrícolas, mientras 
que la manufactura tuvo un 6.4%; tres años después, los minerales se redujeron a 28.5%, los 
productos del campo se incrementaron a 41.4 y la manufactura a 22.6%. En 1946 los 
minerales registraron una nueva disminución al haber ocupado 20% de las exportaciones, en 
tanto que los productos agrícolas y manufacturados experimentaron un nuevo incremento, 
con porcentajes de 58 y 34 respectivamente.?* 

En los dos primeros años de gobierno de Ávila Camacho el oro y la plata fueron los 
metales que se exportaron en mayores cantidades, con índices superiores a 10% del total; el 
plomo tuvo niveles cercanos a ese mismo porcentaje y sólo disminuyó ligeramente a finales 
de dicho gobierno; algo similar sucedió con el cobre, aunque en menor porcentaje. Otras 
mercancías que representaron porcentajes importantes fueron el zinc, las fibras de henequén, 
el chicle en bruto, el tomate y el café. El petróleo tuvo cierta relevancia, aunque sólo reportó 
índices que fluctuaron alrededor de 10% entre 1939 y 1940, y en los años siguientes cerca del 
3 por ciento.?> 

La principal medida política dictada por el gobierno para fomentar la industrialización fue 
la Ley de Industrias de Transformación, destinada a proteger a las industrias surgidas durante 
la guerra. Mediante esta ley se autorizaba que el secretario de Economía otorgara exenciones 
fiscales y aduanales a industrias nuevas y a otras que se considerasen esenciales para el país. 
El siguiente paso fue la Ley de 1941, que puso bajo el control de la Secretaría de Economía a 
las Cámaras de Comercio e Industriales, además de haberse fundado la Coordinación y 
Fomento de la Producción, destinada a orientar a los empresarios para que invirtieran en 
aquellas ramas productivas cuyo desarrollo era más urgente. En 1942 se estableció la Oficina 
de Control y Abastecimientos, para formular listas de restricciones a la exportación y, en 
1943, a la importación. En 1944 surgió la Comisión Federal de Fomento Industrial y se 
expidió la Ley de Fomento Industrial. Todas estas medidas, aunadas a otras que 
complementaban la labor de estos organismos, lograron que el volumen de la producción 
industrial se elevara 66% entre 1940 y 1946.% 

Los datos aportados dejan ver que en los primeros años del gobierno de Ávila Camacho el 
comercio exterior y la economía mexicana experimentaron su mayor desarrollo, mientras que 
a partir de 1944 se empezó a registrar una desaceleración provocada por la ya próxima 
terminación del conflicto mundial, tendencia que se tradujo en una disminución de la 
demanda de productos estratégicos para la economía de guerra estadunidense. A partir de ese 
mismo año la retórica oficial y las exhortaciones para el aumento de la productividad, 
formuladas por el gobierno mexicano, ya no tuvieron fundamento en la colaboración para el 
esfuerzo bélico, sino en la necesidad de preparar la etapa de la posguerra aprovechando la 
industrialización, la colaboración y los recursos financieros que había dejado en el país la 
conflagración mundial. 

No obstante, los efectos positivos que aportó a México la coyuntura internacional de la 
guerra no dejaron de ocasionar dificultades en la economía, con repercusiones sociales 


considerables. Los problemas se resumen en un creciente y elevado proceso inflacionario que 
hizo aún más precaria la situación económica de las clases populares. Este fenómeno, 
experimentado desde el gobierno predecesor, fue acelerado por una acumulación sin 
precedente de divisas que no tenían posibilidad de traducirse en consumo e inversiones, y por 
un aumento del circulante monetario. 

El elevado incremento de la acumulación de divisas estuvo provocado por los capitales 
externos que buscaron refugio en el país y por el comercio exterior que dejó una balanza 
favorable a México. En enero de 1942 las reservas en dólares del Banco de México eran de 
51 millones aproximadamente, y para febrero de 1946 prácticamente se habían sextuplicado 
al llegar a los 372 millones. Estos recursos tuvieron dificultades para traducirse en 
mercancías o en inversiones, de ahí que en buena medida permanecieran ociosos, o bien 
fueran gastados en propiedades campestres y suburbanas, en la adquisición de empresas o en 
la especulación con artículos de primera necesidad.?” 

El elevado crecimiento del circulante monetario puede constatarse con claridad: en 1940 
era de 912 millones de pesos, dos años después se incrementó a 1 468 y en 1946 llegó a 3 
531.% La repercusión inmediata de este fenómeno fue una elevación en los precios de las 
distintas mercancías; tomando como base 100 en 1939, el índice de precios en 1942 fue de 
121, el cual se elevó por encima de 300 a noviembre de 1946." 

Pese a los intentos, el gobierno no logró detener la tendencia a la baja del salario real, a 
costa de la concentración del capital y del aumento de las utilidades. Es conveniente subrayar 
que el crecimiento económico significó una drástica reducción del salario de los trabajadores 
y la disminución de su participación en el ingreso nacional. 

El salario nominal de los trabajadores aumentó en porcentajes que variaron entre 50 y 90. 
Sin embargo, tales aumentos no lograron compensar el alza en el costo de la vida; tomando 
como base el índice 100 para una familia obrera de la Ciudad de México, tenemos que para 
1942 había subido a 121, dos años después llegó a 199.1, y en 1946 alcanzó el índice de 
266.7.4 Paralelamente, el salario real se deterioró, como se muestra en un estudio realizado 
en 1945: los salarios reales de los trabajadores ubicados en industrias de transformación de la 
Ciudad de México se habían reducido, tomando como base el índice 100 para 1939, a 83.6 en 
mayo de 1945 y a 77.2 para abril de 1944; el mismo análisis aporta que el costo de la vida en 
la Ciudad de México, tomando como base el mismo índice 100 de 1939, se habría más que 
duplicado en octubre de 1945 al haber llegado a 223.4 

Esta situación motivó frecuentes protestas de los organismos sindicales, los cuales se 
quejaron de la carestía y de la especulación con los productos básicos, generando también 
expresiones de descontento popular que tuvieron momentos de fuerte violencia; en la Ciudad 
de México se dieron casos de saqueos a comercios de comestibles perpetrados por 
muchedumbres desesperadas por la escasez.* 

Junto con la disminución de los salarios reales se registró un decremento de su 
participación en el valor de la producción nacional y, paralelamente, el incremento de las 


utilidades. Mientras en 1940 el sector trabajo se situó en 29.1%, en el último año del 
avilacamachismo se había reducido a 21.5%; por su parte, las utilidades representaron 45.1% 
en 1946, mientras que en 1940 solamente 28.6 por ciento.** 

El comportamiento de la economía durante la coyuntura de la guerra se puede resumir en 
un movimiento intenso, un auge de las exportaciones y de los negocios, el acercamiento y 
potenciación de la relación con la economía del norte, la reapertura de los mercados 
financieros, el empujón a la proyectada política de industrialización, un excedente de divisas 
sin precedentes, una acumulación de riquezas y una desvalorización del trabajo. Todo esto 
teniendo al Estado como el ordenador y conductor del desarrollo, y como el gran diseñador 
del modelo de desarrollo en ciernes. 


Los prolegómenos del proteccionismo 


Desde que inició su campaña por la presidencia, en septiembre de 1945, el candidato Miguel 
Alemán dejó en claro lo que sería su gobierno en el ciclo de reuniones denominadas Mesas 
Redondas.** A pesar de la diversidad temática de las conferencias, se coincidió en la 
necesidad de modernización de los equipos y de capacitación de los trabajadores, a la vez que 
se señaló lo pernicioso de los conflictos laborales para la economía. A estos planteamientos 
los empresarios agregaron demandas que se orientaban a pedir mayor ayuda del Estado en los 
procesos productivos, pero sin confundirla con mayor injerencia en la economía; lo que 
demandaban era que el gobierno solamente colaborara con la iniciativa privada y le 
concediese créditos blandos, simplificación de las leyes, transportes eficientes y económicos, 
impuestos equitativos y materias primas económicas.*” 

Aun cuando los resultados de estas conferencias no estuvieron del todo en el programa de 
gobierno de Miguel Alemán, muchas de las demandas que se expresaron estuvieron en 
sintonía con su visión sobre la modernización económica y el papel del Estado, los 
empresarios y el movimiento sindical que planteó desde que era candidato. 

Dentro del esquema de modernización económica del país, el eje era la industrialización, 
en la que fundamentaban la posibilidad de la autonomía económica de la nación y la mejoría 
de las condiciones materiales de la población. Se tenía previsto destinar la acumulación de 
reservas alcanzadas durante el periodo bélico a la renovación y fomento de la industria que se 
había recuperado o florecido durante la guerra, al igual que para desarrollar algunas de las 
empresas que se habían montado, equipar y mecanizar la agricultura y adquirir los bienes de 
consumo que se demandaban. El objetivo prioritario se orientó a potenciar aquellas empresas 
que se ocuparan de la transformación de las materias primas; interesaba apoyar aquellas 
actividades que permitieran cambiar las exportaciones de productos primarios por 
manufacturas y satisfacer el mercado nacional. El proceso de sustitución de importaciones 
priorizaba la adquisición de la maquinaria, herramientas y refacciones que las actividades 
industriales y agrícolas del país precisaban para su desarrollo, con la finalidad de que no se 


dependiese “exclusivamente del extranjero para su modernización y progreso”.** 


El crecimiento de las industrias destinadas a satisfacer las necesidades nacionales se habría 
de completar con el fortalecimiento de las industrias pesadas como la siderúrgica, la química, 
la eléctrica y la del petróleo. Sólo con esta estrategia era posible lograr la modernización del 
país. La liturgia del alemanismo insistía en que primero era necesario crecer para después 
iniciar la distribución de la riqueza, ya que desarrollo y equidad social eran dos objetivos 
imposibles de conseguir simultáneamente. 

La política agraria se orientó al incremento de la producción, se le demandaba el 
suministro de productos abundantes y baratos dirigidos al mercado interno para conseguir la 
autonomía alimenticia y contener las demandas obreras, además de la producción de materias 
primas para la industria nacional y la exportación. Se buscó evitar la importación de 
alimentos para restringir la salida de divisas y destinarlas a la adquisición de tecnología y 
productos que el país precisaba.* El Estado se configuraba como el factor de apoyo, 
proporcionando formación técnica, fertilizantes, incremento de las obras de irrigación, etc.; 
sobre todo, sería el garante e impulsor de la agricultura privada. Si bien se insistía que los 
ejidos recibirían el apoyo del gobierno y que el reparto agrario continuaría, se consideraba a 
la pequeña propiedad* como la única capaz de realizar la función que la agricultura tenía 
asignada; para este propósito “el Estado aportará los recursos económicos mayores que tenga 
para asegurar a la pequeña propiedad el crédito que necesite para su desarrollo, y procurará 
encauzar en ese sentido el crédito privado”.*% Complementariamente, el gobierno debía 
comprometerse a la inafectabilidad de la pequeña propiedad con el objeto de asegurar a los 
agricultores que sus inversiones no se verían afectadas por las expropiaciones y pudieran 
orientarse al aumento de la producción, propósito que cristalizó en las reformas al artículo 27 
constitucional y con la introducción del amparo agrario.” 

Pese a todo, el Estado no era considerado como el agente sobre el que debía recaer la 
modernización de las estructuras productivas del país, sino que “el desarrollo económico 
general es campo primordialmente de la iniciativa privada”, y para ello se le garantizaría, 
tanto a la nacional como a la foránea, la disponibilidad “de sus utilidades legítimas”.”* 
Empero, todas aquellas empresas que se estimaran necesarias para el crecimiento y no fueran 
atractivas al capital privado serían desarrolladas por el gobierno. 

Se trataba, en suma, de continuar en la línea de la economía mixta iniciada por los 
gobiernos anteriores, aunque ahondando en ciertos presupuestos y abandonando otros que, 
particularmente en el cardenismo, habían sido considerados prioritarios. Si Cárdenas había 
impulsado el ejido colectivo, reconocido los derechos fundamentales de los trabajadores e 
instrumentado la nacionalización de empresas consideradas esenciales, sin haber amenazado 
la sobrevivencia de la iniciativa privada, con Miguel Alemán se dejaba claro, más que con 
Ávila Camacho, que otros serían los ejes del desarrollo. Sin dejar de lado la idea de que la 
economía nacional debía ser conducida por el Estado, los planteamientos alemanistas se 
orientaron a que el impulso de la producción agrícola e industrial se diera en el marco de un 


liberalismo limitado.”? 

En el programa de gobierno se especificó con claridad que no habría ningún 
cuestionamiento al comercio internacional, pero que no podía desproteger el desarrollo 
industrial y menos abandonar los avances que se habían dado en el periodo bélico; con 
énfasis se afirmó que: 


El estado debe velar [...] porque a las industrias nacionales del país no les haga ruinosa o desleal competencia la 
industria extranjera, pero de ningún modo debe contribuir el estado mediante su acción protectora a que las industrias 


nacionales lleguen a crear monopolios, cualquiera que sea su estructura, para mantener los precios de sus productos a un 


nivel que signifique la explotación de los consumidores.>> 


Este tipo de postulados chocarían con el librecambio propugnado por Washington en la 
posguerra y conducirían, finalmente, a que la opción liberal alemanista estuviera impregnada 
de estatismo, lo que redundó en fortalecer al aparato público frente a la sociedad; además, la 
oportunidad que dio la guerra de avanzar en la industrialización permitió consolidar el 
modelo de economía mixta y de proteccionismo, junto con la conducción económica del 
Estado, como estrategia de desarrollo nacional. Este tipo de ingredientes, para ese momento, 
se ajustaban a la doctrina keynesiana de reordenamiento de la economía mundial y encajaban 
con lo que sucedía en otros países de América Latina. 

En contraparte, para la posguerra el gobierno norteamericano intentaría, sin éxito, impulsar 
las tesis del librecambio. Seguramente a este fracaso contribuyó el Plan Marshall, la atención 
que pondría Washington a Europa y el inicio de la Guerra Fría. 


Tensiones y resultados de los vientos librecambistas 


Al término del conflicto bélico México disponía de una buena reserva de divisas que 
pretendía utilizar para el reequipamiento de las industrias que se habían sobreexplotado 
durante la guerra mundial; industrializar el país y expandir aquellas empresas que habían 
florecido durante el conflicto; mecanizar la agricultura y adquirir bienes de consumo como 
autos, refrigeradores, radios y muchos más, pero los impulsos del norte no venían en esta 
dirección. 

Ante la proximidad del fin de la guerra, la preocupación del gobierno mexicano y del resto 
de los países latinoamericanos se centró en establecer mecanismos que limitaran los efectos 
negativos que podría significarles el fin del conflicto, para lo cual intentaron, 
infructuosamente, evitar el desplome de la demanda mundial y de los precios de sus 
exportaciones recurriendo a los Estados Unidos para que mantuvieran la compra de 
materiales estratégicos, siguieran proporcionando la maquinaria necesaria para renovar la 
planta industrial y propiciando acuerdos que les permitieran el uso racional de las divisas 
acumuladas durante el conflicto, y lograr su cooperación para el desarrollo económico.”* Con 
estos planteamientos concurrieron a la Conferencia Interamericana sobre Problemas de la 
Guerra y de la Paz —Conferencia de Chapultepec— celebrada en México en febrero/marzo 


de 1945. 

Si bien en el ámbito político sellaron una alianza de protección mutua,”” los acuerdos en 
materia económica prácticamente estuvieron ausentes. Aunque se adoptó la denominada 
Carta de las Américas, que contenía una buena cantidad de principios, éstos no 
comprometían a nada y los temas económicos importantes se dejaron para una siguiente 
reunión. 

Sería en la Conferencia de Comercio y Empleo de las Naciones Unidas, celebrada en La 
Habana entre 1947 y 1948, en el marco de los preparativos para la integración de América 
Latina en el Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT), y en el marco de la 
fundación de la Organización Mundial del Comercio, cuando afloraron con nitidez las 
posiciones en disputa y México afirmó su modelo proteccionista y de dirigismo estatal para 
proteger su industria. En esta Conferencia se manifestaron dos posiciones: por un lado, el 
fortalecimiento del comercio internacional por encima del desarrollo económico; por el otro, 
el comercio internacional como resultado del desarrollo económico de los países, 
particularmente de los atrasados, de los que tenían pendiente su industrialización. El 
resultado fue la Carta de La Habana, documento al que México no se adhirió, como tampoco 
se sumaría al GATT, bajo el argumento de su desacuerdo contra todo aquello que limitara o 
coartara su derecho a defender su industria mediante el establecimiento de aranceles, a la vez 
que se pronunció por el derecho a defender la industria y la manufactura creada durante la 
guerra y decidir aquellas otras que requiriera por las restricciones a las importaciones que ya 
imponían otros países. A esto agregó el derecho a conservar prohibiciones y restricciones a 
las importaciones para nivelar la balanza de pagos, y a imponer restricciones a la inversión 
extranjera y delimitar al capital foráneo los campos donde podía invertir y el monto de la 
inversión. 

Pese al interés latinoamericano por convocar una reunión que abordara los temas 
económicos, la oposición de los Estados Unidos impidió que dichas cuestiones estuvieran 
presentes en la Conferencia de Río de Janeiro de 1947, donde se acordó el Tratado 
Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR). Hubo que esperar hasta el año siguiente, en la 
Conferencia de Bogotá, para que se plantearan los temas de índole económica, pero tampoco 
en esta reunión se concluyeron acuerdos que atendieran las preocupaciones mexicanas y 
latinoamericanas. Los Estados Unidos simplemente igmoraron la demanda de que se 
elaborara un Plan Marshall para América Latina que fomentara y asegurara la estabilidad 
económica del hemisferio. Las preocupaciones y propuestas económicas se dejaron para una 
reunión posterior que nunca se realizó; si acaso, en la de Bogotá se manifestó el interés de los 
Estados Unidos en priorizar el papel de la iniciativa privada y la defensa del librecambio.”” 

En los foros sucesivos de 1945 a 1947, incluida la Conferencia de La Habana, los Estados 
Unidos habían dejado claro cuál era el modelo económico que propugnaban, que no era sino 
el librecambio y el establecimiento de mecanismos comerciales como el GarT.”?% Desde su 
mirada, el crecimiento e industrialización de América Latina no debería depender de ningún 


plan de ayuda regional otorgado por el gobierno estadunidense, ni tampoco de la actuación 
prioritaria de organismos internacionales, tipo Banco Internacional de Reconstrucción y 
Fomento (BIRF), sino del desempeño de su iniciativa privada. Para el caso, enarbolaron las 
banderas de la reducción de barreras al comercio internacional, la estabilización de las 
monedas y la eliminación del nacionalismo económico.?? 

En relación con el tema de las inversiones privadas, los planteamientos del gobierno 
mexicano se encontraban cercanos a los postulados estadunidenses. Miguel Alemán había 
declarado que la función motriz del desarrollo del país la debían desempeñar los 
inversionistas privados; empero, no apoyó en ningún momento el nivel de seguridad que los 
Estados Unidos exigían para sus capitales en el exterior. Esta política terminó redundando en 
favor de los propios capitales estadunidenses, puesto que se vieron beneficiados de los 
estímulos estatales y de un mercado interno cerrado y sin competencia para sus productos.*% 

Por otra parte, la política de obstáculos a las importaciones y de estímulos a las 
exportaciones se enfrentó, en los primeros momentos, con los límites impuestos por el 
Tratado de Comercio que se había firmado en 1942, el cual obligaba a no modificar los 
aranceles sin el consentimiento de la otra parte.** Como consecuencia de la guerra, los dos 
países habían congelado las tarifas de un número de productos que constituían parte 
importante de su comercio y que, en esencia, eran materias primas destinadas al mercado 
estadunidense y de manufacturas para México. Como ya se apuntó, la sobrevivencia del 
acuerdo provocaba a México serios problemas para su moneda y su reserva de divisas, 
además de ir a contracorriente de la política proteccionista; se logró su cancelación en 1949. 

La opción proteccionista que refrendó la anulación de dicho acuerdo comercial significó el 
fortalecimiento de la función interventora del Estado en la economía y de su responsabilidad 
como dirigente del desarrollo económico, papel que se vería coronado con la aprobación, en 
1950, de la Ley sobre Atribuciones del Ejecutivo en Materia Económica. 

En el discurso de presentación del proyecto de ley ante el Congreso de la Unión, el 
presidente Alemán señaló que el país había alcanzado, vía la industrialización, un evidente 
progreso y aumento de la producción orientada al mercado interno. Sin embargo, estimó que 
era preciso realizar importaciones, sobre todo de materias primas y equipos industriales, para 
completar la demanda interna; a su juicio, este proceso podía verse obstaculizado por la 
tendencia de los diversos países, principalmente los Estados Unidos, a establecer medidas 
restrictivas a sus exportaciones y a priorizar la producción con fines civiles. Miguel Alemán 
estimaba que el país no podía quedar al margen de las medidas que en otros lugares se 
implantaban, siendo necesario establecer “una política económica adecuada para 
salvaguardar los intereses económicos de México y lograr la coordinación de la economía 
con la del resto del mundo”.*? Para ello, consideró, era preciso contar con una ley que 
encauzara “jurídicamente la injerencia del Gobierno en las actividades industriales y 
comerciales de los particulares en forma tal que, reconociéndose los legítimos derechos de 
éstos, quede resguardado el interés general de la nación coordinándose y subordinándose los 


intereses privados a los más altos de la colectividad”.** 

Esta ley pretendía contrarrestar las alzas excesivas de precios, la escasez de materias 
primas para la industria y la de artículos destinados al consumo general. Con este propósito 
se concedían al Ejecutivo Federal las siguientes atribuciones:** determinar, mediante decreto, 
las mercancías cuya producción o distribución quedaban como objeto de intervención oficial; 
la facultad de señalar los precios máximos al mayoreo y la congelación de los mismos; 
ordenar la venta de productos que estuviesen almacenados a los precios máximos fijados con 
el objeto de evitar la especulación; señalar los artículos que debían fabricar preferentemente 
las industrias, con el fin de adecuar la oferta y la demanda; consolidar, por la vía legislativa, 
las medidas que se habían tomado sobre las restricciones a las importaciones y 
exportaciones; y, finalmente, obligar a los productores de materias primas a producir para el 
mercado interno y exportar solamente los excedentes.?” 

Esta ley ha sido el instrumento legislativo más importante sobre el intervencionismo 
económico, otorgó al Estado la facultad de inmiscuirse en los ámbitos económicos de 
industriales y comerciantes, y depositaba en el Poder Ejecutivo la coordinación y rumbo de la 
economía. Aunque en su momento se objetó que violaba el artículo 28 de la Constitución al 
permitir la intromisión del Estado en la vida económica y que daba pie a un régimen 
diferente al de la libre empresa,* el gobierno recurrió, como contrapunto, a lo fijado en otros 
artículos constitucionales, particularmente al 27 y 41 en lo relativo a la facultad que se otorga 
a la nación “de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 
público”.*” 

Con esta ley se acabó de redondear el cimiento sobre el que ya transitaba el modelo 
económico mexicano y que sería el soporte del reconocido crecimiento económico en las 
décadas siguientes, a saber: aprovechamiento y salvaguarda orientada de las reservas y del 
atesoramiento acumulado durante la guerra mundial, reactivación y renovación del aparato 
industrial, implantación de nuevas empresas, rehabilitación del sistema ferroviario y 
fortalecimiento de las vías de comunicación, economía mixta con las riquezas fundamentales 
en manos o bajo control estatal, proteccionismo mediante el uso de aranceles y de 
dispositivos legales para orientar la economía que, además, serían los ejes sobre los que se 
montó el llamado desarrollo estabilizador. 


El legado de la pompa, el oropel y la opacidad 


En la idea de que la inversión privada era la potenciadora del desarrollo económico y de que 
el Estado debía desempeñar un papel activo, se instrumentaron políticas con la finalidad de 
Captar el ahorro privado y orientarlo tanto a la realización de objetivos sociales como, en 
menor grado, a actividades productivas, y se promovieron medidas dirigidas a canalizar los 
fondos de los bancos privados hacia la industrialización.** 


Además de este tipo de medidas indirectas, el gobierno optó por potenciar su presencia en 


el desarrollo industrial proporcionando fondos a través de las instituciones públicas, 
fundamentalmente de Nacional Financiera (Nafinsa).*? Esta política se fundamentaba en la 
capacidad limitada del capital nacional y en que los proyectos que se requerían eran de gran 
magnitud, de largo plazo y de baja rentabilidad.”% Por ello, consideraba el gobierno, Nafinsa 
debía actuar como intermediaria entre el gobierno, los inversores nacionales y extranjeros, 
los individuos y las empresas —públicas o privadas— que requirieran fondos en gran escala; 
Nafinsa había sido concebida para proporcionar la financiación de largo plazo.”* 

Con la llegada de Miguel Alemán a la Presidencia, Nafinsa incrementó su atención a la 
industrialización, promoviendo la electrificación, los transportes, las comunicaciones y la 
consolidación de las empresas manufactureras. Esta nueva orientación respondía tanto a las 
demandas empresariales como al planteamiento gubernamental sobre el papel del Estado en 
el fomento económico del país. 

La actividad del gobierno no se limitó a proporcionar fondos monetarios. Además de las 
empresas estatales en el campo del suministro de energía —petróleo y electricidad— y en los 
ramos de transporte y comunicaciones —tferrocarriles, teléfonos, telégrafos—, durante el 
sexenio de Miguel Alemán se extendió la presencia directa del capital público. Lo que 
caracterizó estas inversiones fue su variado ámbito de aplicación, si bien en su mayoría 
fueron destinadas a la producción de insumos para los empresarios privados. 

Desde el siglo xix el proceso de industrialización en México estuvo íntimamente ligado 
con el proteccionismo, pero no sería sino hasta fines de la segunda Guerra Mundial cuando se 
convirtió en el instrumento fundamental para la política de desarrollo industrial. 

Al término de la guerra se produjo un incremento del volumen de importaciones, muchas 
de las cuales eran productos de lujo y mercancías no esenciales, provocando una balanza 
comercial negativa en 1946 y la adquisición de productos de lujo que estaban casi al parejo 
de las importaciones de alimentos.”? El efecto de esta situación fue que las reservas en oro, 
que se elevaban a casi 350 millones de dólares, se vieron reducidas, para 1947, a cerca de 
200 millones.”? Esta situación llevó a que se emitieran dos decretos que regulaban las 
importaciones, teniendo como antecedente que el gobierno precedente había establecido 
permisos a la importación. 

Ambos decretos constituyeron dos de las medidas proteccionistas más importantes del 
sexenio de Miguel Alemán. El primero establecía aumentos en impuestos aduaneros dirigidos 
a artículos de lujo o suntuarios y el segundo listaba una serie de mercancías que requerían 
permiso de importación, incluyendo productos considerados de lujo, semielaborados o 
terminados, que compitieran con la industria mexicana. Estas medidas perseguían también 
mantener un nivel en los ingresos fiscales del gobierno y establecer un mecanismo de ajuste 
automático entre los aranceles y los precios de los artículos, con el fin de mantener un 
adecuado grado de protección.” Aquellos productos, materias primas o equipos que se 
requerían para la expansión industrial recibieron un trato preferencial, reduciendo o 
eliminando los gravámenes de importación.” Con estas medidas las importaciones 


disminuyeron casi 30% entre 1947 y 1949, otorgando a los empresarios nacionales un 
mercado prácticamente cautivo. ”* 

Las tasas impositivas continuaron siendo bajas y se siguió otorgando exenciones fiscales a 
nuevas empresas y a aquellas que ampliaban sus operaciones, si bien estas medidas tuvieron 
un carácter de temporal. Si por el otorgamiento de exenciones el gobierno dejó de percibir, 
sólo entre 1949 y 1952, 384 millones de pesos, mediante otros alicientes fiscales, como la 
reducción o devolución de impuestos, otros 353 millones de pesos no ingresaron al erario.”” 
Aunque la estrategia consistía en no gravar fuertemente las utilidades con el objeto de que se 
reinvirtieran y contribuyeran al crecimiento del país, la supervisión no fue muy afortunada. 
Esta circunstancia, aunada a la política de falta de impuestos a los ingresos del capital que 
imperó, dio lugar a que el sistema impositivo no pudiera ser utilizado como mecanismo 
redistributivo, y también provocó que se buscaran otros medios para suplir el déficit en los 
ingresos públicos, para lo cual se recurrió al endeudamiento, interno y externo, a la inversión 
extranjera directa y al incremento de la deuda pública externa./é Con esto se empezó a 
consolidar una tendencia cuyos efectos se manifestarían a largo plazo.”? 

Frente al modelo de sustitución de bienes de producción adoptado en algunos países de 
América Latina, en México el proceso de industrialización se orientó a sustituir 
importaciones de bienes de consumo final. Sólo cuando se fueron agotando gradualmente 
esas posibilidades se pasó a sustituir los bienes intermedios y algunos de capital.?! Este 
escenario empezó a observarse ya claramente en el periodo de posguerra, que se inició con 
un importante aumento en la importación de bienes y materias primas y con una disminución 
de las exportaciones de manufacturas. A partir de ese momento la expansión industrial se 
amoldó a satisfacer la demanda preexistente de cuyo volumen dependió la expansión del 
sector?” (y se destinó, sobre todo hasta 1950, a producir bienes de consumo no duradero). Las 
industrias de transformación se beneficiaron de los apoyos gubernamentales, de la demanda 
del mercado nacional y de los subsidios procedentes del crecimiento de la agricultura, que 
tuvo un incremento anual, en promedio, de 7.4%, frente al 6.9% de las manufacturas.?9 

En este periodo la producción manufacturera se convirtió en el factor dinamizador de la 
industrialización, alcanzando su tasa más alta de crecimiento en 1950 y reduciéndola en los 
dos años siguientes, aunque en el sexenio obtuvo un promedio anual de 7.2 por ciento. 

Para resumir, la industria que se potenció durante este periodo se caracterizó por el recurso 
a un uso intensivo del capital, con una capacidad no utilizada y con alto nivel de protección. 
Estos hechos, aunados a las características del mercado interno, entre las que se puede 
señalar la creciente demanda de bienes superfluos, repercutieron en una tendencia creciente 
hacia el control de la producción y la distribución de bienes industriales por las compañías 
multinacionales y las grandes empresas nacionales. 

La devaluación de 1948, que terminó con una nueva paridad en el curso de 1949 luego de 
haber dejado al peso a la suerte del libre cambio, mostró con claridad las tensiones a las que 
estuvo sometido el modelo, los efectos inmediatos de la posguerra y los lineamientos del 


modelo económico por el que se optó. La devaluación se provocó por una acumulación de 
factores que se desencadenaron al término de la guerra y por el afán consumista de los 
empresarios que se beneficiaron con el conflicto; entre los factores que pesaron se ubican el 
regreso de los capitales refugio a sus países de origen o a otras regiones de mejor porvenir, la 
reducción de exportaciones (textiles, minerales, fibras duras, etc.) y la disminución de 
trabajadores mexicanos en el vecino país del norte, junto con la creciente importación de 
artículos de lujo o suntuarios, maquinarias y equipos industriales y materias primas, 
provocando un desequilibrio en la balanza de pagos que llevó al Banco de México a salirse 
del sistema cambiario y dejar que el mercado definiera la nueva paridad. Es conveniente 
señalar que el sector público se vio imposibilitado para reducir de inmediato la sangría 
económica que provocaban las importaciones, pues de por medio se encontraba la vigencia 
del tratado de comercio con los Estados Unidos, por lo cual insistió en su impugnación hasta 
lograr su cancelación el año siguiente. 

Mientras esto sucedía, el gobierno puso en marcha una política para evitar el déficit 
público, restringir el crédito, revisar la ley de instituciones de crédito, dirigir los préstamos de 
Nafinsa a las empresas de interés público y a la importación de insumos para la producción 
agrícola e industrial; intervenir en el mercado de alimentos para evitar la carestía o el alza de 
precios por exportación de productos básicos o la especulación en las importaciones, gravar 
los productos superfluos o de lujo, revisar las tarifas de importación para facilitar la compra 
de maquinaria, equipo o materias primas que requiriera la economía, fomentar el ahorro 
nacional, fijar precios a los artículos de primera necesidad y fomentar la producción 
agrícola.** 

Por otra parte, con la sucesión presidencial de 1940 y la llegada de Miguel Alemán al 
Ejecutivo, la concepción sobre el ejido se alteró sustancialmente. Se impuso la visión de 
considerar que la estructura ejidal no era susceptible de adaptarse a las explotaciones 
modernas de tipo comercial.*” Se hizo extensiva la idea de que la reforma agraria frenaba el 
progreso agrícola.d? Este supuesto, que contravenía los objetivos de modernización 
económica, condujo a una alteración del contenido de la reforma agraria. Lo importante no 
era continuar con el reparto de tierras y el apoyo al ejido sino aumentar la producción, para lo 
cual se estimaba que la pequeña propiedad era la única que podría alcanzarlo. Con esta 
visión se le situó al mismo nivel de la organización ejidal.?” 

Miguel Alemán instrumentó reformas en la materia, entre las que destacó la realizada al 
artículo 27 constitucional.? Uno de los aspectos más importantes de esta reforma 
constitucional fue la introducción del juicio de amparo contra lo que se considerara como 
“privación o afectación agraria ilegal de sus tierras o aguas” (adición al artículo 27. Alemán, 
1988: 284). Con esta reforma también se amplió el límite de lo que debía considerarse como 
pequeña propiedad: las que no excediesen de 100 hectáreas de riego o humedad o sus 
equivalentes en otra clase de tierras; las superficies que no sobrepasaran las 200 hectáreas de 
terrenos de temporal o de agostadero susceptibles de cultivo; de 150 cuando produjeran 


algodón; de 300 si se destinaban al cultivo de plátano, caña de azúcar, café, henequén, hule, 
cocotero, vid, olivo, quina, vainilla, cacao o árboles frutales. Se consideraba pequeña 
propiedad ganadera la que no excediera de la superficie necesaria para mantener hasta 500 
cabezas de ganado mayor o su equivalente en ganado menor.*? 

A la vez que el reparto agrario experimentó una disminución, aumentaba la expedición de 
certificados de inafectabilidad, lo que explica que, para 1950, persistieran 308 propiedades 
mayores de 40 mil hectáreas. En suma, la reforma al artículo 27 dio pie a la aparición de un 
nuevo tipo de latifundista que reposó en integrantes prominentes de los círculos políticos. 
Pese a ello, el reparto de tierras continuó mostrando su efectividad como agente potenciador 
de estabilidad política. 

La concentración de la tierra se acompañó de un proceso similar en el ámbito de la 
producción, de forma que a fines del sexenio 19% de las explotaciones, que representaban 
59.6 % de la superficie de labor, contribuía con el 73% del total producido, y el 0.5% 
correspondiente a las extensiones de más de cinco hectáreas, con 26 %.?! Esta producción, 
que en 1940 sólo era comercializada en 50%, pasó una década más tarde a los canales de 
venta en 80%. Los datos manifestaban un indudable desarrollo del sector agrícola. Sin 
embargo, vinieron acompañados de un crecimiento de las explotaciones de subsistencia que 
aumentaron su proporción, en el número total de extensiones con producción agrícola, de 9% 
en 1940 a 20% en 1960. 

Con esta política el objetivo buscado fue el incremento significativo de la producción para 
alcanzar la autosuficiencia alimentaria, abaratar el consumo de alimentos y disminuir su 
importación como estrategia para impulsar la industrialización. La importación de alimentos 
representaba 13.9% en 1945 y se redujo a 8.8% en 1950, liberando divisas para invertir en 
los insumos requeridos por la industria. De esta forma, el sector agrícola contribuyó con las 
materias primas y la mano de obra que la industrialización precisaba.?? Esta política se 
acompañó de obras de riego de forma tal que, para finales de 1952, el monto ascendió a 2 
039 millones de pesos, ampliando la superficie de riego en 625 512 hectáreas que se 
añadieron a las 827 425 que se habían irrigado a partir de la Revolución.?? 

La política de expansión de las superficies de explotación, el aumento de las tierras 
beneficiadas por el riego y una demanda mundial favorable posibilitaron que la agricultura 
creciera a una tasa promedio de 8% y se convirtiera en el sector impulsor y financiador del 
conjunto de la economía. Este incremento respondió, fundamentalmente, a que el precio 
mundial de dichos productos subió en mayor medida que el de los destinados al consumo 
alimenticio nacional, redundando en favor de que la agricultura cumpliera la tarea de 
captación de las divisas que se requerían para la industrialización.?* En los años cuarenta se 
incrementó la tendencia a comercializar la producción agrícola. Si para 1940 sólo la mitad de 
aquélla fue vendida, en 1950 el porcentaje aumentó a 82%, existiendo 2.2 millones de 
explotaciones que comercializaban parte de su producción. Mientras que los precios de los 
productos de exportación experimentaban una tasa media de crecimiento de 17.3%, los 


precios agrícolas internos, entre 1946 y 1949, sólo subieron un 2.9%, es decir, por debajo del 
índice general de precios, que era de 7.4%. Esta relación desfavorable entre los precios del 
sector agrícola y no agrícola se debió, fundamentalmente, a la política del gobierno de 
controlar los precios de algunos productos de consumo básico y de materias primas con el fin 
de que la agricultura se ajustase a su papel de transferir recursos a la industrialización.*” 

En lo referente a la inversión extranjera, los sucesivos gobiernos posrevolucionarios no 
adoptaron una política de oposición, pero la situación se revirtió durante el gobierno 
cardenista, no tanto porque el discurso oficial se inclinara por una descalificación 
generalizada hacia tales inversiones sino por la estrategia de nacionalizaciones de aquellos 
sectores considerados prioritarios para los intereses nacionales. En parte por estas razones se 
fue produciendo un desplazamiento en los destinos de esta inversión, de forma que el grueso 
de dichos capitales que, hasta 1939, se concentraba en los servicios públicos (63%), en la 
industria extractiva y actividades primarias (27%) y, en menor medida, en la industria 
manufacturera (6%), gradualmente fue dirigiéndose hacia la industria de transformación y el 
comercio. 

Luego de la ola de nacionalizaciones del cardenismo, el gobierno de Ávila Camacho hizo 
esfuerzos por reconciliarse con los empresarios extranjeros, pero no sería sino hasta el 
gobierno de Miguel Alemán cuando se disiparon los temores. Para el caso, la postura de este 
gobierno consistió en exigir a las inversiones extranjeras someterse a la legislación nacional 
y que renunciaran a la protección de sus respectivos países, a la vez de darles seguridades de 
que no habría ningún tipo de restricciones para que remitieran a sus países de origen sus 
utilidades y la amortización del capital.” 

El instrumento más importante para regular la inversión extranjera, además de las normas 
constitucionales, fue el decreto del 29 de junio de 1944. Por este decreto los extranjeros y las 
sociedades nacionales en las que el capital foráneo tuviese participación debían obtener 
permiso de la Secretaría de Relaciones Exteriores si deseaban ampliar su campo de actuación 
y comprar o controlar sociedades dedicadas a actividades en el ámbito industrial, minero, 
comercial, agrícola y forestal. Al titular de la dependencia se le asignaba la facultad de negar, 
conceder o condicionar dichos permisos y de certificar el cumplimiento del requisito de que, 
al menos, el 51% del capital total de la empresa estuviese en manos de empresarios 
nacionales. Al siguiente año la Secretaría publicó un listado en el que se consignaban las 
actividades en las que el gobierno controlaría el cumplimiento del precepto del 51%: 
radiodifusión; producción, distribución y exhibición de películas de cine; transportes aéreos 
nacionales; transportes urbanos e interurbanos; empresas de pesca y piscicultura; publicidad; 
aguas embotelladas gaseosas, y editoras de libros, periódicos y revistas. 

Los sectores industriales hacia los que se trasladaban las inversiones foráneas desde las 
actividades primarias no se encontraban sometidos a regulación alguna. En la práctica el 
corpus normativo se constituyó, más que en un elemento de regulación efectivo, en un factor 


disuasorio.?? Junto a la regulación per se de las inversiones extranjeras, el gobierno intentó 


mexicanizar las actividades productivas y orientar las inversiones hacia los sectores 
considerados estratégicos para el crecimiento. Lo que se pretendía era que los capitales 
mexicanos ejercieran mayor control sobre el proceso de toma de decisiones, potenciar el 
desarrollo de los grupos empresariales, acercarlos a las innovaciones tecnológicas y de 
producción de las compañías extranjeras y depositar bajo la égida del Estado la 
modernización económica. Existía la preocupación de que la política de mexicanización no 
se percibiera como excluyente de la participación de los inversores extranjeros;*% además, se 


señalaba el destino de las inversiones privadas. Sobre el particular Ramón Beteta escribió: 


deben contribuir al incremento del producto nacional, especialmente en aquellas áreas de la economía donde existen 
importantes deficiencias (...) deben orientarse preferentemente hacia aquellas actividades que mejor contribuyan al 


desarrollo industrial, para hacer posible que México dependa cada vez menos de la producción y exportación de 


materias primas y de la importación de productos manufacturados. '%! 


No obstante, al igual que como había ocurrido con las inversiones nacionales, la ausencia 
de planificación del gobierno y la carencia de instrumentos que obligaran a los empresarios a 
actuar en las ramas que el gobierno decidía provocaron que el capital extranjero se orientara 
hacia aquellos sectores que le podían reportar mayores beneficios, y que no necesariamente 
coincidían con los señalados por el gobierno. 

Si bien en los primeros años del gobierno del presidente Alemán el capital extranjero no se 
incrementó, hacia el término del mandato empezaron a crecer las inversiones de forma más 
rápida y sostenida, de forma tal que entre 1947 y 1952 prácticamente se duplicaron, al pasar 
de 272.2 millones de pesos a 571.4, aunque en términos porcentuales no varió 
significativamente dado que, en el mismo periodo, la inversión nacional prácticamente se 
triplicó.*% 

Junto a ello se debe destacar que tuvo lugar un desplazamiento de los capitales extranjeros 
de las actividades primarias hacia aquellos sectores que contaban con el impulso del 
gobierno, como la industria de transformación. Esta movilidad se debió también al mayor 
desarrollo tecnológico de muchas de las empresas que instalaron en México sus filiales y que 
terminaron convirtiéndose, más que en centralizadoras de todo el proceso productivo, en 
oficinas de venta y empresas de montaje final para aprovechar las ventajas del mercado 
cautivo.*% Los porcentajes de inversión disminuyeron fuertemente en aquellas áreas que el 
Estado había demarcado como propias, mientras se incrementaban en el desarrollo, sobre 
todo, del comercio y de la industria manufacturera. Lo que no sufrió alteración fue el 
predominio de las inversiones norteamericanas que, para 1955, representaban 71.1%, 
mientras sus seguidores se hallaban largamente distanciados, como Canadá con 14.7, Suecia 
con el 6.6, Inglaterra con 4.3 y Francia con 0.4%. Otros países, entre los que se contaba 
Alemania, Argentina, Cuba, Holanda, Brasil, Dinamarca y Bélgica, representaban en 
conjunto 2.9 por ciento.*%* 

Pese al considerable incremento que las inversiones extranjeras habían ido adquiriendo a lo 
largo del sexenio y a la importancia que el gobierno les otorgaba en el esquema de desarrollo, 


el presidente Alemán se orientó a obtener importantes volúmenes de crédito internacional. 
Obtuvo préstamos destinados al fomento económico cuyas fuentes principales de recursos 
fueron el Eximbank, el BIRF y, en menor medida, algunos otros de instituciones privadas. Para 
1951 la deuda pública exterior era de 506.2 millones de dólares.*% 

A pesar de que la inflación había estado presente en la economía y de que se dio la crisis 
devaluatoria de 1948-1949, el modelo de crecimiento como creador de riqueza parecía ser 
efectivo. De 1947 a 1952 el PIB tuvo una tasa de crecimiento anual de 5.7%, uno de los más 
altos de América Latina.*% Según el gobierno, esto fue posible porque cada sector cumplía 
con el papel que el esquema modernizador le había asignado. En la agricultura se potenciaron 
la creación de explotaciones comerciales que surtían al mercado interno y, al mismo tiempo, 
proporcionaban las divisas necesarias para pagar las importaciones que se demandaban en el 
ámbito industrial. Además, aportaban la mano de obra abundante y barata que esa misma 
actividad precisaba. El proceso de sustitución de importaciones se iba concretando y las 
actividades manufactureras aparecían dotadas de gran dinamismo. El Estado, por su parte, 
constituido ya como una fuente de poder consolidado, se fortalecía como agente de 
desarrollo. 

El ideario modernizador presentó algunas debilidades. El sector agrícola se constituyó en 
exportador neto de recursos humanos y monetarios hacia la industria, sin que el proceso 
fuese revertido en ningún momento. Las políticas de apoyo a las explotaciones consideradas 
más dinámicas originaron la consolidación de un sector agrícola moderno y otro tradicional, 
mayoritario y, en gran medida, excluido de los canales de comercialización y anclado en la 
subsistencia.1% El sector industrial, en el marco de la sustitución de importaciones, se orientó 
básicamente a satisfacer las demandas del consumo urbano, dando origen a que, por el 
tamaño del mercado y el tipo de productos, demandara el proteccionismo estatal para 
asegurar la expansión frente a la competencia externa y para reducir costos.*% 

Esto provocó, por un lado, que se impusiera una política arancelaria excesiva en cuanto a 
la duración y tipos de productos y, por el otro, que el Estado asumiera la responsabilidad en 
la creación de infraestructura y para mantener salarios reales decrecientes por sectores de 
ocupación. Las consecuencias de esta estrategia modernizadora se reflejaron en varios 
puntos. En primer lugar, se creó una estructura industrial anárquica y costosa, al arbitrio de su 
propia dinámica y preocupada por asegurar el control del mercado interno más que por 
reinvertir sus ganancias e implantar adelantos que la hicieran competitiva. Junto a ello el 
Estado hubo de orientarse a cubrir los huecos de las ramas poco interesantes para la iniciativa 
privada y en aquellas otras que eran básicas para el país. El resultado fue que se convirtió en 
un agente activo del desarrollo, sustrayendo fondos de otros campos de interés social, como 
los etiquetados para el bienestar social. 

El nuevo tipo de desarrollo provocó importantes modificaciones en la estructura 
ocupacional del país. Uno de los efectos de la reforma agraria cardenista fue que el medio 
agrícola retuvo a cientos de miles de campesinos que, de otra forma, se hubiesen visto 


obligados a emigrar hacia las ciudades. También provocó una redistribución del ingreso y 
una menor desigualdad entre los niveles de vida entre el campo y la ciudad. Por otra parte, 
las importantes inversiones que durante el periodo se realizaron en infraestructura rural 
coadyuvaron a disminuir la concentración económica a nivel nacional.*%% A partir de 1940 y 
hasta 1950, se produjo un proceso de urbanización, siguiendo a Luis Unikel, “de tal magnitud 
que es imposible que vuelva a registrarse” y que respondió no al crecimiento natural sino al 


fuerte incremento de la migración del campo a la ciudad. *'% 


CUADRO 1. Población por ramas de actividad (porcentajes) 


Años 
Actividades 1930 1940 1950 
Agricultura 67.7 63.3 58.3 
Extractivas 1.0 1.8 152 
Transformación LES 10.6 11.7 
Construcción 1.1 1.7 2d 
Electricidad y gas 0.3 0.9 0.3 
Comercio 5 9.1 8.3 
Transportes 2.0 25 2.6 
Servicios 7.4 7.4 10.6 
Sin especificar cd 2.7 4.3 


FuenTe: Mario Ramírez Rancaño, Crecimiento económico y estabilidad política en 
México, uNAM, México, 1977, P. 130. 


La población en 1950 era de más de 26 millones de habitantes, de los que el 32.1% 
constituía la población económicamente activa que se encontraba distribuida según muestra 
el cuadro 1. Los datos manifiestan el proceso de desplazamiento de población del campo a la 
ciudad y de las actividades agrícolas a las secundarias y terciarias. 

Junto a la exclusión de una parte creciente de la población de su participación estable en el 
proceso productivo, la modernización alemanista dio lugar a que los salarios no sólo no se 
incrementasen al mismo ritmo que los ingresos derivados del capital, sino que, por el 
contrario, sufrieran un descenso relativo al pasar en el ingreso nacional de 29.7% en 1940 a 
23.9% en 1950, en tanto que los ingresos de propiedad subieron de 35.2% a 47% en el mismo 
periodo, permaneciendo casi igual los porcentajes del sector agrícola.!*! 

En suma, las medidas adoptadas por el gobierno de Alemán se ajustaban al nuevo modelo 


económico en proceso de consolidación: conducción de la economía por el Estado, 
proteccionismo, fomento de la industrialización y de la agricultura, regulación de la inversión 
extranjera, control estatal de los recursos y de las riquezas que fomentaran el desarrollo 
económico con insumos a bajos precios y definición de prioridades económicas mediante el 
uso del aparato público, la política arancelaria, el gasto público y cierta política de protección 
social para evitar desajustes por desabasto o por incremento del costo de la vida, en el 
entendido de que se soliviantó el deterioro del poder adquisitivo y el desfogue de las 
desigualdades sociales. 


A manera de conclusión 


Los años cuarenta del siglo xx se caracterizaron por haber escenificado uno de los momentos 
de estabilización y modernización económica de mayor impacto y con efectos hasta la 
actualidad; sin duda, fueron años en los que el régimen de la posrevolución capitalizó los 
profundos rompimientos sociales del conflicto armado y sus secuelas, beneficiándose de los 
saldos sociales de la administración cardenista, de los primeros intentos hacia una economía 
mixta y del proteccionismo como estrategia de desarrollo, así como del escenario de la 
segunda Guerra Mundial, que favoreció el corrimiento a la moderación y una nueva inserción 
internacional, en un contexto favorable para estimular la economía mediante la exportación 
de materias primas y la industrialización por la vía de la sustitución de importaciones. 

Las reformas cardenistas, la guerra mundial, la moderación de Ávila Camacho y la gestión 
de los civiles que encabezó Miguel Alemán posibilitaron la cimentación del nuevo modelo de 
desarrollo. La administración cardenista saldó los pendientes sociales, puso en operación las 
facultades estatales para dirigir la economía y visualizó la oportunidad de la guerra para 
afirmar nuevas bases de entendimiento con el poderoso vecino del norte; el gobierno de 
Ávila Camacho aprovechó el contexto mundial para consolidar la moderación, resolver los 
viejos y costosos diferendos con los Estados Unidos, regresar al país al llamado concierto de 
las democracias y montarse en un escenario que potenció la economía nacional hacia la 
industrialización y la tecnificación de la agricultura que se proclamaban desde la guerra civil. 
El momento de la posguerra mostraría con creces que, a pesar de los diferendos con 
Washington, las bases sobre las que se había montado el país luego de la Revolución eran 
prometedoras. 

En lo relativo a la política social y la distribución de la riqueza se terminó con un escenario 
contrastante que, en mucho, ha sido el preludio del signo de la creciente desigualdad y de la 
inequitativa distribución de la riqueza que caracterizarían a la modernización económica 
mexicana de la posrevolución. Durante el cardenismo el esquema consistió en transitar por 
un desarrollo incluyente que sirviera para crear un mercado y mejorar las condiciones 
sociales; por el contrario, el alemanismo y su circunstancia compartían la tesis de que la 
estrategia era la creación de riqueza mediante la sustitución de importaciones para, 


posteriormente, repartir los beneficios y dar satisfacción a las demandas de justicia social, lo 
cual no solamente está pendiente de ser cumplido en el año de los centenarios sino que, 
incluso, la brecha se ha vuelto más lacerante. 


o | 
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Los “enemigos del progreso”: 
crítica y resistencia 
al desarrollismo del medio siglo 


ELISA SERVÍN* 


Señores, yo los invito / a que los lleven en lista; / le sonaron al obrero / y 
también al agrarista... / Alerta, pues, mexicano, / mira lo que está 


pasando. / Si te descuidas, de plano, / te seguirán traicionando. ! 


A fines de 1951 se publicó en Problemas agrícolas e industriales de México una versión 
traducida del libro Mexico: The Struggle for Peace and Bread, del profesor estadunidense 
Frank Tannenbaum, acompañada por los comentarios de 14 intelectuales y académicos 
mexicanos. La publicación, realizada en plena campaña presidencial, buscaba propiciar un 
debate en torno a la ruta seguida por el gobierno de Miguel Alemán (1946-1952) para 
desarrollar al país, así como las posibilidades que debería considerar quien lo sucediera en la 
presidencia.? 

El libro de Tannenbaum resultaba especialmente polémico pues cuestionaba la forma en 
que los gobiernos de la posguerra habían apostado a la industrialización y enfatizaba la 
necesidad de mantener el apoyo a la comunidad rural y a la economía local. Para 
Tannenbaum el desarrollo industrial mexicano estaba condenado al fracaso en la medida en 
que el proceso de acumulación de capital terminaría por absorber los recursos económicos 
del país sin ofrecer buenos resultados al conjunto de la población. El Estado como rector del 
desarrollo y su política proteccionista contribuiría a beneficiar tan sólo a grupos privilegiados 
como los empresarios o los obreros especializados, en tanto que la mayoría de la población, y 
especialmente los campesinos, continuarían marginados del progreso del país. La 
consolidación de un mercado interno se mantendría obstaculizada por las dificultades 
geográficas y la existencia de miles de pequeñas comunidades dedicadas a la agricultura de 
subsistencia y sin los medios para adquirir la producción de la nueva industria nacional. 

Tannenbaum basaba sus argumentos en la consideración de que México era un país pobre, 
comparable con la India o los países de los Balcanes, con suelos que se erosionaban a un 
ritmo acelerado a la par de un crecimiento poblacional también en franco ascenso. A la falta 
de recursos económicos se añadía la carencia de una cultura industrial como la de las 
naciones desarrolladas, otro impedimento para lograr una industrialización exitosa. Estas 
apreciaciones orientaron en buena medida los comentarios sobre su libro y contribuyeron a 


que desde distintas posturas políticas en su mayoría éstos resultaran críticos de la obra.* 

Los autores coincidían en general en el planteamiento de que el desarrollo mexicano debía 
seguir por la vía que el gobierno alemanista había privilegiado, es decir, la industrialización 
acelerada en aras de la sustitución de importaciones, lo que en el mediano plazo fortalecería 
la soberanía económica del país ante la creciente dependencia de los Estados Unidos. En un 
contexto determinado por los nuevos afanes de posguerra a favor del libre comercio en la 
política de esa nación hacia América Latina, la vía de la industrialización parecía el mejor 
camino para fortalecer y consolidar la soberanía y el desarrollo nacional. 

La polémica mostró el consenso que esta ruta generaba entre las élites mexicanas: 
industrializar al país era embarcarlo en la vía del progreso y la modernización como lo 
mostraban ya la expansión acelerada de ciudades pequeñas y medianas en todo el territorio 
nacional, los índices de crecimiento económico, el incremento de la clase media y la 
creciente influencia cultural del modelo de vida estadunidense al que se identificaba como el 
símbolo por antonomasia del progreso. Desde esta perspectiva el desplazamiento del campo 
como el eje primordial de la vida económica era un elemento más de la inserción mexicana a 
la órbita de los países desarrollados. El debate radicaba en todo caso en la forma que debía 
adoptar esa industrialización, en los motores económicos y financieros para alcanzarla, en su 
relación con la economía agrícola y en la manera en que deberían distribuirse sus resultados. 

Pese al consenso entre las élites no todos los grupos sociales compartieron el entusiasmo 
gubernamental. Como en otros momentos de la historia mexicana la modernización del 
medio siglo XX llegó de arriba hacia abajo y tuvo altos costos sociales que se expresaron por 
ejemplo en el éxodo campesino hacia las grandes ciudades y los Estados Unidos, o en el 
deterioro del salario real de los trabajadores y la consolidación del autoritarismo sindical. Por 
esa razón la etapa del desarrollismo fue también un periodo de gran movilización social en la 
medida en que la sociedad se debatió entre las ofertas de progreso y modernización que 
provenían de las élites y la injusta distribución de sus resultados. Así lo mostraron, por 
ejemplo, las batallas obreras de la segunda mitad de los años cuarenta, la Caravana de los 
mineros de Nueva Rosita en 1951, la fuerza de la participación opositora en las elecciones de 
1952 o las movilizaciones de maestros, telegrafistas, ferrocarrileros, campesinos y 
estudiantes durante los gobiernos de Adolfo Ruiz Cortines (1952-1958) y Adolfo López 
Mateos (1958-1964). 

En sí mismos estos movimientos expresaron la transformación que sufría la sociedad 
mexicana y que lejos del conformismo o la pasividad que destacó la primera historiografía 
sobre el periodo, en repetidas ocasiones se enfrentó y resistió a la pretendida hegemonía del 
proyecto modernizador. En muchos casos esta resistencia tuvo lugar fuera de la Ciudad de 
México, en enclaves regionales en los que se buscaba contener la fuerza del centralismo 
económico y político. Dada la importancia de estos movimientos para la comprensión de los 
efectos sociales del desarrollismo, a ellos se dedicará este trabajo. 

El proyecto de desarrollo económico se dio inmerso en un discurso de modernización 


política en el que la democracia era la clave fundamental. La transición civilista que 
representó la llegada de Miguel Alemán a la presidencia, así como la renovación de la 
legislación y los mecanismos electorales plasmados en la reforma de 1946 fueron los nuevos 
argumentos de la naciente democracia mexicana. En el ámbito de la realpolitik, sin embargo, 
éstos no anularon la persistencia de las viejas formas caciquiles y violentas que se engarzaron 
con las nuevas pautas de la institucionalidad priista. Las dificultades para construir una 
democracia real se expresaron en la recurrencia de la violencia política que se resistía a 
desaparecer, sobre todo a nivel local y regional, así como en el autoritarismo y la represión 
ejercida en contra de las movilizaciones sociales. 

Quienes resintieron y cuestionaron los costos sociales del desarrollismo fueron marginados 
o reprimidos de distintas maneras. En un contexto determinado por los enfrentamientos entre 
el “mundo libre” capitalista y la órbita del socialismo real, el anticomunismo funcionó como 
instrumento privilegiado para legitimar el aislamiento político de los sectores más 
identificados con el nacionalismo económico, O la represión a los dirigentes de los 
movimientos sociales. A ello contribuyeron de manera central los medios de comunicación, y 
en especial la prensa escrita, que hizo del anticomunismo una de sus líneas editoriales más 
importantes. 

Los muertos sinarquistas de León, Guanajuato, en 1946; los enfrentamientos sindicales de 
1948 a 1951; la represión contra los henriquistas y los movimientos sociales en los años 
cincuenta, o el asesinato de Rubén Jaramillo en 1962, demostraron que ésta era una violencia 
ejercida en primera instancia desde el poder que negaba cotidianamente el discurso 
democrático gubernamental. Peor aun, en muchos puntos del país la violencia, el caciquismo 
o la impunidad de las autoridades frente a la ley eran parte fundamental de la 
institucionalidad priista, lo que contrastaba con el discurso oficial que insistía en que México 
era ya un país civilista y democrático, embarcado en la ruta del progreso y la justicia social. 


El campo y la resistencia campesina 


Uno de los puntos más importantes del debate en torno al libro de Tannenbaum se refirió al 
papel que la economía agrícola debía desempeñar en el desarrollo mexicano. El académico 
estadunidense consideraba que la industrialización debía ser tan sólo complementaria de la 
economía rural y que el énfasis debía ponerse en fortalecer a las comunidades campesinas 
proveyéndolas de los instrumentos necesarios para desarrollar una producción y un mercado 
locales. Nada más lejano a las políticas de los años cuarenta que se concentraron en el 
desarrollo y la modernización industrial, así como en el fomento de la agricultura comercial 
de exportación y la agroindustria, fuentes esenciales para la obtención de divisas y la 
producción alimentaria.* 

Manuel Ávila Camacho (1940-1946) canceló la utopía cardenista de otorgarle al ejido un 
lugar fundamental en el desarrollo económico, proyecto que se había concretado entre 1936 y 


1938 en el extenso reparto de tierras y el apoyo gubernamental a esta instancia de producción 
a través del Banco Nacional de Crédito Ejidal.? Aunque en la coyuntura de la guerra mundial 
el gobierno de Ávila Camacho mantuvo el apoyo a los ejidos colectivos productores de 
materias primas de exportación como el algodón y el henequén, y demandó a la iniciativa 
privada que apoyara con créditos al campo, lo cierto es que tanto él como quienes le 
sucedieron disminuyeron considerablemente el reparto de tierras y el apoyo crediticio al ejido 
y se concentraron en promover la productividad generada por la agricultura comercial, de 
propiedad privada, orientada a la exportación, así como el desarrollo de la agroindustria.? 

En pocos años el campo se transformó en una fuente imprescindible de subsidios para la 
industrialización, no sólo por su capacidad para generar divisas sino también por la 
posibilidad de abastecer de alimentos baratos a una población urbana en expansión. La 
escasez de alimentos en los primeros años cuarenta, producto de la combinación de ciclos de 
malas cosechas con la diversificación de cultivos requeridos por la economía de guerra, 
propiciaron la investigación de nuevas técnicas agronómicas con miras a obtener la 
autosuficiencia alimentaria.” Por otra parte, la necesidad de mantener bajos los precios de los 
productos de consumo básico en las ciudades obligó al control de los precios agrícolas, una 
de las causas principales del descontento campesino en este periodo. 

En el aspecto jurídico también se puso gran énfasis en proteger los derechos de los 
propietarios privados. La reforma de las fracciones X, XIV y XV del artículo 27 
constitucional, realizada al inicio del gobierno de Miguel Alemán, extendió los límites de la 
pequeña propiedad e incorporó a la Carta Magna la figura del amparo agrario. La reforma 
concretó la intención gubernamental de proteger los derechos de los propietarios agrícolas y 
ganaderos frente a la posibilidad de expropiación, así como el apoyo a la expansión de la 
pequeña y mediana propiedad, poderosos alicientes para quienes invirtieran y propiciaran 
cierto tipo de producción agrícola.* 

A lo largo del gobierno de Alemán la agroindustria y la agricultura comercial se 
desarrollaron mediante el mejoramiento tecnológico y un vasto programa de obras de 
irrigación, en tanto que las grandes extensiones de cultivos de exportación concentraron el 
apoyo gubernamental.? Por otra parte la reforma del artículo 27 dio más instrumentos 
jurídicos a los propietarios agrícolas que en muchos casos se beneficiaron del despojo de 
tierras ejidales o de pequeñas propiedades, proceso que se había desarrollado desde el 
gobierno anterior.'% A esto se añadió el impulso al proceso de parcelización de los ejidos 
colectivos y la considerable disminución de créditos para ellos, lo que incidió en una baja 
productividad y alimentó el descrédito contra esta forma de organización agrícola. En la 
estrategia generada desde las oficinas gubernamentales para minar a los ejidos colectivos, 
además de la corrupción y los enfrentamientos entre ejidatarios promovidos por los propios 
funcionarios, también desempeñó un papel importante el discurso anticomunista que se usó 
para atacar a los militantes del Partido Comunista Mexicano (PCM) y a partir de 1948 del 
Partido Popular (PP), quienes seguían teniendo influencia en las organizaciones de la zona de 


La Laguna y el Valle del Yaqui en Sonora, dos de los enclaves más productivos del país.!' 


El desarrollo de la posguerra relegó en forma creciente a la agricultura tradicional al 
suspender el reparto, marginar la producción de autoconsumo y acelerar la mercantilización 
de la economía rural. Ello agudizó la migración campesina hacia las ciudades en desarrollo y 
hacia la frontera norte, fenómeno que contribuyó a mitigar los contundentes costos sociales 
del proceso.*? No obstante, pese al consenso entre las élites y la fuerza política y económica 
del modelo desarrollista, la tensión que produjo la coexistencia de los nuevos enclaves del 
progreso con la fuerza de la tradición rural alimentó la resistencia campesina que se expresó 
de diversas formas en el transcurso de los años cuarenta y cincuenta. En un contexto de 
intranquilidad y enfrentamientos con quienes pretendían modernizar al país acaparando 
grandes extensiones de tierra para la agricultura comercial, o destinándola a otras actividades 
como el turismo o los desarrollos inmobiliarios (Cuernavaca, en el estado de Morelos; 
Acapulco, en el estado de Guerrero, eran ejemplos paradigmáticos), la resistencia campesina 
fue constante en distintos puntos del territorio nacional. 

La fuerza de la ruralidad se expresó no sólo en la ineludible importancia económica de la 
producción agrícola, o en la persistencia de costumbres y modos de la vida del campo 
llevados por los migrantes a los nuevos asentamientos urbanos, sino también en la 
participación política de amplios grupos campesinos organizados más allá del corporativismo 
priista que presionaron al gobierno para recuperar las políticas de la reforma agraria 
cardenista. Las movilizaciones del periodo cuestionaron la disminución del reparto de tierras, 
la concentración de los apoyos a la producción en el sector privado y agroindustrial, la caída 
de los salarios agrícolas y el autoritarismo con que se imponía el nuevo proyecto, que se 
legitimaba política e ideológicamente bajo el manto del impulso al progreso del país. 

La demanda de tierras que había sido la exigencia fundamental de los movimientos 
campesinos en las primeras décadas del siglo xx se combinó cada vez más con la lucha por 
créditos, agua y canales de distribución y comercialización independiente por parte de 
quienes ya contaban con tierras pero carecían de apoyo estatal para producir. Pese a que la 
coyuntura de la guerra, la migración y la política de unidad nacional avilacamachista 
amortiguaron los conflictos en los primeros años cuarenta, aun en este periodo se dieron 
múltiples casos de descontento organizado. La escasez de maíz generó un gran malestar y en 
sus momentos más álgidos produjo motines y asaltos a trenes y bodegas.!* Por su parte, los 
algodoneros y los productores y trabajadores de los ingenios azucareros se movilizaron entre 
1942 y 1944, sobre todo en el norte del país, para obtener mejores salarios y mejores precios 
para la caña de azúcar y el algodón.** En Morelos los trabajadores del ingenio de Zacatepec 
dirigidos por Rubén Jaramillo organizaron un movimiento huelguístico que terminó con la 
represión y el primer intento insurreccional del dirigente agrario en 1943.” En 1944 
representantes de 63 sociedades de crédito integradas a la Unión Central de Sociedades de 
Crédito Colectivo Ejidal de la Comarca Lagunera marcharon en caravana a la Ciudad de 
México exigiendo créditos y agua.*? Incluso los esfuerzos de la Secretaría de la Defensa, 


dirigida por el general Lázaro Cárdenas, para imponer el servicio militar obligatorio se 
enfrentaron a la tenaz resistencia campesina.'” 

Al iniciar el sexenio de Miguel Alemán estalló un brote de fiebre aftosa que se extendió 
entre el ganado de varias regiones del país. Presionados por el gobierno de los Estados 
Unidos, los funcionarios mexicanos aceptaron la política de exterminio mediante el uso del 
llamado “rifle sanitario”, aunque las brigadas encargadas de ejecutarlo se enfrentaron al gran 
rechazo de campesinos y ganaderos que en muchos casos llegó a la violencia.** En la región 
del Bajío, donde el sinarquismo había reactivado desde fines de los años treinta a las bases 
cristeras, el enfrentamiento cobró especial fuerza pues los sinarquistas resistieron y 
combatieron a las brigadas que pretendían exterminar al ganado contaminado. En el campo 
mexicano la campaña contra la aftosa alimentó la desconfianza y el rechazo a esa otra cara 
del progreso que suponía la alianza con los intereses de los Estados Unidos.!” 

La dirigencia de la Confederación Nacional Campesina (CNC), el brazo agrarista del PRI, 
colaboró con el gobierno y se mantuvo al margen de la defensa de los campesinos afectados 
por el exterminio de su ganado. Esta actitud se sumaba a su pasividad y complacencia ante la 
reforma del 27 constitucional. Aunque sus dirigentes habían expresado su rechazo al amparo 
agrario a lo largo del gobierno de Ávila Camacho y en el transcurso de la campaña electoral, 
lejos de frenar la reforma a fines de 1946 la cnc había actuado para controlar las posibles 
inconformidades campesinas.?? La sumisión frente al gobierno y la incapacidad de este 
organismo para defender los intereses campesinos contribuyeron a que las primeras 
expresiones de la resistencia organizada contra la política agraria de Alemán buscaran 
precisamente romper con el control que a esas alturas ya ejercía el corporativismo priista, no 
sólo a través de la CNC sino también de la Confederación de Trabajadores de México (CTM), 
sobre las organizaciones campesinas y de trabajadores agrícolas. 

Este proceso corrió a la par de los trabajos para la constitución de un nuevo partido 
político, el Partido Popular, que bajo el mando del intelectual y dirigente obrero Vicente 
Lombardo Toledano se proponía dar un nuevo impulso al proyecto social de la Revolución, 
presionar por un desarrollo nacionalista y defender los intereses de obreros y campesinos 
ante el anquilosamiento, la corrupción y el burocratismo del PRI. La construcción del PP 
aceleró un complejo proceso de reacomodos políticos que culminó con la exclusión de la 
izquierda lombardista y comunista de las filas del PRI y de la crm.?! Ello incidió a su vez en 
la formación de una nueva organización, la Unión General de Obreros y Campesinos de 
México (UGOCM), cuyo propósito era, además de defender los intereses de sus agremiados, 
mantener a toda costa su independencia del partido oficial. 

En lo que se entendería después como un paso previo a la constitución de la UGOCM, en 
marzo de 1948 se creó otra agrupación, la Alianza de Obreros y Campesinos de México 
(AOCM), que nació a raíz de la expulsión de Lombardo Toledano y los lombardistas de las 
filas de la crm en enero de ese mismo año, misma que se justificó con un discurso de fuerte 
tufo anticomunista. La expulsión aceleró el desprendimiento de las federaciones de 


trabajadores de Veracruz, Sonora, Yucatán y Baja California, así como de un numeroso 
contingente de sindicatos de obreros agrícolas y organizaciones campesinas, algunas de ellas 
con influencia comunista como la Unión de Sociedades de Crédito de La Laguna, dirigida 
por Arturo Orona. La AOCM se fundó con esos contingentes bajo la dirección de Vidal Díaz 
Muñoz, secretario general de la Federación de Trabajadores del Azúcar de Veracruz, y un 
nutrido grupo de dirigentes cercanos a Lombardo Toledano que trabajaban por la constitución 
del pp.?? 

En mayo de 1949 la aocm junto con los dirigentes de los sindicatos nacionales de mineros 
y petroleros convocaron a constituir la UGOCM, que se proponía entre otras cosas establecer 
un frente conjunto en defensa de los trabajadores, tanto obreros como campesinos, así como 
luchar por una modificación al artículo 27 constitucional que cancelara la reforma 
alemanista.2% La filiación lombardista de la nueva central hizo que muy pronto fuera 
sometida a las presiones de los funcionarios de la Secretaría del Trabajo, que le negaron el 
registro como organización laboral.?4 Ello contribuyó a que en poco tiempo salieran los 
contingentes obreros que la constituyeron de origen. En el transcurso de los años siguientes, 
sin embargo, la uGoOcm se consolidó como la mayor organización campesina independiente 
de la CNC gracias a la fuerza de sus enclaves en las zonas de mayor desarrollo agrícola al 
noroeste del país.?? 

La expansión de la agricultura comercial en esa región atrajo una fuerte corriente 
migratoria de trabajadores agrícolas que se sumaban a los campesinos sin tierra y a los 
ejidatarios que eran desplazados por los nuevos intereses de la política agrícola 
gubernamental. Eran estos los contingentes de la ucocm en la que destacaba el liderazgo del 
sonorense Jacinto López, tal vez en ese momento el dirigente agrario más cercano a 
Lombardo Toledano, quien había ocupado la cartera de Asuntos Campesinos en la CTM y era 
secretario de Trabajo y Conflictos en el comité ejecutivo nacional de la ucocm.?? En julio de 
1949 Jacinto López participó como candidato del Partido Popular a la gubernatura de Sonora 
y dada su fuerza y ascendencia política entre los campesinos del estado su triunfo era 
previsible. Pese al discurso democrático del gobierno federal, sin embargo, el dirigente 
agrario fue víctima de un evidente fraude que llevó a sus seguidores a una intensa aunque 
infructuosa movilización en las semanas siguientes a la elección.?” 

En 1950, en el contexto de los primeros movimientos políticos hacia la sucesión 
presidencial, inició la organización de otra central campesina que buscaba romper el 
monopolio de la cnc. La creación de la Unión de Federaciones Campesinas de México 
(UFCM), el brazo agrarista de la Federación de Partidos del Pueblo Mexicano (FPPM), que 
postuló la candidatura opositora del general Miguel Henríquez Guzmán, permitió realizar un 
reagrupamiento del agrarismo cardenista y presionar por la recuperación de los postulados de 
la reforma agraria realizada en la segunda mitad de los años treinta.?8 

El proyecto modernizador del alemanismo dejó fuera a sectores sociales que habían sido 
beneficiarios directos del régimen cardenista y que en la coyuntura electoral se movilizaron 


en distintos puntos del país para apoyar a los candidatos opositores. La crítica a los efectos 
sociales de la redefinición de la política agraria se realizó en este contexto, pues, como lo han 
señalado otros autores, la campaña electoral hizo de la cuestión agraria uno de sus ejes 
fundamentales.?? En esa coyuntura se hizo evidente el descontento campesino, como lo 
mostró la participación de vastos contingentes rurales alineados con las fuerzas de la 
oposición, el PP y la UGOCM lombardistas, por una parte, y por la otra la urCM henriquista. 

Ambas organizaciones contaban con bases regionales que se mantenían fuera o que 
buscaban escindirse de la cnc. Ambas reclamaban proseguir el reparto agrario y el 
otorgamiento de créditos, agua, insumos, etc. Ambas luchaban por mecanismos democráticos 
de elección de comisariados ejidales, reconocimiento a los disidentes y opositores de la CNC, 
y reconocimiento al voto opositor, no priista. En ellas se expresaba también la fuerza política 
y social de enclaves regionales que resistían los embates centralistas del desarrollismo y la 
pretendida “unidad nacional”.* 

Iniciada desde agosto de 1951, la campaña henriquista destacó por su capacidad de 
convocatoria, pues contó con la participación de amplios contingentes campesinos en casi 
todos los estados del país, atraídos por la reivindicación del cardenismo. El hecho de que el 
henriquismo se autodefiniera como heredero del “verdadero proyecto de la Revolución” le 
dio cobertura a una movilización basada en gran medida en el descontento y en las redes 
clientelares de muchos dirigentes a nivel local y regional. Por su parte, la izquierda partidaria 
articulada en torno a la candidatura presidencial de Lombardo Toledano hizo también de la 
defensa de la reforma agraria uno de los ejes fundamentales de su propuesta. Otro lo fueron 
las severas críticas a la gestión de Alemán por la reforma al artículo 27, el apoyo a la 
iniciativa privada, la corrupción y la cercanía con los capitales extranjeros. La UGOCM 
movilizó importantes grupos campesinos en el norte del país con la defensa de la reforma y el 
colectivismo agrario como sus ejes fundamentales. 

El campo estaba en el centro del debate. Por ello las propuestas de los partidos de 
oposición giraron con diversos matices en torno a la continuación de la reforma agraria a 
través del reparto de tierras y de obras de irrigación, así como en la extensión de créditos 
estatales a la producción. Por su parte, el PAN y el sinarquismo tenían también una propuesta 
agraria que fue impulsada en la campaña: privilegiar la regularización de la tenencia y 
otorgar seguridad en la propiedad a ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios. El apoyo 
de la banca privada a la producción agrícola debía extenderse y fomentarse también.*! Ante 
el embate de la oposición, la CNC priista desempeñó un papel determinante en la campaña 
oficial de Ruiz Cortines, contrarrestando a nivel local y regional a los grupos movilizados por 
la oposición.?? 

Frente al discurso oficial que se legitimaba en el progreso y desarrollo del país, los 
campesinos exigieron a través de la vía electoral lo que en ese momento se consideraba una 
vuelta al pasado, el apoyo del Estado a la reforma agraria y el reconocimiento verdadero, más 
allá de la demagogia oficial, del campesino como una de las bases fundamentales de la 


economía nacional. No obstante, la participación electoral opositora fue derrotada por la 
maquinaria priista, que canceló la posibilidad de una real apertura democrática. El fraude y la 
represión que se desató en los meses siguientes a la elección fomentaron otras vías de lucha 
que en los años siguientes habrían de expresarse en la acción directa con tomas de tierras, por 
un lado, y en la lucha armada, por el otro. 

La fuerza de la movilización agrarista que generó la campaña electoral obligó sin embargo 
al nuevo presidente Adolfo Ruiz Cortines (1952-1958) a retomar un discurso a favor del 
campo y los campesinos. Con gran despliegue propagandístico se llevaron a cabo en 1953 las 
afectaciones de los latifundios de Palomas y Babícora en el estado de Chihuahua, aunque 
estas acciones apenas amortiguaron el descontento campesino en un contexto de creciente 
deterioro del producto agrícola, escasez de alimentos básicos y carestía.*2 En contraparte, en 
1955 se aprobó una reforma a la Ley de Crédito Agrícola que legalizó lo que ya ocurría de 
hecho desde hacía por lo menos diez años al cancelar la personalidad jurídica de las uniones 
integradas por los ejidos colectivos, y por tanto su condición como sujetos de crédito.** La 
reforma se dio en un ambiente de condena al llamado fracaso de la reforma agraria. La 
contracción crediticia que afectó particularmente a los ejidos del norte del país, aunada a una 
creciente demanda de tierras y de agua, alimentaron el paso a la acción directa que entre 1958 
y 1959 condujo la UGOCM. 

El abandono del reparto y el deterioro de la producción ejidal contribuyeron al aumento de 
los trabajadores agrícolas, muchos de ellos poseedores de ejidos, quienes resultaron afectados 
a Su vez por la caída en la exportación de algodón en 1956. La falta de trabajo se añadió a un 
creciente descontento y propició la organización de sindicatos de jornaleros y obreros 
agrícolas. Fueron ellos los protagonistas de una nueva movilización que irrumpió con fuerza 
en el norte del país para hacerse de las tierras que no les habían sido otorgadas.?> 

El 5 de febrero de 1958 numerosos grupos de campesinos y trabajadores dirigidos por 
Jacinto López invadieron las tierras del latifundio estadunidense de Cananea, en Sonora, que 
eran reclamadas desde muchos años atrás y cuya expropiación se había anunciado sin 
cumplirse desde hacía un año. Pocos días después más de dos mil campesinos invadieron 
terrenos privados en el estado de Sinaloa. En los meses siguientes la acción se repitió en otras 
regiones como la Comarca Lagunera y los estados de Nayarit y Colima.?” Las invasiones 
eran una muestra de la desesperación campesina y su creciente radicalización. Pese a la 
represión y el encarcelamiento de Jacinto López y otros dirigentes, los campesinos 
movilizados persistieron en su lucha hasta que en agosto se decretó la expropiación de 
Cananea y poco después se inició el reparto. En el mejor estilo priista, sin embargo, sus 
beneficiarios no fueron los campesinos de la ucocm que habían luchado durante años por 
esas tierras, sino las bases de la CNC, a las que se pagaba de ese modo su “lealtad”.?8 

Las consecuencias fueron evidentes pocos años después, cuando al calor de la reforma 
agraria que la Revolución llevaba a cabo en Cuba la lucha por la tierra y la recuperación de la 
reforma agraria cardenista volvieron a ser objeto del debate político y la movilización social. 


En enero de 1963 se creó una nueva organización campesina, la Central Campesina 
Independiente (ccr), con el objetivo de dar un nuevo impulso al campo y recuperar el 
proyecto agrarista de la Revolución mexicana. Presionados por varias vías, incluida la 
insurrección armada, los gobiernos de los años sesenta se vieron obligados a reanudar el 
reparto en el contexto de una movilización campesina en ascenso. 

Las tomas de tierras que se extendieron por el norte del país se empataron con la irrupción 
de las movilizaciones obreras y de maestros y estudiantes que marcaron el año de 1958. El 
descrédito en la vía electoral y la ausencia de respuestas gubernamentales a las demandas 
sociales contribuyeron a su vez a fortalecer otras opciones de lucha. 


La resistencia obrera 


El proyecto de industrialización acelerada impulsado por el alemanismo funcionó sobre la 
base del sometimiento de los grandes sindicatos industriales que se fortalecieron durante los 
primeros años cardenistas y que habían logrado mantener su independencia del gobierno.?” 
Como sucedió en el campo, el despegue del desarrollismo del medio siglo cerró los espacios 
que abrió la reforma social de los años treinta. 

La segunda Guerra Mundial trajo a México la moderación laboral y la conciliación entre 
obreros y patrones, promovidas tanto por el gobierno de Ávila Camacho y las cámaras 
empresariales para contener el radicalismo obrero y fomentar el desarrollo de la producción, 
como por la colaboración de Lombardo Toledano y el Partido Comunista en aras de la unidad 
nacional en la lucha contra el fascismo. En ese contexto, entre 1941 y 1945 se realizaron 
importantes modificaciones a la legislación laboral que redundaron en una reglamentación 
más rígida del derecho de huelga y fortalecieron al Ejecutivo como árbitro de las disputas 
entre empresarios y trabajadores a través de las juntas de conciliación y arbitraje.% 

Al concluir el conflicto internacional fue más difícil contener la renovada combatividad 
obrera, producto de una inflación en ascenso y un considerable deterioro salarial, y que 
expresó por una parte el desarrollo mismo de la industrialización impulsada por la guerra, y 
por la otra el descontento con la injusta distribución de los beneficios que había generado la 
Unidad Nacional en la ecuación capital-trabajo. El desarrollo industrial fortaleció a una clase 
obrera en ascenso que exigía reivindicaciones económicas a la par de una representatividad 
democrática.* En este contexto resultó fundamental el ánimo conciliador de Lombardo 
Toledano, quien en aras de impulsar un proyecto de desarrollo basado en los capitales 
mexicanos buscó una alianza con los grupos industriales más interesados en fomentar 
políticas proteccionistas y regular a las inversiones extranjeras. En abril de 1945 se firmó el 
Pacto Obrero Industrial entre la Crm y la Canacintra, en el que se establecían las bases de un 
acuerdo que debía impulsar el desarrollo productivo desde una perspectiva nacionalista.*? 
Como parte de su compromiso para colaborar en el desarrollo del país y fortalecerlo en la 
imprevisible coyuntura de fines de la guerra, la Crm se comprometía entre otras cosas a no 


recurrir a la huelga como medida de presión.** 


Los grandes sindicatos industriales, sin embargo, habían reactivado su militancia y en ese 
ambiente llegó Miguel Alemán a la presidencia en 1946. A tan sólo dos semanas de iniciado 
su gobierno el nuevo presidente mostró la rudeza que habría de caracterizar su relación con el 
sindicalismo independiente. El 19 de diciembre el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana (STPRM) realizó un paro de labores en distintos puntos del país en 
demanda de que Pemex cumpliera con varios acuerdos de nivelación salarial negociados 
desde hacía meses y un aumento convenido semanas antes. En respuesta Alemán ordenó la 
requisa militar de todas las instalaciones petroleras y la rescisión del contrato a decenas de 
trabajadores, entre quienes se encontraban los miembros del comité ejecutivo nacional 
responsables del paro. Pese a la violenta reacción gubernamental, la crm y Lombardo 
Toledano culparon a la dirigencia sindical y apoyaron al presidente.*4 

En el transcurso de 1947 el gobierno avanzó en la estrategia diseñada para ajustar las 
riendas al sindicalismo independiente con miras a impedir cualquier obstáculo al desarrollo 
industrial. La intención de contar con inversiones privadas, en especial con el apoyo de los 
capitales estadunidenses, contribuyó a impulsar una recomposición de las relaciones con el 
sector obrero centrada, por una parte, en la exclusión de la izquierda de las filas del PRI y la 
CTM, y por la otra en el sometimiento de los liderazgos independientes en los sindicatos 
nacionales de industria. En particular los ferrocarrileros y los petroleros tendrían que ser 
controlados por el gobierno para garantizar las ofertas de transporte y combustible barato, 
parte de las subvenciones gubernamentales al capital. 

Los trabajos de Lombardo Toledano para formar un nuevo partido político ofrecieron la 
coartada para una serie de maniobras de las dirigencias del PRI y la Crm con miras a excluir a 
los lombardistas y a los comunistas de las filas oficiales. Pese a que Lombardo había sido 
uno de los puntales de la candidatura alemanista en 1945 y se consideraba con la fuerza 
política suficiente como para obligar al nuevo presidente a orientar el desarrollo por una vía 
nacionalista, lo cierto es que en pocos meses quedó marginado de la esfera oficial.“ 

A fines de marzo de 1947 se llevó a cabo el IV Congreso Nacional de la crm, en el que se 
hizo evidente el cambio de rumbo político e ideológico de la central obrera. Entre los 
acuerdos tomados por el Congreso destacaba la eliminación del recurso a la huelga general 
como instrumento de lucha, así como el simbólico cambio de lema de la organización: a 
sugerencia de Lombardo “Por una sociedad sin clases” cedía el paso a “Por la emancipación 
de México”.** El Congreso debía también elegir a la nueva dirigencia cetemista en un 
contexto determinado por los conflictos internos con el Sindicato de Trabajadores 
Ferrocarrileros de la República Mexicana (STFRM), que pese a su importancia económica se 
sentía marginado al interior de la Crm sin una representación acorde a sus intereses. Su 
secretario general saliente, Luis Gómez Z., y su secretario de Educación, Valentín Campa, 
integraron la planilla rival al senador Fernando Amilpa, quien junto con Fidel Velázquez 
comandaba el ala más conservadora y anticomunista de la central. La imposibilidad de llegar 


a acuerdos con esa fracción y el uso tramposo de los estatutos de la central para impedir una 
elección limpia provocaron que una semana antes del inicio del IV Congreso Gómez Z. y 
Campa se retiraran del proceso sucesorio y convocaran a la formación de una nueva central, 
la Confederación Única de Trabajadores (cur), que estaría conformada entre otros por el 
STFRM, el Sindicato Nacional de Telefonistas, la Federación Nacional de Trabajadores de la 
Industria Eléctrica y la Alianza de Tranviarios de México.*” 

El desprendimiento generado por la formación de la cur fue condenado por Lombardo 
Toledano, quien contaba con las bases obreras de la crm en su estrategia para integrar al 
Partido Popular. Por esa razón apoyó la candidatura de Amilpa en aras de no fracturar a la 
central. En el transcurso de los meses siguientes, sin embargo, el nuevo dirigente de la CTM, 
en estrecha alianza con el PRI, se desligó del compromiso establecido con Lombardo y los 
suyos, a quienes terminó expulsando de las filas cetemistas con acusaciones de querer 
destruir a la central obrera y su alianza “revolucionaria” con el PRI. El tono beligerantemente 
anticomunista de Amilpa no dejó lugar a dudas en cuanto a cómo habían cambiado los 
tiempos.“ 

La CUT por su parte nacía con un compromiso expresamente nacionalista y antiimperialista 
en un momento en el que el gobierno estaba particularmente interesado en atraer capitales de 
los Estados Unidos. Era además el resultado de un replanteamiento de ciertos sectores de la 
izquierda en su relación con la CTm y el nuevo gobierno alemanista.*? Expresaba a su vez el 
descontento del sindicato ferrocarrilero, tal vez el más poderoso y combativo del país, frente 
al creciente sometimiento de la crm y su pretendida hegemonía sobre el movimiento obrero. 
Por esa razón los dirigentes de la CuT tenían entre sus objetivos la creación de una nueva 
central que agrupara a los grandes sindicatos industriales. 

El 10 de enero de 1948 los dirigentes de los sindicatos ferrocarrilero, petrolero y minero 
avanzaron en el proceso de construir un frente común que eventualmente conduciría a la 
formación de la nueva central. Teniendo como testigo de honor al secretario de Trabajo, 
Andrés Serra Rojas, y con la presencia también del subsecretario Manuel Ramírez Vázquez, 
firmaron un Pacto de Ayuda Mutua, en el que reafirmaron su compromiso por la unidad y la 
independencia sindicales, así como por la defensa frente a “las agresiones imperialistas”.>% 
La fuerza que empezaban a mostrar los trabajadores de las industrias más importantes del 
país fue motivo de alarma para las organizaciones de comerciantes y empresarios que pronto 
encontrarían eco en las oficinas gubernamentales. 

En julio de 1948 se devaluó la moneda mexicana. Los efectos de la devaluación, en 
especial el alza de precios a los productos básicos y el consiguiente deterioro de los salarios, 
generaron un gran malestar y aceleraron las movilizaciones de los sindicatos industriales, que 
emplazaron a huelga por aumento salarial.”? En agosto la ya entonces llamada Coalición de 
Organizaciones Obreras y Campesinas junto con la CuT y la AOCM convocaron a una 
manifestación y exigieron al presidente Alemán que realizara cambios en su gabinete y 
contuviera la escalada alcista. El sábado 21 de agosto se llevó a cabo la manifestación, a la 


que asistieron numerosos contingentes de petroleros, ferrocarrileros y mineros.”? Los 
dirigentes sindicales responsabilizaron de la crisis económica a los miembros del gabinete 
presidencial, e hicieron patente el descontento por la notoria corrupción que imperaba en las 
altas esferas gubernamentales.?? 

El ascenso de la movilización obrera, aunada a la beligerante defensa de la autonomía 
sindical, puso en alerta al gobierno alemanista y aceleró la operación política que habría de 
desembocar en el transcurso de los meses siguientes en la imposición gubernamental de 
nuevos comités ejecutivos en los sindicatos ferrocarrilero, petrolero y minero. Los primeros 
en sufrir los embates de lo que se conocería a partir de entonces como el charrismo sindical 
fueron los líderes independientes del sindicato ferrocarrilero, en una acción orquestada desde 
las filas gubernamentales y determinada por la intención presidencial de reorganizar los 
Ferrocarriles Nacionales.?* 

En la segunda mitad de 1948 iniciaron las maniobras para terminar con la independencia 
del STERM, Cuando éste se preparaba para dar la pelea por el aumento del costo de los fletes a 
la exportación, así como por una serie de reivindicaciones económicas para sus agremiados. 
El pretexto inicial sería una supuesta malversación de fondos sindicales para apoyar la 
creación de la cur. El 28 de septiembre Jesús Díaz de León, el nuevo secretario general del 
comité ejecutivo, presentó una demanda por desfalco contra Gómez Z. y Valentín Campa 
ante la Procuraduría General de la República.”? Con el argumento de “moralizar” al sindicato 
buscaba en realidad debilitar y excluir a la fracción independiente. Las diferencias al interior 
del STFRM pronto tuvieron una gran resonancia política, puesto que agudizaban el 
enfrentamiento entre los sindicatos nacionales de industria, la CUT y la AOCM, por un lado, y 
la Crm y otras centrales oficialistas por el otro. Después de varios días de desplegados 
periodísticos de ambas partes, mítines y asambleas y bajo una intensa campaña anticomunista 
en la prensa nacional, el 14 de octubre el Comité Ejecutivo y el Comité de Vigilancia del 
sindicato decidieron suspender del cargo en forma temporal a Díaz de León por haber 
violado los procedimientos internos al acudir a la PGR. La respuesta fue inmediata. En pocas 
horas, apoyado por policías de la Dirección Federal de Seguridad bajo el mando personal del 
coronel y senador Carlos I. Serrano, Díaz de León tomó por asalto todas las oficinas 
sindicales de la Ciudad de México para imponerse nuevamente en la Secretaría General.”* 
Díaz de León era apodado el Charro y por ello tuvo el dudoso privilegio de bautizar la 
práctica gubernamental de intervenir en los asuntos sindicales por todos los medios, incluida 
la violencia, para imponer sus reglas. En las semanas siguientes el Charro dirigió la represión 
en contra de las secciones regionales que se mantenían leales a los independientes. Una vez 
resuelto el conflicto, con una dirigencia incondicional al presidente de la República, inició el 
proceso de reorganización de los Ferrocarriles Nacionales.?” 

Meses después se repitió el mismo tratamiento a los trabajadores del Sindicato Petrolero 
cuya combatividad diez años antes había contribuido a la expropiación del petróleo. En julio 
de 1946 habían salido de la crm por las críticas de la central a las luchas petroleras y en 


diciembre de ese mismo año habían sido los primeros afectados por la nueva política laboral 
alemanista. Después del charrazo contra los ferrocarrileros, los petroleros encabezados por 
Eulalio Ibáñez se enfrentaron a una creciente división interna que, pese al Pacto de Ayuda 
Mutua que los comprometía a defender la integridad del srrrm, impidió la realización de 
acciones contundentes en defensa de Campa y Gómez Z. 

En junio de 1949 los dirigentes nacionales y algunas secciones regionales del Sindicato 
Petrolero participaron en la fundación de la uGOCM, que aspiraba a convertirse en la gran 
central unificadora de las organizaciones sociales independientes. Pocos meses después y en 
el contexto de un notorio acercamiento entre el gobierno mexicano y las petroleras 
estadunidenses que redundaría en el establecimiento de los contratos-riesgo, el sTrPrM llevó a 
cabo la VI Convención General Ordinaria para renovar su dirigencia.” Las diferencias 
internas fueron utilizadas de nuevo por Ramírez Vázquez, el secretario del Trabajo, quien 
maniobró con la convocatoria y la acreditación de delegados y logró establecer una 
convención paralela. Con el uso de golpeadores y de la policía a su servicio, Ramírez 
Vázquez logró la imposición de Gustavo Roldán Vargas, otro “charro”, a quien la secretaría 
pronto otorgó el reconocimiento oficial junto con su comité espurio. Muy pronto el STPRM 
rompió con la uGOCM, se alineó con la Crm y dejó de oponer resistencia a los planes de 
modernización de la empresa.” 

En un contexto de inflación creciente, especulación y carestía, hacia marzo de 1950 se 
reportaron más de 40 emplazamientos a huelga pendientes por la renovación de contratos 
colectivos y demandas de aumento salarial entre mineros, telefonistas y electricistas. En ese 
ambiente en mayo se llevó a cabo la Convención Nacional del Sindicato de Trabajadores 
Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana (SrTMMSRM), uno de los pilares 
fundadores de la uUGOCM que nació teniendo como su primer secretario general al minero y 
lombardista Agustín Guzmán. Como sucedió en el caso de los petroleros, los trabajos de la 
convención fueron utilizados por el secretario del Trabajo para conseguir con ayuda de 
policías y esquiroles el nombramiento de un comité ejecutivo sin apoyo de los mineros y leal 
a las autoridades. La mayoría de las secciones se negaron a reconocer a Jesús Carrasco, el 
nuevo “charro”, y en una convención alterna designaron a Antonio García Moreno como su 
secretario general. En los meses siguientes se desataron las represalias contra las secciones 
más combativas que se resistían a reconocer a Carrasco y muchos trabajadores fueron 
despedidos.** 

El conflicto se empató con las negociaciones que sostenía la sección 14, fracción I, ubicada 
en Nueva Rosita y en Cloete, Coahuila, con la empresa estadunidense American Smelting 
and Refining Co. (ASARCO) por violaciones al contrato de trabajo. La sección emplazó a 
huelga y, aunque la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje se negó a reconocer el 
emplazamiento, los mineros la iniciaron el 16 de octubre en defensa no sólo de su contrato 
sino también de la independencia sindical y su derecho a la huelga. La respuesta fue la 
represión económica y el aislamiento. El 20 de enero de 1951, presionados por el hambre, la 


represión y la falta de solidaridad de los grandes sindicatos y la izquierda, cinco mil mineros 
iniciaron la marcha hacia la Ciudad de México. 

La llamada Caravana del Hambre expresó con toda crudeza el lado oscuro del 
desarrollismo alemanista. Con líderes “charros” dirigiendo los grandes sindicatos 
industriales, autoridades laborales comprometidas con los intereses de las empresas 
estadunidenses, un gobierno federal ciego y sordo ante el reclamo de los trabajadores, una 
izquierda complaciente y dividida, y una prensa vociferando estridentes alarmas 
anticomunistas, los mineros de Nueva Rosita y Cloete regresaron a Coahuila, después de 
muchas semanas, con las manos vacías.*2 

La autonomía sindical que defendieron aguerridos contingentes de ferrocarrileros, 
petroleros, electricistas, telegrafistas y mineros fue derrotada por las divisiones internas entre 
las dirigencias y sus afiliaciones políticas, por la fuerza de la relación del sindicalismo 
cetemista con el gobierno, así como por una fuerte dosis de represión física y verbal en la que 
la propaganda anticomunista desempeñó un importante papel. La represión contra los 
sindicatos se legitimó con un beligerante discurso anticomunista que acusaba a los dirigentes 
sindicales de buscar la desestabilización del país con la ayuda de agentes extranjeros, así 
como de intentar detener su marcha hacia el progreso. La prensa escrita, sometida a los 
designios presidenciales por decisión propia, reprodujo cotidianamente el fantasma de la 
“conjura comunista” y aplaudió con un estilo uniforme y acrítico el autoritarismo ejercido 
contra los sindicatos.?? 

Pese a la represión, la participación obrera alimentó entre 1951 y 1952 las campañas 
electorales opositoras. Los contingentes de mineros, petroleros y ferrocarrileros disidentes 
que se resistían al sometimiento priista fueron importantes en el henriquismo, al igual que en 
la campaña presidencial de Lombardo Toledano. Las reivindicaciones económicas y la 
exigencia de democracia sindical resonaron con fuerza en ambas campañas, que contaron 
también con una gran participación de trabajadores, maestros, estudiantes y grupos de 
profesionistas que cuestionaron el autoritarismo gubernamental.** 

Después de la intensa campaña electoral de 1952 el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines 
inició con ánimo conciliador, aunque con una economía deteriorada. El fin de la guerra de 
Corea contribuyó a su estancamiento, lo que incidió a su vez en una creciente inflación y 
carestía. La devaluación de abril de 1954 lastimó aún más el salario real de los trabajadores y 
en los meses siguientes abundaron los emplazamientos a huelga.*? El control que mantenían 
ya las burocracias sindicales aliadas al gobierno frenó la posibilidad de que éstas estallaran.*? 

Pese al control de sus dirigencias nacionales, diversas secciones regionales de los 
sindicatos con mayor peso en la esfera económica o social resistieron y se movilizaron, ya 
fuese en busca de mejores condiciones económicas o del reconocimiento a formas de 
representación democrática y por ende a la recuperación de la autonomía sindical. Frente a 
una exigencia de modernización política real el autoritarismo gubernamental resultó la más 
arcaica de las respuestas. 


En julio de 1956 los maestros de primaria del Distrito Federal pertenecientes a la sección 
IX del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) transformaron una 
petición original de aumento salarial en una movilización por la renovación democrática de 
sus dirigentes. En esta coyuntura destacó el liderazgo del maestro Othón Salazar, quien en 
septiembre de ese año fue electo secretario general de la Sección IX en un congreso 
independiente. Pese al control que el SNTE aparentaba mantener sobre las bases magisteriales, 
existían secciones en el sindicato que buscaban recuperar la combatividad expresada en 
décadas anteriores.*” 

La negativa de los dirigentes del SNTE para reconocer a los independientes mantuvo a la 
Sección IX a lo largo de 1957 en una situación irregular, aunque era claro el apoyo de los 
maestros al comité de Othón Salazar. Al iniciar 1958 se conformó el Movimiento 
Revolucionario del Magisterio (MRM), dirigido por Salazar, con representantes de la mayoría 
de las primarias y el apoyo de los estudiantes de la Normal Superior. El 12 de abril de ese año 
el MRM convocó a una manifestación en el Zócalo para insistir en las demandas salariales de 
1956 que no habían sido cumplidas. 

La manifestación fue reprimida y ello radicalizó aún más a los maestros, que llamaron a 
una huelga en todas las primarias del DF. Al finalizar abril casi todas las escuelas estaban 
paralizadas y no obstante la SEP se negaba a negociar. El MrRM decidió entonces ocupar los 
patios de la Secretaría en el centro de la ciudad. El desarrollo del conflicto se daba a unos 
meses de las elecciones presidenciales, lo que operó a favor del movimiento, pues el 
gobierno de Ruiz Cortines tuvo que contener una respuesta represiva. El plantón se convirtió 
en un encuentro de solidaridades con participación activa de los padres de familia, de 
trabajadores y colonos, de habitantes del centro de la ciudad, que contrastaba con los 
violentos ataques que la prensa lanzaba en contra de los maestros. Como lo había hecho en 
1948, la gran prensa nacional exigía la represión contra los “agitadores” que siguiendo 
“consignas extrañas a nuestra idiosincrasia” se atrevían a desafiar la autoridad presidencial. 
Pese a ello, finalmente en mayo el gobierno tuvo que acceder a la negociación salarial. 

El conflicto de los maestros coincidió con el inicio de una nueva oleada de movilizaciones 
por aumento salarial en el sindicato ferrocarrilero. La fuerza que adquirió el movimiento en 
el transcurso de los primeros meses de 1958 terminó también por doblegar al presidente Ruiz 
Cortines, quien autorizó el aumento a tan sólo unos días de las elecciones que llevarían a 
López Mateos, el secretario del Trabajo, a la presidencia. El triunfo consolidó el liderazgo 
independiente de Demetrio Vallejo, quien el 14 de julio fue electo secretario general del 
STFRM por una aplastante mayoría.** 

Como ocurrió con Othón Salazar, las autoridades se negaron a reconocerlo, lo que 
transformó de nuevo un conflicto por reivindicaciones económicas en la aguerrida defensa de 
un proceso de democracia interna que buscaba recuperar la autonomía perdida diez años 
atrás. Entre julio y agosto, en pleno proceso de relevo presidencial, los paros escalonados de 
los ferrocarrileros y los paros y la solidaridad de telegrafistas, estudiantes y maestros crearon 


un ambiente de creciente inestabilidad que amenazaba con desbordarse. En agosto el régimen 
accedió a la negociación y el día 27, después de nuevas elecciones, Vallejo obtuvo el 
reconocimiento oficial. En los primeros días de septiembre, sin embargo, cuando los 
maestros se proponían reanudar las movilizaciones por el reconocimiento de Othón Salazar, 
éste fue detenido con otros profesores acusados del delito de disolución social.”% 

La presidencia de López Mateos inició en diciembre de 1958 con lo que parecía un ánimo 
conciliatorio y negociador simbolizado por la liberación de Salazar y de Jacinto López. El 
encanto se rompió tan sólo tres meses más tarde, cuando los ferrocarrileros recibieron el 
golpe definitivo del autoritarismo anticomunista que se expresó de nuevo con lujo de 
violencia. El detonador fue el emplazamiento a un paro general en las vacaciones de Semana 
Santa que Ferrocarriles Nacionales se proponía realizar en solidaridad con los trabajadores 
del Ferrocarril Mexicano, del Pacífico y de la Terminal de Veracruz. 

El 28 de marzo de 1959, a las pocas horas de iniciado el paro, los dirigentes del sindicato 
encabezados por Demetrio Vallejo y miles de trabajadores y representantes regionales y 
locales fueron detenidos por policías y soldados, al tiempo que las instalaciones 
ferrocarrileras en todo el país quedaron en manos del ejército.?! La magnitud de la acción 
gubernamental dejaba ver la intención de liquidar al único sindicato nacional que había 
logrado consolidar una dirección democrática. Tal y como sucediera en 1948 la represión se 
legitimó con una estridente campaña de prensa para acusar a los líderes de estar al servicio de 
los agentes desestabilizadores comunistas que pretendían destruir la economía e impedir el 
progreso nacional. En esta ocasión las acusaciones llegaron al extremo de expulsar del país al 
agregado militar y al segundo secretario de la embajada de la Unión Soviética, a quienes se 
acusó de estar implicados en “la conjura vallejista”.?2 No era ésta la primera vez que el 
régimen buscaba culpar a extranjeros. En septiembre de 1958, en los días en que Othón 
Salazar era detenido, John Bright, guionista de la película Canasta de cuentos mexicanos, 
quien se había refugiado en México de la persecución anticomunista en Hollywood, fue 
detenido por la DFS y expulsado sin más del país, acusado falsamente de dar dinero checo al 
Partido Comunista Mexicano.”* 

Las movilizaciones obreras y campesinas se conjugaron con un combativo movimiento 
estudiantil que enarboló banderas más propias de una sociedad moderna y urbana, aunque 
muchos de sus participantes provinieran aún de familias de extracción rural. Ése fue el caso 
sobre todo de los estudiantes del Instituto Politécnico Nacional (IPN), fundado en los años 
treinta, cuya participación en la campaña henriquista de 1952 fue notoria. En 1956 ellos 
mismos organizaron una combativa huelga general en demanda de una Ley Orgánica para la 
institución y mayor apoyo gubernamental a los internados para apoyar a estudiantes de bajos 
recursos. Su movimiento se empató con la movilización de las escuelas normales de maestros 
y lejos de resolverse culminó con la toma militar de las instalaciones del Politécnico por 
órdenes presidenciales. Dos años después, en agosto de 1958, los estudiantes del IPN y de la 
UNAM dirigieron aguerridas movilizaciones en la Ciudad de México para protestar por el alza 


en las tarifas del transporte urbano. ”* 


Pese a la intensidad de la movilización social el régimen se impuso y logró contener a los 
grupos que exigían mejoras económicas y democratización de los espacios políticos y 
sindicales. Al concluir la década de los cincuenta e iniciarse los años sesenta, paralela a la 
consolidación del sistema político, se fortaleció la convicción de que era imposible enfrentar 
por la vía democrática al autoritarismo gubernamental. 


El enfrentamiento político 


La resistencia de campesinos y obreros ante los desiguales beneficios del progreso se dio en 
el contexto de un debate político-ideológico que se hizo más evidente hacia fines de los años 
cincuenta y principios de los sesenta entre los integrantes de las élites políticas e 
intelectuales. Aunque el consenso en torno a la necesidad de industrializar y desarrollar al 
país era incuestionable, crecieron las diferencias a propósito de cómo lograr ese objetivo, 
mismas que se expresaron por ejemplo en el debate sobre el papel que ocupaba la inversión 
privada, nacional y extranjera, las dificultades de la relación económica campo-ciudad, o los 
mecanismos para distribuir los beneficios al conjunto de la sociedad. 

En 1945 ese debate marcó el ascenso de Miguel Alemán a la presidencia. En un ambiente 
determinado por el fin de la guerra, la izquierda había brindado su apoyo a la candidatura de 
Alemán con la convicción de que promovería el desarrollo de una burguesía nacional, 
fortalecería la soberanía y sobre todo, tendría presentes los intereses de obreros y 
campesinos. Una vez obtenida la candidatura oficial Alemán hizo cada vez más explícito su 
proyecto, en el que destacaba el papel fundamental que desempeñarían la iniciativa privada y 
las inversiones extranjeras, así como la contención de “los abusos” del sindicalismo. 

En enero de 1947, apenas a un mes de gestión del nuevo gobierno en el que las pruebas de 
su deslinde de la izquierda habían sido contundentes, Lombardo Toledano convocó a los 
distintos grupos que se asumían como tales a una ronda de debates que habría de conocerse 
como la Mesa Redonda de los Marxistas Mexicanos, realizada del 13 al 23 en el Palacio de 
Bellas Artes. Además de los comunistas representados por Dionisio Encina, asistieron 
miembros de la recién formada Acción Socialista Unificada (ASU), como Valentín Campa, 
Hernán Laborde y Miguel Ángel Velasco; del grupo El Insurgente, como José Revueltas y 
Leopoldo Méndez; del grupo marxista de la Universidad Obrera encabezado por el propio 
Lombardo; dirigentes o ex dirigentes sindicales como Juan Manuel Elizondo, Agustín 
Guzmán y Gaudencio Peraza, y algunas personalidades independientes como Narciso 
Bassols, Víctor Manuel Villaseñor y David Alfaro Siqueiros.?? 

El sentido fundamental del encuentro era debatir la postura que debía adoptar la izquierda 
frente al nuevo gobierno y su proyecto de desarrollo, aunque buscaba también generar un 
consenso en torno a la formación del nuevo partido político que en 1948 se constituiría como 
el Partido Popular. A lo largo de diez días los participantes discutieron intensamente en torno 


a la caracterización del gobierno de Alemán y los términos en los que la izquierda debía 
relacionarse con él en un ambiente de creciente anticomunismo que poco después se 
expresaría en la detención de Dionisio Encina y otros militantes del PCM al acercarse el 1” de 
mayo.”? Las acciones de hostigamiento a los comunistas eran parte de una campaña que 
culminaría con la expulsión de la izquierda lombardista y comunista de la política oficial y la 
represión a las dirigencias sindicales independientes. 

El interés por impulsar un proceso apoyado en buena medida por capital extranjero rompió 
desde muy temprano el compromiso nacionalista establecido en 1945 con Lombardo 
Toledano. La Guerra Fría ofreció el marco ideológico para calificar a quienes se opusieran al 
esquema de desarrollo alemanista como enemigos del progreso del país en la medida en que 
el capitalismo y la democracia se enfrentaban en términos propagandísticos contra el 
comunismo y el totalitarismo. En los momentos más álgidos del enfrentamiento quienes se 
inclinaban por un mayor nacionalismo económico fueron sujetos de la crítica y la propaganda 
anticomunista. 

En ese entorno el desarrollismo del medio siglo contó con el apoyo y la legitimidad que en 
la naciente Guerra Fría le ofreció su pertenencia al “mundo libre”, sujeto a la hegemonía de 
los Estados Unidos, en un momento en el que el comunismo y el nacionalismo económico se 
consolidaban como los mayores enemigos de los intereses estadunidenses en América Latina. 
Frank Tannenbaum no era el único académico de ese país interesado en el desarrollo 
mexicano. En realidad su libro formaba parte de un debate que se llevaba a cabo en la 
academia estadunidense en torno al camino que debía seguir América Latina en la posguerra. 

En 1950 se publicó el libro de Sanford A. Mosk, Industrial Revolution in México, dedicado 
al análisis del proceso de industrialización con un énfasis particular en lo que Mosk 
denominó el “Nuevo Grupo”, conformado por los industriales adscritos a la Canacintra. Igual 
que Tannenbaum, Mosk consideraba que la debilidad del mercado interno, las dificultades 
del proceso de acumulación de capital y, sobre todo, la falta de una verdadera planificación 
industrial eran los principales obstáculos para que el proceso resultara exitoso.” Otros 
autores, entre quienes destacaba Howard F. Cline como uno de los más claros apologistas del 
desarrollismo, argumentaron que el proyecto alemanista era la mejor vía para sacar al país del 
atraso y la miseria, en la medida en que lograría darle estabilidad política y desarrollar su 
potencial económico. ”* 

Aunque el interés de los Estados Unidos por la región disminuyó considerablemente al 
terminar el conflicto bélico, quienes se preocupaban por los países latinoamericanos 
destacaron la necesidad de apoyar la industrialización para impulsar el desarrollo, lo que en 
todo caso redundaría en mayor estabilidad política y beneficios económicos para los Estados 
Unidos. Desde esa perspectiva era éste además el mejor camino para combatir la supuesta 
amenaza comunista./? En ese sentido, fue en las universidades estadunidenses donde 
surgieron los primeros análisis que hicieron de México un ejemplo para los países de la 
región, aunque en la mayoría de los casos sus autores minimizaron el alto costo social y la 


imposición autoritaria del modelo, así como la ausencia de un verdadero proceso de 
modernización política. 

La defensa de la soberanía económica que legitimaba la sustitución de importaciones se 
dio en forma paralela a una creciente integración cultural con el proyecto modernizador de la 
posguerra dirigido por los Estados Unidos, en el que destacaban los nuevos estereotipos que 
transmitieron los medios de información masiva. Si bien la idea del progreso entendido como 
urbanización y cosmopolitismo, integración nacional y cultural, no era nueva y se había 
desarrollado con fuerza desde fines del siglo xIx, la novedad de la posguerra consistió en la 
incorporación de un modelo equivalente a la capacidad de consumo y asimilación del modo 
de vida estadunidense. Radio, cine, prensa escrita y, a partir de 1950, televisión, orientaron 
ideológicamente la búsqueda ansiosa del progreso entendido como la pertenencia a un nuevo 
país de consumidores al estilo del american way of life.” Este fenómeno no era privativo de 
México, ocurría en todo el “mundo libre” y era una muestra más de la integración del país al 
concierto internacional. En México, sin embargo, los campesinos y obreros cardenistas 
representaron emblemáticamente el “atraso” mientras se ahondaba la distancia que los 
separaba de una pujante clase media inmersa en un nuevo modelo cultural. La vieja imagen 
del campesino dormitando bajo el sombrero, peculiar símbolo de una forma de identidad 
nacional, era tajantemente rechazada por quienes pretendían situarse al otro lado de la 
“cortina de nopal”.*! 

No obstante, tal y como se ha planteado en las páginas anteriores la fuerza social y la 
Capacidad de resistencia de estos grupos se expresaron en distintos momentos del periodo. 
Uno de ellos fue la campaña presidencial de 1952, que mostró el descontento de amplios 
sectores sociales en todo el país, movilizados a favor de recuperar el proyecto social de la 
Revolución y en contra del autoritarismo anticomunista del alemanismo. Más aún, la 
campaña permitió un reagrupamiento del cardenismo, que encontró en la candidatura 
opositora del general Henríquez Guzmán la vía para presionar por una recuperación del 
agrarismo y el nacionalismo revolucionario que caracterizaron al gobierno de Lázaro 
Cárdenas y que se asumían ya en ese momento como proyecto alternativo al desarrollismo 
alemanista.*? 

El ex presidente Cárdenas se mantuvo al margen de la vida política activa después de 
concluir su gestión en 1945 como secretario de la Defensa Nacional. En 1947 fue nombrado 
vocal ejecutivo de la Comisión del Tepalcatepec, en donde concentró sus actividades. Pese a 
su discreción política, a lo largo del sexenio de Miguel Alemán registró en sus notas 
personales su inconformidad con algunas medidas gubernamentales como el exterminio de 
ganado durante la campaña contra la aftosa o el autoritarismo y la frialdad con el que se 
enfrentaron las demandas sociales. Cuando en agosto de 1948, a raíz de las movilizaciones 
generadas por la devaluación, se le quiso involucrar en una comida que el ejército ofrecería al 
presidente, Cárdenas se negó a participar.9? 

En forma paralela, el ex presidente se mantuvo activo en el ámbito internacional a través 


de su participación en el Movimiento por la Paz Mundial que se constituyó en París en 1949. 
Un año antes, en 1948, el general fue invitado por Heriberto Jara, Narciso Bassols y el 
cubano Juan Marinello a formar parte del comité organizador de un encuentro 
latinoamericano a favor de la paz, la independencia económica y la democracia, que tendría 
lugar en la Ciudad de México y cuya realización se había propuesto desde el Congreso de la 
Confederación de Trabajadores de América Latina (CTAL) en marzo de ese año.** Las noticias 
sobre la organización del encuentro se dieron a conocer en los días en que la prensa de la 
capital desplegaba su andanada anticomunista contra los dirigentes sindicales independientes. 
Aunque entre los invitados a organizar el evento se encontraba también el ex presidente 
Ávila Camacho, la furia del anticomunismo organizado se concentró en Lázaro Cárdenas, a 
quien se acusó de haberse “vendido a los comunistas” y de fortalecer con su presencia al 
comunismo latinoamericano. La beligerante campaña periodística a la que se sumaron 
organizaciones como la CROM incidió en que el encuentro tuviera que postergarse un año.* 

Adolfo Ruiz Cortines entró a la presidencia con una actitud conciliatoria hacia el 
cardenismo que no fue obstáculo para que en poco tiempo su gobierno también diera 
muestras de una postura abiertamente anticomunista. La Guerra Fría generaba una cacería de 
brujas en los Estados Unidos y en América Latina y el gobierno de Ruiz Cortines no se 
quedó atrás. Muestra de ello fue la destitución de Andrés Ituarte como director del Instituto 
Nacional de Bellas Artes por permitir que el féretro de Frida Kahlo fuera cubierto con la 
bandera de la hoz y el martillo durante el homenaje póstumo que se le rindió en ese recinto 
en julio de 1954. 

Mientras el “régimen de la Revolución” se cargaba hacia la derecha, el general Cárdenas y 
su círculo más cercano fortalecían sus lazos con la izquierda. El golpe orquestado por la CIA 
en contra del gobierno de Jacobo Árbenz en Guatemala en junio de ese mismo año fue 
condenado de manera tajante por el general, quien expresó su rechazo explícito a la 
intervención imperialista en América Latina, así como su vocación por la defensa de la 
soberanía latinoamericana. En esa coyuntura se constituyeron el Comité de Amigos de 
Guatemala y el Círculo de Estudios Mexicanos, que agruparon a un número considerable de 
ciudadanos y figuras progresistas interesados en fortalecer la lucha contra el imperialismo y 
la defensa de un modelo de desarrollo basado en la soberanía nacional.* 

A lo largo del sexenio ruizcortinista, Lázaro Cárdenas incrementó de una manera discreta 
su presencia en la opinión pública y en reiteradas ocasiones expresó su interés por la defensa 
de la soberanía económica de América Latina ante los embates del imperialismo. Al ex 
presidente le preocupaba la creciente dependencia económica que el gobierno mexicano 
establecía con los Estados Unidos, misma que se manifestaba en el incremento de inversiones 
de ese país en la industria mexicana, así como la posibilidad de que Ruiz Cortines abriera las 
puertas de Pemex y otros enclaves de recursos naturales, como el yacimiento de Las Truchas, 
a la inversión privada, nacional y extranjera.” Por esa razón Cárdenas se entrevistó en varias 
ocasiones con el presidente, a quien llegó a proponerle la formación de un Consejo de 


Administración de la empresa petrolera en el que participaran los ex presidentes de la 
República.*? 

En los primeros meses de 1957, año de sucesión presidencial, Lázaro Cárdenas fue una 
presencia constante en la opinión pública a través de declaraciones y escritos en la prensa, en 
los que llamaba a fortalecer el legado de la Revolución mexicana, en particular la reforma 
agraria, a la vez que defendía sus actos de gobierno. Entre los meses de febrero y mayo 
realizó una intensa gira por diversas localidades de los estados de Jalisco, Baja California, 
Sonora y Sinaloa. A lo largo del recorrido Cárdenas ofreció entrevistas, realizó declaraciones 
y pronunció diversos discursos en los que reivindicó la vigencia de los principios de la 
Revolución mientras llamaba a seguir apoyando a los campesinos e impulsando la reforma 
agraria a través incluso de democratizar a la CNC y al propio PR1.P9 

Al estallar los movimientos sindicales en 1958 el ex presidente fue explícito en su apoyo a 
los trabajadores y colaboró como intermediario entre el presidente y los líderes magisteriales 
y ferrocarrileros. En esa tesitura el 9 de mayo se entrevistó con Ruiz Cortines y más tarde 
sugirió a los dirigentes del magisterio que buscaran entrevistarse con él. El hecho de que el 
presidente se negara a recibirlos fue reprobado por Cárdenas, quien condenó en sus notas la 
“frialdad del poder público” y se preguntó si sería posible llegar a una “dictadura más 
refinada que la que derrocó el movimiento de 1910”.% 

En ese contexto, interesado en conocer la experiencia de desarrollo del campo socialista, 
en octubre de 1958 el general Cárdenas inició una larga gira acompañado de varios familiares 
y amigos, entre los que se encontraban Ignacio García Téllez y Alejandro Carrillo, que 
arrancó y concluyó en los Estados Unidos y durante la cual visitó diversos países de Europa 
del Este, así como la Unión Soviética y China. A lo largo de un recorrido de carácter privado, 
no oficial, que sin embargo fue reportado puntualmente por la prensa, el ex presidente no 
ocultó la admiración que le inspiraban los países socialistas en su lucha contra el hambre y el 
atraso. Durante su travesía y después de ella reiteró la necesidad de conocer los sistemas de 
organización social y económica de distintos países al margen de su régimen político, con el 
propósito implícito de intentar abrir espacios de cooperación que rompieran la creciente 
hegemonía estadunidense sobre México.?! 

Lázaro Cárdenas regresó al país a principios de 1959, apenas iniciada la gestión de Adolfo 
López Mateos y ocurrido el triunfo de la revolución cubana. En el transcurso de los años 
siguientes la presencia política del ex presidente fue en aumento, comprometida por una parte 
con las exigencias de libertad a los presos de los movimientos sindicales de 1958-1959, y por 
la otra con la defensa de la Revolución en Cuba, que se transformó en una nueva bandera de 
lucha política para las fuerzas progresistas. Sus actividades contribuyeron a radicalizar una 
confrontación entre los grupos políticos alineados en un espectro que ubicaba al cardenismo 
y al alemanismo en sus extremos, y que formaba parte a su vez de la disputa ideológica de la 
Guerra Fría. La polémica no siempre pública entre cardenistas y alemanistas reprodujo la 
encrucijada en la que se encontraba el país, apuntando hacia dos posibles rutas para el 


desarrollo: de un lado, una rectificación nacionalista y agrarista que demandaba privilegiar 
una industrialización basada en el control sobre los recursos naturales y al servicio de los 
intereses populares; del otro, la continuidad de una vía apoyada en gran medida en la 
inversión privada nacional y extranjera, anticomunista y voluntariamente adscrita a la órbita 
estadunidense. 

En ese contexto la revolución cubana nutrió las esperanzas y convicciones en torno a las 
posibilidades del cambio social revolucionario generando por contraste un cuestionamiento 
en torno a los logros de la Revolución mexicana a 50 años de su inicio. El resultado más 
consistente de este cuestionamiento fue un nuevo intento de reorganización de la izquierda y 
las llamadas fuerzas progresistas, esta vez en el marco del Movimiento de Liberación 
Nacional (MLN), constituido en 1961 bajo la conducción de Lázaro Cárdenas, que se propuso 
entre otras cosas reivindicar la vertiente social de la Revolución de 1910 y la vigencia de la 
Constitución de 1917, a la vez que realizaba una crítica contundente a los costos sociales del 
modelo desarrollista. 

El MLN sería la culminación de los muchos años de militancia pacifista y latinoamericanista 
del general michoacano. Su antecedente inmediato se encontraba en la Conferencia 
Latinoamericana por la Soberanía Nacional, la Emancipación Económica y la Paz, que se 
llevó a cabo entre el 5 y el 8 de marzo de 1961 en la Ciudad de México, con la presencia de 
delegados de América Latina y de observadores y delegados de los Estados Unidos, Canadá 
y algunos países de Europa, África y Asia. La reunión era resultado del esfuerzo de 
organización de la izquierda nacionalista latinoamericana, que buscaba construir un programa 
común para impulsar el desarrollo independiente y combatir la desigualdad social. Impulsada 
por el Consejo por la Paz Mundial, la Conferencia pretendía también afinar una propuesta de 
defensa en contra del imperialismo político y económico de los Estados Unidos, al que se 
consideraba el mayor obstáculo, junto con la guerra, para el avance latinoamericano. El 
hostigamiento de ese país a la Revolución cubana así lo demostraba, igual que el golpe contra 
Guatemala y las presiones contra el gobierno de Cárdenas a raíz de la expropiación petrolera. 

Entre los resolutivos de la Conferencia destacó el acuerdo de conformar comités nacionales 
que dieran continuidad a las tareas organizativas y unificadoras que se habían emprendido. 
En consecuencia el 4 de agosto se inauguraron en México los trabajos del Movimiento de 
Liberación Nacional con la asistencia de dirigentes y delegados de todas las gamas de la 
izquierda social y política mexicana, además de intelectuales independientes. El MLN se 
proponía consolidar el esfuerzo unitario de todas las fuerzas de la izquierda iniciado por 
Lázaro Cárdenas para impulsar un programa de desarrollo independiente que promoviera la 
defensa de los recursos naturales, la verdadera justicia social, el mejoramiento campesino, la 
democracia y las libertades políticas, así como la soberanía y la paz. Más que un partido o 
una organización política, el MLN se proponía construir un frente de organizaciones sociales 
articuladas por un proyecto común en el que no cabrían los liderazgos ni los intereses 
político-electorales.?? 


La constitución del MLN se llevó a cabo en un entorno de radicalización del ambiente 
político. La indudable participación política del ex presidente, así como su entusiasmo por la 
Revolución cubana, agudizaron el ataque de la derecha anticomunista, que lo había hecho 
uno de sus flancos favoritos desde hacía por lo menos 20 años. En marzo de 1961, en los días 
previos a la Conferencia Latinoamericana, el Partido Anticomunista de México solicitó a la 
Procuraduría General de la República que se consignara al general Cárdenas por “traición a 
la patria”. Éste y otros despropósitos sólo hacían más notorio el profundo malestar que 
causaban las actividades cardenistas al presidente López Mateos y a la embajada de los 
Estados Unidos.?? 

En ese contexto resultó evidente la tensión al interior de la clase política entre las dos 
fuerzas que, bajo el manto de la lealtad al presidente, determinaban el conflicto: cardenistas y 
alemanistas radicalizaron sus diferencias en aras de orientar el modelo de desarrollo nacional 
en una coyuntura que abría la posibilidad de realizar reformas y ajustes. Como contraparte 
del MLN, los alemanistas con el apoyo financiero del propio ex presidente Alemán 
organizaron el Frente Cívico Mexicano de Afirmación Revolucionaria, con una clara 
connotación anticomunista. La confrontación entre los grupos políticos no llegó al punto de 
la ruptura pero matizó considerablemente la noción de una clase política sin fisuras y 
abandonada a la alabanza presidencial.?* 

El MLN nació con el compromiso de luchar por una reforma agraria integral que debía 
avanzar y profundizar en el camino trazado por el agrarismo cardenista. Apenas un mes 
después de su constitución, en la madrugada del 15 de septiembre de 1961, grupos armados 
mayoritariamente campesinos intentaron llevar a cabo una insurrección en distintos puntos 
del país, que debía haber sido dirigida por el general Celestino Gasca, viejo revolucionario, 
dirigente obrero y líder de la fracción henriquista que había optado por la vía insurreccional, 
quien fue detenido días antes.? El intento insurreccional hizo más notoria la urgencia de 
atender el hartazgo campesino. 

En 1962 se desarrollaban ya en varios puntos del país trabajos para organizar una nueva 
central campesina que en enero de 1963 se constituyó ante la presencia de Lázaro Cárdenas 
como la Central Campesina Independiente (cc1). En la cc1 confluyeron la multitud de grupos 
que llevaban una década construyendo organizaciones alternativas a la CNC y luchando de 
una u otra manera por los intereses campesinos." La fuerza y creciente organización del 
descontento agrario obligó a López Mateos y a quien sería su sucesor, Gustavo Díaz Ordaz, a 
impulsar de nuevo el reparto y el apoyo a la producción campesina. Los presidentes de los 
años sesenta regresaron al campo como respuesta a la intensa movilización agrarista, aunque 
su atención a las demandas sociales respondía más a la sobrevivencia del régimen que a una 
auténtica vocación social. 

Por su parte el MLN encontró sus límites al acercarse la coyuntura de una nueva sucesión 
presidencial. Las difíciles relaciones entre la izquierda partidaria y sus organizaciones 
sociales, así como el notorio repliegue del general Cárdenas en aras de no fracturar al PRI y 


agudizar las disputas al interior de la clase política dejaron al MLN a la deriva. La designación 
del secretario de Gobernación, Gustavo Díaz Ordaz, como sucesor y su pretendido 
compromiso agrarista fueron suficientes para que Lázaro Cárdenas retomara la senda de la 
institucionalidad oficialista. 

A lo largo de los primeros años sesenta diversas movilizaciones estudiantiles irrumpieron 
en varios puntos del país: Michoacán, Guerrero, Sinaloa, Puebla, Durango y Chihuahua, 
entre otros. En un clima radicalizado por la respuesta autoritaria a los reclamos estudiantiles, 
algunos de sus participantes en alianza con dirigentes rurales participaron poco tiempo 
después en la formación de organizaciones guerrilleras. Sería ésta la expresión más radical 
del descontento que se conjugó con la crisis de legitimidad del régimen priista que produjo el 
movimiento estudiantil de 1968. La violenta respuesta del autoritarismo anticomunista 
generó paradójicamente el principio de su fin. 

Al iniciar los años sesenta por primera vez en su historia México contaba con más 
población viviendo en núcleos urbanos que en el campo. Las ciudades se habían expandido 
por todo el país y la clase media urbana se nutría del proceso de modernización económica. 
La sociedad dejaba de ser mayoritariamente campesina mientras las ciudades eran polos de 
atracción de migrantes afectados por el desplazamiento del campo que buscaban acceso a las 
fábricas, a la vivienda, a la educación. Asentados en las orillas de las grandes ciudades y de 
manera particular de la Ciudad de México, los nuevos habitantes urbanos hacinados en los 
cinturones de miseria y las colonias perdidas que reprodujo Luis Buñuel en Los olvidados 
mantenían las redes sociales y culturales de sus comunidades de origen, sometidos a su vez al 
proceso de aculturación promovido por la radio y la televisión. 

El México de la segunda mitad de la década cumplió las expectativas de modernidad, 
urbanización y aculturación que impulsaron desde los años cuarenta sus gobernantes y 
reseñaron desde fines de los cincuenta sus estudiosos. Por ello resultó reveladora la renovada 
presencia al fin de siglo de las comunidades indígenas organizadas o los combativos 
reclamos de múltiples organizaciones sociales, muchas de ellas campesinas, frente al nuevo 
ciclo modernizador de los años noventa. Más que pensar el proceso histórico mexicano en 
términos de los paradigmas de la modernidad capitalista occidental, resulta imprescindible 
abundar en el análisis de sus características propias y recuperar la diversidad y complejidad 
de sus expresiones sociales en aras de entender en toda su dimensión la historia mexicana del 
siglo XX. 
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Amparos y abogángsters 
LA JUSTICIA EN MÉXICO 
ENTRE 1940 Y 1968* 


JOSÉ ANTONIO CABALLERO** 


Este trabajo revisa el funcionamiento de la justicia en México en un periodo en el que las 
instituciones del Estado mexicano posrevolucionario empezaron su proceso de consolidación. 
El argumento principal es que durante este lapso el Poder Judicial Federal expandió la oferta 
jurisdiccional en el país y se convirtió en la instancia suprema de control de los órganos de 
impartición de justicia. 

Con ello, se estableció en México un mecanismo institucional que permitió que la 
población del país pudiera resolver sus conflictos en paz. En ese sentido, el sistema político 
mexicano parece dejar en manos de la justicia temas relacionados con la vida privada y se 
reserva la solución de asuntos relacionados con la vida pública. En realidad ése era en buena 
medida el planteamiento original del constituyente de 1917. Esto se refleja claramente en la 
forma en la que los redactores de la Constitución optan por crear mecanismos no judiciales 
para solucionar las controversias laborales y mecanismos políticos para controlar el reparto 
agrario.! Sin embargo, detrás de esta aparente pasividad frente a las discusiones políticas, el 
Poder Judicial Federal muestra bastante actividad en el conocimiento de temas de interés para 
la clase política. Los fallos de los jueces en asuntos relacionados con temas laborales o 
agrarios son ampliamente debatidos. Las discusiones cuestionan el compromiso de los jueces 
con los ideales de la Revolución. De esta manera, el desarrollo de la justicia durante el 
periodo de estudio se muestra en una doble vertiente. 

Por una parte, enseña una imagen general y un tanto inocua como una institución del 
Estado encargada de resolver conflictos entre los ciudadanos. Por otra parte, una faz, si bien 
no estelar en la arena política, sí lo suficientemente activa como para hacerse notar. 

A partir del planteamiento de la justicia como un fenómeno bidimensional, el trabajo 
identifica diversas expresiones del desarrollo de la vida institucional del Poder Judicial 
Federal y, particularmente, de la Suprema Corte de Justicia. Así, se presentan algunas 
consideraciones en relación con la posición de la justicia desde el punto de vista de la 
Constitución. También se analiza la integración de los órganos de impartición de justicia y se 
destacan cuestiones relacionadas con sus integrantes. En la parte final se revisa brevemente la 
forma en la que la justicia, la ley y el derecho son percibidos por la sociedad mexicana. En 


particular, destaca la manera en la que se retrata a los abogados como los encargados de 
operar el sistema de impartición de justicia. El trabajo concluye con algunas breves 
consideraciones sobre la forma en la que terminó el proceso de expansión del Poder Judicial 
Federal por el país y el papel de sus jueces en el periodo en estudio. 


La construcción de una institución 
en la posrevolución (1940-1952) 


El nuevo edificio de la Suprema Corte de Justicia. 
Viejas discusiones en un nuevo escenario 


Los primeros gobiernos de la Revolución tuvieron una relación difícil con los poderes 
judiciales. Desde la época de Venustiano Carranza, en las postrimerías del orden jurídico 
fundado en la Constitución de 1917, la Suprema Corte de Justicia mantuvo una serie de 
planteamientos que no necesariamente coincidían con los ideales de los revolucionarios en el 
poder. Un ejemplo claro de esta situación se presenta cuando los ministros aceptan escuchar 
cuestionamientos al régimen de las Juntas de Conciliación y Arbitraje.? En época de Plutarco 
Elías Calles se presenta el primer ejercicio de reordenación de las relaciones entre el Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial. Las reformas a la Constitución aprobadas en 1928 transfirieron 
el control sobre el proceso de designación de los ministros de la Suprema Corte de Justicia 
del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo y establecieron nuevas reglas para la destitución de 
los ministros por mala conducta.? La nueva regulación estableció que como paso previo al 
inicio de un proceso de responsabilidad, el presidente de la República debía citar al ministro 
al que se le fuera iniciar el proceso, con el objeto de escucharlo. Este mecanismo permitía 
que el presidente tuviera el control del acceso al proceso de destitución de los ministros. 
Pocos años después, durante el gobierno de Lázaro Cárdenas, se optó por la sustitución de 
todos los ministros que integraban la Suprema Corte de Justicia. La decisión se basó en la 
necesidad de contar con un tribunal que estuviera en condiciones de respaldar los ideales de 
la Revolución.* La reforma también incluyó un nuevo esquema para la designación de los 
ministros y para establecer su duración en el cargo. Con ello se ajustó la duración de los 
ministros en el cargo a un periodo de seis años, de tal manera que su designación coincidía 
con el periodo del presidente de la República.” De esta manera, cada presidente podía tener la 
oportunidad de designar una Corte acorde con las políticas que deseara implementar. 

Pero a pesar de los esfuerzos de la administración cardenista por reconducir al Poder 
Judicial, las cosas no se transformaron radicalmente. El decreto por el que se decide la 
expropiación petrolera encuentra uno de sus sustentos en las condiciones generadas por los 
laudos arbitrales emitidos a propósito de los conflictos entre los petroleros y las empresas, 
mismos que en su momento habían sido avalados por la Corte.? En ese contexto, las 


relaciones entre el presidente y la Corte difícilmente podían ser peores a la conclusión del 
sexenio de Lázaro Cárdenas. Manuel Ávila Camacho, sucesor de Cárdenas, decidió 
modificar la estrategia en relación con el Poder Judicial. De esta manera, la Corte inició la 
década de los años cuarenta con un contexto más favorable. La señal más clara en ese sentido 
es la propuesta de reforma a la constitución presentada por Ávila Camacho a su llegada a la 
presidencia con el objeto de modificar el régimen de los ministros.” 

Los nuevos tiempos también podían verse con señales mucho más simbólicas. Es 
precisamente en 1941 cuando se inaugura el nuevo edificio de la Suprema Corte de Justicia.? 
En los años venideros las discusiones en relación con el poder federal giraron en torno al 
papel de la justicia en la vida pública y a la condición de los jueces, magistrados y ministros. 
Inamovilidad y rendición de cuentas. En diciembre de 1940 el presidente Ávila Camacho 
tomó dos decisiones en relación con el Poder Judicial Federal. Por una parte, envió al Senado 
la lista de candidatos para ocupar un sitio como ministros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.? Por otra parte, presentó una iniciativa en la que se planteaba restablecer el 
régimen de la inamovilidad judicial con una fórmula semejante a la que se había planteado en 
el periodo del presidente Calles. 

En el tema de la integración de la Corte, el Senado fue especialmente crítico con la 
incorporación de Teófilo Olea y Leyva y de Felipe de Jesús Tena en la lista. Ambos 
personajes tenían reconocida cercanía con Juan A. Almazán, candidato derrotado en la 
elección para presidente de la República. Eventualmente, las críticas cedieron y los ministros 
fueron designados.'' 

Por lo que respecta a la iniciativa, en ella se sostenía que resultaba aconsejable establecer 
la inamovilidad como un elemento útil para garantizar la independencia judicial. Sin 
embargo, con el objeto de evitar excesos entre los juzgadores considerados inamovibles, 
parecía necesario crear un mecanismo que permitiera iniciar procesos de responsabilidad en 
contra de los jueces que abusaran del régimen de la imamovilidad. Para tal efecto, se 
propusieron dos mecanismos de remoción. Por una parte, se planteó la vía de la 
responsabilidad por la comisión de delitos oficiales a través de un procedimiento en el 
Congreso de la Unión. Por la otra, se estableció el mecanismo de destitución por mala 
conducta, mediante el cual el presidente de la República podía solicitar directamente al 
Congreso la destitución de algún juzgador. La propuesta de reforma constitucional del 
presidente se aprobó en el propio mes de diciembre de 1940. Sin embargo, el proceso de 
ratificación de la reforma a cargo de las legislaturas de los estados demoró cerca de tres 
años.!! 

Los problemas empezaron con motivo de la publicación de la declaratoria por la que se 
establecía que la mayoría de las legislaturas estatales aprobaba la reforma constitucional. La 
discusión inició en la Cámara de Diputados. Algunos legisladores alegaban que la 
inamovilidad era una institución poco conveniente para el país y era necesario revisarla. Los 
diputados obreros y los campesinos argumentaban que la inamovilidad podía ser un 


mecanismo para mantener a jueces contrarios a los postulados de la Revolución.!” La 
Confederación de Trabajadores de la República Mexicana (Crm) se opuso frontalmente a la 
inamovilidad. Previo al debate del decreto en el Senado, los obreros dieron a conocer a la 
opinión pública una serie de fallos que en su opinión afectaban su lucha.!* A pesar de ello, el 
decreto fue aprobado en diciembre de 1943. No obstante, el proceso de publicación del 
decreto de reforma constitucional demoró. La demora no tuvo una explicación concreta, la 
prensa de la época reporta diversas hipótesis para explicar la cuestión.** El fondo del 
problema tenía que ver con que la publicación del decreto implicaba también una definición 
sobre quiénes serían los ministros que podrían ser considerados inamovibles. Los integrantes 
de la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia eran severamente cuestionados por los 
legisladores obreros. La crítica consistía en que sus resoluciones no favorecían a la lucha 
obrera.'” Las objeciones giraban en torno a tres puntos: la cláusula de exclusión; la 
naturaleza del contrato colectivo; y la naturaleza tutelar del derecho del trabajo.** 

Finalmente, la reforma se publicó en septiembre de 1944 y 21 ministros protestaron el 
cargo en el Senado. No hubo sorpresas, todos los ministros fueron ratificados por el 
presidente y aceptados por el Senado.!'” Los nueve meses que transcurrieron entre la 
aprobación del decreto y su publicación sirvieron para reducir las tensiones que generaba la 
ratificación de los ministros de la Suprema Corte.*% No obstante, también en el Senado los 
legisladores afiliados a la crm expresaron su oposición a los ministros.” 


La Comisión de Responsabilidad y Mejoramiento de la Administración de Justicia. Al poco 
tiempo de resolverse el problema de la ratificación de los ministros de la Corte, apareció una 
nueva complicación. Esta vez el presidente de la República había enviado al Senado una 
iniciativa para establecer una Comisión de Responsabilidad y Mejoramiento de la 
Administración de Justicia. La iniciativa implicaba la creación de un órgano encargado de 
vigilar a todos los juzgadores federales. 

La iniciativa establecía el procedimiento mediante el cual la Comisión de Responsabilidad 
y Mejoramiento de la administración de justicia podía iniciar una investigación sobre la 
conducta de algún juzgador con el objeto de que el presidente de la República pudiera 
ejercitar la facultad establecida en el último párrafo del artículo 111 constitucional.?% La 
Comisión estaba integrada por el procurador general de la República, el procurador del 
Distrito Federal, un representante del Poder Judicial Federal, un representante del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal y un representante de los abogados designado por el 
presidente de la República. 

La integración de la Comisión representaba un duro golpe para el Poder Judicial Federal y 
para el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. La participación de los 
procuradores federal y del Distrito Federal en temas relacionados con la disciplina judicial 
puede fácilmente entenderse como una intromisión en el gobierno de las instituciones que 
imparten justicia. 


El Senado aprobó el proyecto y la Cámara de Diputados hizo lo propio. Sin embargo, el 
proceso legislativo se detuvo. La explicación de esta situación apunta hacia el presidente de 
la Suprema Corte de Justicia. Éste y, en general, los ministros de la Corte manifestaron su 
oposición a la creación de la Comisión. Todo parece indicar que sus objeciones fueron 
escuchadas.?' 


Justicia y política en los años cuarenta 


La relevancia pública de las decisiones de la Suprema Corte giró principalmente en torno a 
dos tipos de asuntos. Por una parte, los amparos laborales, algunos de los cuales se abordaron 
líneas arriba a propósito de la discusión sobre la inamovilidad de los ministros. Por otra 
parte, los amparos agrarios. Ambas materias se consideraban logros fundamentales de la 
Revolución. En ambos casos, las discusiones políticas planteaban diversas posturas sobre la 
manera en la que el Estado mexicano debía actuar en cada materia.”? En esta difícil arena, los 
conflictos judiciales ocupaban un espacio menor. En ocasiones, los ministros se muestran 
deferentes hacia el Poder Ejecutivo o el Legislativo.?? Sin embargo, otras integraciones de la 
Corte variaban este criterio y se mostraban más activas. En las líneas siguientes se 
proporcionan algunos datos sobre los conflictos generados con motivo de las resoluciones de 
la Suprema Corte de Justicia en amparos agrarios. 

Un elemento frecuente de conflicto en la materia agraria estaba relacionado con el tema de 
la protección de la pequeña propiedad. De conformidad con la fracción XIV del artículo 27 
constitucional, quienes se vieran afectados por una expropiación en materia agraria no podían 
interponer medio de defensa alguno, incluido el amparo.?* Sin embargo, la fracción XV de 
ese mismo precepto constitucional establecía que las tierras consideradas como pequeña 
propiedad en explotación eran inafectables.?? La discusión giraba en torno a la posible 
contradicción de ambos textos. Los problemas se presentaban cuando pequeños propietarios 
presentaban amparos en contra de expropiaciones argumentando que sus tierras no podían ser 
afectadas en términos de la fracción XV del artículo 27. Con ello indicaban que el contenido 
de la fracción XV implicaba una excepción a lo establecido en la fracción XIV o 
cuestionaban los alcances de la prohibición establecida en la propia fracción XIV. La nueva 
integración de la Suprema Corte de Justicia (1941) empezó a aceptar este tipo de argumentos. 
El viraje en la jurisprudencia será sostenido a partir de argumentos técnicos.** Los 
tecnicismos tienen que ver tanto con la suspensión del acto reclamado?” como con la 
naturaleza de los actos que se reclaman.?? 

El ambiente a propósito de los amparos concedidos en materia agraria dejó abierto el 
problema de la posible contradicción entre las fracciones XIV y XV del artículo 27.% En 
septiembre de 1942 la segunda sala de la Corte emite una resolución en donde deja claro que 
la contradicción no existe. Los ministros se inclinan por establecer que no cabe el amparo en 


contra de resoluciones dotatorias y que el único efecto de la fracción XV es el de la 
responsabilidad de los funcionarios." La segunda sala tendrá presente esta tesis en 
resoluciones posteriores.?*! 

Al margen de los aspectos técnicos de las resoluciones judiciales, la situación en el campo 
en los primeros años de la década de los cuarenta no era nada promisoria. Los detractores de 
la reforma agraria aprovechan la ocasión para sostener que los acontecimientos significan el 
fracaso de la política agraria del gobierno. Una de las arenas del debate agrario era la judicial. 
La posición de la Suprema Corte sobre los alcances de la fracción XIV del artículo 27 
revitalizó el debate político, toda vez que el significado de lo resuelto por la Corte implicaba 
que sólo una reforma constitucional podía habilitar el amparo en la materia agraria.?? A pesar 
de ello, las críticas a la Corte y la discusión sobre la política agraria se mantuvieron.?? 

Otros temas relevantes en la década de los cuarenta, a propósito de las resoluciones 
jurisdiccionales, tienen que ver con la actividad de la Corte como instancia encargada de 
vigilar que las autoridades apeguen sus actos a la Constitución. En este aspecto, los ministros 
adoptaron resoluciones de cierta relevancia. 

Uno de estos casos fue el conocido como Amparo “El Mante”. En este asunto, la segunda 
sala discutió sobre las facultades de la Corte para revisar las causas de utilidad pública 
establecidas en los decretos expropiatorios. Pero lo más importante fue el fondo de la 
resolución. En el caso del amparo “El Mante” se argumentaba que la Federación únicamente 
podía realizar expropiaciones en la medida en que éstas fueran necesarias para el 
cumplimiento de sus facultades constitucionales.** La resolución anulaba la expropiación. 
Detrás del amparo había mucho más que una resolución judicial. Los dueños de las 
propiedades expropiadas eran políticos de la época del general Plutarco Elías Calles.?” Los 
fondos para la fundación del ingenio provenían del Banco de México. La expropiación tenía 
como objetivo dar los terrenos de la compañía a los ejidatarios. Diputados y el propio 
presidente de la República se pronunciaron sobre el fallo de la Corte en forma crítica. En el 
caso del presidente, éste se refirió a la posibilidad de mantener a los ejidatarios en posesión 
de las tierras, a pesar del fallo.** 

En 1946 apareció una nueva alternativa para enfrentar el problema del amparo agrario. 
Esta vez la vía de solución dejó claro que el asunto rebasaba el tema constitucional. En 
efecto, en diciembre de 1946 se optó por la reforma del artículo 27 constitucional. El 12 de 
febrero de 1947 se publicó la reforma a la Constitución. A partir de entonces, los pequeños 
propietarios que tuvieran certificados de inafectabilidad podían recurrir al amparo.”” El 
contexto en el que se aprobó la reforma no fue sencillo. Si bien el peso de la llegada de la 
nueva administración de Miguel Alemán a la presidencia de la República desempeñó un 
papel fundamental para el éxito de la reforma, también es necesario reconocer que la Corte 
sufrió un importante desgaste en el debate. Esta situación no mejorará en los años venideros. 
La Corte recibirá críticas continuas por sus decisiones en el ámbito agrario. 

Otro espacio en donde la Corte tenía atribuciones para intervenir eran las llamadas 


controversias constitucionales establecidas en el artículo 105 constitucional. Esta 
competencia no era necesariamente la más grata para la Corte. Su ejercicio implicaba 
intervenir en conflictos surgidos en el interior de los estados o entre la federación y los 
estados. La tendencia, si bien no explícita, será evitar tener que tomar una resolución. Los 
actores políticos entendieron el mensaje, toda vez que las controversias de este tipo se 
presentan únicamente en la década de los cuarenta.*? En 1941 se presentaron dos asuntos. El 
primero relacionado con el estado de Nayarit. En este caso la Corte lo desechó sin mayor 
trámite.*" Un segundo caso se planteó en relación con un conflicto para ocupar el gobierno 
del estado de Guerrero. Un candidato afirmaba haber ganado. La situación se hallaba en 
disputa y el Senado declaró la desaparición de poderes en el estado y nombró un gobernador. 
El candidato que reclamaba el triunfo recurrió a la Corte. La Corte debatió el asunto en pleno 
y optó por declararse incompetente.*! En 1945 el pleno de la Corte conoció de otra 
controversia. En este caso se trataba de un problema entre el gobernador del Estado de 
México y el Congreso de ese mismo estado. La cuestión giraba en torno a la publicación de 
una ley. El asunto se complicó desde el inicio porque los diputados promoventes no 
acreditaron que representaban al Congreso del Estado. Eventualmente otros diputados 
desistieron de la acción.* 

En 1947 se suscitó un conflicto entre el general Marcelino García Barragán, gobernador 
del estado de Jalisco, y la legislatura de ese mismo estado. El gobernador rehusaba publicar 
un decreto por el que se aumentaba de cuatro a seis años el periodo por el que debía servir el 
Ejecutivo estatal. El gobernador solicitó a la Suprema Corte de Justicia que resolviera el 
conflicto entre gobierno y legislatura estatal. La Corte dejó sin resolver el asunto porque la 
legislatura del estado terminó por destituir al gobernador.*? 

Otra fuente de conflictos que desembocan en la justicia son aquellos en donde se sospecha 
que detrás de la pugna judicial hay un conflicto de carácter político. En 1945 se presentaron 
algunos casos que llamaron la atención de la opinión pública. Se trata de las acusaciones 
penales en contra del diputado Carlos Madrazo y otros dos legisladores.** Se les acusa de 
traficar con tarjetas para trabajadores braceros. El contexto alrededor del caso es que los 
diputados eran militantes de la izquierda oficial y se habían mostrado críticos con las 
políticas del régimen. La acusación se entendía como una venganza política. Los diputados 
alegan que cuentan con fuero. Un juez les dicta auto de formal prisión y otro eventualmente 
los ampara por considerar que el fuero los protege. Esos mismos días inició un proceso en 
contra del gobernador de Sinaloa, personaje vinculado al presidente Ávila Camacho. El 
proceso lo inició la Secretaría de la Defensa Nacional, a cargo del general Lázaro Cárdenas. 
Este acontecimiento se leyó como una represalia del bando de la izquierda. En este caso, la 
acusación giraba en torno a un homicidio atribuido al gobernador de Sinaloa. La Secretaría 
de la Defensa alegaba que el gobernador debía ser juzgado bajo el fuero militar. 
Eventualmente, el gobernador recibiría un amparo y sería puesto en libertad. Sin embargo, 
ambos asuntos se interpretaron como cuestiones estrechamente ligadas. El saldo dejó la 


imagen de una justicia enredada en los asuntos políticos.*? 


En la materia penal se produjo una discusión interesante a propósito del monopolio de la 
acción penal a cargo del Ministerio Público. Los ministros de la Fuente y Olea y Leyva 
iniciaron un debate en el que sostienen que la actuación de los agentes del Ministerio Público 
puede ser controlada a través del amparo. No obstante, su posición se mantiene en minoría en 
la primera sala de la Corte.“ En 1948 finalmente obtienen un voto adicional a cargo del 
ministro Ortiz Tirado y consiguen establecer un criterio por el que reconocen que ante la 
inactividad del Ministerio Público, la parte ofendida podía interponer el recurso de apelación 
en contra de una sentencia que absuelve.*” El impacto potencial de la resolución era amplio, 
toda vez que implicaba reconocer formalmente un derecho a favor de los ofendidos. Es decir, 
se les daba un derecho a la defensa. Hasta entonces, la materia penal se encontraba reservada 
exclusivamente al Estado a través de la actuación del Ministerio Público. A pesar de ello, el 
criterio se mantuvo aislado y no hay evidencia de que haya permeado en la práctica judicial, 
sino hasta tiempos recientes. 


La facultad de investigación en el caso León. 1946. El 2 de enero de 1946 fuerzas federales 
dispararon en contra de una multitud en León, Guanajuato. Los acontecimientos guardaban 
una estrecha relación con una disputa electoral. El asunto pronto atrajo el interés de todo el 
país. Eventualmente se escucharon voces que solicitaban que la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación tomara cartas en el asunto. El fundamento que se invocaba para justificar la 
intervención de la Corte era el artículo 97 de la Constitución, el cual establecía que la Corte 
podía nombrar a uno de sus miembros o a un juez federal para que averiguara sobre algún 
hecho que constituyera una violación de alguna garantía individual, la violación del voto 
público o algún otro delito castigado por la ley federal. 

Desde hacía mucho tiempo la Suprema Corte de Justicia de la Nación se había 
caracterizado por evitar entrar al conocimiento de asuntos relacionados con temas 
electorales.*$ La incorporación de la facultad de investigación en el artículo 97 de la 
Constitución de 1917 no había generado variación alguna en la postura de la Corte. Las 
solicitudes previas se habían rechazado.* 

En esta ocasión, el pleno de la Corte encomendó al ministro Hilario Medina el proyecto 
para resolver la solicitud de investigación planteada con motivo de los hechos ocurridos en 
León. El ministro Medina propuso un proyecto a la Corte en donde se aceptaba el ejercicio 
de la facultad de investigación. El proyecto fue aprobado por el pleno de la Corte con el voto 
favorable de todos los ministros con excepción de Antonio Islas Bravo. El objeto de la 
facultad de investigación era exclusivamente averiguar si hubo violaciones a las garantías 
individuales, al voto público o a la ley. Sus resultados no podían tener efecto alguno desde el 
punto de vista jurídico. Para ello, era necesario que la Procuraduría General de la República 
hiciera suya la averiguación y que, de encontrar un delito, iniciara el ejercicio de la acción 
penal en contra de los responsables.” 


La Corte encomendó la investigación a los ministros Roque Estrada y Carlos L. Ángeles. 
Los ministros comisionados emitieron su informe el 31 de enero de 1946. El informe fue 
aprobado por el pleno de la Corte. Los ministros encontraron que efectivamente se habían 
presentado tanto violaciones a las garantías individuales, como al voto público. Asimismo, 
establecieron que se habían cometido delitos federales. El dictamen concluía solicitando que 
se notificara lo encontrado al presidente de la República, al gobernador del estado de 
Guanajuato y a los peticionarios.”* El asunto eventualmente produjo la declaración de la 
desaparición de poderes en la entidad y la sustitución del gobernador.?? El gobernador 
interino del estado fue el ministro Nicéforo Guerrero. 


El problema del amparo 


En las líneas siguientes se aborda la cuestión de la demanda de justicia enfrentada por el 
Poder Judicial Federal y la manera en la que se prepararon propuestas para dar respuesta a los 
asuntos que llegaban. El asunto de la demanda de justicia ha sido un problema secular para el 
Poder Judicial Federal. Desde finales del siglo xIx las cifras sobre asuntos ingresados 
generaban amplia preocupación entre juzgadores y observadores de la actividad judicial. No 
sin razón, Emilio Rabasa señalaba que el amparo directo constituía la imposible tarea de la 
Suprema Corte de Justicia.?? 

La discusión sobre el amparo en los años cuarenta. A principios de 1941 el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia integró una comisión con la encomienda de analizar el problema 
del rezago que enfrentaba ese tribunal. La comisión estaba integrada por cinco ministros.>* 
Al poco tiempo la comisión presentó su informe.” La comisión estimaba que la Corte 
enfrentaba una demanda expresada en nuevos ingresos que se incrementaba año con año en 
130%. Al mismo tiempo, estimaba que la capacidad de trabajo de la Corte aumentaba cada 
año en 116%.” En el dictamen también se reconoce que una de las causas por las que es 
posible concluir con un elevado número de asuntos es que la Corte ha optado por emitir 
acuerdos para organizar el despacho de asuntos que no tienen complicaciones o por declarar 
caducidades por inactividad procesal, entre otros aspectos. El análisis de la comisión indicaba 
que los problemas de rezago se encontraban principalmente en la tercera sala que conocía 
asuntos civiles y mercantiles. La propuesta de la comisión es que las salas primera, segunda y 
cuarta se dediquen a la resolución de amparos civiles un día a la semana con el objeto de 
reducir el rezago. No obstante, reconocen que el esfuerzo será insuficiente y que lo que se 
requiere es una reforma a la Constitución. 

La evidencia de los amparos presentados por aquellos días y, en general, durante el siglo 
XX indica con claridad el problema. La capacidad de la Suprema Corte de Justicia es limitada 
para ofrecer solución a todos los asuntos civiles que se presentan en vía de amparo directo.”” 
Las propuestas de solución se sucederán, pero, en términos generales, ninguna será 
completamente satisfactoria. La Corte enfrentará en forma permanente una alta carga de 


amparos directos hasta 1994." 

A mediados de los años cuarenta, los encargados de buscar una solución fueron los 
ministros Fraga y Urbina. Ellos propusieron un proyecto para reformar la ley de amparo. El 
proyecto incluía temas como la ampliación de la suplencia de la deficiencia en la queja y 
otras medidas. En opinión del ministro Urbina, presidente de la Corte, el proyecto buscaba 
revitalizar una institución que desde hacía tiempo se encontraba en malas condiciones.”? El 
proyecto de amparo y las afirmaciones del ministro Urbina fueron severamente criticados por 
José Natividad Macías, miembro del Constituyente de 1917. En opinión de Macías, la actitud 
de Urbina faltaba a su juramento en el sentido de respetar la Constitución.*% La polémica 
iniciada por Macías fue seguida por otros constituyentes. Finalmente, en febrero de 1942, el 
ministro Urbina presentó su renuncia a la presidencia de la Corte al pleno de los ministros. El 
pleno rechazó la renuncia. Las palabras de Urbina tras conocer la decisión del pleno 
incluyeron importantes referencias al carácter del amparo como instrumento necesario para la 
protección de los derechos de los individuos. El presidente de la Corte también estableció 
que el amparo es un instrumento estrechamente ligado a la democracia. Si se acaba la 
democracia, desaparece el amparo. El proyecto de Fraga y Urbina fue analizado por otros 
ministros. Eventualmente, el mismo sería presentado al presidente de la República.** 

La discusión sobre qué hacer con el amparo no era un asunto que interesara 
exclusivamente al Poder Judicial. Tanto el foro como otras instancias oficiales se mostraban 
preocupados por la situación. Precisamente a propósito de esta cuestión José Aguilar y Maya, 
procurador general de la República, propuso la integración de un grupo de trabajo al que se 
encomendaba hacer propuestas para mejorar la justicia sobre las siguientes bases: 

1. Reformar sin restringir el amparo. 

2. Impartir justicia pronta. 

3. Proscribir tribunales de lo contencioso administrativo. 

4. Capacitar al Congreso para que expida leyes que permitan saber cuándo el amparo debe 

ser conocido por jueces de distrito y cuándo por la Corte. 

5. Capacitar al Congreso para que sepa cuándo crear órganos jurisdiccionales que se 

ajusten al régimen del PJF. 

6. Reestructurar la vida jurídica de México. 


Los trabajos de la Comisión de la Procuraduría dieron resultados. El presidente de la 
República presentó al Senado una iniciativa preparada por dicha Comisión y en la que se 
propone que los amparos en cuestiones de legalidad sean resueltos por tribunales de circuito. 
Diez ministros de la Corte amenazaron con renunciar si la iniciativa se aprobaba.*? La Corte 
publicó un folleto en donde expresaba críticas a las iniciativas aprobadas por el Congreso.** 
En particular, había objeciones a la manera en la que se establecía que el Congreso estaría 
facultado para definir la competencia de los tribunales federales en amparo y sobre la forma 


en la que se distinguía entre violaciones directas a la Constitución y violaciones indirectas, 


derivadas de cuestiones relacionadas con el control de la legalidad.2* La reforma se detuvo 
sin dar lugar a que las legislaturas de los estados la aprobaran.*” Sin embargo, las discusiones 
serán retomadas al poco tiempo con el objeto de preparar la reforma que creó los tribunales 
colegiados de circuito. Es la propia Corte la que hace nuevamente una propuesta.** Pero los 
ministros no tenían el terreno franco. José María Truchuelo, revindicando su condición de 
constituyente, expresó agudas críticas al proyecto.?” 

El problema del amparo también generó atención en la administración de Miguel Alemán. 
En febrero de 1947 se designó una comisión encargada de analizar el marco jurídico del 
Poder Judicial Federal, incluyendo la Ley de Amparo.*$ Los resultados de los trabajos de la 
comisión y de los grupos de trabajo que la precedieron finalmente se verían reflejados en la 
Constitución hasta 1951. 


El Poder Judicial y la expansión de la oferta 
de impartición de justicia (1952-1968) 


A principios de la década de los cincuenta se produjo un cambio en la estructura del Poder 
Judicial Federal que transformó prácticamente toda la impartición de justicia en el país. Se 
trata de la creación de los tribunales colegiados de circuito con jurisdicción para conocer 
amparos directos. Los tribunales cumplirán dos funciones fundamentales: por una parte, 
relevar a la Corte del alto número de amparos recibidos; por la otra, acercar los órganos de 
impartición de justicia a los usuarios mediante la distribución de los tribunales colegiados de 
circuito. Las líneas que siguen empiezan por ocuparse de la manera en la que se crearon los 
tribunales colegiados de circuito y el proceso por el que se extendió su jurisdicción a una 
gran parte del país. Posteriormente, se presentan algunos comentarios sobre los asuntos 
resueltos por el Poder Judicial Federal por aquellos años. En particular, se abordan temas 
relacionados con la justicia administrativa. 


Los tribunales colegiados y la justicia local 


A principios de la década de los cincuenta, la situación de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación era especialmente delicada. Las advertencias de años atrás sobre su incapacidad para 
atender la demanda de justicia se hacían realidad. Difícilmente existían condiciones para que 
la Corte pudiera mantener las cosas en el estado en el que estaban. 

La gráfica 1 refleja esta situación. Al efecto, presenta información sobre la demanda de 
justicia en la Suprema Corte en la década de los cuarenta y su capacidad de respuesta. 

Como puede observarse, durante toda la década de los cuarenta la Corte fue incapaz de 
enfrentar su carga de trabajo. No hubo un solo año en el que los ministros pudieran resolver 
más asuntos de los que ingresaban. Ello implicaba necesariamente que año con año el 


acumulado de asuntos pendientes aumentara. 
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En febrero de 1951 se publicó la reforma constitucional que modificó el funcionamiento 
del Poder Judicial Federal. La reforma plantea diversas cuestiones. Por una parte, retoma la 
idea de la designación de los ministros supernumerarios. Por otro lado, crea los tribunales 
colegiados de circuito. En el caso de los ministros supernumerarios, su función sería 
proporcionar apoyo a los ministros numerarios mediante el desahogo de asuntos en la Sala 
Auxiliar o sustituirlos en caso de faltas temporales. 

Con la creación de los tribunales colegiados de circuito se modificaron las competencias de 
la Corte. En adelante, los tribunales colegiados conocerían de amparos en que se alegaran 
violaciones procesales. También serían responsables de resolver amparos en contra de 
sentencias en donde no procediera la apelación. Los demás casos seguirían bajo el 
conocimiento de la Corte. Las reformas también trajeron la figura del sobreseimiento por 
inactividad procesal. La medida buscaba liberar a la Corte de muchos amparos en donde las 
partes habían dejado de promover.*? 

Los primeros tribunales colegiados se abrieron en las ciudades de México, Guadalajara, 
Puebla, Monterrey y Veracruz./% La Corte les transfirió cerca de 27 000 asuntos.”* Si bien en 
términos generales la recepción de los tribunales colegiados de circuito fue favorable,”? las 
críticas también se hicieron sentir. En particular preocupaba el hecho de que los tribunales 
colegiados de circuito se convirtieran en tribunales de última instancia. Ello podía propiciar 


la existencia de múltiples criterios y la pérdida de seguridad jurídica.?? 
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FuenTe: Elaboración propia con datos de Julio Bustillos, op. cit. 


Al poco tiempo el comportamiento de la demanda de amparo mostró que la solución tenía 
límites. Las gráficas 2 y 3 muestran el comportamiento de la demanda de amparo en la 
Suprema Corte de Justicia y en los tribunales colegiados de circuito. 

Como puede observarse en ambas gráficas, el crecimiento de la demanda de amparos es 
constante. En 1960 se estimaba que los asuntos rezagados en la Corte ascendían a 8 000.?* 
Los nuevos proyectos de reforma no se hicieron esperar.” Estos proyectos fueron la 
referencia principal empleada para preparar la iniciativa presentada por el presidente de la 
República en 1965, misma que sería aprobada en 1967.7* 


GRÁFICA 3. Tribunales colegiados de circuito 
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FuenTE: Elaboración propia con datos de Julio Bustillos, op. cit. 


Para enfrentar esta problemática, el Poder Judicial Federal optó por crear nuevos tribunales 
colegiados de circuito.”” En febrero de 1954 se abre un tribunal colegiado supernumerario en 
el Distrito Federal./8 En 1964 se abre un nuevo tribunal supernumerario en Guadalajara. Al 
concluir ese año, ese tribunal se convierte en el segundo tribunal colegiado del cuarto 
circuito. La reforma de 1968 creó otros cinco circuitos. 


La justicia administrativa y la Constitución 


En la década de los cincuenta el amparo empezó a tomar cierta popularidad como un 
instrumento jurídico útil para obstruir acciones que podían entenderse legítimas. De esta 
manera, la visión del abogado capaz de limitar la acción de la autoridad a golpe de amparos 
empezó a tomar carta de naturaleza en la opinión pública.”? En un editorial de Excélsior se 
hacía referencia a esta situación. Los pretextos podían ser variados; sin embargo, desde el 
punto de vista de la justicia administrativa, el amparo se mostraba como un instrumento 
efectivo para controlar la acción de las autoridades, fuera ésta abusiva o no. Esta situación se 
corrobora con el análisis realizado por Pablo González Casanova en el que se muestra cómo 
en los amparos solicitados en contra de actos del presidente de la República las sentencias 
favorables a los quejosos son superiores a las que favorecen al presidente.*! 

En 1953 se presentó un problema que produjo mucho interés en el foro y en la opinión 
pública en general. Se trató del amparo promovido por Autotransportes del Pacífico, S. A. En 
este amparo se había solicitado una suspensión. Ignacio Burgoa, juez de distrito en materia 
administrativa encargado de conocer del asunto, decidió otorgar una suspensión por la que, 
en términos generales, se establecía que los autobuses de la empresa quejosa podían 
transitar.22 El asunto subió mucho de tono cuando Carlos Lazo, secretario de 
Comunicaciones y Transportes, decidió presentar una denuncia penal en contra del juez 
Burgoa. El argumento implícito era que el juez de distrito había excedido sus facultades y su 
resolución otorgaba ventajas injustificadas a la empresa quejosa. El juez Burgoa, a su vez, 
decidió presentar una denuncia penal en contra del secretario de Comunicaciones y 
Transportes y del jefe de Tránsito Federal y Policía de Caminos. De igual manera, el juez 
ordenó la destitución del secretario de Comunicaciones y Transportes y de otros funcionarios 
de dicha secretaría por haber violado una suspensión. La Barra Mexicana de Abogados 
integró una comisión para estudiar el asunto. También se solicitó a Gabino Fraga que 
emitiera un dictamen sobre la situación.*2 En junio de 1954, el juez Burgoa presentó su 
renuncia al cargo y la Suprema Corte de Justicia la aceptó. Alrededor de la renuncia del juez 
Burgoa existió amplia especulación sobre los motivos. Para muchos quedó claro que el juez 
había sido obligado a retirarse.?4 

Sin embargo, lo sucedido al juez Burgoa no es una cuestión aislada. Los jueces de distrito 
y la Suprema Corte de Justicia estaban con cierta frecuencia presentes en la opinión pública 


debido a sus decisiones. También en 1954 se desató un problema con motivo de las 
prohibiciones para la apertura de cantinas. El 10 de septiembre de 1954 El Universal 
publicaba la siguiente nota: “Ni una cantina más se abrirá en el país en los próximos cinco 
años”. La noticia hacía referencia a la aprobación del nuevo Código Sanitario. Las medidas 
discutidas también consideraban el establecimiento de prohibiciones a la publicidad de 
bebidas embriagantes. La nota asimismo hace referencia a declaraciones de los senadores en 
donde mencionan que las reformas resuelven los problemas de constitucionalidad 
encontrados por la Corte. Sin embargo, en caso de que la Corte decida que subsisten los 
problemas de constitucionalidad, los senadores optarían por la reforma constitucional. En 
esta ocasión, la Corte reconoció que la prohibición para la apertura de nuevos 
establecimientos era constitucional. En resoluciones subsecuentes también confirmó los 
lineamientos establecidos en el nuevo Código.?” 

Para cerrar este apartado conviene reiterar la distancia que los tribunales optaron por 
mantener de los asuntos que podían tener tintes políticos. De esta manera, cuando el Partido 
Comunista encontró problemas para obtener su registro para las elecciones y optó por 
recurrir al amparo, un tribunal colegiado se lo negó, con el argumento de que la Corte no 


intervenía en asuntos políticos.9* 


Notas para el estudio de los abogados y el derecho 
en la sociedad mexicana de mediados del siglo xx (1940-1968) 


Los murales de Orozco en la Suprema Corte de Justicia dan cuenta de dos imágenes de la 
justicia. Aparece una justicia que duerme tranquila mientras se cometen abusos y los 
simuladores hacen de las suyas. Justo enfrente se ve a la justicia descargando su fuerza en 
contra de ladrones y opresores. 

Por otro lado, en “El proceso de las señoritas Vivanco”** el juicio aparece como un espacio 
en donde la formalidad de las resoluciones puede ceder el paso a las condiciones de los 
procesados y eventualmente producir una justicia efectiva. 

¿Pero cuál es la imagen de la justicia en la sociedad mexicana de los años cuarenta y 
cincuenta? Las líneas siguientes no ofrecen una descripción de este fenómeno. Simplemente 
tienen como objetivo proporcionar algunas coordenadas para un debate infinitamente más 
complejo, que es la construcción de la cultura jurídica de aquel periodo. 


¿Quiénes eran los ministros? La integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación fue 
un asunto que despertó especial interés desde el momento en que el presidente Lázaro 
Cárdenas decidió sustituir a todos los ministros que integraban dicho tribunal.9% La medida 
buscaba permitir que, al inicio de cada sexenio presidencial, el mandatario entrante tuviera la 
oportunidad de designar a las personas que ocuparían el cargo de ministro en los siguientes 
seis años. A la llegada del presidente Ávila Camacho se presentó una nueva lista de ministros 


para ocupar el cargo por el sexenio siguiente. Adicionalmente, se planteó la necesidad de 
reformar nuevamente el texto constitucional con el objeto de dar estabilidad en el cargo a los 
ministros y acabar con el relevo sexenal.?* La propuesta del presidente Ávila Camacho sería 
aprobada —no sin protestas—, lo que permitió a los ministros designados por el presidente al 
inicio de su sexenio mantenerse en el cargo. A partir de entonces, las sustituciones en la 
Corte se generaban como resultado del retiro, la renuncia o la muerte de los ministros. Es 
precisamente aquí donde surge la pregunta sobre el origen de los ministros. El tema tiene que 
ver con quiénes son las personas que escoge el presidente para servir en la Corte. ¿Cuáles son 
sus antecedentes profesionales? y ¿de dónde son originarios? En las líneas siguientes se 
presentan algunas consideraciones sobre estas cuestiones. 

En el caso de los antecedentes profesionales de los ministros, interesa conocer en dónde se 
desempeñaban antes de ingresar a la Suprema Corte de Justicia. Detrás de esta pregunta se 
encuentran interrogantes sobre la presencia de políticos o jueces en la Corte. También se 
pueden obtener datos sobre la presencia de grupos determinados. De esta manera, la 
presencia de militares o de ministros relacionados con organizaciones obreras fue frecuente 
en la Corte. 9? Los datos se presentan a continuación: 

En el periodo del presidente Manuel Ávila Camacho se designaron 29 personas para 
ocupar el cargo de ministro. La gráfica 4 proporciona datos sobre sus procedencias. 

Las posiciones de los ministros previas a su llegada a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación indican que se trata de personas que, en términos generales, realizan su actividad 
profesional en la esfera pública. Llama particularmente la atención la ausencia de abogados 
postulantes. Asimismo, destaca el reducido número de jueces de carrera entre los que llegan 
al cargo de ministro. Por lo que respecta a los dos militares que aparecen en la lista, se trata 
de lo que puede denominarse una especie de tradición al interior de la Corte. En ese sentido, 
cabe afirmar que desde los años cuarenta y hasta el final de la octava época (1994) la 
presencia de al menos un militar ocupando el cargo de ministro fue fenómeno prácticamente 
ininterrumpido. En el caso del ministro Agustín Mercado Alarcón, destaca su larga 
trayectoria en la Corte: fue designado en 1944 y dejó el cargo en 1967. En 1969 ingresó a la 
Corte otro militar: Alberto Jiménez Castro. 


GRÁFICA 4. Cargos de los ministros previos a su llegada 
a la Corte, 1940-1946 
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Por lo que respecta al perfil general de los ministros designados por el presidente Ávila 
Camacho, destaca el hecho que la mayor parte pertenece a la burocracia de medio y alto 
nivel. Hay pocos legisladores. Ello puede llevar a pensar que las posiciones en la Corte 
gozaban de cierto prestigio pero que no eran identificadas necesariamente como posiciones 
clave desde el punto de vista político. 

En relación con el origen geográfico de los ministros, los datos para el periodo de Ávila 
Camacho revelan una alta presencia de ministros provenientes del estado de Guanajuato 
(gráfica 5). 


GRÁFICA 5. Origen de los ministros, 1940-1946 
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Durante el periodo siguiente la situación no tuvo variaciones importantes. El patrón de las 
designaciones del presidente Miguel Alemán no difiere mucho de las propuestas de su 
antecesor. Sin embargo, en este caso destaca la presencia de dos gobernadores.” En las 
designaciones de Alemán destaca la presencia de un magistrado del Tribunal Fiscal de la 
Federación y de dos magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. En 
ambos casos se revelan los inicios de una tendencia que se mantendrá hasta el final de la 
octava época (1994). Ambos tribunales proveerán muchos ministros a la Corte (gráfica 6). 

El origen de los ministros designados por el presidente Alemán se muestra en la gráfica 7. 

Al igual que en el periodo de Ávila Camacho, destaca la presencia de ministros 
provenientes del estado de Guanajuato. Ahora bien, el hecho de que sean originarios de 
Guanajuato no implica que en el momento de ser designados hubieran estado sirviendo en 
ese estado. En realidad, muchos de ellos radicaban en la Ciudad de México. 

Por lo que respecta a las designaciones en el periodo del presidente Ruiz Cortines, los 
datos se muestran en la gráfica 8. 

La gráfica 9 contiene datos sobre el origen de los ministros propuestos por el presidente 
Ruiz Cortines. 


GRÁFICA 6. Cargo de los ministros previo a su llegada 
a la Corte, 1946-1952 
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GRÁFICA 7. Origen de los ministros, 1946-1952 


En el periodo del presidente López Mateos, se realizaron las siguientes designaciones que 
se muestran en la gráfica 10. 

De las designaciones hechas por López Mateos destaca especialmente el nombramiento de 
María Cristina Salmorán de Tamajo en 1961. Es la llegada de la primera ministra a la Corte. 

El origen de los ministros durante la presidencia de López Mateos se muestra en la gráfica 
dl, 

El presidente Díaz Ordaz eligió ministros de la manera en que se muestra en la gráfica 12. 


GRÁFICA 8. Cargo de los ministros previo a su llegada 
a la Corte, 1952-1958 
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GRÁFICA 9. Origen de los ministros, 1952-1958 
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Por lo que respecta al origen de los ministros designados por Díaz Ordaz, los datos se 
muestran en la gráfica 13 
El cuadro 2 resume los totales en las designaciones de ministros en función de su 


ocupación previa. 


GRÁFICA 10. Cargo de los ministros previo a su llegada 
a la Corte, 1958-1964 
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Como puede observarse, el perfil de los ministros previo a su designación revela que se de 
funcionarios públicos de orden intermedio. Destaca también que hay pocas designaciones 
provenientes del Poder Judicial Federal. 

El origen de los ministros revela una alta presencia de ministros originarios de Chiapas, 
Michoacán, Guanajuato y del Distrito Federal. En el caso de los originarios de Guanajuato, 
su presencia es especialmente marcada en los sexenios de Ávila Camacho y de Alemán. Por 
lo que respecta al Distrito Federal, la distribución es más equitativa entre las designaciones 
de los distintos presidentes. Lo mismo ocurre con los casos de Chiapas y Michoacán (gráfica 
14). 


GRÁFICA 12. Cargo de los ministros previo a su llegada 
a la Corte, 1964-1968 
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GRÁFICA 13. Origen de los ministros, 1964-1970 
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GRÁFICA 14. Origen de los ministros, 1940-1970 
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CUADRO 2. Totales en las designaciones de ministros 


en función de su ocupación previa 
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Derecho penal. Una de las funciones del Poder Judicial con más impacto sobre la opinión 
pública era la justicia penal. Las incidencias y las anécdotas generadas con motivo de los 
procesos fueron captadas por la prensa y ampliamente comentadas. Casos como el de Goyo 
Cárdenas y el asesinato de León Trotsky son fiel testimonio de ello. Pero en el mundo del 
derecho penal también había espacio para otro tipo de casos. Se trata de aquellos que tenían 
una naturaleza más política que penal. La actuación del Poder Judicial Federal se puso a 
prueba en casos como los de los ferrocarrileros, en los que fueron especialmente llamativos 
los procesos de Valentín Campa y Demetrio Vallejo. En Guerrero tuvo mucho impacto el 
caso de Genaro Vázquez. En 1962 se procesa a Filomeno Mata y a David Alfaro Siqueiros. 
Estos casos reflejan la idea de que el Poder Judicial tiene una utilidad adicional para el 
régimen. Es decir, cumple con la función de dar una salida legítima a actividades represivas 
en contra de adversarios políticos. Si bien este tipo de casos no son frecuentes, su relevancia, 
tanto por la manera en la que fueron resueltos como por las características de los procesados, 
contribuyó a formar la idea de un Poder Judicial servil, dispuesto a complacer a la clase 
política en turno. 

Esta imagen del Poder Judicial también se complementa con dos prácticas adicionales. En 
primer lugar, el desarrollo de una jurisprudencia laxa en la protección de los derechos de los 
ciudadanos en la materia penal.% En ese sentido, destaca la actividad de los jueces como un 
complemento del trabajo de los agentes del Ministerio Público. Se trata de una actividad 
jurisprudencial mucho más concentrada en confirmar la pretensión punitiva del Estado que 
en cuestionarla. Uno de los criterios más representativos de la época es el que tiene que ver 
con la extracción de confesiones mediante la tortura. Para los ministros involucrados en esta 
decisión, la tortura como un medio para extraer la confesión debía tratarse en forma separada. 
Este criterio dejaba libre el camino para institucionalizar prácticas abusivas en contra de los 
detenidos.” 

En segundo lugar se encuentra la práctica legislativa. En este caso, la figura más 
representativa es el delito de disolución social que aparece en el Código Penal Federal en 
1951.% El delito fue cuestionado a través del amparo en diversas ocasiones. Sin embargo, el 
Poder Judicial Federal se mostró poco sensible a considerar los argumentos que cuestionaban 
su constitucionalidad. Junto con el delito de disolución social se encuentran en el Código de 
Procedimientos Penales normas que fortalecen la posición de los agentes del Ministerio 
Público. La señal es clara al indicar que es el Ministerio Público el representante social, y por 
ende, el encargado de tutelar tanto a víctimas como a indiciados. 

Paralelo al mundo del derecho visto desde los casos, se encontraba el mundo de los 
abogados. En este periodo se termina de acuñar el término de abogángster. Y el abogángster 
por antonomasia fue Bernabé Jurado, quien llevó la defensa de William S. Burroughs por el 
homicidio de su esposa. Parte de la leyenda se genera con esa defensa.“ Burroughs deja un 
testimonio de su abogado.*% La sórdida imagen de Jurado es expuesta en unas breves líneas. 


Su eficacia como defensor se muestra con la salida de Burroughs de la cárcel en tan sólo 13 
días. En Jurado confluyen las leyendas jurídicas: desde apodos como “el rey del amparo” 
tantas veces atribuido a diversos abogados, hasta la idea de que siempre llevaba un amparo 
bajo el brazo, o su famoso apetito por los pagarés y otros documentos probatorios.*%! Todo 
ello contribuyó a forjar una leyenda de lo que hacían y deshacían los abogados. De alguna 
manera, se puede pensar en ésta como una época en que los laberintos jurídicos se imponían 
al recto camino de la justicia. La prensa recoge con frecuencia anécdotas en donde las 
suspensiones otorgadas en los amparos imposibilitan a la autoridad para realizar su trabajo y 
queda en el aire un dejo de impunidad. 

Pero las historias de abogados también tienen un espacio para el romanticismo. La 
memoria colectiva recuerda el paso por los tribunales del “hombre del corbatón”, un abogado 
penalista especializado en la defensa de las causas de los pobres. La crónica de un periódico 
español proporciona algunos detalles de su vida.'9? Se trataba de un inmigrante asturiano que 
aparentemente no había estudiado la carrera de derecho. Sin embargo, su capacidad para 
estructurar la defensa de sus clientes le dio bastante fama en los pasillos de los tribunales. 


La Facultad de Derecho de la UNAM y las escuelas de derecho 


El espacio idóneo para la discusión sobre la actualidad en la vida jurisdiccional y el estado de 
salud de la justicia era la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. Con frecuencia el medio académico polemizaba sobre diversos aspectos de la 
actualidad judicial. Una figura especialmente mencionada en este periodo es la de Ignacio 
Burgoa, quien había sido juez de distrito. A principios de los años cincuenta se vio obligado a 
dejar la judicatura con motivo del escándalo relacionado con el otorgamiento de una 
suspensión en un amparo.'%% Los profesores de la facultad mostraron inmediatamente su 
inconformidad con lo sucedido a Burgoa. Al efecto se manifestaron en contra de su salida de 
la Judicatura. 

Otro capítulo de la vida de Burgoa tiene que ver con su posición en relación con el amparo. 
A principios de los años cuarenta, siendo todavía un joven abogado, Burgoa se dio a la tarea 
de escribir un manual sobre el juicio de amparo. En 1943 apareció la primera edición de su 
libro.*% La publicación del libro y sus ediciones sucesivas colocaron a Burgoa en el centro 
de la mayor parte de los debates sobre el amparo en México. Un debate especialmente 
intenso en relación con la naturaleza del amparo tuvo lugar con motivo de la publicación de 
la sexta edición de este libro en 1968. En el prólogo a aquella edición, Burgoa manifestaba 
oposición a quienes analizaban el amparo a la luz de doctrinas extranjeras.!%” El mensaje era 
claramente en contra de la escuela procesal y en particular de Héctor Fix Zamudio. Para 
Burgoa, el amparo era una institución nacional y debía entenderse en ese contexto. En todo 
caso, la doctrina extranjera debía abrevar del amparo mexicano. Precisamente a propósito de 
la naturaleza del amparo, Burgoa se vio envuelto en un intercambio epistolar con Santiago 


Oñate, conocido abogado y profesor de la facultad, en relación con la naturaleza del amparo. 
En un editorial publicado en Excélsior en junio de 1968, Oñate muestra su oposición a 
quienes defienden la figura del amparo como una cuestión que debía analizarse 
exclusivamente desde el punto de vista de la experiencia nacional. Su posición es que había 
llegado el momento de separar al amparo del derecho sustantivo y estudiarlo como una 
cuestión de derecho procesal. Oñate se muestra poco afecto a las actividades académicas en 
torno al estudio del amparo mexicano. 

El título del editorial aparece precedido de la frase “chauvinismo jurídico”.!% A los pocos 
días, aparece una contestación firmada por Burgoa en El Heraldo de México.'% El texto de 
Burgoa defiende la calidad de la doctrina mexicana presente y pasada y reta a Oñate para que 
escriba un libro en donde caracterice al amparo desde el punto de vista procesal. Oñate 
responde.*%% Su respuesta es directa. Se mofa de la solemnidad con la que profesores como 
Burgoa se refieren al amparo y reivindica la necesidad de analizarlo desde la ciencia 
procesal.!% 

Detrás de esta polémica se encuentra un activo debate entre los académicos mexicanos. 
Los años treinta, cuarenta y cincuenta fueron testigos de la producción de muchos libros de 
texto que siguen teniendo uso.*'% Muchos de los autores ocuparon un lugar en la Suprema 
Corte de Justicia: Felipe "Tena Ramírez, Gabino Fraga y Rafael Rojina Villegas, por 
mencionar algunos. 


Conclusiones 


La labor del Poder Judicial Federal en el periodo relatado es discreta. En realidad, la justicia 
no parece desempeñar un papel trascendente, salvo en el momento en que los jueces abordan 
temas directamente relacionados con los objetivos de la Revolución: el derecho laboral y el 
derecho agrario. Ambas cuestiones serán seguidas de cerca por los actores políticos de la 
época. 

En el ámbito de la justicia penal, la labor del Poder Judicial consiste en proporcionar apoyo 
al Poder Ejecutivo para la ejecución de la política criminal. Dentro del Poder Judicial no 
parece existir una posición que caracterice al juez como un efectivo defensor de los derechos. 
Desde luego que existen notables excepciones. Tal es el caso de algunas posiciones 
defendidas por los ministros Fuentes, Olea y Leyva, Goerne y Rebolledo. También desde el 
ámbito de los juzgados hay casos interesantes, como el del juez González Bustamante, quien 
posteriormente será ministro. 

Sin embargo, lo más complejo en la vida del sistema de justicia penal se presenta 
precisamente cuando es necesario revisar detalles sobre su operación y su calidad intrínseca. 
En este aspecto, los jueces se muestran poco afectos a cuestionar la actuación de las 
autoridades. En una condición semejante aparecen los asuntos que involucran un debate 
político. En estos casos, los jueces también optan por mantenerse al margen de las polémicas 


y se limitan a ratificar las actuaciones de las autoridades del Ejecutivo. Son precisamente 
estos aspectos de la vida judicial los que contribuyen a formar la imagen de un Poder Judicial 
dócil y, en ocasiones, servil. 

Si bien la evidencia, ya anunciada por González Cassanova, sobre la autonomía de los 
jueces para resolver amparos en contra de la administración pública es contundente, la 
imagen pública de la justicia parece concentrarse exclusivamente en las órbitas penal, obrera 
y agraria. En cualquiera de los tres casos, las posiciones críticas parecen favorecer la imagen 
de un Poder Judicial poco comprometido con la Revolución y con las clases desprotegidas. 

Por lo que respecta a la vida jurídica, los testimonios son limitados y se refieren 
principalmente a anécdotas. En el interior de la academia, el periodo es especialmente 
prolijo. En esta época se escribe una gran parte de la doctrina jurídica mexicana que sigue 
siendo empleada en las escuelas. 


ANEXO 


TRABAJADORES Y PATRONES. Conforme a la Constitución, unos y otros tienen derecho para 
negarse a someter sus diferencias a las Juntas de Conciliación y Arbitraje y hasta para no 
aceptar sus laudos. Amparo administrativo en revisión. “J. Crasseman Sucesores, S. en C.” 
2 de noviembre de 1917. Unanimidad de once votos. La publicación no menciona el 
nombre del ponente. Quinta Época, Pleno, SJE, L, p. 774. 

DOTACIÓN DE TIERRAS Y AGUAS, IMPROCEDENCIA COMPLETA DEL AMPARO CONTRA LA. La Suprema 
Corte de Justicia de la nación, ha sentado jurisprudencia sobre que, si durante la secuela 
del procedimiento agrario, o en las resoluciones provisionales o definitivas de dotación y 
restitución de ejidos o aguas, o en su ejecución, se cometen violaciones a las leyes que 
norman esos actos, el remedio no está en el juicio de garantías, atento el espíritu que 
informó la ley de 23 de diciembre de 1931, que reformó el artículo 10 de la ley de 6 de 
enero de 1915, ya que fue la intención del Poder Constituyente, el dejar bajo la exclusiva 
responsabilidad y jurisdicción de las autoridades agrarias, descartándolo de las actividades 
y jurisdicción del Poder Judicial, todo lo que se refiere a la ejecución del problema agrario, 
y que, en consecuencia, el remedio contra las violaciones de la ley en que incurran las 
autoridades agrarias, deberá buscarse ante las propias autoridades infractoras O ante su 
superior jerárquico, o reclamarse directamente ante el ciudadano presidente de la 
República, quien, como suprema autoridad en la materia, podrá dictar las medidas que 
juzgue oportunas y convenientes para el debido cumplimiento de la ley y de sus propias 
resoluciones; de donde resulta, que debe ser desechada por improcedente, toda demanda de 
amparo en que se reclamen resoluciones de la Comisión Nacional Agraria, que dicte en la 
ejecución de una resolución presidencial, dotatoria de ejidos, ya que estas cuestiones son 
de la exclusiva competencia de las autoridades agrarias y están fuera de las atribuciones 
legales de la justicia federal. Amparo administrativo. Revisión del auto de sobreseimiento. 


10866/32. Pliego Madrid María, 27 de enero de 1933. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Jesús Guzmán Vaca. La publicación no menciona el nombre del ponente. Quinta Época, 
Segunda Sala, sJF, XXXVII, p. 356. 

TIERRAS, COMPETENCIA EN MATERIA DE DOTACIÓN DE. El problema agrario no es de la 
competencia de las autoridades judiciales de la Federación, pues desde que fueron 
reformados, primeramente, el artículo 10 de la Ley de 6 de enero de 1915 y más tarde, el 
artículo 27 constitucional, el conocimiento de todos los asuntos agrarios pasó a depender, 
exclusiva y directamente, del Poder Ejecutivo, por medio de las autoridades que la 
Constitución y las leyes reglamentarias designen para el efecto. No es ya la Suprema Corte 
de Justicia la que puede decidir cuestión alguna de esa índole, porque el texto y el espíritu 
de la Ley Suprema, la apartan del conocimiento de ese problema eminentemente social. Si 
aparece a primera vista que la Constitución no se refiere más que a los propietarios 
afectados, negándoles expresamente el derecho de solicitar amparo, ha sido porque en 
ningún caso, tiene carácter de inmutable, las resoluciones que dicten las autoridades 
agrarias, porque la Constitución concede siempre el derecho a los pueblos, para solicitar 
dotación de tierras, cuando así lo reclamen sus necesidades, y no era procedente que se 
aludiera a los núcleos de población, porque las autoridades agrarias son las que en todo 
tiempo pueden satisfacer las necesidades de los pueblos, sin que deba ni pueda intervenir, 
por ningún concepto, la autoridad judicial, porque es incuestionable que no se pueda 
aplicar la fracción IX del artículo 107 de la Constitución, tramitando y resolviendo los 
amparos que pudieran los solicitantes de tierras, ya que cualquier resolución que se dictara, 
no podría considerarse como definitiva a la luz del derecho constitucional, toda vez que 
tiene su reparación posible, por el medio que el artículo 27 concede, que es el de demostrar 
que el pueblo tiene necesidad de tierras o de mayor extensión de la que se le ha concedido. 
Es por ello que las limitaciones que se impusieron en la ley agraria anterior, sobre que los 
pueblos no tendrán derecho a solicitar ampliación de ejidos, sino hasta después de 
transcurridos diez años y las declaraciones oficiales hechas sobre que se debía dar por 
terminado el problema agrario en algunos Estados, no pueden subsistir, porque no están de 
acuerdo con el texto o espíritu del artículo 27 constitucional, que mantiene siempre 
expedito el derecho de los pueblos, para solicitar tierras cuando así lo exijan sus 
necesidades económicas. En tal virtud, si esos actos mo pueden considerarse como 
definitivos, dentro del campo del derecho constitucional, porque se haya concedido una 
dotación de tierra, y más tarde, los vecinos de un núcleo de población, demuestran que no 
son suficientes las tierras entregadas para las necesidades de su población, deberá 
ampliarse la dotación hecha para cumplir con los mandatos constitucionales, el amparo que 
se promueva es improcedente, por los razonamientos que se acaban de exponer. Amparo 
administrativo directo 13115/32. Sánchez Pedro y coagraviados, 10 de diciembre de 1935. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: Agustín Gómez Campos y Agustín Aguirre Garza. 
Relator: José M. Truchuelo. Quinta Época, Segunda Sala, sJF, XLVI, p. 5838. 

EJIDOS, AMPARO PROCEDENTE EN CASO DE. Aunque se trate de un amparo en materia agraria, 


los Jueces de Distrito no deben desechar de plano la demanda relativa, considerándola 
improcedente, con apoyo en el artículo 117 del Código Agrario, que previene que serán 
imprescriptibles e inalienables, los derechos sobre los terrenos que por dotación adquieran 
los núcleos de población, y por lo tanto, no podrán, en ningún caso, ni en forma alguna, 
cederse, traspasarse, arrendarse, hipotecarse o enajenarse, en todo o en parte, siendo 
inexistentes las operaciones, actos o contratos que se hayan ejecutado o que se pretendan 
llevar a cabo, en contravención de este precepto; cuando la parte quejosa hubiere sido 
ocupante, poseedora o arrendataria de un terreno, desde antes de que las tierras en que está 
enclavado, pasaran a poder de los agraristas, sin aparecer por qué concepto se les 
entregaron, pues dicho ordenamiento resulta inaplicable para desechar de plano la demanda 
de amparo, ya que la aplicabilidad o inaplicabilidad de ese precepto, debe ser más bien 
materia del fondo del amparo, atentos el informe de la autoridad responsable y las pruebas 
que rindan las partes. Amparo administrativo en revisión 475/41. Chacón Esperanza, 8 de 
marzo de 1941. Unanimidad de cuatro votos. Relator: Gabino Fraga. Quinta Época, 
Segunda Sala, sJF; LXVII, p. 2510. 

PEQUEÑA PROPIEDAD, SUSPENSIÓN CONTRA LOS ACTOS QUE LA AFECTAN. Es indudable que el 
legislador colocó en una situación preferente el respeto a la pequeña propiedad, puesto que 
de una manera categórica así lo consagra el artículo 27 de la Constitución Federal, y 
aunque en el mismo precepto se establece que la nación tendrá en todo tiempo el derecho 
de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, entre las 
cuales está la de crear nuevos centros de población agrícola, con las tierras y aguas que les 
sean indispensables, para lo que es preciso crear el fundo legal respectivo, es indiscutible 
también, que el legislador en ningún caso tuvo la idea de dar disposiciones contradictorias; 
por lo que si se dicta un acuerdo por autoridades de un estado, que persigue 
manifiestamente un fin de utilidad pública, por tratarse de la creación de un fundo legal, 
pero dicho acuerdo trae consigo la afectación de una pequeña propiedad y por este 
concepto se solicita la suspensión contra el mismo, ésta debe concederse, pues lo natural y 
jurídico en tal caso, es mantener las cosas en el estado que guardaban al dictarse el acuerdo 
reclamado, mientras se falla el amparo en cuanto al fondo, sin hacer apreciaciones en el 
incidente, respecto de cuál de esos intereses debe prevalecer. Amparo administrativo, 
Revisión del incidente de suspensión 3908/42, Jiménez Hernández Lucio Benjamín, 8 de 
agosto de 1942. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José M. Ortiz Tirado. La 
publicación no menciona el nombre del ponente, Quinta Época, Primera Sala, sJE, LXXIIL, 
p. 3455. 

PEQUEÑA PROPIEDAD, AMPARO PROCEDENTE CONTRA EL CAMBIO DE LOCALIZACIÓN DE LA. No es 
improcedente el juicio de garantías que se interponga contra el acuerdo del Departamento 
Agrario, por el cual se modificó la localización de la pequeña propiedad del quejoso, 
dictado con posterioridad a la expedición del certificado de inafectabilidad respectivo, en 
que se dio por concluido el expediente de dotación de ejidos de que se trate, pues en tal 
caso, es evidente que no se reclama resolución alguna dotatoria o restitutoria de tierras o 


aguas, y por tanto, debe estimarse que el caso no se encuentra comprendido en el artículo 
177 del Código Agrario. Amparo administrativo en revisión 4222/40. G, Viuda de Camino 
Apolinar, 3 de febrero de 1941. Unanimidad de cuatro votos, Ausente: Alfonso Francisco 
Ramírez. La publicación no menciona el nombre del ponente, Quinta Época, Segunda Sala, 
SJF, LXVII, p. 778. 

PEQUEÑA PROPIEDAD, AMPARO IMPROCEDENTE CONTRA LA AFECTACIÓN. La Segunda Sala de la 
Suprema Corte ha establecido de modo firme, que la fracción XIV del artículo 27 
constitucional excluye al Poder Judicial del conocimiento de toda controversia que pudiera 
suscitarse contra las resoluciones presidenciales dotatorias o restitutorias de tierras O aguas, 
aun respecto de aquellas cuya inconstitucionalidad se hiciera derivar de la afectación de 
una pequeña propiedad agrícola y aunque se compruebe que la pequeña propiedad afectada 
por la resolución presidencial había sido antes declarada inafectable por el mismo 
presidente de la República e inscrita como tal en el Registro Agrario Nacional. Es cierto 
que el citado artículo 27 estatuye, en su fracción XV, que las autoridades agrarias 
incurrirán en responsabilidad por conceder dotaciones que afecten esa pequeña propiedad, 
pero dado lo dispuesto en la repetida fracción XIV del mismo precepto, es evidente que tal 
circunstancia no puede dar lugar al amparo, sino que el quejoso tiene expeditos sus 
derechos para ocurrir ante el presidente de la República, como suprema autoridad agraria, a 
fin de que dicte, en su caso, las medidas tendientes a respetar la pequeña propiedad del 
interesado. T. LXXXIIL p. 5081. Índice Alfabético, Improcedencia 152/44. Díaz viuda de 
Córdova Emilia, 7 de febrero de 1945. Unanimidad de cuatro votos, Ausente: Nicéforo 
Guerrero. La publicación no menciona el nombre del ponente, t. LXXXIII, p. 2194. 
Amparo administrativo en revisión 9197/41, Terán viuda de López Trinidad, 7 de febrero 
de 1945. Unanimidad de cuatro votos, Ausente: Nicéforo Guerrero, Relator: Octavio 
Mendoza González, t. LXXXIIL p. 5081. Índice Alfabético. Improcedencia 5768/41, 
“Viuda de Alvarez Valle y Compañía”, 7 de febrero de 1945. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Nicéforo Guerrero. La publicación no menciona el nombre del ponente. Quinta 
Época, Segunda Sala, sJF, LXXXIII, p. 2194. 

BEBIDAS ALCOHÓLICAS, PUEDEN SER ANUNCIADAS MEDIANTE TRANSMISIONES DE RADIO, 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL CÓDIGO SANITARIO EN SUS ARTÍCULOS 28 Y 340, FRACCIÓN 1. Son 
inconstitucionales los artículos 28 y 340, fracción I, del Código Sanitario, porque sus 
disposiciones chocan con las garantías establecidas en los artículos 4o. y 28 
constitucionales, puesto que impiden que las radiodifusoras se dediquen al trabajo que 
efectúan en forma lícita, toda vez que la propaganda de bebidas alcohólicas destiladas, por 
estos medios de publicidad, no pueden tener el carácter de un hecho ilícito ya que su 
producción y venta se encuentra legalmente autorizada. Además, se establece un 
monopolio en favor de terceras personas, como lo son los propietarios de periódicos, de 
carteleras, etc., para efectuar dicha propaganda, lo que indudablemente va en contra de lo 
dispuesto por el artículo 28 constitucional. Amparo administrativo en revisión 4108/50. 
“Radio Metropolitana”, S. A. y coags. 9 de febrero de 1952. Mayoría de tres votos. 


Ausente: Manuel Bartlett B. Disidente: Nicéforo Guerrero. Ponente: Alfonso Francisco 
Ramírez, Quinta Época, Segunda Sala, sJF, CXI, p. 978. 

BEBIDAS EMBRIAGANTES, EXPENDIOS DE. PROHIBICIÓN TEMPORAL PARA ESTABLECER NUEVOS. EL 
ARTÍCULO 250 DEL CÓDIGO SANITARIO QUE LA ESTATUYE NO ES ANTICONSTITUCIONAL. Al 
establecer que: “A partir de la vigencia de esta ley y por el término de 5 años, las 
autoridades sanitarias federales y locales, negarán permisos de apertura a expendios de 
bebidas embriagantes y clausurarán los que con infracción de esta disposición se 
establezcan”, el mencionado precepto legal no viola las garantías consagradas en los 
artículos 4o. y 28 de la Constitución General de la República, porque: A. La restricción o 
veda temporal en los términos del precepto legal transcrito es de las comprendidas de 
modo expreso en el artículo 4o. del propio Pacto Federal, el cual estatuye que la libertad de 
comercio en la República Mexicana podrá vedarse “... por resolución gubernativa, dictada 
en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad”. La 
prohibición de referencia no está contenida en una simple determinación administrativa y 
ni siquiera en un reglamento gubernativo, sino que se trata de uma ley expedida por el 
Congreso de la Unión derivada directamente del Constituyente de 1917, que al aprobar el 
mencionado artículo 4o. constitucional, previó en forma expresa: que si bien es de gran 
necesidad combatir en México el alcoholismo ello no debe hacerse “sino por medio de una 
ley perfectamente estudiada en donde puedan caber muchas expresiones y 
particularidades”; por otra parte, con las mismas finalidades y el mismo espíritu, en enero 
de 1934 se introdujo en el artículo 73 del Pacto Federal su fracción XVI, estableciendo que 
las medidas dictadas en la campaña contra el alcoholismo y la venta de sustancias que 
envenenan al individuo degenerando la raza, serían obligatorias en todo el país, y, en 
octubre de 1942, se adicionó la fracción IX del artículo 117 de la misma Carta Magna 
ordenando en forma categórica que “El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los 
Estados dictarán, desde luego, leyes encaminadas a combatir el alcoholismo”; asimismo, al 
prorrogar en 1960 la restricción impugnada, se expone con claridad que aquella es de 
notorio interés público y que el artículo 250 del Código Sanitario tiene su origen y 
propósito en dicha campaña “teniendo en cuenta los más altos intereses de la colectividad”. 
B. El precepto legal impugnado tampoco tiende al acaparamiento de artículos de consumo 
necesario, ni a obtener el alza de los precios, ni a impedir la libre concurrencia para obligar 
a los consumidores a pagar precios exagerados, ni a constituir una ventaja indebida en 
favor de varias personas con perjuicio del público en general; pues a lo que el citado 
artículo 250 del Código Sanitario tiende es a combatir el alcoholismo, y a restringir la 
multiplicación de expendios de bebidas embriagantes, multiplicación que redundaría en 
perjuicio del interés público cuyos motivos, finalidades y espíritu, son única y claramente 
los de proteger a la sociedad; en consecuencia, el precepto legal mencionado, no es 
violatorio del artículo 28 de la Carta Magna del país. Amparo en revisión 4554/60. 
Federico Mayer Vélez. 6 de diciembre de 1966. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: 
Mariano Ramírez Vázquez. Amparo en revisión 6950/59. J. Trinidad Carpío Munguía y 


coagraviados, 6 de diciembre de 1966. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Mariano 
Ramírez Vázquez. Amparo en revisión 237/59. José Guadalupe Martínez, 6 de diciembre 
de 1966. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Octavio Mendoza González, Sexta 
Época, Pleno, sJF, Primera Parte, CXIV, p.16. 

BEBIDAS ALCOHÓLICAS, LONCHERÍAS CON VENTA DE. El artículo 250 del Código Sanitario no 
hace distingos entre cantinas y loncherías, ya que disponen en forma escueta que las 
autoridades negarán permiso de aperturas a expendios de bebidas embriagantes. Por otra 
parte, pensar que el precepto se refiere tan sólo a cantinas, va contra los propósitos del 
legislador, que son los de combatir el alcoholismo, como se desprende principalmente del 
capítulo XII, en el que está comprendido el discutido artículo 250, y de los artículos 248 y 
251. Además, del hecho de que no esté prohibido abrir loncherías, no puede desprenderse 
que esté permitido establecerlas con venta de bebidas embriagantes, porque esto, no 
importa la forma en que se ingiera el alcohol, se encuentra en pugna con los aludidos 
preceptos del Código Sanitario. Amparo en revisión 1971/56. Filemón González, 26 de 
julio de 1957. Mayoría de tres votos. Disidente: José Rivera Pérez Campos, Ponente: 
Octavio Mendoza González. Sexta Época, Segunda Sala, sJr, sJF, Tercera Parte, VI, p. 132. 

CONFESIÓN VICIADA. Si consta de autos que el inculpado quejoso juntamente con otras 
personas fue detenido por delitos del fuero común sin orden de autoridad judicial e 
incomunicado durante cierto tiempo antes de rendir su confesión y está probado además 
que los aprehendidos no fueron mantenidos en el mismo lugar, sino llevados a diversos 
sitios como cuarteles o edificios destinados a los militares con el objeto evidente de vencer 
su resistencia, cabe concluirse que las confesiones obtenidas de tal suerte no tienen valor 
probatorio alguno y que la sentencia que en ellas se funda resulta violatoria de garantías. 
Amparo directo 6428/63. Nicolás Tello González. 12 de febrero de 1965. Cinco votos. 
Ponente: Mario G. Rebolledo Fernández. Sexta Época, Primera Sala, SJF, Segunda Parte, 
XCII, p. 11. 

CONFESIÓN RENDIDA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO, VALOR DE LA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
DURANGO). El sentenciador no infringe el principio de igualdad de las partes en el proceso, 
por el hecho de conceder valor probatorio a la confesión que rinde el acusado ante el 
agente del Ministerio Público, ya que éste funcionario tiene el carácter de autoridad cuando 
interviene investigando los delitos, y el de parte dentro del proceso. Consecuentemente, al 
tomar la declaración del inculpado en la investigación previa, no actúa como parte; siendo 
de advertir que el Ministerio Público está facultado para tomar las declaraciones de las 
personas que intervengan o presencien los hechos, por disposición de los artículos 91 y 133 
del Código de Procedimientos Penales del Estado de Durango, y según se desprende del 
contenido del artículo 21 de la Constitución Federal. Amparo directo 8249/62. Miguel 
Martínez Romero. 21 de noviembre de 1963. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
Manuel Rivera Silva. Sexta Época, Primera Sala, sJF, Segunda Parte, LXXVII, p. 13. 

CONFESIÓN, CASOS EN QUE PUEDE DIVIDIRSE LA PRUEBA DE. La confesión es indivisible, y, por 
ende, debe admitirse en su integridad, a menos que no sea verosímil o se encuentre 


contradicha por otros elementos de prueba, en cuyo caso la confesión calificada podrá 
dividirse para tomar en cuenta sólo lo que perjudica al inculpado y no lo que le beneficia. 
Amparo directo 8100/62. Adolfo Cárdenas Rivera. 4 de julio de 1963. Unanimidad de 
cinco votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez. Sexta Época, Primera Sala, sJF, Segunda 
Parte, LXXIII, p. 12. 

CONFESIÓN SIN COACCIÓN. Aun en el supuesto de que se compruebe en el proceso que se 
ejercita violencia de parte de la policía aprehensora, para obtener las confesiones de los 
inculpados, si éstos rinden declaración confesoria ante la representación social y ante el 
Juez de la causa, las que no están influenciadas por la coacción imputada a la autoridad que 
lleva a cabo la aprehensión, ni se advierte que han sido vertidas en igual forma que la 
primera, tienen eficacia probatoria y demuestran la responsabilidad penal de los acusados. 
Amparo directo 8851/62. Guillermo Villalobos Aguiñaga y Ramón Acosta Alvidrez. 9 de 
enero de 1964. Cinco votos. Ponente: Alberto R. Vela. Sexta Época, Primera Sala, SJF, 
Segunda Parte, LXXIX, p. 15. 


o | 


* Mi agradecimiento a Jessica de la Rosa por su valiosa colaboración. 
** División de Estudios Jurídicos, CIDE. 


l En ambos casos se percibe claramente la intención de no llevar estos asuntos a los tribunales. Las juntas de 
conciliación y arbitraje y los mecanismos administrativos del Poder Ejecutivo para el reparto agrario dan cuenta de ello. 
Véanse los artículos 27 y 123 de la Constitución de 1917 en su versión original. 


? Véase, por ejemplo, la tesis “Trabajadores y patrones”, en el anexo del presente artículo. 


3 Reforma publicada en el Diario Oficial, 20 de agosto de 1928. La reforma también aumenta el número de ministros al 
pasar de 11 a 16. 


4 Reforma publicada en el Diario Oficial, 15 de diciembre de 1934. 


> La reforma de 1934 intenta justificar la salida de algunos ministros al argumentar que ya no tenían edad para 
desempeñar el cargo. También aumenta el número de ministros, al pasar de 16 a 21. Un argumento semejante al empleado en 
esta reforma fue propuesto por Franklin D. Roosvelt, presidente de los Estados Unidos, para modificar la Suprema Corte de 
Justicia de aquel país. Sin embargo, en este caso, la propuesta fracasó. Véase Arthur Krock, “Roosevelt Asks Power to 
Reform Courts, Increasing the Supreme Bench to 15 Judges; Congress Startled, But Expected to Approve”, The New York 
Times, primera plana (5 de febrero de 1937). 


' Véase decreto expropiatorio de las compañías petroleras del 19 de marzo de 1939. 


7 El presidente Ávila Camacho, en ejercicio de las atribuciones que le confería el texto constitucional vigente, también 
hizo nuevas designaciones de ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Véase cuadro anexo. 


8 Francisco Schroeder Cordero, La Suprema Corte de Justicia. Su tránsito y su destino, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, México, 1985, 155 pp.; 2 de junio de 1941, inauguración del edificio de la Corte. Presidente Salvador Urbina Frías. 


% De conformidad con la reforma constitucional de 1934, la duración de los ministros de la Corte en el cargo era de seis 
años. Ello permitía al presidente de la República renovar la Corte cada seis años. 


10 Valadés señala que el presidente Ávila Camacho incluso amenazó con su renuncia si el Senado no aceptaba sus 
propuestas. José Valadés, Historia general de la Revolución mexicana. La unidad nacional, Gernika, 1993, p. 405. 


1 Véase el texto de la iniciativa en Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del general 
Manuel Ávila Camacho, 1940-1946, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2000, pp. 191 y ss. 


12 Luis Medina, “Del cardenismo al avilacamachismo”, en Luis González (coord.), Historia de la Revolución Mexicana, 
1940-1952, Colmex, México, 1978, p. 315. Véanse las intervenciones de los diputados Jesús Yurén Aguilar, José María 
Suárez Téllez y Saúl Cantú Balderas, recopiladas por Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del 
General Manuel Ávila..., op. cit., pp. 35 y ss. Otro de los legisladores opositores fue el senador Fernando Amilpa, ibidem, p. 
103, y Luis Medina, “Del cardenismo...”, op. cit., p. 317. 


13 Luis Medina menciona una publicación en el periódico El Popular, el 27 de diciembre de 1943. Ibidem, p. 316. 
14 Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del general Manuel Ávila..., op. cit., p. 151. 


15 Luis Medina indica que en el sexenio de Lázaro Cárdenas, la Corte había favorecido a los obreros en sus decisiones y 
que la nueva integración de la Cuarta Sala había variado los criterios. Luis Medina, “Del cardenismo...”, op. cit., p. 315. 
Véase también Guadalupe Rivera Marín, “Los conflictos de trabajo en México, 1937-1950”, El Trimestre Económico, vol. 
XXIL núm. 2 (1955), p. 183 (citada por Medina). 


16 Luis Medina, “Del cardenismo...”, Op. Cit., pp. 316-317. 


17 Reforma publicada en el Diario Oficial, 21 de septiembre de 1944. La lista de los ministros. Lucio Cabrera, Suprema 
Corte de Justicia durante el gobierno del general Manuel Ávila..., op. cit. 


18 Luis Medina, “Del cardenismo...”, op. cit., pp. 318-319. 
19 Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del general Manuel Ávila..., op. cit., p. 152. 


20 La iniciativa se encuentra transcrita en ibidem, pp. 166 y ss. Las referencias que siguen provienen del articulado del 
proyecto. El último párrafo del 111 constitucional se refiere a la destitución por mal comportamiento. 


21 Ibidem, pp. 165-166. 


22 Una discusión sobre los contrastes entre las políticas de Lázaro Cárdenas y de Ávila Camacho en Luis Medina, “Del 
cardenismo...”, Op. cit. 


cl Ejemplo de ello puede ser la tesis “Dotación de tierras y aguas, improcedencia completa del amparo contra la”, 
reproducida en el anexo del presente artículo. Un criterio muy semejante fue seguido por la Corte en su integración posterior 
a la reforma de 1934: “Tierras, competencia en materia de dotación de”; véase el anexo del presente artículo. 


24 Artículo 27 fracción XIV. “Los propietarios afectados con resoluciones dotatorias o resitutorias de ejidos o aguas, que 
se hubiesen dictado a favor de los pueblos, o que en lo futuro se dictaren, no tendrán ningún derecho ni recurso legal 
ordinario, ni podrán promover el juicio de amparo [...]” 


25 Artículo 27 fracción XV. “Las Comisiones Mixtas, los Gobiernos locales y las demás autoridades encargadas de las 
tramitaciones agrarias, no podrán afectar, en ningún caso, la pequeña propiedad agrícola en explotación e incurrirán en 
responsabilidad, por violaciones a la Constitución, en caso de conceder dotaciones que la afecten.” 


26 Véase la tesis “Ejidos, amparo procedente en caso de”, en el anexo del presente artículo. 
27 Véase la tesis “Pequeña propiedad, suspensión contra los actos que la afectan”, en el anexo del presente artículo. 


28 Véase la tesis “Pequeña propiedad, amparo procedente contra el cambio de localización de la”, en el anexo del 
presente artículo. 


29 El debate se da también en la prensa. Cabrera recopila diversos artículos. Véase Lucio Cabrera, Suprema Corte de 
Justicia durante el gobierno del general Manuel Avila..., op. cit. 


30 Ibidem, pp. 84-85. 


31 Por ejemplo, véase la tesis “Pequeña propiedad, amparo improcedente contra la afectación”, en el anexo del presente 
artículo. 


32 Medina refiere un informe del ministro Fraga en donde se fija la postura de la Corte en el sentido de sobreseer 
amparos en materia agraria. Luis Medina, “Del cardenismo...”, op. cit., p. 262. 


33 Ibidem, pp. 263 y ss. 


34 El texto del amparo en Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del general Manuel Ávila..., 
Op. Cit., pp. 321 y ss. 


35 En el amparo se menciona expresamente al licenciado Aarón Sáenz. 
36 Ibidem, p. 120. 
37 Los certificados de inafectabilidad eran una especie de reconocimiento oficial de la condición de pequeño propietario. 


38 El artículo 105 de la Constitución establecía lo siguiente: “Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, conocer de las controversias que se susciten entre dos o más Estados, entre los Poderes de un mismo Estado sobre la 
constitucionalidad de sus actos, y de los conflictos entre la Federación y uno o más Estados, así como de aquellas en que la 
Federación fuese parte”. 

9 Las siguientes controversias serán hasta los años noventa. 

dd Véase Controversia Constitucional 3/1941 en: http://www.scjn.gob.mx/Portal 
SCJN/ActividadJur/ControversiasConstitucionales/ControversiasConstitucionales1917- 1994.htm 

41 Véase Controversia Constitucional 9/1941 en idem. 

22 Véase Controversia Constitucional 5/1943 en idem. 


43 Luis Medina, Civilismo y modernización del autoritarismo. Historia de la Revolución Mexicana, 1940-1952, Colmex, 
México, 1979, pp. 96-98. Véase Controversia Constitucional 1/1947 en: 
http://www.scjn.gob.mx/PortalSCJN/ActividadJur/ControversiasConstitucionales/ControversiasConstitucionales1917- 
1994.htm 


44 Véase Luis Medina, “Del cardenismo...”, Op. Cit., pp. 222 y Ss. 
45 Idem. 
46 Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del General Manuel Ávila..., op. cit., p. 149. 


47 Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente de la República Miguel Alemán 


Valdés, 1946-1952, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2002, p. 57. En los años siguientes el debate 
permanece. Ibidem, pp. 81-82. 


48 El origen del problema se encuentra en el amparo Morelos, por el que la Corte generó el criterio conocido como “la 
competencia de origen”. Este asunto provocó mucha polémica y a partir de entonces la Corte optó por evitar entrar a conocer 
asuntos de carácter político. Véase El Amparo Morelos. 


49 La más reciente era la de Aquiles Elorduy, candidato del PAN que solicitaba la nulidad de la elección para diputado 
federal en Aguascalientes en 1943. La Corte rechazó la petición. Luis Medina, “Del cardenismo...”, op. cit., p. 212. 


5 Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del General Manuel Ávila..., op. cit., pp. 415 y ss. 
91 Ibidem, pp. 183 y ss. 
52 Luis Medina, Civilismo y modernización del autoritarismo, op. cit., p. 100. 


53 Emilio Rabasa, “Un estudio sobre la evolución del amparo directo”, en Julio Bustillos, El Amparo Directo en México: 
evolución y realidad actual, Porrúa / UNAM, México, 2008, 261 pp. 


54 Ñ] presidente Salvador Urbina, Franco Carreño, Carlos L. Ángeles, Eduardo Vasconcelos e Hilario Medina. 


55 El informe se publica en Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del general Manuel Ávila..., 
op. cit., pp. 206-208. 


56 Para ambos casos la comisión aclara que las estadísticas no son completas y que trabaja mediante estimaciones. 
57 Julio Bustillos, Op. cit. 


58 Véase José Antonio Caballero, “De la marginalidad a los reflectores”, en Lorenzo Meyer e Ilán Bizberg (coord.), Una 
historia contemporánea de México: transformaciones y permanencias, vol.III, Océano, México, 2009. 


5% Lucio Cabrera, Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del General Manuel Ávila..., op. cit., p. 70. Se refiere 
al informe de Urbina. 


60 Idem. 
61 Ibidem, p. 45. 


62 Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados de circuito, 2* ed., Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2003, p. 
50. 


63 Héctor Fix, “La Suprema Corte de Justicia y el juicio de amparo”, en H. Fix Zamudio (ed.), Ensayos, Porrúa, México, 
1999, p. 548. 


64 Héctor Fix, op. cit., pp. 548-549. 


65 De acuerdo con el artículo 135 constitucional, las reformas a la Constitución deben ser aprobadas por las legislaturas 
de los estados. 


66 Héctor Fix, op. cit., p. 549. 
67 Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados de circuito, op. cit., p. 51. 


68 Los miembros de la Comisión eran: Gabriel García Rojas, Antonio Martínez Báez, Felipe Tena Ramírez, Mariano 
Azuela, Luis F. Canudas Oreza, Raúl Carrancá Trujillo, Manuel Rivera Silva, Julio Klein, Rafael Corrales Ayala, Antonio 
Carillo Flores y Gabino Fraga. Véase Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente de la 
República Miguel Alemán..., op. cit., p. 43. 


69 Héctor Fix, Op. Cit., p. 551. 

70 Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados de circuito..., Op. Cit. 

Yi Héctor Fix, op. cit., p. 551. 

72 Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados de circuito..., Op. Cit., pp. 79 y ss. 
73 Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados de circuito..., Op. Cit., pp. 159 y ss. 
74 Héctor Fix, Op. cit., p. 552. 


75 En el Senado se presentaron dos: uno elaborado por el senador Rodolfo Brena Torres, el otro por los senadores Azuela 
Riviera y Medina Gaona (ambos habían sido ministros). Ignacio Burgoa también hizo públicas sus propuestas. Lucio 
Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente Adolfo López Mateos, 1959-1964, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, México, 2004, pp. 165 y ss., y Héctor Fix, op. cit., p. 553. 


76 Para el desarrollo posterior véase José Caballero, op. cit. 

77 Esta tendencia se mantuvo hasta fechas muy recientes. Véase idem. 

78 En 1957 se convierte en el segundo tribunal colegiado del primer circuito. Lucio Cabrera, Los tribunales colegiados 
de circuito..., Op. Cit., p. 253. 

ds Algunas reflexiones sobre estas cuestiones en Carlos Monsiváis, “Lo kafkiano y lo poskafkiano”, El Universal (27 de 
agosto de 2006). 

80 Luis Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente Adolfo Ruiz Cortines, 1952-1958, 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2003, p. 45. 


81 Pablo González Casanova, La democracia en México, 2a ed., Era, México, 2000, pp. 236 y ss. Véase también Carl 
Schwarz, “Jueces en la penumbra: La independencia del poder judicial en los Estados Unidos y en México”, Anuario 
Jurídico, vol. 2 (1977), pp. 169 y ss. 


82 Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente Adolfo Ruiz Cortines, 1952-1958, op. 
Cit., pp. 49 y ss. 


83 Gabino Fraga era un muy reconocido especialista en derecho administrativo. En su momento, sirvió como ministro de 
la Suprema Corte de Justicia. Su libro de derecho administrativo era muy utilizado. Cabe señalar que en opinión de Fraga el 
juez excedió su mandato al conceder la suspensión en los términos en los que lo hizo. 


84 Véase El Universal, 8 de junio de 1954. La nota menciona que la renuncia fue por motivos personales. Sin embargo, 
la misma nota refiere las especulaciones existentes en torno a los problemas generados con motivo del amparo de 
Autotransportes del Pacífico, S. A. 


85 Véase la tesis “Bebidas alcohólicas, pueden ser anunciadas mediante transmisiones de radio, inconstitucionalidad del 
código sanitario en sus artículos 28 y 340, fracción I”, en el anexo del presente artículo. 


86 Véase la tesis “Bebidas embriagantes, expendios de. Prohibición temporal para establecer nuevos”, en el anexo del 
presente artículo. 


87 Véase la tesis “Bebidas alcohólicas, loncherías con venta de”, en el anexo del presente artículo. 


88 Votan a favor de la negativa: Rojina Villegas, Enrique Azuara y Casiano Castellanos, Manuel Terrazas Guerrero y 
coagraviados. Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente Adolfo Ruiz Cortines..., op. 
cit., p. 56. 

89 México, 1959, dirigida por Mauricio de la Serna. 

% Reforma a los artículos 73, 94 y 95 de la Constitución publicada el 15 de diciembre de 1934. 

% Véase supra apartado “El nuevo edificio de la Suprema Corte de Justicia...”, en este trabajo. 

% Lucio Cabrera, La Suprema Corte de Justicia durante el gobierno del presidente de la República Miguel Alemán..., 
op. cit., p. 131. 

% Cabe señalar que durante el sexenio de Alemán hubo diversos movimientos en los gobiernos locales. Luis Medina, 
Civilismo y modernización..., op. cit. 


% Cabe señalar que no todas las procedencias revelan la posición ocupada por el ministro en el momento 
inmediatamente anterior a su designación. En algunos casos, la procedencia revela cargos anteriores de los ministros. Por 
ejemplo, hay casos como el de Rodolfo Chávez Sánchez, quien era procurador de justicia de Veracruz antes de su 
designación como ministro por Lázaro Cárdenas, y posteriormente Ruiz Cortines lo designó ministro nuevamente. 


95 No obstante, hay importantes excepciones; véase la tesis “Confesión viciada”. 


% Véanse las tesis “Confesión rendida ante el ministerio publico, valor de la (legislación del estado de Durango)” y 
“Confesión, casos en que puede dividirse la prueba de”, en el anexo del presente artículo. 


% Véase la tesis “Confesión sin coacción”, en el presente artículo. 


% Artículo 145. “Se aplicará prisión de dos a doce años y multa de mil a diez mil pesos al extranjero o nacional 
mexicano que en forma hablada o escrita, o por cualquier otro medio, realice propaganda entre extranjeros o entre 
nacionales mexicanos, difundiendo ideas, programas o normas de acción de cualquier gobierno extranjero que perturben el 
orden público o afecten la soberanía del Estado Mexicano [...]” 


29 Jorge García-Robles, La bala perdida. William S. Burroughs en México, 1949-1952, Milenio, México, 1995, pp. 79- 


85. 
100 Ibidem, pp. 35-38. 


101 Una serie de comentarios recientes sobre estos aspectos: Carlos Monsiváis, “Notas sobre “cultura jurídica” ”, El 
Universal (13 de agosto de 2006). 

102 «El criminalista más célebre de Mejico, un labriego asturiano”, Ofensa, año VIII, núm. 704 (1949). 
103 Véase supra. 
104 A la fecha el libro se ha reeditado 20 veces. 


105 «Sería francamente absurdo que se diese a conocer el amparo mediante la aplicación de teorías procesalistas 
extranjeras.” Ignacio Burgoa, El Juicio de Amparo, 42* ed., Porrúa, México, 2008, p. 16. 


106 Excélsior, 25 de junio de 1968. 
107 2 de julio de 1968. 
108 E] Heraldo de México, 5 de julio de 1968. 


109 Por esos días la doctrina empezaba a plantear la existencia del derecho procesal constitucional. Véase Eduardo Ferrer 
Mac-Gregor, “El derecho procesal constitucional como disciplina jurídica autónoma”, Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano, vol. 1 (2006), pp. 353-375. 


110 Por ejemplo: Gabino Fraga, Derecho administrativo; Andrés Serra Rojas, Derecho administrativo; Felipe Tena 
Ramírez, Derecho constitucional mexicano; Rafael Rojina Villegas, Derecho civil; Roberto Montilla Molina, Derecho 
mercantil. 


La restructuración económica 
de 1982 a 1994 


ENRIQUE CÁRDENAS SÁNCHEZ* 


Introducción 


La tendencia de crecimiento de largo plazo de la economía mexicana se detuvo a partir de 
1982 para iniciar un proceso de transformación profunda. Los años que siguieron pasaron de 
una crisis económica con un grave costo social a una serie de reformas que si bien han 
marcado avances importantes, no fueron ni con mucho suficientes. El fin de 1994 marcó una 
nueva crisis que no sólo trastocó la estructura económica, sino que aceleró el cambio político 
y detuvo el proceso de restructuración económica. 

El cambio de tendencia de crecimiento es notable. En los 50 años que van de 1932 a 1981 
la economía creció a un ritmo de 6.7% en promedio anual y ello transformó el panorama 
socioeconómico de México. En esos años la población del país pasó de 17 a 71 millones de 
personas, y la población rural se redujo de 66 al 33%. El PIB per cápita también creció en 
forma significativa, 3.6% en promedio anual, y la tasa de alfabetización entre la población 
pasó de 39 a 83%.! Es este periodo a lo que se le ha llamado en la literatura el “milagro 
mexicano”. 

Pero después de 1982 la economía dejó de crecer al mismo ritmo y no se ha recuperado 
hasta la fecha. Primero fue la crisis de la deuda latinoamericana de 1982 y el estancamiento 
económico de los años ochenta. Todavía estando en esa etapa, la economía comenzó un 
proceso de transformación estructural que prometía romper los obstáculos al crecimiento. 
Para 1994 se habían realizado varias reformas profundas que, no obstante, no cumplieron con 
las enormes expectativas con que se habían promocionado. 

La discusión continúa sobre las causas de este resultado, que fue menor al esperado; se 
sigue discutiendo si el problema fue la pertinencia de las reformas o la forma en que se 
llevaron a cabo, o si las reformas han sido insuficientes y el proceso se quedó trunco. 

Este ensayo analiza de forma sintética el nuevo proyecto económico que surgió a partir de 
la crisis de 1982. En la primera sección se presentan los antecedentes macroeconómicos de la 
crisis y se describen los fenómenos nacionales e internacionales que dieron origen a la 
fractura del modelo de desarrollo que se había seguido por muchos años. Se analiza la 
política macroeconómica de los gobiernos de Echeverría y López Portillo y su viraje hacia la 
utilización del gasto público como motor del crecimiento económico. Se analiza, además, la 


enfermedad holandesa del final del periodo, así como el exceso de gasto y endeudamiento. 
Finalmente se describe el proceso que dio origen a la expropiación de la banca, que 
constituyó el rompimiento del sector público con el sector privado, que planteaba una 
disyuntiva de modelo y de derrotero del país. 

En la segunda sección se analiza la “década perdida” de los años ochenta. En un primer 
punto se describen las enormes limitantes y el profundo estancamiento económico del 
gobierno de De la Madrid, sus intentos por restablecer la confianza e institucionalizar el 
papel del Estado en la economía, así como la liberalización comercial unilateral y la creación 
de un sistema financiero paralelo. 

En la tercera sección se estudia el impulso reformista del “salinismo”, que reforzó el 
cambio de rumbo en el modelo de desarrollo del país, con sus claroscuros, así como el 
impacto inmediato de las reformas económicas “institucionalizadas” más importantes. En 
esta sección se subraya el amplio ámbito del reformismo salinista. 

En la cuarta sección, se analiza el desempeño económico de los inicios de los años noventa 
y los orígenes de la crisis de 1994. El ensayo concluye con el papel de la crisis económica y 
del consecuente rescate financiero y sus secuelas como inhibidores de reformas posteriores. 
Al final se presentan las conclusiones del ensayo. 


El fin de la expansión económica 
y la crisis del Estado corporativista 


Desde mediados de los años treinta, la economía mexicana sostuvo un crecimiento 
económico alto, con pocas variaciones, y esencialmente sano. La tasa de crecimiento del PIB 
real fue de 5.8% entre 1935 y 1962, con una creciente participación del sector industrial, 
energía y comunicaciones, apoyados por la minería y la agricultura como proveedores de 
divisas. El costo de los alimentos era bajo y sus exportaciones permitían la adquisición de 
bienes de capital para los demás sectores. En términos per cápita el crecimiento fue de 2.7%, 
lo que permitió el avance de una clase media que se estaba apenas desarrollando. 
Evidentemente, la industrialización dio lugar a un fuerte proceso de urbanización que 
transformó la fisonomía del país, como ocurrió en casi todos los demás países de América 
Latina. 

El periodo estuvo marcado por choques externos intermitentes, desde la Gran Depresión de 
1929, la recesión de 1937-1938, la segunda Guerra Mundial, la guerra de Corea y el deterioro 
de los términos de intercambio a fines de los años cincuenta. Esta serie de choques externos 
generaron inflación y amenazas permanentes de recesión, mismas que fueron combatidas por 
las autoridades financieras con relativo éxito.” 

Hubo controversias sobre el papel de la política económica en la forma de enfrentar estas 
crisis, que ya en los años treinta se fue perfilando hacia un keynesianismo altamente 
moderado. Los déficit fiscales a lo largo de todo este periodo fueron menores a 1%, salvo 


algunos casos extremos, y más bien se acercaron a 0.5% en promedio. Hubo muchos años en 
que se registraron superávit fiscales. A la par de este intervencionismo estatal creciente, se 
perfiló una política “desarrollista” que concebía al proceso de crecimiento como una tarea 
conjunta entre el Estado y el sector privado, en el que el primero debía invertir fuertemente 
en infraestructura para generar externalidades positivas en el segundo. Se hablaba, en 
términos modernos, de un efecto de crowding in.? 

La cooperación de los sectores público y privado, con reglas del juego explícitas o 
implícitas bien establecidas (por ejemplo, que los empresarios no se involucraban en política 
y que prevalecería un Estado corporativista con el movimiento obrero como uno de sus 
pilares), en ocasiones entraba en fricción por diversas inconsistencias. Mientras hubo fuerte 
crecimiento, y éste se enfocaba al mercado interno, dichas inconsistencias eran salvables; 
pero al participar del mercado internacional, el modelo corporativista tradicional enfrentó 


fuertes fracturas.?* 


Las debilidades estructurales del desarrollo estabilizador 


Hacia los inicios de los años sesenta la economía comenzó a mostrar ciertos rasgos de 
debilidad. Por un lado, el sector agrícola tenía cada vez más dificultades para alimentar a la 
creciente población y proveer al mismo tiempo divisas suficientes para la importación de 
bienes de capital. Los precios de los productos agrícolas, y la menor inversión pública en 
infraestructura deterioraron los términos de intercambio entre el campo y la ciudad, con la 
consecuente reducción de su rentabilidad. El sector privado se retiró cada vez más del sector 
primario. La minería, el otro sector exportador tradicional, también se había debilitado. En un 
esfuerzo por revitalizarla, se emitieron las “leyes de mexicanización” para restringir la 
inversión extranjera en el sector y favorecer a los inversionistas nacionales. 

La debilidad fiscal del Estado era notoria, y se intentó remediarla. Nicholas Kaldor fue 
invitado a estudiar el problema fiscal a fines de los años cincuenta, pero sus propuestas de 
acumulación de ingresos de diversas fuentes, entre otras, no fueron aceptadas. La reforma 
fiscal que tanto se necesitaba fue desechada y en su lugar se generó otra con tintes regresivos 
y con escasa recaudación adicional.? Las necesidades de ingresos fiscales fueron satisfechas, 
cada vez más, por el sistema bancario privado a través del encaje legal. Una parte del ahorro 
que captaban los bancos se canalizaba a financiar el gasto público, lo que evidentemente 
restaba esos recursos al financiamiento de las empresas. 

La política proteccionista implementada desde fines de los años cuarenta estaba llegando 
también a sus límites eficientes. Se había logrado una rápida industrialización al amparo de 
esta política, pero se empezaban a divisar problemas de competitividad y de acceso a los 
mercados internacionales. México se había rehusado a ingresar al GArr desde 1949, justo 
cuando iniciaba su estrategia proteccionista, y mantenía un esquema de permisos previos y 
cuotas muy restrictivo. No obstante, debe mencionarse que la porosidad tradicional de la 


frontera permitió cierto acceso a productos importados de toda clase. La cercanía con los 
Estados Unidos impidió el cierre total de la frontera y los excesos del proteccionismo que se 
vieron en otros países de América Latina. 

Finalmente, la debilidad más evidente era que la economía ya no podía bastarse a sí 
misma. Es decir, el ahorro que generaban el sector privado y el sector público no era ya 
suficiente para financiar la inversión total del país. Por tanto se estaba dependiendo, cada vez 
más, del ahorro del exterior. Desde otra perspectiva, la economía mexicana no lograba 
generar las divisas necesarias para adquirir bienes de capital e insumos que sólo podía 
conseguir en el exterior, en parte debido a la ausencia de una política de desarrollo 
tecnológico de largo plazo, lo que implicaba un desequilibrio creciente en la balanza de 
pagos y presiones contra el tipo de cambio. Pero la capacidad de atraer ahorro externo y 
divisas era todavía amplia en esos primeros años del decenio de 1960, aunque evidentemente 
no era posible sostenerla a largo plazo. No era posible sostener ese crecimiento 
indefinidamente. 

No obstante estas debilidades, la economía logró crecer 6% en los años sesenta. El motor 
del crecimiento fue nuevamente la industria, la energía y los servicios. La inflación fue muy 
moderada, alrededor de 3%, lo que se atribuyó (y todavía se hace) a la disciplina de la 
política fiscal de la Secretaría de Hacienda y a la prudencia monetaria del Banco de México, 
que eran liderados desde hacía años por Antonio Ortiz Mena y Rodrigo Gómez. El Estado 
amplió fuertemente sus servicios, como los de seguridad social y educación, y construyó aún 
más infraestructura y Capacidad de generación eléctrica, pero se enfrentó a la necesidad de 
endeudarse con el exterior. El faltante de ahorro se obtuvo mediante endeudamiento público, 
que si bien fue relativamente pequeño con respecto al PIB, hacia fines del decenio el servicio 
de la deuda externa llegó a absorber 26% de las exportaciones. Había ya límites importantes 
al crecimiento potencial en la economía.? El sector exportador se había quedado muy 
rezagado a pesar de ciertos esfuerzos para estimularlo y el aparato proteccionista estaba bien 
establecido, con grupos de interés importantes que se beneficiaban de él. Nadie quería 
cambiar: los sindicatos y los empresarios estaban del mismo lado, y el Estado no logró 
establecer una trayectoria económica que fuera sostenible en el largo plazo. 

Mientras tanto, la economía internacional pasaba por tiempos difíciles. Los excesos de 
gasto público en los Estados Unidos para financiar la guerra de Vietnam generaron déficit de 
balanza de pagos que fueron financiados por la absorción de dólares como reserva a nivel 
internacional. Se generó entonces un mercado de eurodólares que contribuyó a producir 
inflación internacional. Dado el sistema de tipos de cambio fijo que prevalecía entonces, las 
monedas distintas al dólar comenzaron a perder capacidad de compra. La abundancia de 
dólares llevó a los países acreedores de los Estados Unidos, particularmente a Francia, a 
demandar su canje por oro, como estaba establecido en el Acuerdo de Bretton Woods desde 
1945. Al rehusarse los Estados Unidos a entregar oro por sus billetes se rompió el arreglo 
anterior, el dólar sufrió una fuerte devaluación, y el sistema financiero internacional tuvo que 


definirse nuevamente. Los acuerdos del Smithsonian de 1971 establecieron el sistema de 
tipos de cambio flexibles, dentro de una banda, y reflejaban una nueva realidad. El comercio 
internacional había crecido enormemente en los años cincuenta y sesenta y se necesitaba un 
sistema de pagos internacional mucho más efectivo y eficiente. Se entraba a una época de 
flujos de capital mucho más libres que afectarían tasas de interés y moneda a nivel 
internacional; a una época de economías “abiertas”, en las que el modelo, enfocado 
eminentemente al sector interno, era Cada vez más incompatible con el existente en el resto 
del mundo con el que México comerciaba y tenía relaciones económicas importantes. Por 
otra parte, había fuertes discusiones sobre el papel del Estado en la economía, por el éxito, 
aparente al menos, de las economías socialistas. En países occidentales se aceptaba que el 
mercado era importante, pero que la planificación estatal, al menos indicativa, era esencial 
para armonizar el proceso de desarrollo. De alguna manera, con la política “desarrollista” del 
Estado mexicano se aceptaba la intervención estatal entre la población, aunque siempre como 
coadyuvante del proceso de crecimiento. 


Viraje de modelo 


Las limitaciones reales que enfrentaba la economía mexicana al final de los años sesenta se 
hicieron evidentes en 1971 y actuaron como catalizador para un cambio en el modelo de 
desarrollo. El crecimiento fue muy magro comparado con los años precedentes (a dicho año 
se le conoció como el “año de la atonía”), y ello desesperó al presidente Luis Echeverría, que 
se sentía presionado por las secuelas del movimiento estudiantil de 1968. Comenzó a buscar 
otras alternativas y, después de la devaluación del dólar, a la que le dio oídos sordos sin 
percatarse de los cambios que ello significaba, concluyó que la única manera era “manejar la 
economía desde Los Pinos” y no dejarle esa función esencial a la Secretaría de Hacienda.” En 
términos prácticos, se decantó por la intervención del Estado en la economía, en los 
mercados y en la producción. El gasto público sería el instrumento de impulso a la economía 
nacional y tendría pocas restricciones reales para su financiamiento. A pesar de haber 
desechado en el último momento una nueva reforma fiscal, el gobierno contaba con el Banco 
de México para proveerle los recursos necesarios. Si el impacto era inflacionario se trataba ya 
de otra cuestión. 

El resultado inmediato fue un muy rápido crecimiento económico. El déficit fiscal creció 
de 3.6% en 1972 a 8.9% del PIB en 1975, montos que no se observaban desde la Revolución, 
al tiempo que los ingresos tributarios se estancaron. El exceso de demanda generó 
crecimiento pero también un déficit en la cuenta corriente de la balanza de pagos y la 
consecuente presión sobre el peso. La inflación que acompañó la expansión del gasto 
sobrevaluó la moneda, lo que exacerbó el desequilibrio externo. En los hechos, el presidente 
no se percataba de que el Banco de México mo producía “billetes verdes” que fueran 
aceptados como pago en cualquier parte del mundo. Se requería exportar para conseguir 


divisas, por lo que el gobierno estableció la estrategia para impulsar las maquiladoras y fundó 
el Instituto Mexicano del Comercio Exterior. No obstante, ello no generó las exportaciones 
necesarias, al tiempo que las importaciones mantenían un fuerte dinamismo. El déficit en la 
cuenta corriente de la balanza de pagos también creció cada vez más y sólo pudo financiarse 
con endeudamiento externo. La deuda pública externa aumentó de 5 000 a 20 000 millones 
de dólares en el gobierno de Echeverría, pero no impidió el agotamiento de las reservas 
internacionales. El 30 de agosto de 1976, el Banco de México salió del mercado cambiario y 
el peso se devaluó por primera vez después de 22 años de estabilidad. Fue un choque 
general.? 

La participación del Estado en la economía también se manifestó en la creación del 
Infonavit y de otras instituciones de apoyo a los trabajadores, de multitud de fideicomisos 
para atender necesidades sociales y de toda índole, así como en la adquisición de empresas 
privadas que estaban en quiebra o que habían caído en problemas.” El gobierno de Echeverría 
también se caracterizó por los primeros enfrentamientos que tuvo el gobierno con grupos 
empresariales importantes. Eugenio Garza Sada, uno de los hombres de negocios más 
importante del país, fue asesinado en Monterrey y siempre se especuló sobre la posible 
participación, al menos pasiva, de la presidencia de la República. Luego hubo expropiaciones 
de empresas en la industria del tabaco y en otras más, e invasiones de tierras en Sonora (que 
por cierto también afectaron a industriales regiomontanos) hacia el final del sexenio. La crisis 
política y la devaluación del peso dejaron un saldo político muy negativo y una situación 
económica apremiante al terminar el gobierno de Luis Echeverría. La estrategia de 
crecimiento basado en el gasto público y en el intervencionismo del Estado no había dado 
resultado, al menos hasta entonces. El equipo reformador del presidente Echeverría, que con 
tantas expectativas había lanzado un viraje del modelo que se había utilizado hasta entonces, 
no había sido exitoso, y el enfrentamiento entre el gobierno y el sector privado se había 
acentuado. 


Auge petrolero, estrategia industrializadora y déficit público 


El discurso de toma de posesión de José López Portillo fue memorable. Tras la desconfianza 
y molestia que había causado la devaluación del peso y los rumores fuertes de un golpe de 
Estado, el presidente llamó a la reconciliación y a formar una “alianza para la producción”. 
El plan del gobierno era utilizar los dos primeros años para estabilizar, los dos siguientes para 
consolidar, y los dos últimos para tener un alto crecimiento que fuera sostenible en el 
mediano y largo plazos. 

Al poco tiempo se descubrieron enormes yacimientos petroleros de Cantarell en Campeche 
y Tabasco, uno de los campos más ricos a nivel mundial. México negoció de inmediato con 
el FMI la carta de intención que se había firmado en noviembre de 1976, cuando México cayó 
en una crisis de solvencia. En ese momento, con los ingresos petroleros, la riqueza nacional 


aumentaba y por tanto había capacidad plena para pagar, por lo que las condicionantes del 
FMI fueron retiradas. Los ingresos petroleros potenciales requirieron grandes inversiones para 
aumentar la capacidad de extracción, transporte y almacenamiento. La capacidad aumentó de 
uno a tres millones de barriles diarios de extracción en tan solo tres años, lo cual marcó un 
récord a nivel mundial. Los ingresos extraordinarios del gobierno, y del país, removieron 
súbitamente la restricción externa que enfrentaba la economía. Ya era posible expandir las 
importaciones a niveles nunca antes imaginados, sin tener que enfrentar una crisis externa. 

Tomando a los expertos mundiales en planeación y modelos de crecimiento industrial de la 
época, la Secretaría de Patrimonio y Fomento Industrial (Sepafin) diseñó el Plan Nacional de 
Desarrollo Industrial. Se pretendía, al igual que lo que había ocurrido con Japón y entonces 
estaba ocurriendo en Corea del Sur, expandir la base pesada de la industria a través de la 
inversión pública para asegurar un nuevo nivel de desarrollo. Se buscó utilizar los ingresos 
petroleros para financiar la industrialización del país. Eso suponía una inversión paralela del 
sector privado y una restricción selectiva de las importaciones de bienes de consumo para 
evitar que la creciente disponibilidad de divisas se diluyera en bienes de consumo 
importados. La estrategia requería destinar la mayor parte de los ingresos petroleros a la 
inversión para la industria pesada. Una preocupación semejante sobre cómo utilizar los 
excedentes petroleros la tuvieron también países avanzados como Noruega, Gran Bretaña y 
Canadá.!! En el caso de México dicho plan se consideraba factible por la base industrial ya 
establecida, y por la trayectoria de rápido crecimiento que había experimentado el país desde 
los años treinta. Muchos pensaban que, a diferencia de otros países con nueva riqueza 
petrolera, México era una economía más madura y susceptible de absorber, de manera no 
inflacionaria, los enormes flujos de dólares que llegarían. 

Lamentablemente no fue así. El aumento de la inversión pública, acompañada de la 
inversión privada, se hizo evidente desde 1977. La economía retomó de inmediato la 
trayectoria de alto crecimiento económico, aunque las importaciones aumentaron a una 
velocidad mayor. La política comercial que se siguió entonces fue hacia la apertura, 
aparentemente para atemperar la inflación, y el resultado fue un aumento más que 
proporcional de las importaciones. El esquema proteccionista que estaba implantado se 
debilitó, a menudo en forma discrecional, y las importaciones de bienes de consumo 
aumentaron muy rápidamente, debido a su elasticidad mucho mayor a 1. Se estaba perdiendo 
el objetivo de utilizar los ingresos petroleros para la industrialización, pues una parte de las 
importaciones se canalizaba a bienes de consumo, al tiempo que se evitaba un aumento 
mayor de la inflación.*? Esta política comercial continuó por los dos años siguientes, que 
estuvieron acompañados por la expansión petrolera. El déficit en cuenta corriente aumentó 
relativamente poco, pero el sector externo prácticamente se petrolizó. El 75% de las 
exportaciones eran petroleras. 

El ingreso súbito de dólares generó la “enfermedad holandesa” en la economía mexicana, a 
pesar de la apertura comercial.!* La estructura productiva se debilitó, pero el auge externo y 


el creciente gasto público aumentó a tal grado la demanda que la economía aumentó su tasa 
de crecimiento a 7.8% en 1979 y 8.8% en 1980. La capacidad instalada estaba llegando al 
uso pleno de los recursos en varias industrias, aunque aparentemente el cuello de botella más 
importante era la mano de obra calificada. Los precios estaban relativamente controlados y la 
sobrevaluación del tipo de cambio era alrededor de 15% en relación con 1977. 

Por su parte, la expansión del gasto público era enorme. El gobierno se había embarcado 
en una serie de proyectos industriales y de apoyo a la agricultura de gran magnitud, como el 
Sistema Alimentario Mexicano (saM). El sam era un proyecto para revitalizar al campo en 
gran escala y revertir el deterioro que había sufrido por decenios. Lamentablemente, la 
velocidad con que se hizo, por el temor de que los recursos o la voluntad política 
desfallecieran en el siguiente gobierno provocó un fuerte desperdicio de recursos. Lo mismo 
ocurrió con muchos de los proyectos de infraestructura industrial pesada. El déficit fiscal 
aumentó continuamente a lo largo del sexenio. De 1980 a 1981 se duplicó, pues alcanzó la 
cifra de 14% del PIB, y su tendencia a la alza parecía difícil de controlar. Había grandes 
proyectos de inversión que estaban en proceso de construcción y por lo tanto era difícil 
detenerlos en el afán de mitigar la demanda, o realizarlos con menor velocidad. La tentación 
de terminarlos era grande. 


La carrera por la presidencia, 
López Portillo y la crisis de 1982 


1981 fue un año crucial. La recesión en los Estados Unidos y su lucha contra la inflación 
elevaron las tasas de interés en ese país y se reflejaron también en las tasas de interés 
internacionales, para llegar a niveles nunca antes registrados. El crédito se redujo y la banca 
internacional, que había estado prestando sus recursos excedentes por la enorme liquidez 
internacional que había generado el propio auge petrolero, comenzó a restringir sus créditos y 
volverlos de más corto plazo. El costo del pago de intereses y capital se volvió mucho más 
oneroso para los países deudores. 

El déficit público en México continuó aumentando. Siguió la expansión de Pemex, 
acaparando la mayor parte del ejercicio del gasto, mientras que la Secretaría de Programación 
y Presupuesto (sPP) ejerció la mayor parte del gasto federal en los primeros seis meses del 
año. Se generó una divergencia entre las cifras del déficit que presentaba la Secretaría de 
Programación y Presupuesto y las cifras que proporcionaba la Secretaría de Hacienda al 
gabinete económico. Las primeras eran mucho más optimistas al considerar un déficit 
público de alrededor de 9% del PIB mientras que Hacienda calculaba que llegaría hasta 12%. 
Ello llevó a discusiones fuertes al interior del gabinete económico. Por un lado, Hacienda y 
Banco de México buscaban restringir el gasto, depreciar el tipo de cambio y elevar las tasas 
de interés para controlar el exceso de demanda que estaba en proceso. Por otro, Sepafin 
quería seguir gastando, no interrumpir los proyectos de inversión en marcha, no depreciar el 


tipo de cambio y restringir las importaciones para controlar el deterioro de la balanza de 
pagos. La spPP se encontraba, de acuerdo con testimonios de la época, mediando entre ambos 
bandos. La carrera por la candidatura presidencial, que estaba en su punto culminante, 
influyó en las decisiones de política económica que se tomaron entonces.'* Al final, la 
decisión fue mantener fijo el tipo de cambio y enfrentar el deterioro de la balanza de pagos 
mediante el reforzamieno de las restricciones a las importaciones de bienes de consumo. 

En esas semanas de 1981 el mundo vivió un debilitamiento del mercado petrolero. De ser 
un mercado de vendedores se volvió un mercado de compradores y se rompió la tendencia 
que llevaban los precios desde hacía varios años, al disminuir alrededor de 10%. Esta nueva 
circunstancia llevó a un desenlace lamentable. Por un lado, el director de Pemex, Jorge Díaz 
Serrano, insistía en disminuir el precio y en principio logró la anuencia del presidente el 1” de 
junio. El secretario de Sepafin, José Andrés de Oteyza, se rehusó y provocó el despido de 
Díaz Serrano unos días después. Aparentemente Oteyza tenía análisis preliminares que le 
indicaban que el debilitamiento de los precios del petróleo era temporal, pero esos análisis 
resultaron equivocados. El posterior aumento de los precios del petróleo mexicano por parte 
de Pemex, en contra de la corriente mundial, terminó en desastre, pues se perdieron 
compradores y al menos 1 000 millones de dólares en ventas petroleras durante los meses 
siguientes. 

La decisión de mantener fijo el tipo de cambio y de no ajustar el precio del petróleo 
mexicano generó enormes salidas de capital en el segundo semestre de 1981. Para principios 
de 1982 ya casi no había reservas en el Banco de México. El discurso de José López Portillo 
el día de la Reunión de la República (5 de febrero) alimentó la fuga de divisas y 
prácticamente agotó las reservas internacionales.*” Ello provocó la devaluación del peso (17 
de febrero), de alrededor de 80%, muy a pesar del presidente. El peso logró estabilizarse un 
mes después, dando paso a la recuperación gradual de las reservas internacionales. Sin 
embargo, el aumento salarial del 10, 20 y 30% decretado en marzo nulificó los efectos de la 
depreciación del peso, y el presidente designó a Jesús Silva Herzog como secretario de 
Hacienda y a Miguel Mancera como director del Banco de México.** 

Los nuevos intentos por frenar el gasto público resultaron inútiles. No hubo voluntad 
política para hacerlo, y en las altas esferas del gobierno se negaron a detener proyectos de 
inversión que habrían de resultar onerosos para los mexicanos. A lo largo del primer semestre 
de 1982 el endeudamiento externo de corto plazo de 20 000 millones de dólares permitió 
soportar la fuga de divisas y el déficit comercial. El último crédito Jumbo por 2 500 millones 
de dólares, otorgado por Bank of America y por National Westminster, concedido a México 
el 1? de julio, duró apenas un mes.!” El 6 de agosto de 1982 marcó el inicio del control de 
cambios instituido por López Portillo. A través de éste, aquellos depositantes con cuentas en 
dólares en la banca mexicana (mexdólares) recibieron por sus ahorros la cantidad en pesos y 
a un tipo de cambio menor al de equilibrio. El público en general quedó sumamente 
descontento y se aceleró aún más la fuga de divisas. Ya durante varias semanas, e 


intensamente en el mes de agosto, se aceleraron las pláticas entre México y sus acreedores 
extranjeros. Finalmente el 20 de agosto se llegó a un acuerdo con la banca comercial 
internacional, así como con el Tesoro Norteamericano, el FMI y el Banco Mundial, para 
establecer una moratoria negociada. Se acordó la moratoria del pago del principal por 90 
días, pero de cualquier manera ya no quedaban dólares en la reserva ni para las necesidades 
más apremiantes. México vendió petróleo a futuro a los Estados Unidos, por 1 000 millones 
de dólares, en condiciones muy onerosas para el país, que estaba pasando por un total 
descontrol financiero. 


La nacionalización de la banca 
y el rompimiento con el sector privado 


En este ambiente de crisis financiera y de la deuda externa mexicana, el presidente José 
López Portillo nacionalizó la banca y estableció el control generalizado de cambios. El 
anuncio lo hizo durante su último informe de gobierno. Fue una medida sorpresiva para todos 
y la forma jurídica fue de expropiación de todos los activos bancarios. Sólo un pequeño 
grupo de cuatro personas había trabajado en el proyecto desde hacía meses, en medio de la 
mayor secrecía. El candidato presidencial electo, Miguel de la Madrid Hurtado, a quien se le 
había consultado su opinión y quien había contestado que esa medida en nada ayudaría a 
enfrentar la crisis, fue avisado de la decisión la víspera en la noche. Esta divergencia dificultó 
la transición en las semanas y meses siguientes.** 

Los banqueros se sintieron traicionados. Apenas 15 días antes el presidente los había 
felicitado por su patriotismo y apoyo en una reunión en Los Pinos. A don Agustín Legorreta 
le había pedido que visitara a los banqueros internacionales en Europa, Estados Unidos y 
Canadá para tranquilizarlos, gestión que realizaba cuando se enteró de la noticia. A Manuel 
Espinosa Yglesias le habían dicho de la nacionalización el día anterior, pero no lo creyó. 
Carlos Abedrop, entonces presidente de los banqueros, se enteró al entrar al recinto 
legislativo el 1 de septiembre, cuando un periodista le mostró la versión que ya tenía del 
informe. Lo mismo ocurrió con los líderes empresariales Manuel Clouthier y José María 
Basagoiti. Ninguno se esperaba el golpe.**? 

La expropiación bancaria tuvo un enorme significado. Por decenios, los banqueros habían 
sido los representantes de facto del sector privado. Lo conocían muy bien y tenían gran 
influencia en las grandes empresas, algunas de las cuales tenían a los propios bancos entre 
sus accionistas, como también los tenían empresas medianas en todo el país. El diseño de los 
consejos regionales que manejaban los bancos en provincia establecía un vínculo estrecho 
entre los banqueros en las oficinas matrices y los empresarios medios más representativos de 
todo el país. Los banqueros tenían autoridad informal sobre los empresarios y constituían un 
interlocutor válido para el gobierno. El presidente de la República y las autoridades 
financieras siempre acudían a las convenciones bancarias y eran un foro importante de 


encuentro y cabildeo. Las reglas de relación entre el gobierno y el sector privado, y los 
grandes acuerdos de naturaleza económica, se establecían con los banqueros. La introducción 
del iva en 1977 fue un ejemplo de dicha toma de decisiones, en la que el gobierno negoció 
con los banqueros la medida y, al contar con su apoyo, logró implementarla sin problemas.?% 
Otra parte del sector privado parece no haber estado con los banqueros en lo personal, por lo 
que no les importó al principio la nacionalización, pero posteriormente se sintieron también 
agredidos. Les podía pasar lo mismo. 

El corporativismo mexicano descansaba en esta relación con las cúpulas de los diversos 
sectores. El gobierno tenía como interlocutor a sus líderes formales e informales, y de esa 
manera se facilitaba la gobernabilidad del país en un régimen autoritario. En cuanto al sector 
privado, los banqueros eran esa cúpula de facto, aunque estaban también las cámaras 
industriales, la Confederación Patronal de la República Mexicana (Coparmex) y el Consejo 
Coordinador Empresarial (CCE), que ejercían cierta presencia con las autoridades. Pero los 
banqueros eran los interlocutores del sector privado por excelencia. Fue así que la 
nacionalización rompió las reglas no escritas sobre la relación entre el gobierno y el sector 
privado que habían sido respetadas por decenios. El gobierno había atentado contra los 
derechos de propiedad, sin consulta y sin consenso público al respecto. Al ser una medida 
tomada por unos cuantos, no tuvo suficiente base de legitimidad. No había tampoco una 
demanda social que pidiera la expropiación de los bancos, aunque tras la medida el aparto 
corporativista se volcó en apoyo al presidente López Portillo, efímeramente. 

Carlos Tello, uno de los autores intelectuales de la nacionalización, se convirtió en el 
director general del Banco de México a partir del 1 de septiembre. José López Portillo se 
aseguraba así de que implantaría el control de cambios, a lo que anteriormente el Banco de 
México, y particularmente su director general, Miguel Mancera, se había opuesto 
terminantemente.?*! Jesús Silva Herzog tampoco estuvo de acuerdo con la medida de López 
Portillo, pero se mantuvo en su cargo por petición de Miguel de la Madrid y del propio López 
Portillo. Posteriormente fue ratificado en ese puesto por el presidente entrante. 

Inmediatamente Carlos Tello, sin consultar a Jesús Silva, estableció un subsidio enorme: 
los deudores de dólares en bancos mexicanos (de mexdólares) pagarían su deuda a un tipo de 
cambio de 50 pesos, muy por debajo del prevaleciente, mientras que a los acreedores o 
depositantes de mexdólares se les pagarían sus depósitos a un tipo de cambio de 70 pesos. El 
subsidio fue de 20 pesos por dólar, sobre una deuda de unos 6 000 millones de dólares. 
Posteriormente el subsidio cambiario fue calculado en 342 000 millones de pesos, que 
equivalían a 4% del piB de 1982. Evidentemente los bancos no tenían los recursos para 
cubrir este subsidio y su ya maltrecha situación —causada en gran parte por la propia crisis 
económica y la salida de capitales— se veía aún más comprometida.?* El subsidio cambiario 
fue mayor a lo que se pagó por la banca y sin duda ayudó a las empresas endeudadas en 
México a enfrentar su deuda con menos problemas. El subsidio ayudó a que no hubiera cierre 
masivo de empresas en 1982, pero el déficit público fue mucho mayor: llegó a 17% del PIB. 


Naturalmente, una buena parte del déficit fue financiado con impresión de dinero (o crédito 
interno del Banco de México, que llegó ese año a 680 000 millones de pesos, o 7% del PIB), 
lo que alimentó notoriamente las presiones inflacionarias que luego fueron tan difíciles de 
detener. 

Los banqueros se defendieron jurídicamente, a través de un amparo que fue aceptado en 
una primera instancia pero que luego fue rechazado en el Tribunal Colegiado. El presidente 
López Portillo promovió un cambio constitucional para “asegurar” la permanencia de la 
medida, al establecer en el artículo 28 constitucional el monopolio estatal en el servicio de 
banca y crédito. Este cambio entró en vigor dos semanas antes de que López Portillo dejara 
el poder. Los banqueros apelaron y meses después, en noviembre de 1983, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación decidió no darle entrada al caso, pues consideró que no era su papel 
cuestionar un cambio a la Constitución realizado por el Poder Legislativo. Era la primera vez 
en la historia de México que se cuestionaba un cambio a la Constitución que afectara las 
garantías individuales de varias personas, por lo que la decisión de la Corte sentó un 
precedente que con el tiempo adquirió mucha mayor importancia.?* 

El sexenio de López Portillo terminó en medio no sólo de una fuerte crisis económica sino 
también de una fuerte convulsión política. Los empresarios organizados (CCE, Coparmex y 
Concanaco) reforzaron una serie de manifestaciones en el movimiento “México en la 
Libertad”. Su bandera era la defensa del Estado de Derecho, contra los atropellos que la 
expropiación bancaria implicaba. Los mítines lograron reunir a miles de personas, muchos de 
ellos empresarios medianos y pequeños, en varias ciudades del país. A instancias del propio 
gobierno, el movimiento concluyó hacia inicios del sexenio de Miguel de la Madrid, quien 
les pidió que ya no siguieran; pero para entonces ya estaba en proceso una profunda rebelión 
política. Este movimiento sería lento, con avances primero limitados y luego más amplios, 
pero sin detenerse. A la larga, el desencuentro entre el sector privado y el gobierno, generado 
por la expropiación de la banca y por otras expropiaciones previas, tendría graves 
consecuencias para el país. 


El “decenio perdido” y los inicios 
del cambio estructural 


La nueva rectoría del Estado y la reacción privada 


La llegada de Miguel de la Madrid al poder clamaba por una reconciliación. El sector privado 
esperaba la reversión de la nacionalización bancaria, mientras que la izquierda esperaba la 
profundización de la participación del Estado en la economía. Estas diferencias en las 
expectativas reflejaban la lucha por el modelo de país que se pretendía, y que se había hecho 
evidente unos meses antes al interior del gabinete económico lopezportillista. Por un lado, un 


país que aceptaba las reglas del juego que se estaban decidiendo en un mundo cada vez más 
globalizado, y por otro un reencuentro con el nacionalismo revolucionario que apelaba a la 
intervención del Estado en la economía y en otros ámbitos. Esta visión consideraba que el 
modelo de economía mixta, con los privilegios que se le habían dado al sector privado y que 
éste no había honrado cabalmente, debía reenfocarse a un dirigismo estatal que “privilegiara” 
a las clases populares, con una fuerte participación del Estado en la actividad económica. 

Miguel de la Madrid buscó delimitar el papel del Estado en la economía. Antes de concluir 
su primer mes en el gobierno, realizó modificaciones a los artículos 25 y 28 constitucionales, 
en los que determinó con mayor precisión cuáles habían de ser las prerrogativas y alcances 
de la actividad estatal en la economía. Buscaba clarificar el ámbito de la acción estatal para 
“establecer” claramente las reglas del juego. Entre estos cambios se permitió que 33% del 
capital de los bancos fuera del sector privado, sin que ninguna persona en lo particular 
pudiera tener más de 1%. En ese sentido, la estatización de la banca duró apenas tres meses. 
Las modificaciones a la Constitución fueron leídas por la izquierda como una traición, pues 
se permitía de nueva cuenta la participación privada en sectores claves de la economía. Para 
los empresarios, los cambios no significaban de ninguna manera garantías para el sector 
privado y más bien institucionalizaban la injerencia del Estado en la economía. De la Madrid 
no quedó bien con ninguno de los grupos ideológicos en pugna, sino más bien exacerbó la 
división y la falta de confianza del sector privado en el gobierno. Por tanto las cúpulas 
empresariales continuaron su lucha ideológica y se aliaron gradualmente con el PAN, partido 
con el que tenían mayor afinidad ideológica, logrando cada vez más victorias electorales. 
Poco a poco ese partido político fue avanzando y ocupando alcaldías e incluso gubernaturas, 
por primera vez. El gobierno de De la Madrid intentó dividir a los empresarios y presionó a 
aquellos que estaban en problemas financieros y dependían del apoyo gubernamental para 
salir adelante, pero no logró evitar cierta radicalización empresarial.?? El presidente De la 
Madrid señaló que los empresarios le estaban dando muchos recursos al PAN sin percatarse 
realmente del cambio político que se estaba llevando a cabo.?* 

Había desconfianza profunda sobre la institución presidencial, como legado de López 
Portillo. La reacción del sector privado fue no repatriar sus capitales, que había sacado 
durante el sexenio anterior, a pesar de que el tipo de cambio estaba subvaluado. Miguel de la 
Madrid no logró despertar confianza en el país y en su futuro, a pesar de haber constituido 
alternativas para la inversión financiera del sector privado y haber acelerado el pago de la 
indemnización a los banqueros, quienes quedaron inconformes con la cantidad que se les 
pagó. La cifra estuvo basada en el valor en libros de los bancos al 30 de agosto de 1982, 
cuando su valor era el más bajo debido a la misma crisis, además de que no se pagó el valor 
comercial.?” En noviembre de 1983, la Suprema Corte de Justicia, aparentemente bajo cierto 
grado de presión indirecta, le dio carpetazo al amparo promovido por los banqueros y los 
dejó sin ninguna posibilidad de recuperar los bancos. 


Deuda externa, política económica y pobre desempeño 


El gobierno de De la Madrid comenzó con un grave problema de balanza de pagos por la 
escasez de dólares. No había reservas en el Banco de México y se estaba en moratoria 
negociada con los acreedores internacionales. El monto de la deuda externa llegó a 65 000 
millones de dólares en 1982 y su servicio absorbía 7% del PIB. No había dinero con qué pagar 
y no había ningún hallazgo petrolero que pudiera aliviar el problema, como había ocurrido en 
1978. La opción de no pagar se desechó de inmediato a pesar de las voces que llamaban a 
declarar la moratoria unilateral y la conformación de un club de deudores latinoamericano. 
En realidad no era viable hacerlo, por lo que una gran parte del esfuerzo del gobierno fue por 
renegociar la deuda externa para alargar los plazos de pago. Por un lado, México 
argumentaba que una tercera parte del incremento de la deuda se debía solamente a los 
aumentos de las tasas de interés internacionales, por lo que debería haber algún tipo de 
consideración, pues México no había tenido ninguna responsabilidad en ello, sino que la 
causa era la propia política monetaria estadunidense contraccionista. La banca internacional 
no cedió nada, argumentando que se trataba de un asunto del mercado que había llevado las 
tasas de interés al alza, pero en realidad su negativa de debió en buena medida al hecho de 
que su nivel de exposición a la deuda latinoamericana era muy elevado. Grandes bancos 
como Chase Manhattan, Bank of America y otros tenían más del 50% de sus créditos 
otorgados a los países latinoamericanos en problemas. 

El gobierno mexicano debía destinar 30% de su gasto al pago del servicio de la deuda 
externa, por lo que tenía que disminuir la inversión pública y aun su gasto corriente. El sector 
privado también estaba muy endeudado. Su deuda externa aumentó de 2 500 millones de 
dólares en 1976 a 20 000 millones en 1982. Se estableció el Fideicomiso de Cobertura de 
Riesgo Cambiario (Ficorca) dentro del Banco de México, para renegociar la deuda externa 
del sector privado. Se lograron acuerdos importantes en la renegociación de la deuda privada 
en un año y prácticamente dejó de ser un problema importante. Ello ayudó a que las 
empresas privadas no quebraran. Pero como ya se mencionó, las finanzas del sector público 
estaban en graves problemas. El déficit llegó a casi 17% del PIB en 1982, cifra nunca antes 
vista, y aunque entonces se pensaba que se trataba de un problema de flujo de caja, la 
realidad es que era un problema de solvencia. Además, la inflación llegó a 100% a fin de año, 
con una tendencia al alza, pues apenas estaba absorbiendo la expansión de la cantidad de 
dinero en circulación de los meses previos. 

En estas circunstancias, el gobierno y las empresas tenían que disminuir su gasto interno 
con el fin de generar ahorro para pagar la deuda. Esa fue la consecuencia más visible e 
inmediata de la crisis de la deuda externa. Evidentemente, lo primero que se redujo fue la 
inversión, por lo que el crecimiento económico disminuyó de inmediato. Pero además, dada 
la enorme cantidad de recursos que se tenían que pagar, también el consumo general de la 
población debía reducirse. Eso significó que el nivel de vida de la población disminuyera 
enormemente y casi de inmediato. Los salarios reales disminuyeron y la oferta de empleo 


también, lo que aumentó el nivel de desempleo. El resultado fue una nueva ola de migración 
hacia los Estados Unidos que alcanzó a población de todos los estratos sociales.?8 

El PIB se contrajo a partir de 1982. En 1983 el PIB apenas se recuperó ligeramente y el 
déficit público se redujo casi a la mitad, después de un programa económico de choque, 
estilo Fondo Monetario Internacional (FMI). Se aplicó la misma medicina en 1984, pero el 
déficit público decreció mucho menos, apenas dos o tres puntos del PIB. Nuevamente hubo un 
conflicto entre la Secretaría de Hacienda y la de Programación y Presupuesto. Desde el punto 
de vista de los ingresos, era indispensable reducir el gasto, especialmente el corriente, pero la 
sPP se resistió. El déficit público no cedía a pesar de los esfuerzos por reducirlo. El costo de 
la intermediación financiera (o subsidio de tasas de interés otorgado por la banca de 
desarrollo) también aumentó, lo que evitó disminuir las presiones inflacionarias, hasta que se 
volvieron crónicas dada la política cambiaria. 

La política cambiaria fue evitar la sobrevaluación del peso y fomentar la creciente libertad 
de cambios. El peso, que había estado subvaluado tras la depreciación de casi 100% realizada 
por Miguel de la Madrid en diciembre de 1982, empezó a sobrevaluarse nuevamente. El 
margen que se había conseguido se evaporaba. Se inició un círculo vicioso en donde la 
inflación generaba demanda salarial, y ésta a su vez retroalimentaba la inflación y por tanto 
la presión sobre el peso. Entonces el gobierno depreciaba nuevamente el tipo de cambio para 
evitar la sobrevaluación y generaba por ende problemas más serios en la balanza de pagos, 
para entonces generar mayor inflación. De esta manera se cerraba el círculo vicioso. Y junto 
con él, las tasas de interés nominales también tendían a aumentar, para evitar tasas reales de 
interés negativas, lo que a su vez encarecía el servicio de la deuda interna, que con el tiempo 
se convirtió en un problema tan grave como el de la deuda externa, en términos 
presupuestales. El país estaba atrapado. 


Liberalización comercial en medio del estancamiento 


En medio de esta recesión el gobierno inició un profundo cambio estructural de la economía. 
Se eliminó rápidamente el esquema proteccionista al cancelar la mayor parte de los 
requerimientos de permisos previos de importación y se redujeron los aranceles a partir de 
1985. En apenas tres años la mayor parte del aparato proteccionista se eliminó y México 
finalmente entró al Acuerdo General de Aranceles y Comercio (GATT, por sus siglas en 
inglés), lo que iniciaba la institucionalización del cambio estructural hacia una economía 
abierta. Mientras que en 1982 el 100% de las importaciones estaban sujetas a algún tipo de 
protección y especialmente a permisos previos a la importación, para 1988 solamente el 21% 
de las importaciones estaban protegidas. Este cambio radical se hizo unilateralmente, sin 
pedir a nuestros socios comerciales ningún tipo de reciprocidad, lo cual fue criticado por 
algunos analistas. Pero, en general, no hubo casi ninguna oposición a la apertura comercial 
que realizó el gobierno de Miguel de la Madrid en esos años. El sector privado o los 


sindicatos, principales grupos de interés afectados por estas medidas, no ofrecieron 
resistencia. Aparentemente el sector privado, que entonces carecía de un liderazgo que 
anteriormente habían ejercido los banqueros privados, no estaba del todo organizado. 
También es cierto que la recesión era tan profunda que la liberalización de las importaciones 
tenía relativamente poca importancia, pues el nivel de ingreso estaba tan deprimido que el 
volumen de importaciones era también limitado. En general, la apertura comercial pasó 
medio desapercibida, pero significó un cambio profundo en la estructura económica del país. 

Cabe hacer notar que esta liberalización ocurrió simultáneamente con la caída de los 
precios del petróleo, que tendieron a depreciar aún más el peso y que llegaron a su punto más 
bajo en 1986. Ello inhibió aún más las importaciones y volvió casi irrelevante (en el corto 
plazo) la apertura comercial. Entonces, en 1986, el déficit público aumentó para llegar al 
mismo nivel que en 1982, lo cual destruyó de tajo todos los esfuerzos anteriores por 
estabilizar la economía y lograr el saneamiento de las finanzas públicas. Para fines de ese año 
el gobierno ya no sabía qué receta aplicar para recuperar el crecimiento y la estabilidad de 
precios y del tipo de cambio. 

La tasa de crecimiento en el decenio de los años ochenta fue tan baja que en términos per 
cápita la economía no creció absolutamente nada. Ése fue el impacto más significativo de la 
crisis, con sus graves consecuencias sociales. Después de más de 50 años de crecimiento 
continuo y a una velocidad más o menos rápida, la economía mexicana había dejado de 
crecer. Se detuvo la reducción de la desigualdad y de la pobreza que se había observado 
desde que inició el levantamiento de esa información en los años cincuenta.?? El crecimiento 
de las clases medias también se contrajo y la expansión del gasto social prácticamente se 
detuvo. Los indicadores sociales relativos a la educación, salud y vivienda detuvieron su 
mejoría que había sido acelerada hasta entonces. Por primera vez en varias décadas, los hijos 
de aquellos con educación superior tuvieron una escolaridad menor que la de sus padres.*% 
Pero lo más grave fue la pérdida de crecimiento, que se tradujo en un rezago de México a 
nivel mundial. Mientras otros países seguían avanzando rápidamente, México se quedaba 
estático. 

Por otra parte, el rompimiento del acuerdo político que ocurrió con la nacionalización de la 
banca privada de 1982 se hizo evidente durante todo el periodo del presidente De la Madrid. 
Los empresarios medios decidieron finalmente entrar a la arena política a través de un 
partido, el PAN, el cual les abrió las puertas. Poco a poco, desde 1982, comenzaron a ganar 
elecciones municipales, primero en San Luis Potosí y en Guanajuato, y luego estatales, con 
las gubernaturas de Baja California y de Chihuahua. Y a partir de entonces su ascenso 
electoral fue permanente, sobre todo en el norte del país.*! 

El gobierno veía estos triunfos de la oposición con desconfianza y no logró restablecer una 
interlocución que le permitiera generar acuerdos para sacar al país de la crisis. El sector 
privado, por su parte, había decidido mantenerse en una actitud expectante y de alguna 
manera la pérdida de confianza en los derechos de propiedad prevalecientes lo inhibió de 


realizar inversiones que le permitieran al país salir más pronto de la crisis. En un afán por 
congraciarse con el sector privado, el gobierno de Miguel de la Madrid facilitó la creación de 
una “banca paralela” a la banca en manos del Estado. Si bien ésta última fue manejada con 
profesionalismo, se le retiró del mercado de dinero y de valores, así como de la negociación 
de los Certificados de Depósito del gobierno federal, lo que le quitó una serie de 
instrumentos importantes para su funcionamiento y rentabilidad. No obstante, dado que la 
banca estatizada financió esencialmente al sector público, su rendimiento fue alto durante el 
periodo de De la Madrid, pero perdió poco a poco su capacidad para evaluar los riesgos 
crediticios. Para la banca nacionalizada, no había realmente riesgo en los préstamos que 
daba, elemento esencial de cualquier institución financiera. La pérdida de capacidad de 
evaluación de riesgos arrastró también a la Comisión Nacional Bancaria. El regulador perdió 
también parte de su razón de ser. Esta nueva circunstancia habría de tener consecuencias muy 
negativas al inicio de los años noventa, cuando se reprivatizaron los bancos y se liberalizó el 
sistema financiero. De alguna manera la crisis de 1994-1995 se debe a estos hechos. 

La desconfianza entre el sector público y el privado continuó a lo largo del sexenio de 
Miguel de la Madrid, al tiempo que el PRI se escindió para dar nacimiento al PRD. La 
percepción de segmentos importantes del PRI que se sintieron traicionados por De la Madrid 
al no fortalecer el papel del Estado en la economía e incluso por la decisión de su sucesor dio 
lugar al nacimiento de un nuevo partido. Al final, el partido hegemónico no logró mantener 
la unidad en estas épocas de estancamiento y perdió a amplios sectores del electorado. 


El impulso transformador del “salinismo” 


Todavía en el último año del sexenio de Miguel de la Madrid Hurtado, al arreciar aún más la 
crisis económica y no tener claro cómo detener la inflación, la depreciación del tipo de 
cambio y el déficit público, el gobierno llevó a cabo un plan de estabilización heterodoxo. 
Dados los fracasos y alto costo social de los planes de estabilización impulsados por el FMI, y 
tras el aprendizaje que dejaron los planes Austral y Cruzado, en Argentina y Brasil 
respectivamente, el gobierno mexicano y particularmente miembros del equipo económico 
del candidato del PRI a la presidencia, Carlos Salinas de Gortari, llevaron a cabo un plan de 
estabilización que echó mano de lo que aún quedaba del corporativismo mexicano. El 
gobierno reunió a representantes (esta vez formales) del sector privado,?? de los obreros y de 
los campesinos (aún afiliados al PRI), y convocó al Pacto de Solidaridad Económica (PSE), 
con el que se buscó disminuir la inflación drásticamente sin incurrir en los altos costos 
sociales de los planes de estabilización tradicionales. 

El PSE conjugó elementos ortodoxos, como la reducción del gasto público y la disminución 
de los subsidios, con elementos menos tradicionales, como el uso de un ancla nominal — 
como el tipo de cambio—, para reducir las expectativas de inflación y de depreciación del 
peso. Además se reconoció explícitamente el componente inercial de la inflación, por lo que 


el proceso de estabilización se dividió en etapas sucesivas, cortas y específicas, que 
eliminaban gradualmente dicho impacto inercial. La inflación era como un tren viajando a 
alta velocidad, que para detenerlo sin descarrilar era menester hacerlo poco a poco y no de 
golpe, pues en este caso las consecuencias serían muy graves. Por supuesto, el acuerdo para 
controlar aumentos desmedidos de precios y salarios requirió de la cooperación de los 
trabajadores y de los empresarios. Los primeros se ajustaban debido al control político del 
PRI, mientras que los segundos lo hicieron más bien a regañadientes y en ocasiones 
amenazados informalmente por las autoridades con auditorías fiscales y otros métodos no 
ortodoxos. 

El éxito del programa fue tal que la inflación disminuyó de 153.5% en 1988 a 23.8% en 
1989. El desabasto que normalmente ocurría en programas heterodoxos fue muy inferior en 
México al que ocurrió en Argentina y Brasil." Y con base en este logro, que mucho se le 
atribuyó al equipo entrante en el gobierno encabezado por Carlos Salinas, el sector privado 
comenzó a cambiar su actitud ante el gobierno. No obstante, la crisis económica había sido 
tan profunda que el descontento generalizado llevó a una contienda electoral muy reñida y 
que provocó la “caída del sistema” en 1988. El PAN consiguió 17% de la votación con Manuel 
Clouthier como candidato presidencial, mientras que Cuauhtémoc Cárdenas, el candidato del 
Frente Democrático Nacional, puso en entredicho el triunfo del PRI. Hasta la fecha, una parte 
importante de la población sigue considerando que hubo fraude electoral. 

En medio de esa crisis Carlos Salinas llegó al poder. Con muy poca legitimidad, el 
presidente Salinas buscó inmediatamente legitimarse a través de medidas espectaculares. A 
unas semanas de haber tomado posesión, dio un golpe de timón al encarcelar al líder del 
sindicato de los petroleros, Joaquín Hernández Galicia, la Quina.** Poco después también 
encarceló a un empresario connotado, Eduardo Legorreta, por supuestos malos manejos al 
frente de una casa de bolsa en medio del auge bursátil de los años anteriores y que culminó 
con el crack de septiembre de 1987. La salida del líder del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación (SNTE), Jonguitud Barrios, y su remplazo por Elba Esther 
Gordillo, fue otro golpe importante ante la opinión pública, que comenzó a creer nuevamente 
en el presidente y sus intenciones reformadoras. 


Los problemas iniciales: deuda, inflación y bajo crecimiento 


El problema económico que enfrentó Salinas era enorme. Si bien la inflación ya había 
descendido notoriamente, el problema del estancamiento económico persistía. El PIB per 
cápita prácticamente no creció durante todo el sexenio de De la Madrid y no era ya posible 
mantener esa situación. Una causa importante era, sin duda, el monto de la deuda y los 
requerimientos de pago que era necesario afrontar año con año, que impedían destinar 
recursos a la inversión productiva. A pesar de las renegociaciones de la deuda que realizó el 
gobierno de De la Madrid para aplazar los vencimientos de pago en el tiempo, el peso de la 


deuda impedía al gobierno destinar más recursos a la inversión, por lo que era imprescindible 
reducir su monto en forma significativa.” Así, el gobierno salinista se planteó en un inicio la 
recuperación del crecimiento económico, para lo cual se necesitaba solucionar el problema de 
la deuda externa y el control definitivo de la inflación. Los esfuerzos por renegociar la deuda 
coincidieron con el Plan Brady, que buscaba una solución más amplia al problema de la 
deuda internacional. La esencia del Plan Brady era el compromiso de los gobiernos de 
generar finanzas públicas balanceadas y al mismo tiempo realizar renegociaciones con los 
bancos privados para disminuir los pagos y ampliar los plazos. Para ese entonces los bancos 
acreedores ya habían logrado disminuir sensiblemente su vulnerabilidad ante una posible 
moratoria de sus principales deudores, Argentina, Brasil y México, por lo que estaban en 
mejores condiciones para renegociar los adeudos con los países en problemas. 

En el verano de 1989 México logró un acuerdo con sus principales acreedores y una quita 
del monto de la deuda por 1 000 millones de dólares al año. La relación de deuda externa 
pública pasó de un máximo de 95% del PIB (que incluía la banca nacionalizada) en 1987 a un 
promedio de 29% en el sexenio de Carlos Salinas. Si bien esta reducción no representaba una 
solución definitiva al problema, si marcó un hito en las relaciones con los acreedores y lanzó 
el mensaje a la comunidad financiera nacional e internacional de que el país ya estaba en 
condiciones de volver a recibir inversiones. Es decir, se logró crear en la opinión pública la 
idea de que el problema de la deuda externa ya no era un impedimento macroeconómico y 
que la economía mexicana ya no tenía obstáculos para poder crecer nuevamente a tasas 
elevadas. Para el gobierno salinista, el sexenio realmente comenzaba entonces y las 
condiciones estaban propicias para consolidar la transformación económica que se había 
iniciado en el sexenio de Miguel de la Madrid. 


La caída del Muro de Berlín y las primeras reformas 


El mundo también estaba inmerso en un proceso de reforma profundo. Los cambios políticos 
y económicos en la Unión Soviética liderados por Mijaíl Gorbachev; el reformismo en el 
Reino Unido, impulsado por Margaret Thatcher, y el regreso de los republicanos con Ronald 
Reagan en los Estados Unidos, marcaron una época de cambio profundo hacia la derecha. El 
proceso de unificación europea también se aceleró en esos años. Pero sin duda el momento 
más paradigmático fue la caída del Muro de Berlín a fines de 1989 y el desmembramiento del 
bloque soviético y de la misma URSS en los meses que siguieron. El fracaso del modelo 
centralmente planificado parecía no dejar a los países en vías de desarrollo más opciones que 
la preeminencia del mercado y la liberalización económica. Ello coincidía con el fin de una 
década de estancamiento económico y problemas crónicos de inflación y devaluaciones 
monetarias en muchos países de América Latina. La respuesta fue el llamado Consenso de 
Washington, que llamaba a la liberalización de los mercados, la reducción del Estado a 
niveles mínimos, el libre comercio de bienes y de capitales, la eliminación del déficit público 


y de los subsidios excesivos, y la formación de capital a largo plazo.?* Dentro de este proceso 
de transformación a nivel internacional se enmarcó todo el reformismo de Carlos Salinas de 
Gortari. 

Carlos Salinas, con la astucia que le caracteriza, supo leer rápidamente el signo de los 
tiempos. Desde la reunión del Foro Económico Mundial en Davos al inicio de 1990, y tras las 
conversaciones con líderes europeos que le hicieron ver que el aliado natural para México 
eran los Estados Unidos, el gobierno mexicano emprendió una cruzada para institucionalizar 
el cambio estructural iniciado por Miguel de la Madrid. Se pretendía modificar el modelo 
económico proteccionista que había prevalecido por decenios a partir de la firma de un 
acuerdo de libre comercio con los Estados Unidos. México le propuso a ese país un acuerdo 
bilateral que tomó por sorpresa al gobierno de George Bush y al sector privado mexicano. Si 
bien para ese momento México ya era una economía bastante abierta al comercio 
internacional, firmar un acuerdo significaba un compromiso de largo plazo que modificaría 
las expectativas de inversionistas nacionales y extranjeros. Se trataba de institucionalizar el 
régimen comercial del país acercándolo rápidamente a lo que estaba ocurriendo en el resto 
del mundo, e incluso sobrepasándolo. En ese entonces, los Estados Unidos sólo tenían un 
acuerdo de esa índole con Canadá, desde hacía algunos años, y con Israel hacía un poco 
más.”” 

La propuesta de firmar un tratado comercial con los Estados Unidos fue, paradójicamente, 
un punto de acercamiento con el sector privado. Tras los años de desconfianza que habían 
sucedido a la expropiación bancaria, el gobierno salinista finalmente tendía puentes creíbles 
con el sector privado. La reprivatización de la banca y de otras empresas importantes como 
Teléfonos de México, Mexicana de Aviación, Altos Hornos, etc., agregaron optimismo entre 
los empresarios, quienes poco a poco recuperaron la confianza en el gobierno y comenzaron 
a regresar capitales al país. Lo mismo ocurrió con la desregulación de algunos sectores, como 
el acero y el cemento, y los cambios a ciertos derechos de propiedad.*? En particular, la 
reforma al artículo 27 constitucional relativo al ejido fue muestra de un cambio trascendente, 
así como la autonomía del Banco de México, que durante tantos años había sido fuente de 
conflicto por el abuso del que había sido objeto en los años setenta. Esta serie de políticas y 
de medidas específicas, que coincidían en una gran parte con las recetas del Consenso de 
Washington, fueron muy bien recibidas por el sector privado. Había, finalmente, un 
reencuentro con el gobierno y una disposición a la colaboración con las políticas públicas que 
implementaba el gobierno salinista. 


El TLCAN y los claroscuros de las privatizaciones 


Sin duda la política pública que marcó el reformismo de Carlos Salinas, y que mayores 
repercusiones tuvo, fue la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN). La estructura económica de México cambió a partir de la firma del tratado, y la 


forma como el mundo veía al país también se modificó a partir de entonces. México se 
atrevía por primera vez a enfrentar una competencia que se antojaba imposible y a desafiar 
los peligros que significaba la apertura comercial a una nación en vías de desarrollo. La 
tradición de firma de tratados de libre comercio por parte de los Estados Unidos apenas se 
había iniciado unos años antes. Desilusionado por el poco avance del multilateralismo de la 
Ronda Uruguay del GATT, aquel país firmó un acuerdo con Israel en 1985, y un año más tarde 
inició negociaciones con Canadá. El CUSFTA (Canada US Free Trade Agreement) entró en 
vigor en 1989, con el propósito canadiense de asegurar el mercado norteamericano y evitar la 
discrecionalidad de la imposición de barreras no arancelarias. Por su parte, los Estados 
Unidos buscaban disminuir tarifas en algunos sectores canadienses altamente protegidos y 
abrir el comercio para servicios e inversión. El tratado fue exitoso desde el principio para 
ambos países, pues abrió el acceso a contratos gubernamentales y estableció ciertas maneras, 
menos discrecionales, de resolver conflictos comerciales; ello además de incrementar el 
volumen de comercio. 

Sólo un año más tarde de la entrada en vigor del CUSFTA, en junio de 1990, el gobierno 
mexicano le propuso al estadunidense establecer un tratado de libre comercio, lo que Canadá 
vio con recelo, y por ello se negó inicialmente a establecer un tratado trilateral. No obstante, 
ante la resolución mexicana y el hecho de que ya desde 1989 había abierto la inversión 
extranjera a nuevos sectores, el gobierno canadiense finalmente consideró, en septiembre de 
1990, que era mejor formar parte del TLCAN que quedarse con un acuerdo únicamente con los 
Estados Unidos. Evidentemente, México buscaba asegurar el mercado norteamericano a sus 
exportaciones, mejorar la conducción de controversias comerciales y, sobre todo, 
institucionalizar la apertura comercial que daría certidumbre a los inversionistas nacionales y 
extranjeros. Con ello se buscaba aumentar la inversión extranjera y el regreso de capitales 
mexicanos en el exterior, que no habían regresado desde 1982. Los Estados Unidos buscaban, 
entre otras cosas, proteger la propiedad intelectual, mantener una estrategia comercial 
múltiple (multilateral, regional y bilateral) y asegurar acceso de inversiones. Los canadienses, 
por su parte, buscaban evitar demasiado desplazamiento de comercio, proteger lo que habían 
ganado con el CUSFTA y aprovechar el mercado de un país emergente. 

Las áreas sustantivas de negociación fueron tres: dar acceso a los mercados, al reducir 
hasta cero las tarifas a lo largo de 15 años; dictar nuevas reglas comerciales que impulsaran 
el volumen de comercio dentro de la región, y dar un tratamiento especial a productos 
sensibles. Se destinaron capítulos especiales en el tratado a servicios como 
telecomunicaciones, servicios financieros, transportación terrestre y de tránsito de 
profesionales. Otros capítulos incluyeron la inversión, bajo el principio de “trato nacional” y 
eliminación de reglas específicas, así como la propiedad intelectual y la resolución de 
controversias a través de paneles binacionales. Al final de la negociación, tras el triunfo de 
Bill Clinton en las elecciones presidenciales de los Estados Unidos, se agregaron los 
llamados acuerdos paralelos sobre medio ambiente y asuntos laborales. El TLCAN entró en 


vigor el 1” de enero de 1994, al iniciar el último año del gobierno salinista. 

La otra gran área de reformismo de Carlos Salinas fue la reprivatización de entidades y 
empresas estatales. Si bien Miguel de la Madrid había iniciado la reprivatización de entidades 
públicas, fue Carlos Salinas quien realmente transformó una parte importante del entonces 
sector paraestatal.*% Desde mediados de 1989, apenas unos meses después de haber tomado 
posesión, el gobierno salinista mandó otro mensaje de cambio de rumbo al decretar la 
privatización de Aeronaves de México y de Mexicana de Aviación, así como de algunos 
ingenios azucareros y del Grupo Dina. En 1990 se privatizó Teléfonos de México, la Minera 
Cananea, otros ingenios y algunas plantas de Conasupo. Además, anunció la reprivatización 
de la banca que había sido estatizada en 1982, lo que tuvo lugar en los dos años siguientes. 
En 1991 se privatizaron tres empresas acereras, una compañía de seguros, la fábrica de carros 
de ferrocarril y algunas otras empresas. Otra reforma muy importante fue la concesión de 4 
000 kilómetros de autopistas al sector privado, área que siempre había quedado en manos del 
sector público. 

Algunas de estas privatizaciones resultaron muy exitosas, como la de las aerolíneas y las 
empresas de motores automotrices. Otras han sido muy cuestionadas, como la de Telmex, 
sobre la cual se ha argumentado que de un monopolio estatal se transitó a un monopolio 
privado, aunque todo mundo reconoce el enorme avance y la transformación organizacional y 
tecnológica de la empresa y del servicio telefónico en el país desde la privatización de 
Telmex. Otras más, la bancaria en particular, han sido severamente criticadas por la mayor 
parte de la opinión pública debido a diversas razones. Unos critican la forma como se 
adjudicaron los bancos a los inversionistas privados: con alta discrecionalidad, 
financiamiento endeble y a un precio excesivamente caro. Otros la han criticado por 
considerar a la forma como se reprivatizó la banca y se liberalizó el sistema financiero como 
las causas principales de la crisis de 1994-1995 y el oneroso rescate bancario que le siguió. 
Otros más han criticado simplemente el haber regresado al sector privado un área de la 
economía vital para el desarrollo nacional.*' Las consecuencias de la reprivatización bancaria 
en la crisis de 1994-1995 se verán más adelante. 

Tal y como ocurrió en otros países, las privatizaciones de los años noventa mostraron 
experiencias positivas en algunos casos y experiencias más bien negativas en otros, que 
pusieron en tela de juicio el mismo proceso. La debilidad del Estado mexicano y la 
insuficiente fortaleza de las instituciones reguladoras dieron lugar a abusos, a 
extranjerizaciones de empresas y a actos de corrupción que empañaron el proceso y la 
finalidad del esfuerzo reformador. En muchas ocasiones el interés de algunos quedó por 
encima del interés de la mayoría. 


Liberalización, inversión extranjera y otras reformas 


Sin duda un aspecto central de las reformas económicas fue la liberalización de los mercados. 


En particular, el gobierno salinista puso especial énfasis en la liberalización financiera que 
eliminó los requerimientos de reserva legal por un “coeficiente de liquidez” y la 
determinación de las tasas de interés, entre otros cambios importantes. Otro sector 
liberalizado fue el autotransporte, al eliminar restricciones en rutas, disminuir las barreras a la 
entrada de nuevos operadores y liberalizar precios. Ello tendería a reducir costos, por la 
unificación efectiva de los mercados, que de otra manera se encontraban realmente 
segmentados. Otros sectores parcialmente liberalizados fueron la minería, pesca, 
petroquímica secundaria, azúcar, café y otros. El impacto de esta liberalización fue 
importante en el transporte, aunque no llegó a todo su potencial. La libre entrada de 
autotransportes de los Estados Unidos y Canadá a México, y de los mexicanos a aquellos 
países, tal y como se había acordado en el TLCAN, no se cumplió sino hasta 2009. Los otros 
esfuerzos de liberalización parecen haber tenido efectos limitados. 

Por otra parte, en mayo de 1989 se establecieron nuevas reglas para la inversión extranjera. 
El gobierno expandió la lista de sectores que podían tener 100% de capital extranjero y 
eliminó la mayor parte de las otras restricciones existentes hasta la fecha, sin cambiar la Ley 
que estaba vigente desde 1973. Se autorizó también inversión extranjera temporal en sectores 
anteriormente restringidos y se amplió la lista de productos de la petroquímica básica para 
permitir su producción extranjera. Para diciembre de 1989 se abrió la participación extranjera 
minoritaria en los bancos y se dieron mayores facilidades en la industria aseguradora y en las 
casas de bolsa. En mayo de 1990 se anunció que la inversión extranjera podría llegar hasta el 
30% de la propiedad de los bancos, grupos financieros y casas de bolsa.*? 

A partir de estas nuevas oportunidades la inversión extranjera aumentó de 26 587 millones 
de dólares a 42 375 millones entre 1989 y 1993. La respuesta de los inversionistas se reforzó 
por dos factores coincidentes: la perspectiva de la entrada en vigor del TLCAN, que abría el 
mercado de América del Norte con mucha mayor certidumbre, y el regreso de capitales 
nacionales ante las nuevas oportunidades que representaba la reprivatización de los bancos y 
de otras grandes empresas. Fue realmente hasta entonces que el sector privado comenzó 
nuevamente a vislumbrar en México un ambiente propicio para inversiones de largo plazo 
tras el rompimiento que hubo por la expropiación bancaria de 1982. Tanto la inversión 
extranjera como el regreso de capitales generaron un flujo muy importante de dólares a la 
economía, lo que tuvo sus repercusiones en el mercado cambiario, al aumentar la oferta de 
dólares, y en el tipo de cambio, que tendió a sobrevaluarse, factores que eventualmente 
fueron componentes de la crisis de 1994-1995. 

Además de este ambiente de apertura al exterior que tenía tanta aceptación ante la opinión 
pública internacional, el gobierno salinista llevó a cabo otras reformas importantes que 
rompieron tabúes provenientes de mucho tiempo atrás. En primer lugar, la autonomía del 
Banco de México, llevada a cabo en 1994, acallaba una vieja crítica a la forma como se había 
llevado a cabo la política fiscal y monetaria, en la que el Banco de México había financiado 
todos los excesos de gasto de los años setenta, con graves repercusiones para la estabilidad de 


precios y del tipo de cambio. En el pasado reciente, el Banco de México había llegado a 
imprimir enormes cantidades de dinero para financiar el déficit público, lo que había 
repercutido en alta inflación y devaluaciones sucesivas del peso. La autonomía del Banco 
Central buscaba romper ese vínculo entre el Ejecutivo y la estabilidad monetaria, para evitar 
abusos como los que habían ocurrido. Ante los ojos de la opinión pública, esta reforma 
significaba el complemento natural a la apertura comercial que institucionalizaba la decisión 
política de privilegiar la estabilidad macroeconómica. De hecho, con la autonomía del Banco 
Central y la apertura comercial a través del TLCAN, el gobierno renunciaba a un instrumento 
tradicional de la política económica, que era el financiamiento inflacionario del déficit 
público. La reforma al Banco de México significaba un paso importante hacia la 
modernización del Estado mexicano y prometía estabilidad y límites a la acción del gobierno. 

La reforma al artículo 27 constitucional también era de largo alcance. La reforma permitía 
la venta de tierras ejidales y la aparcería abierta, lo cual pretendía liberalizar el 50% de la 
tierra cultivable en el país que estaba en esa forma de tenencia de la tierra. A pesar de su 
objetivo de promover la integración del sector social a un proceso modernizador, basado en 
la interrelación con el sector privado y en la liberalización del mercado de tierras, siempre 
sujeto al acuerdo de los propios ejidatarios, la reforma del artículo 27 constitucional tuvo 
resultados muy limitados. Las tierras ejidales que entraron en producción con el sector 
privado han sido, hasta la fecha, muy limitadas en relación con el total de ejidos en el país. 
De éstas, una buena parte de las tierras ejidales que circundaban las ciudades han sido 
vendidas para su urbanización.*% Los resultados de esta reforma, al menos hasta ahora, han 
estado muy por debajo de las expectativas que se tuvieron en un inicio. 

En otro sentido, con la reforma a los artículos 3%, 5%, 24, 27 y 130 constitucionales se 
reconocía jurídicamente a las iglesias y se rompía con un tabú de siglos. La lucha entre el 
Estado y la Iglesia se remontaba en México al siglo xv y había hecho crisis en varias 
ocasiones. Además, gran parte de la población percibía una contradicción permanente en el 
altísimo porcentaje de ciudadanos que declaraba tener una religión y el hecho de que el 
Estado no lo reconociera. Nuevamente, esta reforma era un signo irrefutable de modernidad y 
de una nueva relación entre el Estado y la sociedad y sus representantes. Después de todo, en 
casi todas las encuestas se declaraba que la Iglesia y los sacerdotes gozaban de la mayor 
confianza entre grupos económicos e instituciones. El restablecimiento de las relaciones 
diplomáticas con el Vaticano fue el punto culminante de esta política. 

En el ámbito político también parecía haber una apertura y creciente modernidad, aunque 
todavía con muchas limitaciones. Para esos años la oposición ya tenía varias gubernaturas, 
alcaldías de capitales de estados y ciudades importantes, como Chihuahua, Baja California y 
Guanajuato, lo que generó un ambiente de mayor pluralidad política y la sensación en el 
sector privado de que se empezaban a crear contrapesos ante la todavía hegemonía absoluta 
del PRI en el poder. No obstante, muchos de estos triunfos de la oposición sólo fueron 
posibles tras fuertes conflictos electorales y lo que se llegó a llamar “concertacesiones” entre 


el gobierno y los partidos opositores. 


La reforma interrumpida: 
la crisis económica de 1994-1995 


Las expectativas de la región latinoamericana y de buena parte del mundo sobre las reformas 
estructurales basadas en el Consenso de Washington eran muy elevadas. Se había criticado 
tanto la excesiva intervención del Estado en la economía y los obstáculos que la regulación 
exagerada y los monopolios estatales ejercían sobre el desempeño económico, que las 
expectativas de las reformas estructurales eran grandes.** Por ello el resultado magro que en 
términos de crecimiento económico rindieron estas reformas resultó altamente 
decepcionante. Ello se reflejó, con el tiempo, también en un cambio político que redirigió las 
preferencias electorales nuevamente hacia la izquierda en diferentes países. El caso de 
México no fue la excepción.* No obstante las reformas económicas de largo aliento que 
realizó el gobierno salinista, su resultado en términos de crecimiento económico resultó muy 
por debajo del esperado. Entre 1988 y 1994 el PIB real apenas creció 3.5% en promedio 
anual, mientras que el PIB per cápita prácticamente se quedó estático. Resultaba extraño 
observar que mientras la inversión extranjera y nacional aumentaba varias veces en relación 
con lo registrado en decenios anteriores, la economía no alcanzaba a crecer a ritmos 
aceptables. Tampoco era congruente la gran expectativa que despertaron la firma del TLCAN, 
las reprivatizaciones y las demás reformas, con el lento desempeño de la economía. La 
inversión total creció 28% en promedio real entre 1988 y 1993, mientras que la pública 
creció apenas 4.8%. Por su parte, la inversión privada aumentó a un ritmo de 8.4% al año, lo 
que le hizo ganar participación en la inversión total. Pero este aumento de la inversión no se 
reflejó en mucho más empleo, y aquellos que estaban empleados no ganaron mucho más que 
antes. Aumentó la productividad de quienes estaban empleados 1.3% entre 1988 y 1994,*% y 
sus remuneraciones reales crecieron mas de 1% en promedio al año. Como consumidores, la 
ganancia fue mucho mayor. El acceso a una variedad mayor de bienes y servicios, que apenas 
se comenzaba a registrar en esos años tras las medidas de apertura comercial, aumentó 
significativamente los niveles de bienestar para una parte importante de la población. Ya era 
posible adquirir bienes que pocos años antes simplemente no estaban disponibles o tenían 
que importarse ilegalmente. La liberalización sin duda trajo este beneficio importante para la 
población en general. 


Origen y desenlace de la crisis 


El año de 1994 se inició con el levantamiento zapatista el mismo día que entró en vigor el 
TLCAN. La realidad de Chiapas contrastaba con lo que sucedía en el resto del país y con la 


euforia que entendiblemente despertaban el tratado comercial y las expectativas de alto 
crecimiento económico. El levantamiento zapatista fue como un balde de agua fría para el 
gobierno. Aunque fue efímero y muy localizado, y no generó salidas de capital significativas, 
sí parece haber distraído la atención del presidente y mostró, para algunos segmentos de la 
sociedad, que el cambio reformador de los años previos difícilmente alcanzaba a todos los 
grupos sociales. 

Pero los orígenes de la crisis económica de 1994-1995 se deben rastrear más atrás.“ Se 
pueden ubicar la liberalización financiera y la reprivatización bancaria, así como la política 
macroeconómica que se caracterizó por la lucha a ultranza contra la inflación y el deterioro 
de la balanza de pagos, como causas importantes de la crisis. Al final, como en otras crisis 
previas, cuando la economía ejerce un gasto mucho mayor al de sus ingresos y se requieren 
montos cada vez mayores de ahorro externo, su crecimiento no es sostenible en el largo 
plazo. La única manera de evitarlo es mediante aumentos de la productividad que generen los 
recursos suficientes para pagar esos excesos. 

Desde que se inició el proceso de liberalización comercial y reprivatización o extinción de 
entidades y empresas públicas a mediados de los años ochenta, comenzó un proceso de 
reforma estructural de fondo en la economía mexicana. La apertura hacia el exterior llevó a 
las autoridades mexicanas a conducir un proceso de modernización del sistema bancario, 
caracterizado por dos medidas: la liberalización de las tasas de interés y la liberación de los 
instrumentos tradicionales de captación bancaria. 

La liberalización de las tasas de interés, llevada a cabo en octubre de 1988, simplificó la 
utilización del régimen de encaje legal llevado a cabo hasta entonces, y fue un factor 
determinante en la disminución de dichas tasas a partir de marzo de 1990.% No obstante, la 
libertad que tuvieron los bancos para fijar sus plazos y tasas no redujo sus márgenes de 
intermediación bancaria,* que crecieron paulatinamente y llegaron en 1995, tras la crisis, al 
17.1% real, que contrastaba fuertemente con el 2.7% en los Estados Unidos.”% Además de la 
liberalización de las tasas de interés y de una disminución del encaje legal, que pasó a ser de 
no menos del 30% en depósitos en efectivo, se reformó en 1989 la Ley Reglamentaria del 
Servicio de Banca y Crédito, para liberar a las entidades financieras del control 
gubernamental en lo tocante a su capitalización. El proceso anterior culminó en la 
reprivatización bancaria, el establecimiento de la llamada “banca universal”, resultado de 
reformas constitucionales a los artículos 28 y 123 de la Constitución, y la expedición de una 
nueva ley bancaria. A partir de 1991 se privatizaron 18 instituciones de crédito a través de un 
Comité de desincorporación bancaria, que se encargó de subastar —a lo largo de varias 
rondas de negociación— las instituciones al mejor postor, proceso que si bien generó 
ingresos por 12 400 millones de dólares para el gobierno, sería el germen de las vicisitudes 
por las que habría de atravesar la nación mexicana unos años más tarde.”! 

El crédito bancario se aceleró a partir de la privatización y de la liberalización del sistema 
financiero. De diciembre de 1988 a noviembre de 1994, el crédito que los bancos privados 


concedieron a los particulares pasó, en términos reales, de 90 300 millones de pesos a 340 
000 millones (un crecimiento anual de 24.7%).?? Era la primera vez, en muchos años, que la 
población tenía acceso a crédito para adquirir bienes durables. Entre los factores que 
incidieron en el desempeño nocivo que tuvo la banca mexicana entre 1991 y 1994 —y que 
terminaron por hacerla estallar— podemos destacar tres: en primer lugar, el que los 
banqueros tuvieran muy poco capital propio en riesgo al conducir las operaciones, ya que se 
les permitió un grado alto de apalancamiento al realizar la compra de los bancos mexicanos; 
en segundo lugar, el ineficiente monitoreo que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
llevó a cabo, debido a los pobres mecanismos de que disponía; por último, la garantía que los 
depositantes tenían para respaldar sus depósitos, establecida en el Fondo Bancario de 
Protección al Ahorro (Fobaproa) y que les hacía cerrar un ojo ante los riesgos que corrían por 
las instituciones bancarias.” Es así como un círculo vicioso se cerraba en torno al sistema 
bancario, guiado por individuos con muy pocos incentivos para exigir a los usuarios un 
empleo responsable del crédito. Prueba de ello fue el incremento del crédito en 24% al año, 
con un crecimiento aún mayor de la cartera vencida, que de 1991 a 1995 se cuadruplicó al 
pasar de 13.5% a 52.6%.”* 

Mas el crédito irresponsable no fue el único yerro del sistema bancario. Como los 
préstamos excedieron a los depósitos, el faltante fue cubierto por préstamos interbancarios, 
principalmente de bancos extranjeros y en moneda extranjera. Esta situación dejó al sistema 
bancario muy expuesto a movimientos bruscos en el tipo de cambio, así como en las tasas de 
interés nacionales e internacionales. 

La política macroeconómica, caracterizada por una lucha a ultranza contra la inflación, y el 
consecuente deterioro de la balanza de pagos fueron causa importante de la crisis. Mientras a 
la vista de los inversionistas extranjeros los acontecimientos en México daban lugar a lo que 
se denominó el “nuevo milagro mexicano”, y la cuenta de capital de la balanza de pagos 
acumulada entre 1991 y 1993 llegaba a 84 096 millones de dólares (de los cuales 59 703 
millones eran de inversión extranjera de cartera y 13 544 millones de inversión extranjera 
directa), un reducido grupo de especialistas alertaba sobre lo que parecía ser una 
sobrevaluación del tipo de cambio real presente en la economía de nuestro país.>” Para ellos, 
la lucha frenética del gobierno mexicano por disminuir la inflación utilizando el tipo de 
cambio como un ancla nominal representó un grave error. Esto desató una nueva versión de 
“enfermedad holandesa”,”? que afectó la competitividad de las industrias cuyos costos de 
producción se incrementaban en términos relativos frente al abaratamiento de los productos 
del exterior, debido al creciente poder de compra del peso y el aumento de los precios 
relativos de los bienes que no eran susceptibles de ser comerciados internacionalmente, como 
mano de obra, energía, construcción.”? Pese a las advertencias (que no eran muchas), los 
dirigentes de la política económica en nuestro país siguieron con un astringente programa de 
freno a la inflación, muy exitoso en el cumplimiento de sus metas (en 1993 la inflación llegó 
a 8%) pero que lamentablemente socavaba la productividad nacional. El PIB real entre 1991 y 


1993 creció sólo 3.6%, 2.8% y 0.6%, respectivamente.”* El costo de esta política estaba 
resultando alto. 

Por otro lado, la inversión extranjera estaba creciendo muy rápidamente, lo que financiaba 
el exceso de gasto privado que ocurría en la economía. La explicación se encontraba en el 
atractivo diferencial en tasas de interés entre la economía de México y la de los Estados 
Unidos (que para 1994 había llegado a más del 10%) y en una moneda en apariencia estable. 
Sin que las autoridades lo advirtieran, el nuevo brote de “enfermedad holandesa” tomaba 
lugar en el país. Para las empresas, el costo de sus insumos tendía a aumentar más 
rápidamente que el precio al cual podían vender sus productos, que enfrentaban la 
competencia exterior. Esta situación reducía los márgenes de utilidad de las empresas, su 
competitividad y, en último término, su producción. No obstante, el crecimiento de las 
exportaciones (que alcanzó 17.3% en 1994), producto de las reformas económicas 
desregulatorias que tuvieron lugar en el sexenio, formó una cortina de humo que no dejaba 
ver con total claridad la fuerza de la sobrevaluación del peso. 

Meses antes se había dado una discusión —no muy abierta— en los altos niveles de 
decisión del país sobre si se debía seguir persiguiendo el objetivo de bajar la inflación a 
niveles internacionales, o bien relajar el tipo de cambio para disminuir el déficit en cuenta 
corriente, aunque ello llevara a una inflación mayor.*% El riesgo era claro. Si en cualquier 
momento se detenían los flujos de capital provenientes del exterior, la balanza de pagos 
estaría en una situación tan deficitaria que el tipo de cambio tendría que devaluarse. Por 
tanto, si se perseveraba en el intento de reducir la inflación a niveles de los países más 
avanzados y si los flujos de capital continuaban, los aumentos de productividad esperados 
para la economía mexicana y un aumento ligero a las bandas cambiarias, que llevaría a una 
depreciación gradual del tipo de cambio, podrían al cabo de algunos años corregir el déficit 
en la cuenta corriente de la balanza de pagos. La alternativa, menos riesgosa, era aceptar que 
la inflación regresara a niveles de alrededor de 20% al depreciar el tipo de cambio (evitando 
los problemas de la “enfermedad holandesa”) y disminuir el déficit comercial. El riesgo 
político era la pérdida de credibilidad en el gobierno. Se optó por la primera opción. 

La continuación de la política cambiaria durante el resto de la administración del 
presidente Salinas siguió estimulando las importaciones a lo largo de todo 1994. A pesar del 
aumento de las exportaciones el déficit comercial creció 37%, para llegar a 18 464 millones 
de dólares, mientras que el déficit en cuenta corriente también repuntó (23%), para situarse 
en la cifra récord de 29 420 millones de dólares al terminar el año. Con un déficit que 
superaba por mucho las reservas internacionales de nuestro país, un flujo de inversión 
extranjera directa —que debía declinar tarde o temprano— compuesto en 80% por capital de 
corto plazo y un peso sobrevaluado, la economía estaba —como más tarde la describiría el 
presidente electo Ernesto Zedillo— “prendida con alfileres”. 


Autonomía del Banco de México 


y la transformación de la deuda interna 


Como parte de las reformas salinistas, el Estado mexicano determinó darle autonomía al 
Banco de México y dio el mandato de procurar la estabilidad de la moneda. Ello era una 
respuesta a la experiencia histórica de los años ochenta, en que la excesiva emisión de 
billetes y monedas como mecanismo perverso de financiamiento del aparato burocrático 
había generado tantos problemas, inestabilidad y opacidad respecto del verdadero valor del 
peso mexicano. En un esfuerzo por transparentar la política económica, el 23 de diciembre de 
1993 se promulgó un decreto para otorgar autonomía de operación al Banco de México, que 
resultó operativa a partir de abril del siguiente año. Este cambio tuvo buenos resultados en la 
confianza de los inversionistas, pero algunos críticos insistían, que la reforma era más de 
forma que de fondo, y que el presidente y la Secretaría de Hacienda eran quienes tenían la 
última palabra sobre el control de la inflación y las tasas de interés. No obstante, el sustento 
legal resultó en un proceso de modernización de la institución que a la larga ha sido 
fundamental.?* 

Desde principios de 1994, y antes que la institución comenzara a operar bajo su nuevo 
régimen legal, el Banco de México tuvo que enfrentar el inicio de las presiones devaluatorias 
sobre el peso, que culminarían con la brusca devaluación de diciembre de ese mismo año. 

Las reservas de la institución comenzaron el año de 1994 en 24 537.5 millones de dólares, 
y sufrieron la primera merma tras el asesinato del candidato del PRI a la presidencia, Luis 
Donaldo Colosio Murrieta, el 23 de marzo, cuando cayeron a poco más de 17 000 millones 
de dólares.*? A partir de entonces se desencadenó una lucha frenética por defender la 
estabilidad del peso frente a ataques especulativos recurrentes. Para defender las reservas, la 
Secretaría de Hacienda recurrió a la emisión de tesobonos, que eran certificados 
gubernamentales redimibles a la fecha de su vencimiento al tipo de cambio del día, y 
pagando una tasa de interés muy superior a la prevaleciente en el extranjero. La creciente 
sobrevaluación del peso y el exceso de liquidez en la economía incrementaban la demanda de 
dólares, ya sea para importar, pues el dólar era barato, o para depositarlos como ahorro en 
una moneda segura. La emisión de tesobonos continuó a lo largo del año y sólo ello pudo 
evitar que para junio de 1994 las reservas internacionales no llegaran a niveles tan bajos que 
hubieran obligado a una devaluación, justo antes de las elecciones presidenciales.** 
Conforme crecía la desconfianza en la estabilidad futura del peso, la composición de la deuda 
interna mexicana cambió. A lo largo de 1994, la deuda interna mexicana pasó de estar 
integrada 70% por cetes (deuda en pesos) y 6% por tesobonos”* (deuda en dólares) a finales 
de 1993, a tener solamente 10% de la deuda interna del país en cetes y 87% en tesobonos a 
finales de 1994. A lo largo de 1994 la deuda en tesobonos pasó de 3 000 millones de 


dólares a más de 29 000 millones.** 


El “error de diciembre” 


Durante los últimos meses de la administración del presidente Salinas continuó una cierta 
política expansionista que descansaba sobre la demanda privada y el ahorro externo en la 
forma de inversión extranjera, sobre todo de cartera o financiera. Las elecciones habían 
transcurrido en forma pacífica y el candidato del PRI, Ernesto Zedillo, ganó con amplia 
ventaja y sin cuestionamientos. Entraría al poder con una gran legitimidad otorgada por las 
urnas. No obstante, el deterioro macroeconómico continuaba y el déficit de las transacciones 
con el exterior mostraba un creciente deterioro. El problema se agravó por la decisión de la 
Reserva Federal de Estados Unidos de aumentar la tasa de interés y por el clima de 
inseguridad política que provocó el asesinato del secretario ejecutivo del PRI, José Francisco 
Ruiz Massieu, el 28 de Septiembre de 1994, Nuevamente estos hechos violentos se reflejaron 
en la contracción de las reservas internacionales que debilitaban al peso. 

Semanas más tarde, el Ejecutivo mandó al Congreso los llamados Criterios generales de 
política económica, que acompañaban al presupuesto de ingresos y egresos de la Federación. 
En ese documento se presentaron las proyecciones económicas para 1995, entre las cuales 
destacaba el crecimiento del PIB de 4%, la inflación de 4%, que el peso se debería cotizar casi 
al mismo nivel de 1994, y el déficit en cuenta corriente se pronosticaba en 7.8% del p1B.*” 
Esta cifra reflejaba la necesidad del país de conseguir mediante endeudamiento externo e 
inversión extranjera esa enorme cantidad de recursos. La cifra sobrepasaba en 12 600 
millones de nuevos pesos a los ahorros externos que se habían requerido para 1994 y 
mostraba que cambiarían la política económica ni el tipo de cambio. Se mantendría la 
tendencia a la sobrevaluación del peso y los excesos de gasto, esencialmente privado, sobre 
sus ingresos. Es decir, la política económica se mantendría esencialmente sin cambio, por lo 
que para muchos analistas parecía poco factible sostenerla. Los inversionistas internacionales 
prefirieron, en un primer momento, esperar la entrada del nuevo gobierno para revisar su 
reacción y la definición de su política económica. Parecía que las proyecciones para 1995 
habían sido hechas por el equipo saliente y no se sabía hasta dónde había participado el 
gobierno entrante. 

El nuevo gobierno aceptó implícitamente las proyecciones presentadas en los Criterios 
generales y no anunció ningún cambio importante de política económica. Entonces se inició 
una vorágine contra la moneda y la emisión de tesobonos creció enormemente en diciembre, 
casi 10 000 millones de dólares (más de una tercera parte del total de la emisión) y las 
reservas se deterioraron también. La falta de divisas obligaba al gobierno a depreciar el peso 
(ampliando la banda de flotación) y, al consultarlo con representantes del sector privado (el 
20 de diciembre de 1994), hubo una fuga de capitales inmediata que disminuyó las reservas 
en unos 5 000 millones de dólares. Tras esa depreciación inicial, el 22 de diciembre el 
gobierno tuvo que flotar el peso ante la imposibilidad del Banco de México de intervenir con 
unas agotadas reservas para mantener artificialmente una paridad no compartida por el 
mercado. El tipo de cambio llegó a 5.10 pesos por dólar al terminar el año, 48% más elevado 
respecto de su nivel un mes antes, y las reservas internacionales del Banco de México 


quedaron en 6 200 millones de dólares. La economía mexicana entraba en una profunda 
crisis que resultó ser mucho más grave de lo que se pronosticó inicialmente.*? 


La reforma interrumpida 


El impulso reformador del gobierno salinista tomó otro ritmo con la administración del 
presidente Zedillo. La grave crisis bancaria y financiera que siguió al colapso del peso de 
diciembre de 1994 tuvo fuertes consecuencias no sólo en la actividad económica sino en el 
ámbito político. Ello llevó a que el PRI perdiera, por primera vez, la mayoría en el Congreso 
de la Unión, en las elecciones intermedias de 1997. La conjunción del deterioro de la 
economía, el cuestionado rescate bancario y el difícil entorno político explican en buena 
medida la imposibilidad de realizar reformas estructurales que todavía se necesitaban y que 
estaban en la agenda inicial del gobierno. El presidente Zedillo logró pasar al inicio de su 
periodo reformas en el ámbito electoral y del poder judicial de gran importancia, y algunas 
más sobre órganos reguladores esenciales para el buen funcionamiento de los mercados. Pero 
otras reformas como la energética, la laboral, la educativa, la de pensiones, ya no pudieron 
ser llevadas a cabo. La crisis interrumpió el proceso reformista de los años previos y el 
descontento con el gobierno culminó con el triunfo del PAN en las elecciones presidenciales 
de 2000. 

Ya desde antes de la drástica caída del peso mexicano en diciembre de 1994 el sistema 
bancario mexicano pasaba por una situación muy precaria. El colapso del peso generó dos 
problemas: por un lado, los préstamos denominados en moneda extranjera en el sistema 
bancario representaban dos tercios del total del crédito; dichos préstamos se hicieron en gran 
parte a empresas cuyos ingresos eran en pesos, duplicándoles la deuda. Por otro lado, la fuga 
de capitales repercutió gravemente en los fondos de que disponía el sistema bancario para 
hacer frente a sus obligaciones, al tiempo que el sector público tenía que redimir la enorme 
carga de los tesobonos en los meses siguientes, sin contar con los dólares que se requerían. 
Ello obligó a una política monetaria muy contraccionista, que elevó inmediatamente las tasas 
de interés a niveles que volvieron impagables los créditos que se habían contratado.*? 

El entrante gobierno del presidente Ernesto Zedillo respondió con una serie de medidas 
para reducir el déficit de la cuenta corriente, sortear la inevitable crisis del sistema financiero 
mexicano y recuperar el ritmo de crecimiento de la actividad económica. Primero, abrió una 
ventanilla de cambio en el Banco de México para dar acceso a los bancos a moneda 
extranjera. Segundo, creó el Programa de Capitalización Temporal (Procapte), a través del 
cual se buscaba que los bancos contaran con la capitalización necesaria para hacer frente a 
sus Obligaciones, mediante la adquisición de deuda por parte del Fondo Bancario para la 
Protección del Ahorro (Fobaproa). Tercero, aseguró el crédito de riesgo de algunos 
prestamistas a través de su indización a la tasa de inflación, mediante los instrumentos 
conocidos como unidades de inversión (UDI). Por último, instauró el Programa de 


Capitalización y Compra de Cartera (PCCC) y otras operaciones de saneamiento de las 
carteras de los bancos, con el fin de mejorar la posición financiera de éstos y recuperar al 
menos parte de los recursos mediante la venta de estas carteras. 

El rescate bancario fue exitoso en cuanto que la banca no detuvo sus operaciones y los 
depositantes no perdieron su dinero. A pesar de la crisis financiera, que fue aliviada por el 
paquete de líneas de crédito externo que encabezó el gobierno de William Clinton de casi 50 
000 millones de dólares, el sistema de pagos continuó, pero miles de deudores perdieron sus 
activos y otros tantos se declararon en moratoria de sus deudas. Ocurrió un grave problema 
de riesgo moral que encareció el costo del rescate, pues se alentó el que muchas personas se 
declararan a sí mismos o sus negocios en quiebra, a pesar de poder hacer frente a sus 
obligaciones, pues sabían que iban a ser rescatados de cualquier manera. El proceso además 
se caracterizó por la discrecionalidad y la falta de transparencia, lo que agregó suspicacia y 
duda sobre muchas de las operaciones, y se cuestionaba si se estaba salvando a los bancos o a 
los banqueros. En 1998, en medio de acusaciones de fraude por parte de la opinión pública y 
del PRD y quejas de que la autoridad protegía a los llamados “ladrones de cuello blanco”, el 
Congreso desmanteló el Fobaproa y le transfirió sus activos y pasivos al Instituto para la 
Protección del Ahorro Bancario (IPAB). A pesar de las controversias constitucionales que 
interpuso la Auditoría Superior de la Federación para revisar la deuda del IPAB, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación admitió la deuda del rescate bancario como deuda soberana, 
cerrando así el caso jurídicamente.” El costo del rescate bancario para los contribuyentes en 
México fue de alrededor de 20% del PIB, y dio como resultado un descontento que agravó 
aún más la agitación social y política en contra del partido hegemónico y redujo la capacidad 
de la economía para crecer. En medio de esta coyuntura política el PRI perdió la mayoría en el 
Congreso por muy pequeño margen, y ya no le fue posible pasar reformas económicas 
sustantivas. De ese entonces a la fecha ha sido muy difícil encontrar los consensos políticos 
para realizar en México las llamadas reformas económicas estructurales. El avance se ha 
visto más en el terreno político y de transparencia que en el ámbito económico. 


Conclusiones 


Entre 1982 y 1994, México vivió un periodo de profunda transformación económica y 
experimentó una ruptura en su tendencia de crecimiento de largo plazo. Después de 50 años 
de rápido crecimiento de la actividad económica, que se reflejó en mejoras generalizadas en 
bienestar, reducción de la pobreza y la desigualdad, la economía cayó en una severa crisis en 
los años ochenta para recuperarse gradualmente hacia el final del decenio. No obstante, las 
altas tasas de crecimiento previo no se han logrado recuperar. 

El periodo 1982-1994 fue un largo proceso de transición caracterizado por reformas 
estructurales que han transformado al país en lo económico y en lo político. La 
transformación rompió con el modelo de desarrollo que por decenios había dado resultados 


excelentes, pero cuyo agotamiento y falta de renovación lo destinó a su desaparición. 
Desafortunadamente el proceso de mutación entre ambos esquemas a partir de 1982 no fue 
suave y terso, sino que se caracterizó por el estancamiento económico y el rompimiento de 
alianzas tradicionales y mutación política. A partir de 1982 inició el proceso de cambio, con 
la investidura presidencial fuertemente cuestionada por la expropiación de la banca y la crisis 
de la deuda. Los años que siguieron bajo la presidencia de Miguel de la Madrid fueron 
testigos de los inicios del cambio estructural a partir de la liberalización comercial en 1985, y 
la eliminación un tanto lenta de entidades públicas que presagiaban un cambio mucho más 
profundo. 

El periodo de Carlos Salinas marcó una etapa reformista en el Estado mexicano, acorde 
con cambios generalizados en el resto del mundo. Salinas llevó a cabo reformas económicas 
profundas, como la reprivatización generalizada, la institucionalización de la apertura 
comercial a partir del TLCAN y la reforma ejidal, que modificaron el panorama económico a 
futuro. En lo político, las relaciones oficiales con las iglesias se restablecieron y se sentaron 
bases para otras reformas importantes. 

Pero el impulso reformista de Salinas fue interrumpido por la crisis económica de 1994- 
1995 y sus secuelas. La contracción económica y el debatido y cuestionado rescate bancario 
impidieron llegar a acuerdos importantes a las diversas fuerzas políticas. El presidente 
Zedillo, sin embargo, logró pasar reformas importantes en el ámbito judicial y en materia 
electoral, mediante las cuales se estableció el Consejo de la Judicatura y la transformación de 
la Suprema Corte de Justicia, así como el Instituto Federal Electoral, con características que 
le permitieron dar credibilidad a las elecciones. 

Las reformas de este periodo han sido cuestionadas debido a la distancia entre los 
resultados esperados y la realidad percibida por la sociedad. Con frecuencia se olvidan 
avances importantes, como la creación del IFE, la disponibilidad de bienes y servicios del 
mundo entero, la estabilidad de precios, entre otros. En su lugar, la memoria colectiva se 
centra más en privatizaciones cuestionadas, corrupción de funcionarios públicos y un rescate 
financiero sumamente oneroso para el país. En realidad existen opiniones encontradas sobre 
si las reformas no eran las necesarias o pertinentes y que por ello los resultados no son tan 
buenos, o si más bien es la ausencia de reformas importantes que no se han podido 
consensuar entre los diversos grupos políticos lo que realmente ha impedido el avance 
económico de los últimos decenios. Pero, al final de cuentas, la realidad es que la falta de 
crecimiento económico rápido y sostenido en los últimos casi 30 años ha contribuido mucho 
a la perpetuación de la pobreza y la desigualdad, no obstante los programas recientes de 
combate a la pobreza extrema. De haberse mantenido la tasa de crecimiento de la actividad 
económica que tuvo lugar durante el llamado milagro mexicano, la pobreza extrema ya 
estaría erradicada del país. 
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Las nuevas élites 
y su proyecto modernizador 


ISABELLE ROUSSEAU* 


En México, después de un proceso revolucionario bastante sangriento, el siglo xx ha sido 
testigo del surgimiento y la implementación de un proyecto de nación y del partido que lo 
sustentó: el proyecto del nacionalismo revolucionario que protagonizó el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI), llamado primero Partido Nacional Revolucionario (PNR) y, 
luego, Partido de la Revolución Mexicana (PRM). A pesar de su solidez institucional, el final 
del siglo (las tres últimas décadas) presenció el cuestionamiento y la crisis aguda de este 
modelo revolucionario, así como la definición y el establecimiento de un nuevo mito social 
más apto para resolver los problemas derivados del crecimiento económico y demográfico. 

El nacimiento y el auge del proyecto nacional revolucionario a principios del siglo xx se 
hizo en nombre de la modernidad, de la misma manera que su cuestionamiento, su 
debilitamiento y su remplazo por un nuevo proyecto, al finalizarse el siglo. Destrucciones, 
construcciones y reconstrucciones se realizaron siempre en un entorno en el que 
prevalecieron una gran incertidumbre, una fuerte inestabilidad y un ambiente inusualmente 
violento. 

El cuestionamiento y, luego, el rompimiento con el viejo legado revolucionario evidencian 
rupturas en el tejido social e institucional. Al cabo de 60 años de una larga solidez 
institucional, en poco tiempo el PRI dejó de ser un partido casi único para constituirse en un 
partido mayoritario. Paralelamente, el núcleo duro del viejo proyecto revolucionario empezó 
a ser atacado por un grupo interno del partido en el poder. Estos cambios fueron 
acompañados por fenómenos inusuales: una muy grave crisis económica, fracturas en el 
partido dominante —con la creación del Frente Democrático Nacional (FDN) y luego del 
Partido de la Revolución Democrática (PRD)— en los ochenta y el surgimiento de un clima de 
insólita violencia, a la mitad de los noventa. Estas perturbaciones quebrantaron la 
credibilidad de un régimen que había asentado su legitimidad sobre la paz y el crecimiento 
económico, verdaderas credenciales que los priistas exhibían para atenuar —o anular— las 
críticas en contra de los aspectos autoritarios del régimen. Estos desgarramientos fueron el 
producto del agotamiento del viejo modelo político-económico, escenificado por el 
movimiento del 68, y, luego, del rechazo al nuevo proyecto de inspiración neoliberal que 
descansaba sobre concepciones antagónicas respecto a los valores con los cuales se 
identificaron tanto la sociedad como una parte de las élites mismas. 


Indudablemente, la política de la modernización no es una innovación en México. Ha sido 
una lucha que las élites políticas e intelectuales del país han librado, por lo menos desde el 
siglo xIx, con la pretensión de crear ciudadanos en lo cultural y, en lo económico, agentes 
individuales.! Durante estos intentos modernizadores, los círculos dirigentes fueron 
sacudidos fuertemente. Samuel P. Huntington señala en El orden político en las sociedades 
en cambio que las reformas modernizadoras “interrumpen el ritmo tradicional de las 
sociedades, destruyen los pactos, sacuden las inercias, rompen los viejos equilibrios y son las 
verdaderas responsables de las alteraciones en el orden político”.? En contra de lo que se 
cree, las reformas modernizadoras son las portadoras de inestabilidad política, no tanto el 
atraso. 

En este marco, estudiaremos la instauración —a finales del siglo xx— de un proyecto que 
se puso como meta la transformación política de México, a partir del estudio de aquellas 
élites que lo idearon, lo formularon y lo implementaron en aras de remediar las deficiencias e 
incoherencias ligadas al viejo modelo revolucionario. Entre todos los grupos de actores, 
privilegiaremos a las élites gubernamentales: el Estado ocupa el lugar central para definir y 
promover la innovación social. 

Examinaremos las principales estrategias que los tomadores de decisiones eligieron para 
modificar a cabalidad el sistema político —o intentar hacerlo— de manera que fuera posible 
construir nuevos mecanismos de mediación social y de regulación política, más adaptados a 
las exigencias de crecimiento y de modernización. Analizaremos los grandes rasgos del 
nuevo proyecto, el perfil de los principales actores de la modernización y la manera en que 
lograron constituir un núcleo duro de actores. También estudiaremos las características de las 
diferentes instituciones que utilizaron como trampolín para lanzarse a la conquista del poder 
y, luego, implementar su proyecto. Paralelamente, pondremos en evidencia los núcleos de 
resistencia institucional que suscitó el desarrollo del proyecto modernizador. 

Nos proponemos entender por qué, si buscaban el cambio político, estas élites eligieron la 
mutación económica como senda de la transformación. Asimismo, evaluaremos el peso que 
ejerció el legado revolucionario sobre las modalidades del cambio: ¿hasta dónde obligó a los 
reformadores a adoptar estrategias que mezclaran moldes tradicionales con nuevos marcos 
modernizadores? y ¿en qué aspectos afectó el éxito del proyecto? 

En el fondo, la pregunta central es la siguiente: ¿hasta qué punto la nueva racionalidad 
instalada por los “modernizadores” acabó por desplazar a la vieja racionalidad burocrática? 
En otros términos, ¿hasta qué punto el cambio ha logrado cuajar? 

Para comprender la nueva dinámica que surgió a partir de los años ochenta, es necesario 
recordar —aunque sea de manera breve— el tamaño del desgaste del viejo sistema 
revolucionario, así como las diversas respuestas que los cuadros de la Revolución 
Institucionalizada intentaron edificar para reactivar el régimen. La cuestión de la 
redistribución originó el descontento social o, por lo menos, lo reveló. No era un problema 
cualquiera: constituía el meollo del sistema corporativo imperante. El crecimiento ligado al 


“milagro mexicano” había criado nuevas generaciones con expectativas que la misma 
conformación del régimen no podía satisfacer. La brutal represión del movimiento estudiantil 
de octubre de 1968 evidenció la incapacidad del régimen para enfrentar los efectos perversos 
ligados al crecimiento. El empleo de la fuerza sustituyó a la autoridad y cuestionó asimismo 
una de las bases del régimen: su función de legitimación social. Como lo apuntó Héctor 
Aguilar Camín: 


1968 fue la respuesta petrificada del pasado a un movimiento que recogía las pulsaciones del porvenir, la presencia 
embrionaria de otro país y otra sociedad, cuyas demandas centrales han sido cada vez más difíciles de manejar con los 


viejos expedientes de manipulación y control.? 


Los dos gobiernos que, con estilos distintos, administraron el país entre 1970 y 1982 
buscaban solamente remediar estas disfunciones; nunca pretendieron transformar el régimen 
heredado de la Revolución mexicana. Sin embargo, la serie de medidas que aplicaron para 
atacar los puntos más neurálgicos introdujo nuevos actores y nuevas piezas en el tablero, 
perturbando el marco tradicional en el que se jugaba el destino de la nación. De hecho, los 
cambios de organización político-administrativos no sólo tienen efectos sobre las 
instituciones, también modifican las relaciones de fuerza, de poder y de autoridad entre los 
diferentes grupos que toman decisiones. 

De esta manera, recordaremos las aportaciones de Luis Echeverría Álvarez (1970-1976) y 
de José López Portillo (1976-1982) en relación con la gestación de un nuevo proyecto 
modernizador. Nos enfocaremos en las preguntas siguientes: ¿en qué aspectos trastocaron el 
ajedrez político administrativo de la época? y, por lo tanto, ¿hasta dónde estos dos 
mandatarios fueron los precursores involuntarios de la nueva élite que ideará e implementará 
el proyecto de fin de siglo en México? 


1970-1982: revitalizar el viejo 
legado revolucionario 


Luis Echeverría Álvarez asumió el poder en un momento muy delicado. El verdadero 
maratón que emprendió durante su campaña le permitió aprehender la naturaleza de los 
problemas y medir el grado de insatisfacción de los diversos grupos sociales. En particular, 
tomó conciencia de que la subrepresentación de los estratos medios educados en las 
diferentes instancias del sistema político era lo que mayor potencial tenía para hacer peligrar 
la estabilidad del régimen. 

Si bien, por formación, Echeverría era un hombre del sistema poco inclinado al cambio, 
tuvo que reaccionar y demostrar una voluntad de apertura y de pluralismo para intentar 
contrarrestar el crecimiento de los movimientos de oposición de izquierda. Utilizó y combinó 
incluso estrategias opuestas. Por un lado, exaltó el regreso a un pasado que representaba 
como el alfa y el omega: la Revolución mexicana y la Constitución de 1917.* Por otro lado, 


de manera inversa, hizo gala de la ruptura con el pasado. Fomentó un cambio generacional 
con nuevos criterios educativos y profesionales: las políticas de reclutamiento del alto 
personal privilegiaron a los jóvenes dotados de altos estudios universitarios (formados en 
universidades europeas), mientras que los economistas (que comulgaban con el 
keynesianismo) empezaron a desplazar a los abogados. "Tomando distancia con el programa 
económico de Díaz Ordaz, propuso un nuevo modelo, “el desarrollo compartido”, con el fin 
de remplazar el “desarrollo estabilizador”. Verdadero manifiesto a favor de las clases 
ascendentes, este modelo — inspirado por la corriente Cepalina (liderada intelectualmente por 
Raúl Prebish)— buscaba redimensionar el papel del Estado y del sector privado en la 
economía y realzar el papel de la planificación y del sector público. Esto propició un 
crecimiento vertiginoso de la administración pública —y del sector paraestatal—, que integró 
a estas nuevas capas educadas.” Acapararon papeles que antaño eran reservados a los 
miembros del partido, a los jefes políticos locales, a las organizaciones sectoriales 
tradicionales e incluso a las asambleas legislativas, locales o nacionales. Una nueva 
modalidad de legitimación gubernamental nació: la eficacia en la administración pública en 
detrimento del know how político-electoral. Las tensiones entre políticos y técnicos se 
intensificaron.? 

Con la nueva centralidad del Estado en la economía, se empezó a gestar una lucha sin 
cuartel entre los economistas monetaristas y los keynesianos. Ambos grupos estaban 
replegados en instancias administrativas distintas. Mientras los monetaristas (educados en 
universidades estadunidenses de prestigio) seguían dominando en Hacienda y en el Banco de 
México, los nuevos reclutas del echeverrismo se colocaron en la Secretaría de la Presidencia 
y la Secretaría de Patrimonio Nacional (Sepanal). En estas instancias heterodoxas se definían 
las grandes orientaciones del régimen: Presidencia desempeñaba un papel político mientras 
Sepanal se encargaba de los asuntos más técnicos (y económicos).” 

Sin embargo, fue una política que acrecentó los conflictos entre grupos y además estuvo 
plagada de contradicciones. El antagonismo entre el desarrollo estabilizador y el desarrollo 
compartido era más formal que real: operaban en el mismo marco —un régimen 
constitucional de economía mixta arraigado en un mundo cerrado y protegido 
económicamente—. Más que nada, los diferenciaban sus políticas de movilización y las 
estrategias para el crecimiento. Sin embargo, esta estrategia antagonista tuvo como efecto 
focalizar en su contra a los grupos afectados por una injerencia indeseada del Estado en la 
producción. En particular, los empresarios se aliaron con los financieros (Banco de México y 
Hacienda), e impidieron la posibilidad de una concertación interministerial; lograron 
desestabilizar el régimen económica y políticamente (fuga de capitales y contracción de las 
inversiones privadas). 

El final del sexenio de Luis Echeverría Álvarez fue difícil: en el plano económico, la 
devaluación de 58% (el 31 de agosto de 1976) y la firma con el Fondo Monetario 
Internacional de una carta de intención reflejaron un humillante fracaso para un sexenio en 


agonía. En el plano político, predominaron una fuerte desconfianza y una gran apatía: en el 
proceso electoral para la presidencia, el candidato oficial no tuvo contrincante. 

Sin embargo, este sexenio legó enseñanzas, instituciones y prácticas que desempeñarán un 
papel importante para la transformación del régimen: estiló nuevas formas de reclutamiento 
del personal político, valorando así a los técnicos (léase los economistas) sobre los políticos; 
los grandes debates sobre el desarrollo del país opondrán diferentes círculos de “expertos- 
economistas” —los keynesianos y los monetaristas—; y, finalmente, otorgó a la 
administración pública el papel que antes desempeñaba el partido (será la instancia legítima 
para resolver los asuntos políticos). Además, el fracaso del grupo echeverrista servirá de 
lección para el futuro. Una parte del equipo que en los años ochenta y noventa buscará 
implementar un proyecto de corte neoliberal se formó durante esta administración. Pudieron 
constatar la importancia del aprendizaje colectivo para formar un grupo unido con la 
capacidad intelectual (homogeneidad en la visión y los objetivos) para diseñar e implementar 
un proyecto. De hecho, el “equipo” de Echeverría presentaba graves debilidades: su centro de 
gravedad era el presidente. Aislado de todas las redes que realmente pesan en las decisiones, 
no tenía aptitud para colocar miembros en otro lado.* 

Heredando una doble crisis —política y económica—, José López Portillo jugó la carta de 
la integración y la reconciliación. Con gran pragmatismo, el jefe de la nación empleó una 
política de inclusión en la conformación de su gabinete, reuniendo a las grandes camarillas 
dotadas de una fuerza real en el ajedrez político del país. Los economistas se beneficiaron de 
esta Ola aperturista: estructuralistas y monetaristas compartieron los espacios en el gabinete 
económico.? Bajo el lema de la “Alianza para la producción”, llevó a cabo dos grandes 
reformas: una reforma política, la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales 
(LOPPE), para incrementar la representación política mediante diversos mecanismos,** y una 
reforma administrativa, la Ley para la Organización de la Administración Pública Federal 
(LOAPF), con el fin de reorganizar un sector público que había crecido mucho durante el 
sexenio anterior y se había vuelto anárquico, ineficaz y corrupto. La reforma administrativa y 
la creación de la Secretaría de Programación y Presupuesto (sPP) representaban la aportación 
personal de López Portillo, llevaban su sello propio. La SPP nació como una supersecretaría: 
el presidente la dotó de una capacidad organizacional extraordinaria. Con sus tres 
subsecretarías (Planeación, Presupuesto y Evaluación), reagrupaba funciones que antes 
desarrollaban tres secretarías de Estado;!* además, coordinaba varios programas sociales con 
los que se conectaba con las regiones: el Programa Integral de Desarrollo Regional (Pider), la 
Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados 
(Coplamar) y el Sistema Alimentario Mexicano (saM). Esto le otorgaba un control casi 
absoluto sobre el resto de la administración pública. El jefe del Estado le asignó la función de 
elaborar el Plan Global de Desarrollo (PGD), con el fin de racionalizar la esfera pública y 
atacar los feudos administrativos que bloqueaban la eficacia de la gestión gubernamental. 

La enorme capacidad de acción que ofrecía la spP afectó a Hacienda: al asignar recursos a 


cada entidad, vigilar su adecuado empleo y concentrar un gran caudal de información de 
primer orden, le quitó una parte de su clientela (las secretarías y las dependencias 
gubernamentales) y la limitó a desempeñar un papel bastante austero: controlar la política 
fiscal y frenar el gasto. Sin embargo, la inexperiencia del personal de la sp? —feudo de los 
keynesianos— y su desorganización no le permitieron sacar provecho de su inmensa ventaja 
organizacional. Al revés, los monetaristas —replegados en Hacienda— constituían un equipo 
sólido, homogéneo, dotado de una gran superioridad técnica y una clientela de peso (el sector 
privado nacional e internacional). Entre 1976 y 1978, no sólo el alto personal de la sPP no 
supo prever y contrarrestar los golpes políticos que los monetaristas les asestaron sino que, 
además, se mostró incapaz de elaborar el Plan Global de Desarrollo y defenderlo en público. 
En aras de ver su criatura prosperar, el 21 de mayo de 1979 José López Portillo decidió 
entregar la sPP a los monetaristas y poner a cargo al jefe de éstos, el licenciado Miguel de la 
Madrid.*? 

Así, la red principal de actores que había trabado el éxito del proyecto de reforma 
echeverrista —el grupo de financieros ortodoxos— logró apoderarse de una base ideal para 
diseñar e implementar su propio proyecto de reforma política, económica y social. Pudo unir 
la fuerza que le daban su unión y su preparación a la que le proveía esta “supersecretaría”: la 
SPP se transformó en un trampolín hacia la presidencia. 

El nombramiento de Miguel de la Madrid favoreció la reconciliación de los equipos de 
Hacienda y de la spp.'* De la Madrid constituyó un equipo sólido, con una gran 
homogeneidad social, profesional y educativa y una visión común sobre los problemas que 
acechaban a México.** En poco tiempo, los miembros del equipo desplegaron estrategias 
ganadoras: elaboraron el Plan Global de Desarrollo —comprobando al presidente que tenían 
aptitud para gobernar— y se ganaron al sector privado, alejándolo así de su más fuerte 
contrincante a la candidatura para la presidencia, Jorge Díaz Serrano, director general de 
Petróleos Mexicanos. En septiembre de 1981, Miguel de la Madrid fue postulado como 
candidato del PRI para las elecciones presidenciales. 

Sin embargo, la importante baja en los precios petroleros y los numerosos errores 
cometidos durante esta gestión tuvieron un impacto desastroso sobre una economía que había 
hecho del petróleo su principal fuente de divisas.” Factores endógenos y exógenos 
contribuyeron a fomentar los dos principales problemas que tuvo que encarar el país: el 
desequilibrio del sector externo y el deterioro de las finanzas públicas. Ante ello, el sector 
privado se radicalizó y el decreto de nacionalización de las instituciones bancarias marcó el 
paroxismo en las tensiones entre el sector financiero y el gobierno. El sexenio finalizó con 
una crisis económica de majestuosa dimensión. 

Los fracasos y la situación de crisis a la que llevaron las gestiones de Luis Echeverría y de 
José López Portillo son aleccionadores para un potencial reformador. En gran parte, el 
proyecto echeverrista fracasó por carecer de una plataforma administrativa adecuada para 
estructurar un grupo y otorgar sentido y credibilidad a su proyecto.** El fracaso de López 


Portillo fue distinto: creó una estructura (la sPP) dotada de una capacidad política 
impresionante, que desplazó a las dos secretarías que desempeñaban hasta la fecha un papel 
predominante en el ajedrez político-administrativo: Gobernación y Hacienda. Sin embargo, 
no fue capaz de constituir un verdadero grupo —un núcleo duro de actores— capaz de 
diseñar e implementar un nuevo proyecto de país. 

Además estas dos administraciones brindaron elementos importantes para el nuevo grupo 
que buscará inaugurar un proyecto de nación distinto del viejo proyecto revolucionario. La 
historia de la spP desempeñó un papel pedagógico decisivo. Demostró la vacuidad de un 
proyecto cuando no se reúnen los recursos necesarios: una estructura organizacional dotada 
de una gran capacidad de acción, un equipo homogéneo y unido, liderado por un jefe, y un 
proyecto. Desde 1970, la carencia de coordinación entre estos elementos había bloqueado 
cualquier intento de reforma. 

Dotado de un equipo y una estructura, ¿hasta dónde el grupo de la spp, bajo la dirección de 
De la Madrid, sabrá formular el paradigma capaz de ayudar al país a salir de la crisis? 


El grupo de la spp y la construcción 
de un nuevo proyecto de nación 


El pequeño clan que se apoderó de la sPP a partir de 1982 representaba un núcleo reducido de 
actores en relación con el grupo que había operado allí de manera transitoria entre 1979 y 
1982.” Se benefició con los aportes de sus predecesores: el cambio de generación 
introducido por Echeverría y la modernización administrativa implementada por López 
Portillo. Asimismo, la crisis económica que estalló en 1982 y la humillante deuda externa 
también jugaron a su favor: al empañar la imagen del viejo México —país impávido, 
introvertido, cerrado sobre sí mismo y replegado sobre un Estado todopoderoso (en lo 
político y lo económico)— fueron poderosos motores para el cambio. Facilitaron el entierro 
de los viejos temas nacionalistas, estadistas y populistas que los grupos de Echeverría y 
López Portillo habían utilizado a saciedad y, consecuentemente, alentaron la promoción de 
un cambio estructural del aparato productivo. Las fuerzas que emanaron de la crisis no sólo 
evidenciaron una voluntad de recuperación y afirmación nacional sino que, sobre todo, 
supieron traducir en mormas Operativas para la acción pública la nueva concepción del 
desarrollo nacional. 

El nuevo presidente, licenciado Miguel de la Madrid, tenía 48 años cuando asumió el 
poder, el 1? de diciembre de 1982.!* Encontraba una situación sumamente complicada y un 
ambienteimpregnado de pesimismo y catastrofismo. Convencido de que el carácter rector del 
Estado en la economía, aunado al fuerte proteccionismo nacionalista, la obesidad y la 
ineficiencia del aparato administrativo, la falta de realismo en la política financiera (orientada 
hacia el gasto) y la petrolización de la política económica!” habían favorecido esta enorme 
crisis, propuso nuevos derroteros que las siguientes administraciones se esforzaron en 


consolidar. Sustentada en una concepción distinta del papel de los diferentes agentes 
económicos (Estado, empresarios, sindicatos, etc.), esta redefinición planteó una política de 
austeridad en el gasto gubernamental, una fuerte restructuración industrial y la apertura de la 
economía a los mercados internacionales. 

Para enfrentar la crisis, el nuevo jefe de gobierno conformó un gabinete con una fuerte 
homogeneidad social e ideológica"? y privilegió la planificación (“la planificación 
democrática”) como método de gobierno y como estrategia de diálogo con el resto de la 
sociedad.?' A pesar de compartir el mismo marco teórico-ideológico, las disputas y 
rivalidades entre los grupos de Hacienda y la spp continuaron pero tomaron otros cauces.?? 
En aras de presentar soluciones a los problemas económicos, ambos grupos enfocaban sus 
miradas hacia la conquista de la silla presidencial. Para el equipo de Hacienda, arreglar la 
deuda con brillo para hacer de México el alumno modelo del Fondo Monetario Internacional 
(FMI) y de los organismos internacionales y recuperar la confianza del sector privado 
constituían sus mejores cartas para ganarse la candidatura a la Presidencia de la República. 
En cambio, el equipo reunido en la sPP, convencido de que el sistema político mexicano no 
podía auspiciar a largo plazo un nuevo crecimiento, pretendía encontrar soluciones para 
fomentarlo a corto plazo (para gastar y redistribuir el dinero). Entre 1982 y 1986, las disputas 
entre Hacienda y la sPP fueron constantes. Después de habar perdido varias batallas, en 1986 
el equipo de la sPP venció y ganó la guerra: logró construir un nuevo proyecto que aspiraba a 
ser un parámetro de equilibrio y de justo medio entre el viejo proyecto estadista de corte 
nacional revolucionario y el proyecto centrado en el mercado que preconizaban los 
monetaristas. Además gozaba del consenso de los principales actores a nivel nacional e 
internacional: el Plan Baker, que se concretó a nivel nacional con la implementación del 
Programa de Aliento y Crecimiento (PAC). Mientras la receta ortodoxa para resolver la 
crisis y la deuda se ubicaba en una lógica unidimensional (el deudor es el único culpable), 
este nuevo plan buscaba la alianza de los actores unidos por la complementariedad de sus 
intereses.?* Asociada a estas premisas (“crecer para pagar”), el equipo elaboró también una 
nueva política social que descansaba en la concertación, en un momento en que el terreno 
político recuperaba cierta importancia, por la cercanía a la sucesión presidencial.?” Al apoyar 
además la apertura de México hacia el exterior (ingreso de México al Garr en julio 1985), 
introducía nuevas variables en el proceso de decisiones que modificaban los parámetros del 
equilibrio tradicional. 

En trasfondo, esta victoria fue producto de la fuerza organizacional que ofrecía la sPP 
aunada a la unidad de un equipo que reunía miembros dotados de expertise (experiencia) en 
áreas distintas pero complementarias. 

En efecto, la spP ocupaba una posición de encrucijada: al redistribuir los recursos 
financieros, era una instancia central en la toma de decisiones. También concentraba a 
expertos de diversos sectores para construir políticas públicas: conocía las demandas sociales 
(se encargaba de los programas regionales, a través de los Comités de Planificación para el 


Desarrollo de los Estados (Coplades)?* y también las restricciones económicas y financieras. 
Pero sobre todo, a partir de 1982, bajo la dirección del licenciado Carlos Salinas de Gortari, 
la spp empezó a fungir como una verdadera escuela: reclutó su personal con mucho cuidado y 
se encargó de familiarizarlo con los nuevos códigos. La spPP desempeñó un papel educativo y 
político: forjó un equipo de hombres que compartían una visión común y, paralelamente, fue 
una plataforma para conquistar el poder. 

Conformó una verdadera “comunidad de actores” que supo tejer redes inmensas: esto fue 
la marca principal de su fuerza política. Tres grandes características constituyeron el 
background del equipo. La primrea es su identidad generacional, que, a la vez, representaba 
una ruptura con la generación oprecedente.?” Es un factor que brinda una mayor oportunidad 
de éxito en un proceso de cambio: la juventud permite aprender y aceptar códigos nuevos y 
también es garantía de creatividad y dinamismo colectivo. La formación educativa —una 
licenciatura en economía reforzada por un posgrado cursado en el extranjero (principalmente 
en los Estados Unidos) — acentuaba este primer rasgo.?8 

Finalmente, salvo raras excepciones, este grupo no acreditaba ningún capital asociativo o 
partidista, aunque varios de ellos eran afiliados al PRI. El carácter envolvente de esta 
identificación, al carecer de paralelo en el resto de la administración pública, consolidaba el 
sentimiento de cohesión del grupo. Sin embargo, la homogeneidad no era total: elementos de 
diferenciación subsistían, favoreciendo la complementariedad en las habilidades del grupo 
para atender las diferentes políticas sectoriales y las demandas de la población. De manera 
general, la sPP reunía individuos con tres tipos de trayectoria educativa y burocrática. Una 
estancia prolongada en una institución económica o financiera —siguiendo los pasos del 
secretario— representaba la vía real; en la segunda categoría estaban quienes gozaban de 
toda la confianza de Carlos Salinas de Gortari o de Miguel de la Madrid y, finalmente, los 
ajenos al mundo de la economía presentaban dos credenciales: gozar de la confianza personal 
del secretario y tener experiencia previa en órganos de planeación. 

Estos factores de identidad —por importantes que fuesen— no hubieran sido suficientes 
sin la presencia de un verdadero guía, Carlos Salinas de Gortari. Además de ser un posible 
ganador, Salinas supo alentar una mística de grupo. Reunía muchas ventajas: estudios 
adecuados para una carrera prometedora, en recintos universitarios que eran viveros para el 
sector público; activismo militante, y, sobre todo, contactos desde muy temprano con grandes 
personalidades del país (intelectuales, políticos, empresarios), a través de su familia. Por otro 
lado, muy pronto Salinas afirmó poseer una visión propia sobre el desarrollo del país, 
bastante distante de la visión estructuralista, aunque nunca negara la importancia y el papel 
del Estado.?? Estuvo acompañado por dos consejeros: Manuel Camacho Solís, quien se hacía 
cargo de los asuntos políticos y sociales, y José María Córdoba Montoya, especialista en 
cuestiones económicas y financieras. Manuel Camacho era amigo suyo desde su vida 
estudiantil y lo seguirá siendo en la vida administrativa (libraron luchas comunes en contra 
de los estructuralistas). Una de sus principales aportaciones al grupo de la spPP fue la idea de 


concertación, que tomó de Gramsci. En su opinión, sólo una solución consensuada 
socialmente ofrece la legitimidad necesaria para asegurar la paz y el crecimiento económico, 
sustentos de la estabilidad del régimen. Al revés, José Córdoba era un recién llegado que 
supo abrirse paso rápidamente y conquistar la confianza de Salinas. Fue el principal artesano 
de la concepción y la aplicación del nuevo paradigma económico.*? Priorizaba el crecimiento 
económico sobre las acciones políticas y sociales, por ser la fuente principal de redistribución 
de la riqueza y, por lo tanto, de legitimación del régimen. Además era partidario de un 
dirigismo bien empleado y no creía en el valor de la concertación. Salinas recogía las 
propuestas de ambos y las sintetizaba para tomar las decisiones pertinentes. El antagonismo 
entre las visiones de Camacho y de Córdoba era patente, sin embargo Salinas supo hacerlas 
coexistir en el seno de la spp. Por su lado, los miembros del equipo se inclinaban por una u 
otra tendencia, según sus propias afinidades y el puesto que ocupaban en la secretaría. 

Cuando en 1985 el tamaño de la spp se redujo de manera drástica,?! el grupo no se inmutó: 
algunas de sus mejores cabezas fueron a conquistar otras instancias administrativas y 
políticas en aras de promover el nuevo paradigma. Este pequeño grupo mostró tener un 
talento especial para dispersarse: varios lograron introducirse en los escenarios electorales 
(como diputados o senadores pero también como presidentes municipales o gobernadores) y 
partidistas (puestos en el PRI). Las delegaciones regionales de la sPP también representaron 
plataformas interesantes para el proselitismo. La conquista de estas nuevas arenas fortaleció 
considerablemente el poder de mediación política y administrativa de este equipo. Su gestión 
del terremoto (septiembre de 1985) le permitió poner un pie en el estribo del gobierno de la 
Ciudad de México: primero, con el Programa de Reconstrucción Habitacional y, luego, con la 
conquista de la Secretaría de Desarrollo Urbano y de Ecología (Sedue), una entidad que, por 
su polivalencia, garantizaba una mejor transacción con los centros del poder económico y 
social. La colonización de estos nuevos campos con mayor cariz político y social les 
permitió ofrecer una visión complementaria (más social) a la visión ortodoxa que presentaba 
tradicionalmente el grupo financiero de la spp. 

Por su posición central, la spp desempeñó un papel protagónico en un momento en que la 
toma de decisiones requería cada vez más la participación de varias secretarías de Estado. La 
sPP desempeñó el papel de enlace entre ellas y asimismo vinculó los procesos de regulación y 
de legitimación de las políticas públicas. 

Al tener en su manos los grandes ejes de la política económica y social y afianzar sus 
nexos en los centros políticos a nivel nacional y local, de cierto modo este grupo ya asumía el 
poder; por lo menos demostraba su capacidad para hacerlo. En este contexto, la candidatura 
de Carlos Salinas de Gortari, el 4 de octubre de 1987, fue el resultado lógico del enorme 
trabajo que este equipo había realizado. 

Sin embargo, tanto las modalidades adoptadas por De la Madrid para gobernar como los 
resultados obtenidos en el plano económico contravenían las reglas elementales del régimen. 
Por un lado, el principio de selección del alto personal político —la exclusión de muchos 


grupos del PRI— fue mal aceptado en el seno del partido. Por otro lado, la política de 
austeridad y el crecimiento negativo del PIB contravenían el mecanismo regulador del 
régimen, porque impedían repartir cuotas de poder y riqueza. La combinación de ambos llevó 
a una fractura interna en el PRI: en 1986, se formó la Corriente Democrática encabezada por 
Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo y, luego, en 1987, vino su separación del 
partido.?* 

El campo electoral vino a ser la caja de resonancia de este anticonformismo y de la 
expresión del descontento y las protestas contra el gobierno y el PRI. Los resultados de la 
contienda por la presidencia de la República, que dieron una victoria muy dudosa al 
candidato oficial —licenciado Carlos Salinas de Gortari—, concretaron el fracaso político al 
que llevó la gestión de Miguel de la Madrid.“ Además, la crisis bursátil del 19 de octubre de 
1987, que provocó una fuerte devaluación de la moneda nacional, cuestionó también los 
resultados económicos de esta gestión. 

Si bien es cierto que el equipo que se forjó en la sPP daba muestras de ser un grupo ágil, 
eficaz e inteligente, capaz de edificar y de imponer nuevas políticas de desarrollo para la 
nación, no obstante estos indicadores no lograban ocultar profundas debilidades. No pudo 
obtener el reconocimiento social suficiente en el seno de su partido: tuvo que recurrir al 
dedazo —en contra de sus propias recetas— sobre la modernización, lo que provocó la 
escisión del PRI. Peor: tampoco fue capaz de ganar llanamente y con plena legitimidad la 
contienda electoral de 1988. En este sentido, el sexenio de De la Madrid evidencia la 
transición entre dos mundos: fue el momento de choque entre dos fuerzas antagónicas y casi 
idénticas en intensidad. 

¿Hasta qué punto este equipo podrá llevar a cabo su proyecto modernizador pese a tales 
fragilidades? 


El nuevo proyecto modernizador: 
La reforma del Estado (1988-1994) 


Al tomar posesión, Carlos Salinas de Gortari se enfrentó a una crisis de índole política, 
aunque el panorama económico quedaba todavía relativamente oscuro (fuerte devaluación 
del peso en 1987). Debía conquistar una legitimidad que las urnas no le habían otorgado de 
manera clara. Solamente después podría explayar su proyecto modernizador. 

Desde su discurso de investidura, Carlos Salinas advirtió a la nación que su gestión estaría 
guiada por “una reforma de la Revolución”. Esta reforma —+también conocida como 
“reforma del Estado”— tocaba un punto central en el sistema político: el papel y el tamaño 
del Estado en la sociedad. La idea principal era la siguiente: el estatismo que había vuelto 
obeso al régimen se basaba en la ecuación: “Más Estado, más justicia social y más progreso 
económico”. Conservando los mismos términos, Salinas proponía cambiar las medidas: 
“Menos Estado, más justicia social y más progreso”, lo cual ponía en tela de juicio el vínculo 


entre el Estado gestor y su papel social. Esta nueva ecuación —que presentó un año después 
en su discurso doctrinario sobre el liberalismo social— sería a la base del Programa Nacional 
de Solidaridad.? A semejanza de las reformas modernizadoras de antaño, la “reforma a la 
Revolución” fue concebida por una pequeña élite social y cultural que quiso adaptar modelos 
ajenos a las particularidades históricas y sociales de México. Exigía que se desplegaran un 
esfuerzo y una imaginación considerables para sincronizarse con las aspiraciones y las 
vivencias de los grupos más tradicionales, con frecuencia los más marginados a nivel 
económico. El problema consistía en encontrar los medios (actores, políticas y organismos) 
más aptos y eficaces para explicar y comunicar el sentido del proyecto modernizador y 
convencer a las élites tradicionales y, luego, a las masas de sus beneficios. Se trataba de 
transformar en un “pueblo moderno” (crear ciudadanos) a una sociedad que todavía se 
adhería a valores muy distintos, basados en vínculos y sociabilidades tradicionales.* 

El proyecto modernizador era la obra de una pequeña minoría, aun entre las élites y los 
miembros del partido: su diseño y su implementación ponían en tela de juicio las creencias 
heredadas de la Revolución de 1910. Por ello, aunque se presentaba este proyecto como el 
medio y el remedio para elevar a México a la altura de las naciones desarrolladas,” jamás 
sus objetivos o los medios necesarios para su aplicación fueron objeto de un debate público: 
afectaban intereses sólidamente implantados. 

En este sentido, el grupo de la sPP enfrentaba una situación particularmente compleja: 
¿cómo promover el cambio —económico pero también político— sin fomentar la coalición 
de los intereses conservadores en su contra y sin plegarse al autoritarismo más absoluto?, 
¿cómo realizar reformas políticas sin crear ni pánico en los mercados financieros ni una 
nefasta incertidumbre que podrían contravenir la consolidación del crecimiento económico 
del país?,*8 y sobre todo, ¿cómo socializar las decisiones tomadas en la cúpula para que los 
funcionarios y la misma población las aceptaran y acataran? En otras palabras, ¿cómo 
introducir una “revolución cultural” que se tradujera en una verdadera transformación de las 
mentalidades y de las actitudes? 

Las estrategias que desarrollaron el presidente y su grupo cercano estaban enfocadas a 
llevar el timón, cambiar de rumbo y preparar el relevo. El objetivo explícito era formar una 
nueva generación de hombres —altos funcionarios, pero también políticos, empresarios y 
sindicalistas— que comprendieran el mensaje, lo aceptaran, lo interiorizaran y fueran capaces 
de difundirlo ampliamente. 


La socialización del proyecto modernizador 


La sPP fue un enclave moderno en un contexto antiguo. En realidad, desde que nació el 
proyecto modernizador empezaron a coexistir dos mundos heterogéneos, lo que provocó 
choques y malentendidos de ambas partes. 

Para volver aceptable el nuevo mito social por parte de una sociedad que no estaba 


preparada culturalmente para oír nuevos códigos, entender su significado y menos aceptarlos, 
era imprescindible preparar con sumo cuidado un sendero didáctico-pedagógico. La política 
antes que nada implica legitimidad: para que un proyecto pueda cuajar tiene que ser aceptado 
socialmente. Por lo tanto, la opinión adquiere un rol primordial: “La opinión está 
transmutada en pueblo. Legitima los regímenes políticos modernos”, escribía Francois- 
Xavier Guerra.*% 

Salinas era particularmente consciente de ello. Por ende, utilizó con especial habilidad los 
múltiples medios de comunicación que estaban a su alcance, tanto a nivel nacional como 
internacional. Muy rápidamente logró forjar una imagen personal muy favorable: le permitió, 
por subterfugio, transferir a su proyecto la aceptación que él se había ganado a pulso. Jugaba 
en diversos planos: cultivaba la figura del tlatoani en las regiones indígenas y en el campo, y 
en las ciudades ofrecía la imagen de un jefe de Estado moderno y dinámico. 

Para ser eficaz, esta labor de identificación con la población tenía que ser respaldada por 
un trabajo pedagógico. Salinas dedicó mucha atención a sus discursos (elección del lugar, la 
fecha, los términos empleados, etc.). Cuidó particularmente los informes anuales, 
transmitidos por todos los canales de televisión y de radio a nivel nacional. Estos informes 
adoptaron la modalidad de verdaderas lecciones. Con su primer informe —-“El regreso al 
origen”— Salinas mostraba qué tan consciente era de la importancia de las tradiciones y del 
pasado en la cultura nacional. Sabía que, para ser adoptado, su proyecto debía estar 
constantemente vinculado con el pasado. Por ende, la idea de modernización siempre fue 
vinculada a un pasado considerado como el alfa y el omega: “Al transformarnos, no vamos a 
destruir nuestro pasado: al contrario, lo vamos a preservar con mucho orgullo, como símbolo 
de nuestra identidad nacional. Va a guiar nuestros pasos y servirá para que el interés general 
predomine siempre”.* Los informes siguientes introdujeron de manera gradual las ideas 
centrales del proyecto. 

Por otro lado, antes de transformar de pies a cabeza el texto constitucional, Salinas quiso 
ofrecer una nueva doctrina que respaldara el cambio: propuso remplazar el “nacionalismo 
revolucionario” por el “liberalismo social”.* Esta nueva filosofía pretendía situarse como un 
camino intermedio entre el estatismo y el (neo)liberalismo, con miras a remediar los excesos 
de uno y otro. La presentó en su discurso para celebrar el LXIII aniversario del PRI, el 4 de 
marzo de 1992.* De esta manera, Salinas hizo de su partido —una institución dotada de una 
permanencia indiscutible— el primer destinatario de esta nueva doctrina.*? Quiso convertirlo 
en su primer adepto y, luego, en su mejor intérprete con el resto de la nación. También era 
una manera de desligar el proyecto de su propia persona y darle la oportunidad de sobrevivir 
a su sexenio, como ideología del partido. 

Paralelamente, el presidente utilizó a saciedad varios recursos que los viejos políticos 
habían empleado de manera casi sistemática para ejercer control y dominación. Hundir en la 
incertidumbre a los diferentes actores fue un método privilegiado. Jugaba con la ambigiedad 
de las reglas: a veces se aplicaban las viejas reglas, a veces las nuevas. De manera 


discrecional y a último momento, el jefe decidía cuál elegir. Las concertacesiones son el 
ejemplo más conocido. Al nunca saber si su obediencia iba a ser retribuida “a la antigilita” o 
en aplicación de los nuevos reglamentos, los dirigentes se sentían inquietos; esto acentuó el 
resentimiento de la élite tradicional en contra del jefe del gobierno y de su equipo. La 
facultad presidencial de despedir a su antojo a sus colaboradores fue otra estrategia. Salinas 
usó de manera inhabitual esta facultad: “Además de todas las modificaciones 
constitucionales que ha promovido, Salinas quedará en la historia estadística del país como 
uno de los jefes de Estado que más ha promovido el cambio en el gabinete presidencial”.** 
Sólo seis secretarios de Estado permanecieron en su puesto a lo largo del sexenio. El manejo 
de la sorpresa —adelantarse y desconcertar al adversario— representó otra modalidad. El 
arresto del principal capo del sindicato petrolero —la Quina— en su domicilio, bajo la 
inculpación de “poseer armas de manera ilícita”, inició un estilo de gobierno. Al manifestar 
fuerza y poder, estas derogaciones de ley que se autorizaba un presidente alabado e 
invulnerable no lo debilitaban. Al contrario, realzaban su prestigio personal y eran vistas 
como señales de valentía.* 

La incertidumbre fortaleció mecanismos como la cooptación, el reclutamiento adscriptivo 
y el clanismo. Asimismo, en contra de los preceptos de su proyecto modernizador, Salinas 
jugó con una vieja regla del sistema: no disociar la adhesión personal y la adhesión al 
régimen, lo cual obliga a una socialización casi permanente. Como lo explicó Claude Gilbert, 
“la relación personal, siempre evidenciada, es el signo exterior que manifiesta el compromiso 
de las futuras élites con el régimen”.* Este estilo de gestión se complementó en el plano 
organizacional por un montaje especial: la presencia de múltiples estructuras ligeras 
(comités, comisiones, etc.) que se creaban y desaparecían con la misma facilidad. Esto 
permitía una gran movilidad administrativa y decisional para adaptarse a las circunstancias. 
Finalmente, Salinas adoptó una doble línea de conducta con la oposición: negociar con el PAN 
—más afín con su proyecto— y castigar al PRD —tanto por su lejanía ideológica como por 
ser considerado como hereje— fueron estrategias constantes a lo largo de su gestión.*” 

La conformación de los gabinetes va a ser otra estrategia que el presidente empleará al 
servicio del proceso modernizador. 


La formación de una nueva generación 


Si bien el equipo de la sPP estaba dotado de una sólida experiencia administrativa, no gozaba 
de la misma trayectoria en el terreno partidista y electoral. Para hacer cuajar su proyecto, 
debía conquistar esferas políticas que eran ajenas a su formación. La composición de los 
gabinetes y la dispersión de este club moderno sobre el ajedrez administrativo y político- 
electoral nacional y local permitieron difundir el nuevo mito social. 

La composición de los diferentes gabinetes respondió a una doble lógica. Primero, de 1989 
a 1991, se buscó recuperar la legitimidad que las elecciones no habían otorgado al nuevo jefe 


del gobierno y del Estado. Esto obligaba a privilegiar una apertura política hacia otros grupos 
en el seno del PRI y de la clase política en general. Para ello, Carlos Salinas concentró el 
núcleo modernizador en arenas estratégicas: el sector planificador —-Secretaría de la 
Controlaría General de la Federación (Secogef), Secretaría de Programación y Presupuesto 
(sPP), Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), etc.— y financiero —Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (sHycP), Banco de México (Banxico)—, así como algunas 
otras áreas —la Oficina de la Presidencia, las altas esferas del PRI y el gobierno del Distrito 
Federal—. Sin embargo, otras fortalezas, políticas sobre todo, fueron atribuidas a individuos 
y grupos ajenos al núcleo duro de la sPP. Algunas fueron distribuidas a importantes grupos 
políticos priistas (la Secretaría de Gobernación a Fernando Gutiérrez Barrios, viejo político 
experimentado en esta tarea), otras (los organismos descentralizados y las empresas públicas) 
a diferentes facciones del PRI; paralelamente, una fracción de la disidencia post-sesenta y 
ocho fue invitada a colaborar.* Con ello, Salinas recuperaba las viejas reglas de la política 
mexicana abandonadas por De la Madrid (la inclusión de todos los sectores del partido). Sin 
embargo, esta apertura estuvo bajo estrecho control. El grupo sPP conservaba el Infonavit, la 
Conasupo y el IsssTE, que eran las instancias privilegiadas de negociación con los líderes 
sindicales; además, ocupaba puestos de segundo rango allí en donde “generosamente” se 
habían dejado los primeros sitios a miembros de otras facciones. La Secretaría de Agricultura 
y Recursos Hidráulicos es un buen ejemplo: el nuevo secretario, Carlos Hank González, era 
un hombre reputado por su capacidad política, su prosperidad como empresario y sobre todo 
por sus redes enormes a través del grupo Atlacomulco. Sin embargo, no pertenecía stricto 
sensu al equipo salinista; por ello, el presidente desplazó a un brillante economista egresado 
del mIT y allegado al secretario de Hacienda, Luis Téllez, y lo nombró subsecretario de 
Programación para encargarse de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio. Era una 
manera indirecta de controlar la buena marcha de la reforma del artículo 27 constitucional 
(asociado a la reforma agraria). 

Paralelamente, Salinas acercó a ex militantes de la izquierda revolucionaria que no se 
habían identificado con el recién creado Partido de la Revolución Democrática (PRD). 
Muchos de ellos integraron el Pronasol; otros —los menos— integraron sectores de su 
especialidad. Ofrecían una triple ventaja ante los ojos del presidente: era un golpe simbólico 
en contra del PRD, así como una manera de sustraerle una parte de sus simpatizantes; 
finalmente, su experiencia política era muy valorada: ni los nuevos tecnócratas ni los viejos 
burócratas del partido podían hacer gala de ella. En el caso del Pronasol, eran un baluarte 
para evitar que los comités de solidaridad fueran entregados a los viejos caciques del PR1.*? 

A lo largo del sexenio, entre el grupo de la spp siguieron cohabitando dos grandes equipos: 
uno liderado por Manuel Camacho Solís y el otro por José Córdoba. Manuel Camacho Solís, 
regente del Distrito Federal,”% y algunos de sus allegados (Patricio Chirinos, por ejemplo) se 
encargaban de las tareas propiamente políticas. Desde Los Pinos (la Coordinación de la 
Presidencia de la República), José Córdoba Montoya coordinaba y supervisaba una gran 


parte de las actividades (ya fueran políticas, comerciales o financieras).”* 

Las elecciones del 18 de agosto de 1991,”? al legitimar a Salinas, su equipo y su proyecto, 
representaron un parteaguas.”? A partir de este momento, el grupo spp pudo pensar en 
consolidar su proyecto modernizador e implementar las grandes reformas que lo 
acompañaban. Curiosamente este grupo privilegió una opción bastante radical —no prevista 
al principio— por su significación ideológica: la firma del Tratado de Libre Comercio con 
América del Norte (TLCAN). Esto lo encaminó a modificar el reparto de facciones sobre el 
tablero administrativo y concentrar las responsabilidades en un equipo cada vez más 
homogéneo. Además, para fortalecer el área económico-comercial se multiplicaron las 
estructuras administrativas ligeras ——comisiones intersecretariales o intersectoriales— 
lideradas por hombres de la sPP que tenían a bien acompañar la preparación de las nuevas 
leyes y decretos para reorganizar las finanzas y la economía y mejorar los criterios de 
productividad en cada sector.>* 

Paralelamente, en 1992, desapareció la spp. Esta secretaría había cumplido con su papel: 
ser una escuela de primera categoría para entrenar un equipo que comulgará con los nuevos 
códigos y ser una plataforma extraordinaria para conquistar el puesto máximo: la Presidencia 
de la República. Su desaparición permitía además reunir nuevamente en la Secretaría de 
Hacienda las subsecretarías de Presupuesto y de Ingresos. Fortalecía asimismo el sector 
financiero y evitaba la irracionalidad económica y los conflictos que esta separación temporal 
había provocado. Otra parte del personal de la sPP (varios economistas brillantes) fue 
desplazada a la Secretaría de Educación Pública (SEP), bajo la dirección del doctor Ernesto 
Zedillo Ponce de León.”” El arribo de economistas en el sector educativo marcaba una 
importante ruptura con la tradición: desde siempre la sep había sido el feudo de los políticos. 
La escuela era el lugar privilegiado en el que se transmitía el legado revolucionario y sus 
valores: el anticlericalismo, el nacionalismo y la defensa del ejido. La apertura económica 
que quería implementar este grupo de innovadores era contradictoria con estos principios; 
desde luego era necesario transmitir nuevos axiomas más afines al nuevo proyecto. 
Finalmente, el último residuo de la spp formó, en fusión con la Sedue, una nueva entidad 
administrativa: la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), creada el 25 de mayo de 1992. 
Reunió el Programa Nacional de Solidaridad y los temas ambientales y ecológicos, que eran 
dos aportaciones del proyecto salinista.?? A la cabeza, Carlos Salinas nombró a uno de sus 
colaboradores más cercanos —el ex presidente del PRI Luis Donaldo Colosio—. Al entregarle 
lo que era su creación, Salinas a la vez distinguía a Colosio entre sus seguidores, también 
ponía a prueba su capacidad para llevar a buen término lo que era el corazón de su proyecto. 
Era una manera de evaluar si era digno de ser su sucesor.>” 

Por otro lado, era necesario contar con cuadros capaces de defender el nuevo proyecto en 
el Congreso (aprobar leyes y reformas constitucionales) y dentro del partido. De manera muy 
estratégica —y en diferente tempo— este grupo empezó a conquistar puestos de elección 
popular o delegar allí un personal de confianza que ya comulgaba con los nuevos códigos y 


era apto para divulgarlos. Primero (1988-1991) se buscó conquistar puestos en la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal (ARDF) y en la Cámara de Diputados, para luego, a 
partir de 1992, ocupar senadurías. El orden era lógico: la Cámara de Diputados era el lugar 
en el que se iban a discutir los proyectos de ley y otras modificaciones constitucionales 
durante la primera mitad del sexenio, en tanto que el Senado empezó a cobrar importancia a 
partir de 1991, cuando se quiso aprobar el Tratado de Libre Comercio. La conquista de 
puestos de gobernadores se escaló durante el sexenio en función del calendario electoral, de 
la disponibilidad de los cuadros salinistas en la región y la relación de fuerza interna entre 
éstos y los demás grupos a nivel local. Asimismo se formaron nuevos cuadros del PRI, partido 
que fue abanderado, entre 1988 y 1992, por un miembro prominente de la spp —-Luis 
Donaldo Colosio—. Finalmente, al lado de las viejas centrales sindicales —como la 
Confederación de Trabajadores de México(cCrM)— se crearon sindicatos modernos y más 
jóvenes —la Federación de Bienes y Servicios, (Fesebes) cuyos dirigentes habían 
desarrollado un vínculo personal con Salinas—; o se buscó modificar la actitud de los viejos 
sindicatos poniendo nuevos dirigentes afines al proyecto salinista —el Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación (SNTE) con la maestra Elba Esther Gordillo) —. Mientras las 
viejas centrales sindicales —medio moribundas— aseguraban la unidad y la disciplina de la 
clase obrera, los nuevos sindicatos tuvieron la misión de introducir a los trabajadores a los 
nuevos códigos de la vida económica. 

La viabilidad del proyecto salinista requería establecer una nueva relación entre el sector 
privado y el Estado: acercarse al sector privado vino a ser una prioridad. La identificación 
generacional y la formación en universidades norteamericanas fueron puentes eficaces. Los 
cuadragenarios del sector privado tenían una visión del mundo distinta a la de sus padres 
(menos reacios frente al gobierno). A pesar de su cercanía con el PAN después de la 
nacionalización de la banca en 1982, para Salinas eran potencialmente “recuperables”. Se 
trataba de construir las pasarelas adecuadas.”* La venta de empresas paraestatales facilitó el 
acercamiento. También la lid electoral, un puesto en algún gobierno estatal o incluso una 
puerta lateral al gabinete desempeñaron un papel similar.?? 

Estas estrategias pretendían revalorizar una vía mixta que premiará la conquista de los 
puestos electorales en detrimento de la vía puramente burocrática (y, por supuesto, 
tecnocrática).Evidenciaban la importancia del quehacer político. Además, subrayaban la 
importancia de integrar —en todos los niveles— los cuadros modernizadores (“los 
conspiradores de la modernidad”) con los viejos cuadros del PRI, cuya participación era 
imprescindible para implantar un proyecto cuyo contenido negaba los principios y las 
prácticas del viejo modelo con el que comulgaban. 

Estas distintas tácticas y estrategias permitieron que la “modernización”, la “reforma a la 
Revolución” o la “reforma del Estado” —como se llame— pudieran ser implementadas a 
través de varios programas y nuevas leyes. 


La reforma del Estado 


Desde el inicio del sexenio, el presidente y su grupo decidieron que la “reforma a la 
Revolución” debía implementarse a una doble velocidad: rapidez para la apertura económica 
y lentitud para la transformación política. En parte, esta estrategia fue producto de una atenta 
observación de los cambios que se gestaban en la URSS en este momento.*% En parte, fue 
producto de los resultados electorales del 6 de julio de 1988 que habían subrayado los efectos 
nefastos de la política de austeridad y el crecimiento negativo sobre la legitimidad política. 
De manera sorprendente, de todas las estrategias posibles, el equipo de la sp? tomó una 
decisión que adquirió una importancia insospechada y pesó enormemente en el proceso 
decisional de la segunda mitad de la gestión: eligió firmar un tratado comercial con sus dos 
vecinos del norte —Estados Unidos y Canadá—. Lejos de ser un mecanismo únicamente 
económico y comercial, el Tratado antes que nada fue producto de un cálculo político: al atar 
comercialmente a México con el resto de América del Norte, el TLCAN aseguraba que la línea 
de conducta económica y comercial escaparía al carácter discrecional de los dirigentes, sobre 
todo si la oposición llegase al poder después de 1994. Desafortunadamente, esta decisión de 
última hora cobró tal fuerza e influencia que sometió todo a sus exigencias y trastocó las 
prioridades en la agenda política. 

Las reformas económicas y comerciales se aprobaron con facilidad y rapidez. El equipo era 
muy homogéneo y reunía tres personajes centrales: dos operadores —el secretario de 
Hacienda, Pedro Aspe, y el secretario de Comercio y Fomento Industrial, Jaime Serra Puche 
(ayudado por el secretario del Trabajo y Previsión Social, Arsenio Farell Cubillas) —, bajo la 
coordinación de José Córdoba Montoya, verdadero cerebro del proceso.** 

Este equipo siguió tres grandes vertientes: estabilizar y sanear la situación financiera del 
país dominada por una hiperinflación, ampliar la privatización de empresas paraestatales y, 
finalmente, acentuar la apertura de la economía hacia el exterior. 

La reconducción de los Pactos —Estabilidad y Crecimiento Económico (PECE) y luego 
Estabilización, Competitividad y Empleo— buscó primero reducir la inflación (a través de la 
política de ingresos y la concertación de precios)”? y luego emprender la transición que 
exigía el TLCAN para remediar las diferencias estructurales del aparato productivo nacional 
(una industria en gran parte obsoleta y un sector agrícola donde muchos ramos se 
encontraban en situación de supervivencia). Se crearon múltiples estructuras ligeras para 
administrar los desajustes.*% Los Pactos permitieron reunir a los principales representantes de 
los sectores productivos y anticipar las negociaciones futuras. Además diferentes órganos del 
Pacto desempeñaron un papel pedagógico: las discusiones internas aleccionaban a los 
interesados respecto al significado de las modificaciones y los encaminaban a colaborar con 
los requisitos de productividad y con la promoción del sector exportador. Por su lado, la 
privatización de las paraestatales tenía como objeto sanear las finanzas gubernamentales: la 
venta de las instituciones bancarias y de Teléfonos de México fueron las más aparatosas.** El 


fomento a las exportaciones y la desregulación de la economía complementaron estas 
medidas. Grandes reformas constitucionales acompañaron este proceso de apertura;*? sin 
embargo, no se modificó la Ley Federal del Trabajo: el gobierno necesitaba del apoyo del 
sector obrero para concluir sus reformas. Salinas diversificó las tácticas con el mundo del 
trabajo: por un lado, reforzó su influencia en los sindicatos oficiales, al tiempo que poco a 
poco los marginaba al crear una corriente sindical moderna, la Fesebes. 

Las escisiones internas del PRI en 1986 y 1987, la formación del Frente Democrático 
Nacional y la difícil situación poselectoral de 1988 subrayaron la urgencia de una reforma 
política. Además, para funcionar de manera satisfactoria el proyecto económico requería de 
actores más autónomos. Sin embargo, en la mente del presidente el proceso democratizador 
debía ser mucho más progresivo que el económico. El terreno de las elecciones fue el lugar 
privilegiado para la apertura democrática. La reforma electoral fue conducida en tres etapas: 
las dos primeras fueron consecuencia de las protestas poselectorales (1988 y 1991) y 
resultaron de las negociaciones entre el PAN y el PRI; la tercera fue producto del conflicto de 
Chiapas y surgió de un arreglo entre el partido oficial (PRI) y el PRD. Las dos primeras 
reformas representaron una apertura controlada del sistema electoral; la principal novedad 
fue la creación del Instituto Federal Electoral, instancia depositaria de la autoridad electoral y 
responsable de la organización de las elecciones. Sin embargo, no se abrieron los candados 
principales que permitían al partido oficial controlar el proceso electoral y el Poder 
Legislativo (“principio de gobernabilidad”). El conflicto que estalló el 1” de enero de 1994, al 
debilitar a la administración salinista, obligó al gobierno a abrir aún más el sistema electoral. 
El 27 de enero de 1994, ocho partidos políticos suscribieron el Acuerdo para la Paz, la 
Democracia y la Justicia, que incluía reformas a las normas electorales. En mayo, se aprobó 
el decreto del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe), que 
otorgaba autonomía a los organismos electorales. 

Las reformas políticas suscitaron fuertes polémicas. El equipo resultaba mucho más 
inestable (vaivén de los secretarios de Gobernación: tres en un solo sexenio) y dividido que 
el grupo económico. Mientras Gobernación perdía poder, dos íntimos de Carlos Salinas se 
encargaron de dos instancias que desempeñaron un papel político esencial: Luis Donaldo 
Colosio, presidente del PRI (primera mitad del sexenio), tenía a bien reconquis-tar la 
legitimidad electoral y formar nuevos cuadros político-partidistas. 

Por su lado, Manuel Camacho Solís, regente de la Ciudad de México, debía recuperar el 
centro político y administrativo del país, caído en manos de la oposición de izquierda en 
1988. Aun cuando formalmente estas tres instancias políticas estaban bajo el mando de la 
Coordinación de la Presidencia (Córdoba Montoya), en realidad el gabinete político nunca 
aceptó plegarse a los dictados de aquel francés naturalizado en fechas recientes. Además, la 
competencia en vista de la sucesión presidencial exacerbaba los conflictos entre ellos. 

Entre las políticas sociales emprendidas durante el sexenio salinista, el Programa Nacional 
de Solidaridad (Pronasol) era pieza clave para el proyecto de reformas del jefe de la nación. 


“Gracias al Pronasol, el Estado pone nuevamente su bandera en las partes más marginadas 
del territorio y busca un nuevo acceso con los ciudadanos.”%* Además, fue el proyecto 
personal de Carlos Salinas de Gortari, y ejemplificaba el nuevo rol del Estado, así como la 
articulación entre las políticas sociales y las políticas económicas. Al buscar la eficacia de la 
inversión en recursos humanos, el Pronasol era muy selectivo: los programas tenían 
destinatario —los más desposeídos—. Debían remediar los estragos que podía encerrar la 
reforma económica. La participación comunitaria fue otra dimensión del programa. Al 
confiar a los beneficiarios las tareas administrativas, este nuevo tipo de gestión favorecía 
modalidades de integración social distintas. Y buscaba recuperar el terreno que el PRI, con la 
organización vertical y rígida de sus cuadros, había perdido en beneficio de las 
organizaciones independientes. Como Jano, el Pronasol tenía una doble cara. Por un lado, 
buscaba restaurar la cultura del México tradicional (prehispánico) al reanimar los lazos de 
socialización comunitaria y colocar en un pedestal al tlatoani, objeto de verdadera 
veneración. Por el otro, su financiamiento, la gestión y evaluación de sus costos eran 
producto de cálculos sumamente modernos (¡los del Banco Mundial!). 

Igual que la política económica, la social se benefició de la cohesión del equipo dirigente. 
Ésta llevaba el sello personal del jefe de la nación: además del Pronasol, que era su criatura, 
los organismos tradicionales (Infonavit, IMSS, ISSSTE, etc.) fueron atribuidos a hombres de 
confianza del presidente. En efecto, representaban el núcleo legitimador de esta reforma del 
Estado: remediar los excesos derivados del nuevo modelo económico. 

A pesar de los esfuerzos que Carlos Salinas de Gortari y su equipo desplegaron para educar 
en los nuevos códigos y valores al resto de las élites y a la sociedad, a pesar de su habilidad 
para acaparar los puestos estratégicos en la función pública y en el partido y los puestos 
electorales, una serie de indicios deja entrever que se ciernen algunas sombras. El 
establecimiento de las grandes reformas constitucionales orientadas a instaurar nuevas 
políticas ha contribuido frecuentemente a aumentar el potencial de conflictos y da la 
impresión de que este equipo está en la cuerda floja. Por otro lado, la visible fragmentación 
del núcleo duro de estos modernizadores es inquietante. En particular, las divisiones que 
reinan en el equipo político es el talón de Aquiles del régimen. 

¿Hasta dónde los choques entre actores y viejas y nuevas estructuras pueden poner en tela 
de juicio la reforma modernizadora? 


Las dificultades del proyecto modernizador 


La sucesión y la escisión del grupo sPP 


El éxito del nuevo proyecto modernizador, en el mediano y largo plazo, descansaba en la 
capacidad del sucesor de consolidar las bases que el propio Salinas y su equipo habían 


empezado a edificar. 

En los tiempos del PRI, la sucesión presidencial se ajustaba a una agenda muy precisa: 
arrancaba con la nueva administración, tomaba fuerza a mitad del sexenio y ocupaba la 
atención del escenario político después del cuarto informe. Por su naturaleza —la conquista 
de un poder sobredimensionado—.*” el proceso 
de sucesión presidencial siempre dividió al equipo presidencial. También tenía que encarar 
los problemas más importantes o visibles que la administración saliente dejaba como 
herencia. Tres parámetros definieron el telón de fondo de las elecciones de agosto de 1994: el 
fantasma de las elecciones de 1988, la firma del Tratado de Libre Comercio con América del 
Norte (TLCAN) y las escisiones de la clase política priista y, en particular, del grupo de la sPP. 

Por un lado, las contiendas electorales se hicieron cada vez más competitivas, pues la 
oposición estaba ganando peso y credibilidad. Sin embargo, salvo cambios menores, el 
proceso electoral seguía dirigido por el gobierno y el partido. Esta mezcla entre viejas reglas 
y nuevas aspiraciones y posibilidades —sin contar la politización creciente de la sociedad— 
hacía de las contiendas espacios cada vez más conflictivos cuyos resultados se presentaban y 
evaluaban en el curso de complejas negociaciones. 

Por el otro, el TLCAN y las renegociaciones de última hora con el equipo demócrata de Bill 
Clinton impusieron diversas presiones sobre el perfil del candidato del partido oficial.*8 Por 
primera vez el control del proceso de sucesión escapaba en parte al presidente en turno: se 
encontraba en Washington, en los pasillos del Capitolio. Además el TLCAN introdujo otras 
paradojas: negaba muchas de las prácticas que eran consideradas del otro lado de la frontera 
como antidemocráticas.*” 

La otra fuente de inestabilidad la constituyeron las fracciones y facciones que se formaron 
durante el sexenio y se acrecentaron durante su segunda mitad. Al descansar la fuerza del 
proyecto en la cohesión del grupo que la dirigía, las fracturas internas afectaron su 
conducción. 

Por un lado, como lo explicó John Womack: 


El proyecto que encabezaba Salinas tenía como finalidad reformar el PRI desde adentro [...] por lo cual tuvo que 
elaborar múltiples estrategias para enfrentarse a la nomenclatura priista: favorecer a algunos de los “jefes” (por ejemplo, 


Carlos Hank González o Francisco Labastida Ochoa), aislar a otros, utilizarlos unos contra otros y organizar nuevos 


movimientos sociales y cívicos para evitarlos y formar las bases de un partido “remodelado”.” 


Por otro lado, la rivalidad entre Manuel Camacho y José Córdoba constituyó el meollo de 
la fractura del clan spp. Esta rivalidad existió desde el principio. La coexistencia de dos 
opciones casi antagónicas era viable durante la gestación del proyecto bajo la conducción de 
Salinas en la sPP (1982-1988). En diciembre de 1988, la creación de la Coordinación de la 
Presidencia (atribuida a José Córdoba) provocó un desequilibrio: ubicada en la cúspide de la 
pirámide administrativa, sometía las demás instancias a sus dictados. Camacho empezó a 
jugar cada vez más como el outsider que representaba otro camino y rápidamente se 
constituyó en fermento de rebeldía.”* El núcleo duro del clan sPP se agrupaba en torno a José 


Córdoba; los hombres de Camacho no provenían del grupo sPP. Impedido 
constitucionalmente para entrar directamente en competencia con Camacho en la carrera por 
la presidencia, Córdoba se forjó un pequeño grupo que integró dignos portavoces de sus tesis 
principales. Entre ellos, Luis Donaldo Colosio no fue el más allegado, pero venció por otras 
razones. Era un hombre de inquebrantable fidelidad al presidente Salinas, quien, desde 
principios de los ochenta, lo había tomado bajo su tutelaje. Ideológicamente, era un puente 
tendido entre dos ligas opuestas: el grupo Aspe-Córdoba, por un lado, y el grupo de 
Camacho, por el otro. Además, gozaba de una amplia experiencia política (puestos 
electorales y puestos en el partido, donde fue oficial mayor y presidente del Comité Ejecutivo 
Nacional) y fue un gran promotor de la nueva política social. Representaba el modelo del 
nuevo político que Salinas había ensalzado. ¡No en balde el presidente le había ofrecido 
conducir el Pronasol, que era su propia criatura! En este marco, el objetivo personal de 
Colosio consistía en aterrizar el proyecto, que hasta la fecha había sido destinado 
principalmente a los dos extremos sociales (los muy ricos y los muy pobres), hacia la 
econoj283mía social y las clases urbanas medias. Frente a la pretensión camachista de ser el 
sucesor y la imposibilidad constitucional de Córdoba, Colosio vino a sustituir al jefe de la 
Oficina de la Presidencia en el enfrentamiento “Córdoba-Camacho”. 


Inestabilidad y violencia: 
los ataques al proyecto modernizador 


Pese al cuadro optimista con que parecía acabar la gestión de la reforma de la Revolución, en 
la noche del 31 de diciembre al 1” de enero de 1994, la irrupción de un movimiento rebelde 
en el estado de Chiapas fue el primero de los acontecimientos que pusieron en tela de juicio 
los principales parámetros del nuevo proyecto. 

Con el conflicto chiapaneco, el “México bronco” que se creía extinguido por los golpes de 
la modernidad reapareció de pronto. La imprevisibilidad, carácter repentino e intensidad del 
conflicto, además de la parálisis de la que al respecto hizo gala este equipo, normalmente tan 
hábil y veloz para resolver las situaciones, pusieron en juego la estabilidad del régimen y 
golpearon fuertemente la legitimidad del poder. Paralelamente, la solución que adoptó el 
presidente Salinas reabrió un periodo crítico: un cese al fuego unilateral y el nombramiento 
de un comisionado para la paz en la persona de Manuel Camacho. El ambiente se enrareció: 
el comisionado adquirió rápidamente mucha visibilidad, empezó a opacar la campaña del 
candidato oficial al tiempo que hizo pública su pretensión para reabrir el periodo de sucesión 
a su favor. El magnicidio de Luis Donaldo Colosio, el 22 de marzo de 1994, inició un nuevo 
periodo de incertidumbre al provocar la mayor crisis política y financiera del sexenio. En el 
plano político, reinstauró un nuevo periodo de presiones internas y potenció nuevas fracturas 
dentro de la clase política. En el plano económico, colocó al país al borde de un colapso 
cambiario que sólo logró ser contrarrestado por el prestigio y talento de Pedro Aspe. 


Finalmente, el asesinato de José Francisco Ruiz Massieu, secretario general del PRI y amigo 
de Salinas, volvió a enfriar el optimismo que empezaba a cundir entre los hombres de la SPP 
después del éxito de la jornada electoral.”? Este segundo crimen reabrió el ciclo de 
inestabilidad política y económica que las elecciones del 21 de agosto parecían haber 
alejado.”? Debilitaron una economía que ya había sido afectada desde principios de 1994.”* 


La gestión de Zedillo: ¿continuidad o ruptura 
con el proyecto modernizador ? 


El doctor Ernesto Zedillo Ponce de León fue electo presidente el 21 de agosto de 1994 en una 
contienda electoral excepcional por tres razones: fue muy concurrida (78% de los electores 
registrados); en contra de lo que se esperaba, el candidato del partido oficial ganó con 
bastante holgura (50.2%) en las elecciones más vigiladas y creíbles que el país haya conocido 
hasta la fecha.?? 

Las condiciones en las que fue designado Zedillo no dejaban augurar tal éxito. En efecto, 
el asesinato de Luis Donaldo Colosio había reabierto el proceso de sucesión. En poco tiempo 
y en condiciones difíciles, el PRI tuvo que prepararse a designar un nuevo candidato.”* A 
pesar de las múltiples versiones que corrieron,” la candidatura de Ernesto Zedillo parecía 
lógica: no estaba impedido constitucionalmente (artículo 82, fracción sexta) y formaba parte 
del grupo SPP, por lo que aseguraba la continuidad del proyecto y, sobre todo, por haber sido 
coordinador de campaña de Luis Donaldo Colosio prometía de cierta manera respetar la 
voluntad del candidato fallecido (y podía ser aceptado por los colosistas). 

Sin embargo, por otro lado, Zedillo era un hombre distinto de sus predecesores. Nacido y 
criado en Mexicali, por su trayectoria familiar, educativa y cultural era producto de una 
cultura híbrida: mexicana y estadunidense. Además provenía de un medio socioeconómico 
modesto.”é En relación con el proyecto sPP, no sólo sus relaciones fueron tardías, sino 
además representaba más bien el prototipo del tecnócrata —un brillante economista sin 
ninguna experiencia política, a diferencia de Colosio—.”? 

Tanto su discurso de campaña como su discurso de toma de posesión definieron sus 
grandes prioridades, al tiempo que situaron su gobierno como continuación del anterior.9% 
Retomando las grandes líneas que Colosio había enunciado en su famoso discurso del 4 de 
marzo (semanas antes de su muerte), Zedillo prometió un “desarrollo sostenible”, es decir, un 
crecimiento económico orientado al bienestar familiar, y enfatizó la prioridad de un Estado 
de derecho y de justicia. Allí estaban en germen algunas de sus ideas en el plano político que 
lo llevaron a establecer una “sana distancia” con el partido oficial. De alguna manera, la 
gestión zedillista se autopresentaba como la fase de aterrizaje del paradigma modernizador. 

La constitución del primer gabinete lo reafirmó. Con excepción de Pedro Aspe y de 
Francisco Gil Díaz, los allegados de Carlos Salinas conservaban el dominio de la conducción 


económica. El Distrito Federal y la Secretaría de Relaciones Exteriores también estaban 
dirigidos por dos economistas que habían ejercido responsabilidades elevadas durante el 
gobierno anterior. Como complemento del programa económico, la política social quedó bajo 
control salinista. En cambio, en el plano político, Zedillo se independizó de su predecesor: la 
política interior se la encargó a un hombre de su entera confianza, Esteban Moctezuma 
Barragán, pese a su juventud y gran inexperiencia. Y el mandatario puso entre las manos de 
la oposición (PAN) una de las instancias fundamentales en estos tiempos difíciles: la 
Procuraduría General de la República.?! En este primer gabinete se podía contar con los 
dedos de la mano a los viejos cuadros del PRI. 

Sin embargo, pocos días después —el 21 de diciembre—, la fuerte devaluación del peso 
(“un madruguete cambiario”) marcó la primera gran fractura entre las dos gestiones; enterró 
la buena relación entre los dos mandatarios. Salinas de inmediato pidió ser desligado 
oficialmente del problema (deseo que quedó incumplido), mientras que, a los pocos días, su 
hermano mayor Raúl Salinas de Gortari fue encarcelado, acusado de ser el autor intelectual 
del asesinato de José Francisco Ruiz Massieu. En unos días, Carlos Salinas perdió una gran 
parte de la fuerza que había conservado: tuvo que renunciar a su candidatura a la 
Organización Mundial del Comercio (omc) y salir al exilio. Por otro lado, el programa de 
rescate financiero que propuso Bill Clinton, el 10 de enero de 1995, para ayudar a resolver la 
crisis —un préstamo de 50 000 millones de dólares— afianzó los compromisos y las 
orientaciones de la política económica que México había adquirido al firmar el TLCAN. La 
política social zedillista será muy influenciada por las opciones económicas elegidas. Dentro 
del Programa Integral para Solucionar la Pobreza Extrema, el Progresa estuvo enfocado y 
diseñado para atacar las causas de la pobreza extrema y no tuvo la cobertura que tenía el 
célebre Pronasol.9% Por otro lado, en respuesta a las nuevas circunstancias creadas por el 
debilitamiento de la presidencia y la descentralización del poder político, Zedillo introdujo 
una ley en 1997 para transferir el presupuesto dedicado a la infraestructura física y social a 
los gobiernos locales (estatal y municipal). Finalmente, los componentes del sistema 
autoritario se debilitaron en beneficio del fortalecimiento de las nuevas instituciones 
democráticas. Esto fue producto de las circunstancias (crecimiento de la oposición tanto de 
izquierda como de derecha) y del compromiso personal del jefe de gobierno para llevar a 
buen término la democratización del país (como parte de la modernización). Los desafíos en 
términos de gobernanza que implicaban tanto las dificultades económicas como políticas — 
desde el EPR, el movimiento de los deudores (El Barzón), el poder creciente de los 
narcotraficantes y la rebelión de los “dinosaurios”— eran tales que, durante los dos primeros 
años, se habló de ingobernabilidad. 

Entre ellos, uno de los problemas más complicados y nunca totalmente resueltos para 
Zedillo —que nunca se sintió identificado con el partido oficial— fue definir una nueva 
relación entre el presidente y su gobierno y el PR1.94 Desde enero de 1995 abrió el diálogo 
con los partidos de oposición para reformar de manera “definitiva” el código y los procesos 


electorales. Fue un proceso muy largo que culminó en agosto de 1996 con la construcción de 
una autoridad electoral imparcial. Por otro lado, en febrero de 1995, durante el discurso del 
78 aniversario de la Constitución, anunció a su partido que “no habría privilegios afuera de la 
ley”.89 Una política económica (Iva) y reformas de programas sociales (Imss) poco populares 
alentaron el distanciamiento del PRI que, además de sentirse despreciado, no quería pagar los 
costos de estos programas que no reconocía como suyos.** Las elecciones intermedias del 6 
de julio de 1997 concretaron los cambios que se estaban gestando a nivel político. Por 
primera vez el partido oficial perdió la mayoría en la Cámara de Diputados, aunque siguió 
siendo el grupo político más importante (con 239 escaños sobre 500). Empezó un periodo 
extraño de cohabitación, a semejanza de lo que sucedió en Francia con Mitterand y luego con 
Chirac.?” La oposición tuvo entre sus manos por primera vez la posibilidad de no aprobar el 
presupuesto de egresos, revisar la cuenta pública y aprobar —o no— iniciativas 
presidenciales en materia de impuestos y empréstitos. Asimismo, aumentaron las 
comparecencias ante los legisladores de los servidores públicos y se multiplicaron los 
contactos con la sociedad civil (mesas redondas, foros, etc.). Las elecciones de 2000 
profundizaron los cambios iniciados en el Congreso de la Unión. Al pasar la presidencia a un 
partido diferente al PRI, se rompió la dinámica de ligazón entre el PRI y el presidente.*% Esto 
atestigua también el éxito de Ernesto Zedillo en el campo político: llevó a cabo su proyecto 
democratizador. 

A la vista de estos resultados, ¿hasta dónde este sexenio recogió e hizo prosperar la 
propuesta que nació en la spp y hasta donde fue su sepulturero? 

Si el sexenio de Zedillo marcó una ruptura tajante con el fundador y gran arquitecto del 
proyecto spp —Carlos Salinas de Gortari—, en varios aspectos prosiguió con dicho proyecto. 
Por un lado, muchas de las estructuras y programas creados con Salinas quedaron en pie 
(TLCAN, privatizaciones, acercamiento con el PAN). Y, en general, el rumbo de la política 
económica prosperó. En cambio, se desvirtuaron los proyectos políticos y sociales que Carlos 
Salinas tenía en mente. La “sana distancia” con el PRI que preconizó Zedillo estaba muy 
alejada de la meta que tenían tanto Salinas como el propio Colosio: renovar al PRI 
“construyendo un nuevo poder popular para fines de siglo”.9% El debilitamiento de 
instituciones como la Presidencia y sus efectos colaterales (que el partido perdiera las 
elecciones) tampoco eran resultados buscados por Salinas. En opinión de Salinas, sólo el 
gradualismo en la transición democrática aseguraría al grupo sPP conducir su proyecto a buen 
puerto. Finalmente los programas sociales —tal y como los concibió la administración 
zedillista— correspondían a un enfoque “neoliberal”, bastante alejado de los principios que 
auspiciaba el liberalismo social. Si bien es cierto que bajo la presión del PRI Zedillo tuvo que 
aceptar regresar al nacionalismo revolucionario, en realidad, colocó su gestión bajo los 
auspicios de “un liberalismo sin adjetivos”. 


Una evaluación del nuevo proyecto modernizador 


Si el diseño y el arranque del proyecto de reforma tuvieron éxito, en cambio las modalidades 
utilizadas para implementarlo provocaron tensiones y conflictos —adentro y afuera del PRI— 
que alentaron la aparición de fenómenos inusuales y sinónimos de un grave retroceso 
(violencia, crímenes, guerrilla, etc.). ¿Por qué se han desatado tales fenómenos?; ¿qué 
mecanismos agredieron en el sistema para originar tales respuestas y resistencias? Y, 
finalmente, frente a esto: ¿hasta qué punto —y en qué términos— el nuevo proyecto ha 
logrado cuajar? 


Las restricciones de la herencia revolucionaria 


El sistema político mexicano dispone de diversos mecanismos que han sido los pilares sobre 
los cuales se ha asentado el régimen. Un reformador no puede dejar de integrar en sus 
cálculos las restricciones de la herencia revolucionaria. En otros términos, los 
modernizadores no pudieron hacer tabula rasa del pasado (dar un salto al vacío); en todo 
momento tuvieron que recuperar y reintegrar los viejos moldes. 

La vinculación histórica con el legado revolucionario es central. Consciente de la eficacia 
de los símbolos,? Salinas abordó los asuntos tabúes recurriendo a un acto de prestidigitación 
retórica: presentó su reforma como “el regreso a los orígenes”. El nacionalismo —defensa de 
la patria y la soberanía nacional — es un componente cuya fuerza emotiva encierra una gran 
capacidad de movilización. La Revolución mexicana generó una idea doctrinaria del 
nacionalismo a la que, a partir de los años cuarenta, se integrarán una política económica, una 
práctica política y una práctica social. Esta asociación hecha credo impone una presión 
enorme al reformador: de allí la necesidad para Salinas —al dar un salto al vacío abriendo el 
país al exterior y jugando con los socios del Norte— de multiplicar sus intervenciones 
públicas para tranquilizar a la población sobre el carácter nacionalista de las reformas. La 
búsqueda de la armonía y del equilibrio es otra regla implícita del sistema. En un régimen en 
que, como lo recuerda en todo momento José López Portillo en sus memorias,?* el presidente 
es “el gran equilibrista”, la búsqueda del justo medio orienta los cálculos de los que toman 
decisiones. Ése es uno de los mecanismos compensatorios del centralismo exacerbado 
implícito en el presidencialismo a la mexicana. Obviamente, es una limitante fuerte en un 
momento de gran cambio. Esta búsqueda constante del equilibrio se manifiesta en todos los 
planos: las políticas de inclusión de las diversas fracciones priistas en la conformación de los 
gabinetes son un buen ejemplo de ello. Permiten conservar el apoyo de los miembros 
políticamente importantes de la sociedad mexicana, es decir, de los que controlan suficientes 
recursos para amenazar la estabilidad del sistema si así lo deciden. Por ello, Salinas recuperó 
gran parte del personal que había trabajado con Luis Echeverría. Por otra parte, los 
engranajes del sistema sólo pueden tocarse parcialmente; pero no hay regla. Muchas veces 
los reformadores estimaron necesario insertar nuevas estructuras en un marco antiguo; otras 


veces modificaron los equilibrios internos de las organizaciones o bien crearon estructuras 
ligeras intersecretariales para obstaculizar los feudos burocráticos que provocaban la 
esclerosis del tejido administrativo. 

Todo esto encaminó a este grupo a adoptar modalidades que el mismo proyecto recusaba. 
Para crear espacios políticos favorables a la reforma, Salinas jugó constantemente: estableció 
un pacto con ciertos grupos de su partido (Hank González) o con partidos de oposición (el 
PAN) y reintegró a los cuadros reticentes colocándolos en estructuras obsoletas destinadas a 
desaparecer. En este juego sólo se elimina políticamente a los herejes —-Cuaúhtemoc 
Cárdenas y su partido— o a los traidores como la Quina.?? Por privilegiar estrategias que 
evitaban toda ruptura brusca con el legado revolucionario, el pequeño grupo de innovadores 
bajo la conducción de Carlos Salinas tuvo que matizar y postergar temporalmente la 
instauración de nuevos mecanismos de mediación, atenuando así el alcance y la eficacia de 
sus reformas. 

La adopción pragmática de viejos moldes para hacer cuajar los nuevos credos ha implicado 
a adoptar ciertas formas de representación que estaban en contraposición total con el 
recetario y la ideología en ciernes del proyecto modernizador. Se utilizaron de manera 
excesiva los mecanismos representativos cristalizados en torno a administraciones tutelares 
del modelo posrevolucionario (a contrapelo de la nueva filosofía de la representación que 
protagonizaba este grupo). El presidencialismo exacerbado que ejerció Carlos Salinas de 
Gortari lo ejemplifica: muchas veces remitió a lealtades personales en contra de lo que 
rezaban los nuevos códigos; también utilizó la cooptación a la antigua (concertacesiones, por 
ejemplo), que descansaba sobre una gran discrecionalidad y reglas implícitas contrarias a las 
nuevas normas. Indudablemente, este dualismo pervirtió el modelo preconizado. 

Por otro lado, la spp, como escuela de reclutamiento y de formación de un nuevo personal 
político, no duró lo suficiente para consolidar los conocimientos, los valores y el ethos del 
grupo y desterrar asimismo los vicios formales del sistema. Ante la fuerza de atracción de la 
sucesión, el proyecto acabó por pasar a un segundo plano y el espíritu de unidad se apagó 
antes de haber cuajado. Por su parte, los viejos cuadros del sistema se sintieron desplazados, 
sin perspectiva futura, enclaustrados en puestos menores cuando no se les sacaba de la jugada 
llanamente. Rebelión y revancha fueron ingredientes naturales en la composición de sus 
tácticas hacia el futuro. 

Al privilegiar en el lanzamiento de su proyecto económico a los grandes empresarios y al 
sector exportador, Salinas creó nuevos excluidos y además fomentó una mayor disparidad y 
desigualdad social. Esto iba en contra del espectacular restablecimiento de la economía, que 
era la mejor carta que podían mostrar Salinas y su grupo. Ipso facto, después del “error de 
diciembre” de 1994, se reanudaron los viejos debates entre “tecnócratas” y “políticos” sobre 
el proyecto de desarrollo del país, lo cual representa un fracaso para el equipo sPP. A pesar de 
ello, la firma del TLCAN impidió cualquier marcha atrás: el proyecto económico prosiguió 
adelante. Si bien había representado una apuesta muy costosa en su momento, tal y como lo 


había preconizado Salinas, el tratado era también la manera de consolidar el proyecto spPP en 
su parte económico-financiera. Sin embargo, en contra de toda previsión, el TLCAN —por su 
esencia liberal— jugó en contra de los objetivos que perseguía el proyecto salinista en su 
programa político y social. 

Era difícil que la apuesta del liberalismo social cuajara tal y como fue presentada por el 
equipo de la spPP. Al parecer, coexistían instituciones y actores pertenecientes a dos 
tradiciones político-administrativas —de alguna manera antagónicas—: el nacionalismo 
revolucionario, por un lado, y el liberalismo económico, por el otro. Si bien el liberalismo 
económico había tomado fuerzas a finales del siglo xx, la crisis financiera de ese momento 
podría implicar el regreso a un estatismo más fuerte. 

En todo caso, esta oscilación es de alguna manera un indicio del fracaso relativo del 
proyecto modernizador tal y como había sido diseñado por el equipo de la spp. 


* Centro de Estudios Internacionales, El Colegio de México. 


l Francois-Xavier Guerra, México: del antiguo régimen a la Revolución. FCE, México, 1988. Véase en particular el cap. 
VI del t. l, “Pueblo moderno y sociedad tradicional”, pp. 182-245. 


2 Citado en Isabelle Rousseau, Modernidad con pies de barro, CEMCA, México, 1995, p. 22 
3 Héctor Aguilar Camín, Después del milagro mexicano, Cal y Arena, México, 1990, pp. 26-27. 


4Se proclamó hijo legítimo del general Lázaro Cárdenas, asociando así su administración con los mitos fundadores de la 
nación. 

>El gasto público se incrementó fuertemente (116.5%) y el sector público vino a ser el principal empleador de la nación 
(14% de la población activa, al final de su gestión, contra 4.8%, en 1970). Además, en seis años el número de empresas 
paraestatales creció de 84 a 845. 


S Los cargos político-electorales, que estas élites educadas y ambiciosas despreciaban, fueron abandonados a los 
“incultos”. John Bailey, Governing Mexico: the statecraft of crisis management, St Martin Press, Nueva York, 1988, p. 111. 


7 Paralelamente, las asociaciones profesionales y estudiantiles (en particular el Colegio Nacional de los Economistas 
versus la Barra Mexicana de Abogados) eran órganos de integración y de politización con peso en el proceso de decisión e 
influían en la designación de los candidatos a los diversos puestos de elección. Ofrecían una orientación general para el 
desarrollo del país. 


8 «Está alejado de la vieja guardia burocrático-política que ha remplazado sin rubor durante su ascenso, pero que a pesar 
de todo sigue llevando las riendas de las redes corporativistas [...] Su antagonismo visceral hacia los economistas y 
financieros “ortodoxos” tiene repercusiones inmediatas en el comportamiento de todo el sector privado ante él.” Isabelle 
Rousseau, México: ¿Una revolución silenciosa? 1970-1995 (Élites gubernamentales y proyecto de modernización), Colmex, 
2001, p. 107. 


*-Sin embargo, el núcleo duro de su equipo económico fue constituido por sus ex colegas en la Comisión de 
Administración Pública (CAP), que dirigió durante la administración de Díaz Ordaz. Era una entidad que realizaba análisis 
para mejorar la eficacia administrativa y promover el desarrollo social y económico del país. 


10 La reforma política era una estrategia dirigida a atenuar la astenia electoral y prevenir los conflictos sociales que la 
izquierda intentaba recuperar a su favor. La encabezó Jesús Reyes Heroles, un ideólogo dotado de mucho prestigio personal 
y amplia experiencia como estratega político. Era un hombre que gozaba de la confianza del Presidente y que presentaba 
ventajas importantes: por ser hijo de extranjero, estaba excluido de la futura contienda para la sucesión y su resentimiento 
hacia Luís Echeverría era un freno en contra de la influencia de los echeverristas, que todavía ocupaban puestos de 
importancia en las diversas esferas del sistema 


1 La Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHyCP), la Secretaría de Patrimonio Nacional (Sepanal) y la Secretaría 
de la Presidencia. 


12 La SPP y el PGD eran las mejores cartas que tenía López Portillo entre las manos (eran su aportación personal para el 
proyecto de modernización del régimen). 


13 Carentes de su arena principal, los economistas planificadores circunscribieron sus luchas al seno de El Colegio 
Nacional de Economistas; sin embargo, ya no representaron ningún peligro real. 


14 Colocó al joven Carlos Salinas de Gortari como secretario técnico del gabinete económico y a Alfredo del Mazo a la 
cabeza del Estado de México. 


15 Las estadísticas de 1982 revelan la profundidad de la recesión: el PIB registraba una tasa de crecimiento negativa 
(-0.2%), la inflación alcanzaba tasas inusitadas (100%), el desempleo se había duplicado y la deuda externa rebasaba los 80 
000 millones de dólares. 


16 El centralismo y el personalismo presidenciales buscaron remediar la ausencia e ineficacia institucional. 


17 En efecto, entre 1979 y 1982, la SPP agrupó hombres cuyo identificador común era la lealtad hacia De la Madrid, un 
precandidato con posibilidades fuertes de ganar en la contienda interna del PRI para la Presidencia. Oriundos de diferentes 
generaciones, el personal de la SPP provenía de distintas tradiciones administrativas. 


18 De la Madrid ofrecía un perfil distinto al de sus antecesores: si bien, como la mayoría de los políticos mexicanos, 
había cursado una licenciatura en derecho en la UNAM, tenía un posgrado en administración pública realizado en la Escuela 
de Gobierno J. Kennedy, de la Universidad de Harvard. Además, había realizado casi toda su trayectoria profesional en el 
sector financiero y no gozaba de ninguna experiencia político-electoral. 


19 La economía se “petrolizó” al coincidir dos fenómenos: el descubrimiento de impresionantes yacimientos en el sureste 
del país y niveles récords del precio del barril de crudo. A partir de este momento, México se orilló hacia la exportación 
masiva de crudo. 


La mayor parte de los miembros de su gabinete provenía del sector financiero: atestiguaba su cercanía personal con 
De la Madrid (colaboración en puestos anteriores). 


21 Basada en metas claras, la planeación aparecía como un instrumento técnico, neutro y objetivo que parecía evitar la 
imprevisión y la anarquía en la toma de decisiones. Era una manera hábil de restituir una confianza mínima en el sistema al 
asegurar que las decisiones no se politizarían. Cf. Miguel de la Madrid, La política de la renovación, Diana, México, 1988, 
pp. 61-71. 


22 Las instancias políticas (en particular Gobernación y el PRI) desempeñaron un papel importante en las elecciones 
locales e intermediarias. Sin embargo las batallas mayores se desarrollaron entre las dos entidades económicas: Hacienda y 
la SPP. 


2 Conla agudización de la crisis (el sismo y la brutal caída de los precios del petróleo), las propuestas clásicas — 
austeridad versus moratoria— ya no eran herramientas útiles. Tomando en cuenta la problemática social y política del país, 
el equipo reunido en la SPP adoptó una nueva propuesta elaborada en concertación con Washington, el Plan Baker. Según 
esta propuesta, el deudor tenía que crecer para poder transferir fondos al exterior; también ponía énfasis en la 
corresponsabilidad de los actores, el deudor y los acreedores. 


24 Los riesgos los comparten no sólo la banca comercial, sino también los organismos financieros internacionales y los 
gobiernos de los países industrializados. 


25 En la Sedue, organismo que habían colonizado, implementaron políticas de vivienda, desarrollo urbano y medio 
ambiente, además del programa de reconstrucción habitacional en el Distrito Federal después del sismo. 


Les permitió gozar de un poder considerable al repartir los fondos asignados a los diversos programas de desarrollo 
local. 


27 Eran hombres jóvenes que pertenecían a la misma generación, la que presenció los acontecimientos del 68 (por lo que 
rechazará de manera visceral el empleo de la fuerza y de la violencia). En su mayoría, poseían un posgrado (doctorado en 
economía, sobre todo), realizado en una universidad estadunidense de prestigio: MIT, Yale, Harvard, etcétera. 


28 Para mayor información sobre el perfil del grupo de la SPP, cf. Isabelle Rousseau, México: ¿Una...?, op. cit., pp. 235- 
240. 


29 Presentes ya en su tesis de licenciatura, sus grandes ideas se confirman en la doctoral. Allí se encuentran esas grandes 
ideas que tomarán forma después en el Programa Nacional de Solidaridad. 


30 El decálogo que presentó en la revista Nexos, núm. 158 (1991) explicaba los principales axiomas y conceptos que 
guiaron sus acciones. 


31 El 22 de julio de 1985, el nuevo programa de ajuste —el Mini-PIRE (mini Plan Inmediato de Reconstrucción 
Económica)]— afectó la SPP, que perdió una parte de sus estructuras (dos subsecretarías) y de su personal. 


32 Manuel Camacho Solís, uno de los principales operadores intelectuales del equipo de la SPP, en coordinación con 
Manuel Aguilera, implementó en el Distrito Federal un programa que, al atender las demandas de las personas afectadas por 
el sismo, buscaba descongestionar la presión social que se había generado. 


33 E] pretexto para la ruptura es la imposición de Carlos Salinas como candidato a la presidencia. 


34 Ante el anuncio oficial de la caída del sistema de cómputo electoral, duda, especulaciones y rumores empañaron los 
resultados que dio a conocer después de siete largos días la Comisión Federal Electoral. No sólo la victoria del candidato 
oficial era muy estrecha en relación con su contrincante más cercano, sino que además era muy cuestionable. La legitimidad 
misma del partido y del candidato estaba en juego. 


35 Isabelle Rousseau, Modernidad con pies..., Op. Cit., p. 150. 
má Cf. Francisco-Xavier Guerra, op. cit., t. 1., cap. TI. “Vínculos y solidaridades”, pp. 126-181. 


37 «Más vale que México ocupe el último rango entre las naciones del primer mundo y no el primero entre los países del 


Tercer Mundo”, solía decir Salinas. 
38 Manuel Camacho Solís, Cambio sin ruptura, Alianza, México, 1995, p. 143. 
dd Francois-Xavier Guerra, op. cit., t. IL, cap. VIIL, “El despertar del radicalismo”, pp. 9-76. 
40 Primer Informe a la nación. 


41 El liberalismo social no era un concepto nuevo en México: lo encontramos en la asamblea Constituyente de 1857, con 
las corrientes minoritarias de Ignacio Ramírez y Ponciano Arriaga, y luego quedará presente a nivel nacional. A nivel 
internacional, representa un camino medio entre el estatismo y el libre mercado. En Alemania, Ralf Dahrendorf es uno de 
los principales expositores del liberalismo social (Congreso del Partido Liberal alemán, 1986). 


42 Luis Donaldo Colosio era todavía el presidente del partido. “A los pocos días, el PRI decidió incorporar a sus 
documentos básicos la propuesta del liberalismo social”, Carlos Salinas de Gortari, México: un paso difícil a la modernidad, 
cap. X, Plaza y Janés, Barcelona, p. 309. 


43 Isabelle Rousseau, Modernidad con..., op. cit. 
e Chávez, “Sólo seis secretarios del gabinete inicial ocupan todavía su cargo”, El Financiero, 27 de abril, 1994, p. 57. 


45 El arresto de la Quina sirvió para cooptar a una buena parte de los integrantes de la izquierda radical, muchos de ellos 
ex guerrilleros que no lograban identificarse con el PRD, demasiado versado en prácticas clientelares. 


46 Claude Gilbert, “Le Mexique, des hauts fonctionnaires introuvables?”, en J. Leca, La haute administration et la 
politique, París, PUF, 1986. 


47 El PRD denunció el asesinato de un número impresionante de sus militantes durante esta gestión. 


En Reaparecieron nombres ligados al grupo de Díaz Ordaz (Antonio Ortiz Mena, director de Banamex y Carlos Hank 
González, secretario de Turismo y luego de Agricultura). Ignacio Ovalle, Francisco Javier Alejo y Fausto Zapata 
representaban el grupo echeverrista, mientras dos figuras emblemáticas de la nacionalización bancaria (Carlos Tello y José 
A. de Oteyza) recordaban el lopezportillismo. La designación de ex dirigentes del PRI manifestaba la voluntad de recuperar 
las diferentes facciones de ese partido. En contradicción con los usos y costumbres, cercanos colaboradores de De la Madrid 
fueron llamados a altos puestos en el nuevo gobierno (Emilio Gamboa, Andrés Massieu, Manuel Alonso, E. Díaz Ballesteros 
y José Gamas Torruco). También el sector privado fue integrado con la presencia de Claudio X. González, el ex presidente 
del Consejo Coordinador Empresarial (CCE). Bajo la dirección de Carlos Tello, el Consejo Consultivo de Pronasol reagrupó 
a miembros del Partido Mexicano Socialista (PMS), así como a figuras del Partido Acción Nacional (PAN) o eminentes jefes 
de empresas. Finalmente, la atribución de dos secretarías de Estado y uno de los sectores del PRI (el popular: la CNOP) a 
mujeres fortaleció esta imagen de apertura. 


49 También, Salinas utilizó estos cuadros de izquierda para contrabalancear la imagen demasiado liberal de los 
tecnócratas. Este fue el caso de Gustavo Gordillo de Anda, que integró la subsecretaría de Desarrollo Político en la SARH. 
Por la importancia simbólica del campo, era necesario atenuar el mensaje demasiado neoliberal que traía consigo Luis 
Téllez. 


5% Era un puesto esencial, pues se trataba de recuperar una megalópolis que había votado masivamente a favor de 
Cuaúhtemoc Cárdenas en 1988. 


51 La oficina de la Coordinación de la Presidencia de la República, creada el 7 de diciembre de 1988 por acuerdo 
presidencial, era una entidad dotada de una capacidad de intervención enorme, que englobaba todos los sectores. Su 
inquilino, José Córdoba Montoya, era una persona ideal para Salinas: brillante intelectual de origen francés, no podía 
desarrollar un juego personal por no ser presidenciable. Allí Córdoba continuaba con el trabajo que había realizado desde 
inicios de los ochenta en la Dirección General de Políticas Económicas y Sociales de la Secretaría de Programación y 
Presupuesto. 


22 El domingo 18 de agosto de 1991, 24 millones de mexicanos van a votar (alrededor del 60% de los inscritos). Una 
muy amplia mayoría vota a favor del partido en el poder. En tres años, el PRI ha recuperado casi 4 millones y medio de 
votos. 


53 Además de aprobar la gestión de Salinas, los resultados electorales evidenciaron la labor y la capacidad política de 
otro miembro dominante del grupo SPP —el presidente del partido, Luis Donaldo Colosio—, cuya imagen se había 
deteriorado con la pérdida del estado de Baja California en 1990. 


94 También su misión era desbaratar los viejos feudos que amenazaban con oponerse a las nuevas leyes. 


55 Al lado de estos economistas, fueron nombrados viejos militantes de izquierda, especialistas en educación, que 


acababan de acercarse al sistema (Olac Fuentes Molinar y Gilberto Guevara Niebla). Ofrecían la ventaja de ser libres de todo 
compromiso con las viejas clientelas de la SEP y prometían una búsqueda creativa de nuevos modelos educativos. Por otro 
lado, eran políticos conocedores de los hábitos y actitudes del viejo corporativismo de la educación que representaba el 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE). 


8 El campo de acción de Sedesol es atender los efectos perversos del modelo económico: la lucha contra la desigualdad 
y la defensa del medio ambiente. Son políticas dotadas de muchos recursos que otorgan a Salinas un prestigio de muy bajo 
costo. 


57 Además, el presupuesto de Pronasol es elocuente: entre 1989 y 1994 las inversiones federales del programa se 
multiplicarán por siete. 


58 Una de las más conocidas fue la Liga de los Hombres de Negocios Nacionalistas (creada por Alberto Santos y Javier 
Lobo Morales, dos empresarios de Monterrey). 


59 En las elecciones de 1991, más del 15% de los candidatos a la ARDF, la Cámara de diputados o el Senado provenían 
del “cuarto sector”. Las candidaturas se repartían entre el PRI, el PAN y a veces el PRD. 


60 En opinión de Salinas, uno de los errores de Gorbatchov fue el de combinar los cambios políticos con la apertura 
económica; esto provocó la pérdida de control y de coherencia del plan de liberalización económica. Además, pensaban que 
los cambios culturales y de valores que están asociados a los cambios políticos requieren más tiempo para ser asimilados por 
la población. Sin duda, este grupo quiso retrasar los cambios políticos para conservar el control sobre la velocidad de las 
transformaciones económicas (que se aprueben rápidamente sin negociaciones). 


61 No sólo era un equipo que compartía la misma visión macroeconómica, sino que además sus expectativas para la 
sucesión presidencial no podían fomentar divisiones: sólo Pedro Aspe —mexicano por nacimiento y ascendencia— podía 
pretender suceder a Salinas (aunque para muchos tenía un cariz demasiado aristocrático). 


62 Se renegoció exitosamente la deuda externa del sector público para reducir el pago de intereses y de capital (labor de 
Pedro Aspe) y se reformó el sistema fiscal para asegurar impuestos estables (labor de Francisco Gil Díaz, subsecretario de 
Ingresos). 


63 La Comisión de Supervisión y Evaluación del Pacto (CSEP), que coordinó los esfuerzos de los sectores productivos e 
identificó sus problemas (a partir de 1992), o el Acuerdo Nacional para Elevar la Productividad y la Calidad (ANEPC). 

64 La Unidad de Privatización de Entidades Paraestatales se encargó de organizar las ventas. Los recursos obtenidos se 
depositaron en un Fondo de Contingencia Económica destinado a rembolsar los intereses de la deuda pública y respaldar los 
programas sociales. 

65 Las más connotadas fueron la reforma al artículo 28 de la Constitución (privatización de las instituciones bancarias), 
la reforma a las relaciones Estado-Iglesia (artículos 3%, 5%, 24, 27 y 130) y la ley de asociaciones y de culto público. 


66 D. Pécaut y M-F. Schapira, “La recherche d'une nouvelle légitimité”: le Programme National de Solidarité”, 
Problemes d'”Amérique latine, núm.5 (1992), p. 92. 


id Jorge G. Castañeda, La herencia. Arqueología de la sucesión presidencial en México, Alfaguara, México, 1999. 


68 En efecto, de no ser aprobado el Tratado por el Congreso estadunidense, el PRD y su candidato Cuauhtémoc Cárdenas 
hubiesen sido muy fortalecidos (y Salinas muy debilitado); sólo Manuel Camacho hubiera tenído el tamaño suficiente para 
enfrentar a un PRD revigorizado. De no ser así, la figura de Cárdenas perdería importancia y daría libertad a Salinas para 
designar a su sucesor. 


62 Más que nunca el asunto de la transparencia fue elemento clave, no sólo para acreditar los resultados de las 
elecciones, sino también para fortalecer la confianza de los socios comerciales. 


70 Sohn Womack, El Financiero, 20 de octubre de 1995, p. 39. 


71 E] regente se acercó a una izquierda no dogmática y se alejó de los Estados Unidos, mientras que una parte importante 
del PAN y de la clase empresarial lo miraba con recelo. 


72 Francisco Ruiz Massieu era uno de los amigos íntimos de Salinas y además uno de sus operadores leales. 


73 Las acusaciones de su hermano —Mario Ruiz Massieu—, que había sido encargado de la investigación del crimen en 
contra de ciertas facciones del PRI, vinieron a sumarse a las presiones que normalmente ejercen sobre el presidente electo 
los sectores integrantes de la familia priista. 


74 El cambio de la política financiera estadunidense —aumento en las tasas de interés—, con un súbito incremento de las 
tasas de rendimiento de los fondos federales a mediados de noviembre, acrecentó la salida de divisas. 


75 El PAN obtuvo 26% de los votos y el PRD 17%. 


76 Los diferentes grupos internos del PRI fueron a Los Pinos para presionar a Salinas, cada quien a favor de su 
candidato. Por otro lado, en el grupo SPP muchos estaban impedidos, por ser secretarios o subsecretarios de Estado o jefes 
de departamento administrativo. 


77 En opinión de Jorge Castañeda, op cit., Colosio manifestó la intención de pedir la renuncia de Zedillo como 
coordinador de su campaña. Según Castañeda, Córdoba, conociendo esta decisión, la habría escondido a Salinas, por ser 
Zedillo, de alguna manera, su protegido. Según esta versión, cuando lo supo, Salinas, enfurecido, habría enviado a Córdoba 
a Washington al BID. 


78 Desde 1964 es el primer presidente que nace y se educa fuera de la capital. Creció en un ambiente caracterizado por 
un rápido desarrollo económico y un enorme flujo de inmigrantes. 


e Egresado de Yale, formó parte del grupo de ex estudiantes que Leopoldo Solís promovió. Desempeñó un papel muy 
importante en Hacienda entre 1982 y 1987 en el Ficorca, entidad desde la que llevó a bien la misión de recuperar la 
confianza del sector privado después de la nacionalización bancaria. Con esta carta de presentación y bajo la recomendación 
de Francisco Gil Díaz, ingresó como subsecretario a la SPP, dirigida entonces por Pedro Aspe, en 1987. 


su Elogió a Salinas y a Colosio, el heredero que el ex presidente había elegido en aras de tranquilizar el mundo 
empresarial. 


81 También integró a colosistas renombrados: Santiago Oñate (STPS) y Liébano Saénz como su secretario particular. 
Otros nombramientos fueron producto de negociaciones diversas. 


82 y] petróleo fue garantía del préstamo. A la par, México se comprometió a acatar varias demandas de los Estados 
Unidos en materia económica. Por ejemplo, el gobierno se comprometió a abrir al sector privado algunos segmentos de la 
industria petrolera (el dowstream del gas natural y la petroquímica secundaria), así como a reformar y abrir el sector 
eléctrico. 


83 Sin embargo, no cubrió las necesidades de la pobreza extrema. Cf. Guillermo Trejo y Claudio Jones, “La política 
social bajo el nuevo modelo económico”, en Susan Kaufman y Luis Rubio (coords.), México en el umbral del nuevo siglo. 
Entre la crisis y el cambio. CIDAC / Miguel Ángel Porrúa, 1999, pp. 140-141. 


id Cf. Rogelio Hernández Rodríguez, “The Partido Revolucionario Institucional”, en Mónica Serrano (ed.), Governing 
México: Political Parties and Elections, The Institute of Latin American Studies, University of London, Londres, 1988, pp. 
87-88. 


85 Como lo subraya Rogelio Hernández, esto no quiere decir que Zedillo haya anulado su pertenencia al partido ni que el 
partido dejara de apoyar de manera razonable al presidente de la República. Idem. 


86 En 1996, la XVII Asamblea Nacional del PRI aprobó varias disposiciones para que el partido controlara la sucesión 
presidencial (en particular exigió que el candidato tuviera experiencia partidista y electoral). Por otro lado, rechazó el 
liberalismo social y regresó al viejo nacionalismo revolucionario. 


87 Laurence Whitehead, “Mexico's Near Ungovernability Revisited”, en Mónica Serrano (ed.), op. cit., p. 201. 


e Jorge Alonso Sánchez y Alberto Aziz Nassif, “El Congreso de la Unión”, Alberto Aziz Nassif (ed), México al inicio 
del siglo XXI. Democracia, ciudadanía y desarrollo, CIESAS / Porrúa, 2003, p. 41. 


89 John Womack, op. cit. 


% La lectura oficial de la Revolución es el referente: separa lo que procede de lo que no (en particular, establece cuáles 
son los tabúes: el ejido, el petróleo, la separación de la Iglesia y del Estado). 
Ml José López Portillo, Mis tiempos. Biografía y testimonio político, Fernández, México, 1988. 


%2 En este marco, también la crueldad del sistema es un elemento funcional: es un buen regulador. El mejor ejemplo es el 
presidencialismo: el mandatario goza de un poder desmesurado y su caída irremediable se traduce en la marginación 
política. Esta estará en relación inversa con la fuerza que ha logrado desarrollar durante su reino. 


El dinosaurio que no murió: 
el PRI de México 


JOY LANGSTON* 


Introducción 


El Partido Revolucionario Institucional (PRI) fue en otra época uno de los partidos políticos 
más centralizados del mundo y, encabezado consecutivamente por cada presidente de la 
nación, formó parte de uno de los regímenes políticos autoritarios más centralizados. El 
presidente (y líder de facto del partido) escogía por sí mismo a los candidatos para diversos 
puestos de elección; dictaba los programas del partido para las campañas electorales y 
decidía cómo debían votar los legisladores priistas en ambas cámaras del Congreso. 

Muchos analistas pensaban que si el PRI perdía la presidencia se desintegraría, porque no 
tendría ya al dirigente que todo lo abarcaba y que podía forzar a los dispares integrantes de la 
élite política del partido a cooperar entre sí.' Una vez que en 2000 este Leviatán fue hecho a 
un lado por los votantes, se creía que el PRI se fragmentaría en varios partidos o desaparecería 
por entero. No obstante, este escenario de día del juicio final no llegó a producirse. 

Este trabajo pretende comprender cómo cambió y se adaptó la organización partidista (del 
PRI) a lo largo de los últimos 20 años (1988 a 2008), periodo que se caracterizó por el 
crecimiento de la competencia electoral, reformas dramáticas de las reglas electorales y el fin 
del control priista sobre la presidencia y ambas cámaras del Congreso. El tema de la 
adaptación del partido es importante debido a que el hecho de que el partido antes 
hegemónico de México no se derrumbase (y desapareciese) durante la prolongada transición 
del país a la democracia ha desempeñado un importante papel en la estabilidad del sistema de 
partidos y del régimen político en su conjunto.? El PRI sigue controlando 18 de las 32 
gubernaturas y tiene un papel esencial en la formación de mayorías de la rama legislativa. 
Una de las razones por las que no se extinguió en las urnas a medida que las elecciones se 
iban haciendo más justas y competitivas fue su capacidad de adaptarse al entorno electoral en 
evolución, en el cual está inmerso ahora. 

Algunos autores se han preguntado si durante el periodo hegemónico (1929 a 2000) el PRI 
fue realmente un partido político, ya que muchas de las funciones típicas de los partidos eran 
controladas sucesivamente por los diversos presidentes o por el secretario de Gobernación; 
era el caso, por ejemplo, de la selección de candidatos y la formación de programas 
económicos.” Este trabajo demostrará que parte importante del cambio partidista dentro del 


PRI consistió en el traspaso de las responsabilidades del Ejecutivo a la organización del 
partido. 

La mayoría de los estudios sobre el cambio organizacional dentro del PRI se concentran en 
contar de qué manera lucharon las facciones por ganar el control de la dirección nacional del 
partido durante las crisis económicas y los ciclos de reformas de los años ochenta y noventa.* 
Esta narrativa sigue la aparición de la profunda crisis de la economía mexicana a principios 
de los años ochenta, que permitió que el grupo tecnócrata del régimen arrebatara el poder a 
los políticos más tradicionales durante el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988). A 
partir de esa administración los tecnócratas, encabezados por Carlos Salinas de Gortari en la 
Secretaría de Programación y Presupuesto (SPP), dieron comienzo a una transformación 
fundamental de la economía, reduciendo el papel del Estado y abriéndolo a la competencia 
extranjera. Cuando Salinas tomó las riendas del poder en 1988, tras una ruptura dentro del 
PRI, su equipo profundizó las reformas económicas. Debido al mal papel de los sectores 
corporativistas en las elecciones presidenciales de 1988, y a los esfuerzos que realizaron por 
bloquear las reformas económicas, Salinas intentó llevar a cabo una gran revisión de la 
estructura interna del PRI cuyo principal componente era debilitar a los sectores y fortalecer la 
base territorial. Su sucesor, Ernesto Zedillo, presidente entre 1994 y 2000, declaró 
abiertamente que promovería una “sana distancia” entre el Poder Ejecutivo y el PRI, aunque 
en ocasiones utilizaba a los dos principales partidos de oposición en beneficio de sus 
programas económicos y políticos. Zedillo era presidente cuando el PRI perdió la mayoría en 
la Cámara de Diputados en 1997, y la presidencia en las elecciones de 2000. 

Si bien este trabajo reconoce la importancia que tiene contar la historia, basada en la élite, 
del fin de la hegemonía del PRI, difiere sobre todo por dos razones. Primero, no se basa 
exclusivamente en narrar las batallas entre las diversas facciones, que puede encontrarse en 
varias fuentes, entre ellas Reveles Vázquez.” Antes bien, emplea mediciones de diferentes 
dimensiones del cambio partidista —selección de candidatos, reclutamiento legislativo y 
campañas— para demostrar cómo se transformó el PRI, en tanto organización de partido, con 
la democratización. Segundo, si bien se reconoce que la lucha entre los políticos tradicionales 
y los tecnócratas económicos fue parte importante de la lenta evolución del PRI, sostiene que 
hay una segunda dimensión —la de los gobernadores frente a los actores nacionales del 
partido— que también constituyó una causa crucial del cambio. 

Este ensayo espera contribuir a la literatura sobre el cambio de organización partidista al 
desagregar la noción de “organización”. En lugar de limitarse a examinar si el partido en su 
conjunto pudo adaptarse o no a las circunstancias cambiantes, afirma que primero es 
necesario separar las diversas áreas de actividad partidista a fin de identificar mejor los 
incentivos y las limitaciones de diferentes actores dentro del partido, para captar mejor los 
éxitos y fracasos variables. Este trabajo analizará cómo alteró el PRI sus procedimientos 
formales e informales de selección de candidatos, sus patrones de reclutamiento político y 
sus estrategias de campaña para las elecciones legislativas. Con ese fin estudiará los 


incentivos de los líderes del partido en cada una de esas áreas, a fin de comprender cómo 
pudo reaccionar el PRI ante algunos retos, pero no ante otros. También son importantes otros 
temas, como el posicionamiento ideológico, pero debido a las restricciones de espacio no es 
posible tratarlos aquí. 

La mayoría de los autores piensan que el cambio organizacional interno suele ser resultado 
de un choque externo, como las derrotas electorales;* sin embargo, adaptarse no resulta fácil 
para muchas organizaciones partidistas. Las prácticas previas constituyen el mejor modelo de 
lo que debe hacerse en el presente, y grupos de burócratas y líderes de opinión pueden 
impedir los cambios si éstos ponen en peligro su posición.” Incluso cuando el partido 
experimenta choques exógenos, como un descenso dramático del apoyo electoral, algunas 
organizaciones se resisten a adaptarse a las nuevas realidades, y se arrastran durante años, 
obteniendo malos resultados en las urnas, o desaparecen.* 

Muchos autores han llegado a la conclusión de que no siempre resulta útil ver a las 
organizaciones partidistas como “cajas negras” que automáticamente se adaptarán al cambio 
en gran escala del medio externo o desaparecerán, según afirman algunos.? Una nueva 
corriente de trabajos procura comprender las acciones de la coalición dominante dentro del 
partido, o de las luchas entre coaliciones potencialmente dominantes, a fin de identificar las 
causas de la adaptación.*” Ciertos autores se concentran más que otros en los intereses y 


recompensas posibles de los líderes,'' 


mientras que otros se fijan más en la flexibilidad 
institucional del partido.*? 

Al desagregar la adaptación del partido podemos entender mejor tanto los éxitos como los 
fracasos del PRI, cosa que sería imposible si se tomasen sólo una o dos de las dimensiones de 
la organización partidista. En segundo lugar, al examinar muchas áreas de acción dentro de 
un partido, queda claro que diferentes líderes tienen el control de elementos distintos del 
partido, lo cual también contribuye a explicar la variación dentro del mismo. Aunque los 
presidentes Salinas y Zedillo fueron catalizadores cruciales del cambio del PRI, sus acciones 
no explican cómo reaccionaron a sus mandatos los dirigentes partidistas de menor nivel, ni si 
tuvieron éxito. Por último, nos obliga a ser claros por lo que toca a las diferentes tareas de un 
partido típico. No hay muchos trabajos que sean explícitos acerca de lo que entienden por 
adaptación organizacional: algunos se refieren a plataformas electorales y propuesta de 
medidas a seguir, '* mientras que otros se concentran en los vínculos entre los sindicatos y los 
partidos, o los grandes grupos de votantes,!* y otros siguen implicando la selección de 
candidatos y la estrategia de las campañas. 

No todos los aspectos del partido pueden cambiar por igual o tener éxito por igual. La 
forma en que cambian las diferentes partes del partido depende, a su vez, de las 
oportunidades y los incentivos de los líderes partidistas que están a cargo de esa área 
particular (o más involucrados en ella). Así, ciertos tipos de líderes se resistirán al cambio (en 
muchos casos infructuosamente) porque creen que no obtendrán beneficios o porque están 
bloqueados por otros líderes o facciones poderosos, mientras que en otras áreas los dirigentes 


se adaptarán con entusiasmo porque piensan que podrán beneficiarse con ello. En el cuadro 3 
se resume el cambio organizacional en distintas actividades partidistas. 


CUADRO 3. Diferentes aspectos del cambio 
partidista en el pri de México 


Transformación 


Actividad Sin cambio Mixta de importancia 
Selección de candidatos X 

Reclutamiento legislativo X 
Campañas legislativas X 
Disciplina en el Congreso X 


Posicionamiento ideológico 


El PRI logró adaptarse bien en algunas de estas áreas, como la del reclutamiento legislativo 
y las campañas legislativas, pero sus intentos por encontrar varias soluciones diferentes al 
problema de la selección de candidatos a la presidencia y las gubernaturas no resultaron tan 
exitosas. ¿Qué explica esta variación dentro del partido? Primero, esas áreas estaban 
controladas por diferentes actores, algunos de los de cuales lograron responder mejor que 
otros a la amenaza del entorno central de una mayor competencia electoral, lo que ciertos 
autores han denominado flexibilidad de los líderes.*” Segundo, el reclutamiento legislativo y 
las campañas para el Congreso estaban más descentralizadas (en su mayor parte) durante la 
hegemonía del PRI, lo que implicaba que los dirigentes de menor nivel del partido podían 
adaptar sus estrategias para derrotar a la oposición sin mayor intervención de las estructuras 
nacionales del mismo. 

Esto, desde luego, le aporta una segunda dimensión al estudio del cambio de la 
organización partidista. La dimensión subnacional del partido, en oposición a la nacional, es 
importante para comprender cómo reaccionan muchas organizaciones partidistas ante un 
cambio en gran escala, sobre todo en los sistemas federalistas. Si bien algunos autores han 
mencionado el papel que tuvieron los gobernadores priistas en la transición,'* se ha hecho 
muy poca investigación para comprender el papel que desempeñan en el cambio y la 
modernización del partido. Por ejemplo, allí donde los afiliados o los líderes locales ya 
estaban activos en respuesta al desafío de la competencia electoral, se encontraban en mejor 
posición para manejarla, y esta labor se vio estimulada, o al menos tolerada, por los 
dirigentes nacionales. A finales de los años noventa, cuando el PRI se debatía por mantenerse 
en el poder, la dirigencia nacional y el presidente permitieron que los gobernadores priistas 
ejercieran más influencia en la selección de los candidatos a cargos legislativos federales — 


en especial a diputaciones federales—, ya que aquéllos eran esenciales para promover a los 
candidatos del partido en las campañas dentro de sus distritos. Los gobernadores tuvieron 
incentivos para seleccionar como candidatos a políticos locales (porque eran cercanos aliados 
políticos), lo que encajaba muy bien con la selección de candidatos que tenían más 
experiencia política local y, por lo tanto, estaban más cerca de los votantes.” Además, la 
dirigencia nacional podía permitirse concederles mucho más espacio político a los 
gobernadores porque el Comité Ejecutivo Nacional (CEN) seguía controlando millones de 
dólares de financiamiento público y los candidatos para las listas de representación 
proporcional. 

Es importante señalar que el lapso de tiempo que se abarca en este capítulo se extiende 
desde finales de los ochenta —antes de que el PRI perdiese la presidencia, en 2000— hasta 
después de su derrota, para llegar a las elecciones presidenciales de 2006. Se escogió este 
periodo para demostrar que los líderes del PRI hicieron muchos intentos por adaptarse al lento 
ascenso de la competencia electoral durante los noventa, cuando aún conservaban la 
presidencia, y, desde luego, muchos más después que los votantes los sacaron de Los Pinos. 

El PRI se caracterizó siempre por su capacidad de unir a grupos, facciones e inclinaciones 
ideológicas disímiles bajo el estandarte de un único partido,'% aunque se lo consideraba un 
partido sumamente centralizado, dirigido consecutivamente por Cada uno de los 
presidentes.!? Cada presidente de la República era el líder de facto del PRI, que designaba y 
derogaba, a voluntad, a los presidentes del CEN. Además, el partido recibía la mayor parte de 
sus recursos del gobierno federal, mientras que los gobernadores priistas desempeñaban 
también un papel en el financiamiento a los afiliados estatales. Según Rodríguez 
Hernández, *% los sucesivos presidentes no procuraron llevar a cabo reformas importantes del 
PRI (desde la fallida descentralización de la selección de candidatos que puso en práctica 
Carlos Madrazo a principios de los sesenta), hasta finales de los ochenta, después de que 
Salinas estuviese a punto de ser derrotado en la elección presidencial de 1988. Una vez que 
Salinas ascendió al cargo se abocó a reformar la estructura del partido, en gran medida 
reduciendo el peso que en él tenían los sectores corporativistas de base de masas.?! Como lo 
señala Green,?? la capacidad del gobierno mexicano de proteger el salario de los trabajadores 
organizados se desplomó a medida que se hacía aparente la naturaleza profunda de la crisis 
económica de principios de los ochenta. Pero peor que la crisis misma fue la reacción de la 
élite tecnocrática dentro del ala financiera de la burocracia federal. En lugar de manejar la 
crisis de la deuda de 1982 como un problema de liquidez a corto plazo, un grupo de 
reformistas económicos ubicados en la ssp y en el Banco de México optaron por poner en 
práctica una profunda reorganización de la economía mexicana; en otras palabras, poner fin a 
la industrialización por sustitución de importaciones y al proteccionismo, así como llevar a 
cabo una reducción dramática del papel del Estado en la economía.?? Estas medidas 
representaron una amenaza para la capacidad del liderazgo corporativo de controlar a sus 
miembros por medio de reglas de exclusión (más empleos se trasladaron a la economía 


informal), mientras que limitaban también su posibilidad de distribuir bienes selectos, como 
empleos, contratos y licencias. 

En la XIV Asamblea Nacional, que se llevó a cabo en 1990, el dirigente del partido — 
junto con el presidente— esbozó una serie de cambios, relativos en gran medida a las reglas 
para la selección de candidatos y la afiliación. Al permitir que hicieran aportaciones los 
miembros territoriales del partido —en gran medida los que estaban activos en la política 
municipal— el presidente esperaba debilitar la capacidad de los sectores (sobre todo de los 
obreros) para obtener candidaturas, acción que se consideraba necesaria por la escasa 
posibilidad de sus candidatos para obtener votos.?”* La afiliación individual fue otro 
movimiento destinado a permitir que nuevos miembros que no perteneciesen a un sindicato o 
a una organización oficial del partido pudiesen afiliarse directamente al mismo. 

Como una vía más informal para debilitar a los sectores (que habían funcionado como 
canales para recibir y atender las demandas ciudadanas) la administración de Salinas creó una 
estructura totalmente nueva destinada a distribuir los beneficios sociales, denominada 
Pronasol (o Solidaridad), que tenía su sede en la Secretaría de Desarrollo Social, no en el PRI. 
De esta forma se canalizaron millones de pesos a través de la burocracia federal, no de las 
organizaciones del partido, con lo que se debilitó aún más el papel de las mismas en la 
movilización social. 

Entre los diversos grupos del partido se destaca —aunque es importante señalar que su 
identidad siempre fue poco precisa y cambiante, debido a la naturaleza de la circulación y el 
reciclado de la élite— un proceso que fue impulsado por la prohibición de la reelección y la 
salida aceptada de los altos funcionarios al concluir cada periodo sexenal. A medida que 
empezó a crecer la competencia, a finales de los ochenta y durante los noventa,” diferentes 
grupos y facciones dentro del PRI pudieron aprovechar la enorme oleada de retos electorales, 
mientras que otros fueron arrastrados por ella. El primer conjunto de actores está integrado 
por los que tenían mucha experiencia en los niveles más elevados de la burocracia partidista. 
La mayoría de estos burócratas del partido, entre cuyas filas se contaban César Augusto 
Santiago, Rafael Oceguera y Héctor Hugo Olivares Ventura, como ejemplos representativos, 
tenían ambiciones de mantenerse activos en la política, y pasaban fácilmente de la legislatura 
a los puestos dirigentes del partido; muchos de ellos aspiraban a conquistar la gubernatura de 
su estado. Junto con cada uno de los presidentes, Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y 
Ernesto Zedillo (1994-2000), esos dirigentes procuraban seguir ganando las elecciones más 
competitivas (con frecuencia utilizando cualquier medio con el que contasen), sin renunciar 
al control sobre los políticos subnacionales, en particular los gobernadores. Ocupaban 
puestos directivos en el CEN y eran actores de importancia para convertir al partido en una 
maquinaria electoral competitiva que pudiese conquistar los votos, además de comprarlos. 

Al segundo grupo de actores podría denominárselos los tecnócratas burócratas.?? Con una 
excelente formación en campos especializados, como las finanzas y la administración 
macroeconómica, esos miembros burocráticos, encabezados por Salinas, que incluían figuras 


tales como Francisco Gil Díaz o Santiago Levy, se desempeñaron bien bajo las nuevas 
directivas políticas de los ochenta y los noventa. A esos dirigentes tecnocráticos se los veía 
como “antipartido,” puesto que aducían abiertamente que la razón de que la economía 
hubiese tenido tan mal desempeño era la corrupción y la ineficiencia de los líderes 
tradicionales del partido.?” Ese tipo de actores apoyaban las acciones del presidente para 
modernizar el partido (lo que implicaba debilitar la capacidad sectorial para designar 
candidatos).?% Y resultó que sus servicios fueron muy solicitados durante la primera de las 
dos administraciones del PAN. Por decirlo simplemente, esos actores sentían poco respeto por 
la capacidad de la maquinaria del PRI de ganar votos, así que les convenía debilitar al partido. 
Además, tenían pocas razones para preocuparse por sus posibilidades en la política 
democrática, y sobrevivieron tras el final del régimen priista. 

Los gobernadores del PRI (que sólo duran seis años en su puesto y que nunca pueden volver 
a ser electos para el mismo cargo), constituyen otro grupo, cuyos miembros deseaban varias 
cosas de la dirigencia nacional durante los noventa (y en la era democrática): primero, más 
fondos federales sin etiquetar;?? segundo, más influencia sobre las decisiones para elegir 
candidatos, sobre todo a sus sucesores y a los diputados federales, y tercero, el derecho 
informal de postularse para la nominación presidencial del partido (cosa que le había estado 
vedada, por mecanismos informales, a todos los gobernadores priistas desde la década de 
1940). En síntesis, con el debilitamiento de la posición hegemónica del PRI en el nivel 
nacional, los políticos del partido que aún estaban en condiciones de conquistar puestos de 
elección en el nivel estatal se encontraron con que eran más fuertes que nunca. Gran parte del 
ímpetu para el cambio interno provino de los gobernadores y de sus luchas con la dirigencia 
nacional por obtener más influencia sobre lo que más les interesaba: la selección de 
candidatos —especialmente para las diputaciones federales en los distritos uninominales de 
mayoría relativa y sus sucesores en el cargo (escogidos siempre, durante la hegemonía, por 
los presidentes en turno)— y su persistente ambición de llegar desde el puesto del 
gobernador hasta la presidencia de la República. Este trabajo define, como dirigencia 
nacional del régimen durante la hegemonía del PRI, al presidente, el secretario de 
Gobernación y el presidente del Comité Ejecutivo Nacional (CEN). Después de la pérdida de 
la presidencia en 2000, este trabajo se refiere a la dirigencia nacional del partido (DNP), que 
es el líder del CEN y de sus aliados más cercanos. 

El siguiente grupo del que nos ocuparemos (mucho más permanente que los demás) está 
compuesto por líderes de sectores corporativistas, en especial los del Congreso del Trabajo y 
CTM, la CNC y la CNOP. En México el trabajo organizado fue parte poderosa de la coalición 
gobernante, aunque sólo una entre muchas otras. Los trabajadores de la industria y de los 
servicios pertenecían a una mezcolanza de sindicatos que se agrupaban en la crm (la central 
sindical más importante del Congreso del Trabajo), la cROC y la CROM. Los campesinos, sobre 
todo los que vivían en los ejidos, estaban organizados en las Ligas Agrarias, de nivel estatal, 
que representaban la columna vertebral de la cnc (junto con los burócratas de la Secretaría de 


la Reforma Agraria). Los burócratas federales y estatales, al igual que los maestros, tenían 
sus propias organizaciones, agrupadas en la CNOP, más amorfa todavía. 

Los líderes del fragmentado universo de los grupos sindicalistas mexicanos, tanto 
nacionales como locales, ansiaban mantener sus privilegios incluso después del inicio de la 
competencia electoral, desde los primeros tiempos del régimen priista, en los años treinta.“ 
Los miembros y los dirigentes locales de los sindicatos habían logrado obtener cuotas de 
candidaturas a la Cámara Baja, los congresos locales, ciertos municipios y un corto número 
de gubernaturas.?* Por supuesto, los líderes sectoriales deseaban conservar sus cuotas de 
poder, pero muchos de ellos solían ser candidatos impopulares para los cargos de elección 
(como lo reconocían muchos dirigentes locales del partido). No obstante, sería un error echar 
en el mismo costal a todos los miembros de los sectores corporativistas: a la Crm (la 
Confederación de Trabajadores de México) le resultaba mucho más difícil triunfar en 
elecciones competitivas que a los representantes de la cnc (en ciertos distritos rurales) y del 
SNTE (Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación). 

El peso de los sindicatos industriales en las negociaciones económicas fue fundamental a 
lo largo del decenio de 1980. No obstante, con la apertura de la economía antes protegida”? y 
el ingreso de México al TLCAN, los grandes sindicatos que formaban parte del Congreso del 
Trabajo perdieron su capacidad de influir tanto en la política económica como en las 
negociaciones políticas.*3 El liderazgo nacional del régimen estaba dispuesto a sacrificar las 
cuotas de sindicalistas en la Cámara de Diputados para obtener resultados electorales más 
favorables, y eso fue lo que hizo a partir de los noventa, pese a las protestas de los 
sindicalistas.** 

Hay un último grupo que debemos tomar en cuenta: el de los activistas del partido, los 
priistas que trabajan como voluntarios en las campañas, que acuden a votar en las elecciones 
primarias, que concurren a las convenciones y que en cierta época, durante los años noventa, 
representaron una enorme inquietud para la dirigencia nacional. Desde la década de 1960 los 
líderes nacionales se preocupaban de que, como los miembros locales del partido tenían poca 
intervención en la decisión de las medidas a tomar o en la selección de candidatos, el partido 
se sustentaba sobre una base débil de activistas.” Después de la debacle electoral de 1988 
volvió a adquirir importancia esa discusión: ¿por qué habría alguien de ayudar al partido si 
no se le concedía ninguna influencia en la selección de los candidatos? En esa etapa se veía a 
los activistas del partido como el sólido cimiento de la base territorial del PRI y como 
importante contrapeso a los sectores. Ya que la dirigencia nacional pensaba que el partido 
necesitaba activistas que actuasen como voluntarios, que trabajasen y votasen por el mismo, 
a principios de los noventa Salinas intentó llevar a cabo un movimiento radical de 
descentralización en la elección de candidatos, en el cual se permitiría que los activistas del 
partido votasen en unas elecciones primarias cerradas en favor de sus candidatos favoritos 
para presidentes municipales, diputados locales y gobernadores. No obstante, a la dirigencia 
nacional no le gustaron los efectos de devolverle el poder a las bases locales del partido, 


porque esos líderes se volvían más autónomos, de modo que revocaron su propia reforma.** 


Más adelante se dieron cuenta de que no tenían que devolverles a los activistas locales el 
poder de tomar decisiones porque, con los enormes recursos financieros que el partido recibía 
para sus campañas del Instituto Federal Electoral (IFE), el apoyo de los activistas no era 
realmente necesario a fin de ganar las elecciones. Los anuncios por televisión y radio 
suplantaron en las campañas nacionales a los antes importantes miembros del partido. 

Estos diferentes grupos y actores dentro del partido, con sus distintas fortalezas, nos dirán 
mucho sobre los cambios que se consideraban más importantes y acerca de cómo 
funcionaron las luchas y negociaciones desplegadas en el curso de la prolongada transición a 
la democracia. Según señaló Sartori,” el principal peligro para un partido hegemónico no 
provenía de fuerzas externas sino de las escisiones internas. Buena parte de la adaptación del 
PRI debe entenderse en este contexto: los dirigentes del partido tuvieron que cambiar las 
reglas y prácticas del mismo a fin de maximizar sus objetivos particulares, al mismo tiempo 
que debían hacerle frente al desafío de la creciente competencia electoral. Simultáneamente, 
tuvieron que manejar la naciente opción de salida que representaba la competencia para los 
políticos priistas de menor nivel: si uno de ellos no quedaba satisfecho con una decisión del 
partido, podía abandonarlo y presentarse bajo el estandarte de otro con ciertas posibilidades 
de ganar la elección, opción imposible cuando el PRI ganaba prácticamente todas las 
elecciones con márgenes hasta de 70 por ciento. 


Selección de candidatos 


La selección de candidatos para los más altos cargos de elección estaba controlada antes por 
el presidente de México, quien escogía a su sucesor, a los senadores y los gobernadores que 
habrían de presentarse como candidatos de su partido. Los gobernadores priistas, a su vez, 
designaban a los candidatos a presidentes municipales y diputados locales, así como a 
algunos diputados federales. Este control sobe las nominaciones el partido no está ya en 
manos de los presidentes. Es el CEN el que ahora controla algunas de las candidaturas, 
mientras que las otras las deciden los gobernadores informalmente. Una de las interrogantes 
fundamentales de las que nos ocuparemos en esta sección será por qué ha habido dentro del 
PRI un cambio profundo en el nivel de la centralización y la inclusividad en lo que se refiere a 
lo ejecutivo (presidente y gobernadores), pero no en la selección de candidatos a las 
legislaturas, que se ha visto caracterizada sólo por la descentralización, mas no por la 
inclusividad. Una segunda pregunta es por qué la selección presidencial sigue provocando 
tantos conflictos, mientras que el proceso para gobernadores causa un poco menos y la 
selección para el Congreso federal ha representado menos problemas en términos de rupturas 
y conflictos (con la salvedad de 2006). Al examinar qué órgano del partido controlaba la 
selección de candidatos para cargos de elección popular es posible identificar cuál es la sede 
del poder dentro del partido. Al controlar el acceso a un recurso tan valioso los “porteros” 


ejercían una influencia enorme sobre la carrera futura de los políticos con ambiciones y, por 
consiguiente, sobre todo el partido.** 

Ranney”” escribe que la selección de candidatos varía en diversas dimensiones, las más 
importantes de las cuales son la centralización y la inclusividad.*” El nivel de centralización 
está determinado por cuáles unidades del partido toman las decisiones en materia de 
selección: los organismos nacionales con poca participación de las unidades subnacionales; el 
nivel nacional tras varias sugerencias de las unidades subnacionales; las unidades regionales 
con supervisión nacional; el nivel de los electores con supervisión nacional, o la selección de 
los electores sin supervisión regional o nacional (como ocurre, por ejemplo en los Estados 
Unidos). La segunda dimensión a lo largo de la cual es posible distinguir los procedimientos 
de nominación es el nivel de inclusividad de quienes participan en la selección de candidatos. 
Los procedimientos de selección pueden incluir a todos los votantes registrados, sólo a los 
miembros del partido, a los dirigentes subnacionales o exclusivamente a la dirigencia 
nacional. 

Durante la hegemonía el PRI estaba centralizado en sus procedimientos de selección de 
candidatos; los gobernadores, bajo una estricta supervisión nacional, escogían a la mayoría 
de los que competirían por presidencias municipales y diputaciones locales. La dirigencia 
nacional (el secretario de Gobernación, el presidente del CEN y el presidente de México) 
decidían las candidaturas para diputados y senadores federales, y el primer mandatario 
escogía, por supuesto, a su propio sucesor en el puesto y decidía respecto a la mayor parte de 
los candidatos a gobernador. En condiciones no competitivas la supervisión de nivel nacional 
sobre la selección de candidatos era fundamental para mantener un estricto control 
centralizado sobre los políticos y las unidades partidistas de menor nivel. Ello incluía, por 
ejemplo, el derecho de la dirigencia de nivel nacional a diseñar (bajo la guía del presidente) 
las reglas específicas que se utilizarían en la nominación de senadores, diputados federales y 
gobernadores. El CEN también podía decidir qué tipo de delegados, de qué sector y de cuál 
nivel del partido concurrirían a la convención para la nominación, en caso de que se usase 
ese método. La diversidad de métodos incluidos en los estatutos, y la vaguedad con la que se 
elegía a los delegados, le concedían un gran poder discrecional al CEN para que resultasen 
nominados los candidatos seleccionados por él. Estas reglas centralizadas funcionaban bien 
para hacer que la élite política del PRI se mantuviese leal y disciplinada a la voluntad 
presidencial, especialmente en un contexto de poca competencia electoral y no reelección 
consecutiva. 

Pero la competencia electoral alteró la capacidad del régimen para imponerles candidatos 
no sólo a los votantes sino también a su élite política. Esta sección analizará los cambios en 
la selección de candidatos a la presidencia, las gubernaturas y las cámaras legislativas. 

La sucesión presidencial siempre fue un proceso difícil para el régimen autoritario, incluso 
cuando los presidentes podían garantizar la elección de sus sucesores.*! Mas en 1987 la larga 
serie de sucesiones exitosas llegó a su fin con la salida de un pequeño grupo de líderes de un 


ala más proteccionista del partido, lo que provocó un serio desafío electoral para el PRI y la 
formación de un partido único de ala izquierda, el Partido de la Revolución Democrática 
(PRD). Desde entonces el proceso de selección para presidente dentro del partido ha sido 
sumamente problemático. El proceso de dedazo de 1994, con el penúltimo presidente priista, 
Carlos Salinas, se llevó a cabo de acuerdo con las reglas tradicionales: el presidente mantuvo 
su decisión en secreto durante el mayor tiempo posible y por último, en noviembre de 1993, 
reveló a su tapado, Luis Donaldo Colosio. No obstante, el perdedor en el proceso de 
nominación, Manuel Camacho Solís, no aceptó su derrota con la resignación típica que 
mostraban los competidores previos cuando perdían. Pocos meses más tarde el candidato 
presidencial del PRI fue asesinado durante la campaña. Sin embargo, Salinas aún pudo 
designar a otro favorito como candidato sustituto, el cual ganó las elecciones generales 
(Ernesto Zedillo, 1994-2000). El proceso de selección 1999-2000 tuvo lugar en 
circunstancias radicalmente diferentes: el PRI ya había perdido la mayoría en la Cámara de 
Diputados y en 1996 Zedillo había negociado una serie de reformas electorales que se 
pusieron en práctica por primera vez en las elecciones legislativas de 1997, y que hacían más 
difícil la corrupción y el robo de votos, al mismo tiempo que controlaba mejor la capacidad 
del Estado de gastar recursos gubernamentales de manera ostentosa. 

Una vez que la competencia electoral se volvió un factor serio y quedó mejor garantizada 
la justicia del proceso electoral, una ruptura dentro del PRI en torno al dedazo presidencial sin 
duda lo lesionaría en las urnas. Sabedores de eso, los gobernadores de ciertos estados, en 
particular de Tabasco y de Puebla, manejaron la Asamblea Nacional de 1996 a fin de atarle 
las manos al presidente para la designación de su sucesor. Al cambiar los estatutos del partido 
a fin de exigir que el sucesor presidencial del PRI tuviese experiencia previa en un cargo de 
elección antes de poder obtener la nominación, los gobernadores descalificaron a varios 
favoritos del gabinete presidencial, mientras permitían que los gobernadores del partido (por 
primera vez desde los años treinta) fuesen precandidatos favoritos. 

Tras esa victoria estatutaria, Roberto Madrazo, entonces gobernador de Tabasco, exigió 
que se realizase una elección primaria a principios de 1999 para decidir al candidato a la 
presidencia, en lugar de seguir el método formal de una convención del partido (que estaría 
determinada por la dirigencia del mismo y en la que sólo aparecería un nombre en las 
boletas). Al ganar el derecho a competir en una primaria, puso fin a varias décadas de 
tradición partidista. Debido al riesgo de una ruptura interna en un contexto de competencia 
electoral, Zedillo accedió a sus demandas y convocó a una primaria abierta, que tuvo lugar en 
noviembre de 1999. El presidente y su presidente del CEN, seleccionado por él, todavía 
lograron manejar la primaria en favor de Francisco Labastida (el candidato del presidente a 
sustituirlo), quien ganó fácilmente esa contienda (con ayuda de los gobernadores priistas).** 
Pero se había sentado un precedente: el presidente de México o el del partido no podría ya 
determinar por sí mismo el resultado de la nominación presidencial del PRI. De esa forma, la 
selección de quién encabezará la lista de candidatos en las elecciones se decide ahora con el 


método más democrático y descentralizado posible: una primaria abierta. No obstante, esto 
no significa necesariamente que ese proceso represente una ventaja para el PRI: los dos 
candidatos que fueron designados con este método perdieron (por muchas razones) la 
elección general.** 

El problema que tiene el PRI al seleccionar a su candidato presidencial es que la naturaleza 
de “carro completo” y la falta de reglas de procedimiento aceptables (es decir, los 
componentes logísticos relativos a cómo manejar la primaria, cuánto dinero gastar, si llevarla 
a Cabo por distritos o por el total de votos emitidos a nivel nacional, cómo sancionar a 
quienes cometan fraudes, etc.) implican que todos los precandidatos viables tienen fuertes 
incentivos para hacer trampa. Al no estar presente el Leviatán del partido —el presidente de 
la República—, los actores no pueden competir con limpieza, ya que no hay garantía alguna 
de que los demás competidores hagan lo mismo (con lo cual los ingenuos pagan). Esto ha 
dejado a los líderes de las facciones del partido enfrentados entre sí y llevando sus rencillas a 
los medios incluso antes de que empiece siquiera la elección presidencial. El Consejo 
Político Nacional (cpN) del partido determina las reglas específicas de la primaria; de esa 
forma, quien controle al CPN puede redactar la convocatoria en su propio beneficio.*? 

La selección de los gobernadores ha seguido otro curso. Durante la era hegemónica los 
candidatos a gobernador por el PRI eran seleccionados por el presidente, con gran 
participación de Gobernación (que tendría que trabajar con los gobernadores una vez que 
estuviesen en el poder). Mientras que en cierta época se pensaba que el objetivo primordial 
de la selección de gobernadores era instalar ejecutivos estatales que se portasen como 
administradores designados de la voluntad presidencial, en realidad los estudios han 
demostrado que los gobernadores se escogían tanto por su lealtad al jefe del Ejecutivo como 
por su capacidad de mantener bajo control político a sus respectivos estados.*” Desde el 
decenio de 1950, a los gobernadores, en términos generales, no se les permitía designar como 
sucesores a sus favoritos, aunque, desde luego, a veces podían hacerlo. Poner en práctica esta 
proscripción era algo difícil y lleno de conflictos, ya que los gobernadores en ejercicio 
procuraban influir sobre la sucesión de su estado a fin de mantener su influencia sobre el 
mismo. Si los políticos de la entidad sabían que el gobernador de la misma resultaría 
fundamental para la selección, le mostrarían más lealtad a su líder inmediato, ya que éste 
podría influir sobre su futuro político. No obstante, si esas decisiones las tomaba la dirigencia 
nacional, todos los políticos, incluso los de los estados, tenían que ser obedientes a los 
dictados de aquélla. Sin embargo, a los ejecutivos estatales en el poder se les permitía 
preparar a sus aliados para que por lo menos compitiesen por la designación gubernativa, con 
cierto número de candidaturas tanto para la Cámara de Diputados como para el Senado (el 
cual representaba un paso previo importante para competir por la nominación a gobernador). 
Los políticos del PRI que habían sido ignorados en la batalla por la designación no tenían 
muchas opciones aparte de aceptar su derrota y esperar una oportunidad futura. 

A medida que, en el curso de los noventa, la competencia se iba intensificando, los 


aspirantes priistas a las gubernaturas encontraron más opciones: si se les negaba la 
candidatura podían abandonar la coalición en el poder y presentarse como candidatos de 
otros partidos, con buenas posibilidades de ganar. Esta opción de salida no había existido 
cuando el PRI ejercía el dominio electoral, ya que el precandidato insatisfecho sabía que 
perdería cualquier elección general contra un candidato del PRI. Layda Sansores, hija de un ex 
gobernador de Campeche, fue de las primeras en salir del PRI, en 1997, pero perdió las 
elecciones a gobernador frente a su anterior colega priista. No obstante, en 1998 el PRI perdió 
el estado de Zacatecas debido a una escisión en el partido estatal. Esta derrota en un estado 
en el cual el PRI tenía una ventaja abrumadora desencadenó una serie de cambios en la 
selección de gobernadores; primero, el partido instituyó primarias en varios estados en los 
que hubo elecciones para gobernador entre 1998 y 2001. El nuevo método funcionó bien en 
Chihuahua a principios de 1998, en buena medida porque el PRI no tenía allí un gobernador 
en funciones que pudiese utilizar los recursos del estado para beneficiar a su favorito. Pero 
cuando se las realizó en entidades que estaban en manos del PRI, como Baja California Sur, 
donde el gobernador inundó de recursos la campaña de su aliado para las primarias, el 
precandidato derrotado se fue del partido, se unió al PRD y derrotó al candidato priista en las 
elecciones generales. A partir de 2000 el PrI encontró finalmente su nuevo método de 
selección (considerablemente más barato que una primaria del partido, dato importante ahora 
que ya no tiene la presidencia): nominaciones negociadas entre el CEN, el gobernador del PRI 
(en los casos en los que existe) y dirigentes de las facciones más fuertes del partido, con el 
uso de primarias sólo en ciertas ocasiones. 

Las negociaciones entre los líderes de las facciones estatales en las entidades gobernadas 
por el PRD o el PAN son supervisadas por el presidente del CEN; el cuartel general del partido 
apoya en general al candidato que considera más fuerte, o al menos a un favorito especial de 
algún dirigente importante. Durante la presidencia del CEN por parte de Madrazo (2000- 
2006), éste apoyó a muchos dirigentes estatales que le habían ayudado en 2002 a obtener los 
votos necesarios para encabezar el PRI. 

La búsqueda de la nominación por el partido es muy diferente en los estados priistas, 
debido al papel que desempeña el gobernador en ejercicio, cuya opinión siempre es 
fundamental para el resultado de la elección general. Los gobernadores priistas de Coahuila, 
Hidalgo, Oaxaca, Sinaloa, Sonora y Tamaulipas pudieron colocar a sus aliados favoritos en el 
periodo 2004-2005. Sin embargo, no todos ellos han conseguido obtener la nominación de un 
aliado; en varios estados hubo políticos locales populares que lograron arrebatar su 
designación, en especial si contaban con el apoyo de una figura política de nivel nacional 
(Veracruz en 2004) o si han sido capaces de construir una base independiente en el estado 
(Puebla en 2005 y Tabasco en 2006). Sin embargo, diversos problemas o rupturas han 
determinado que el partido perdiese elecciones, como ocurrió en Chiapas en 2006, Guerrero 
en 2005 o Tlaxcala en 2005, o que siga proponiendo candidatos impopulares, incapaces de 
competir adecuadamente (Aguascalientes, 2004; Guanajuato, 2006; Jalisco, 2006; Morelos, 


2006; Michoacán, 2007). 

El CEN se ha vuelto menos capaz de controlar el proceso de selección pero más apto para 
encauzar negociaciones a fin de impedir que las facciones entre los afiliados estatales echen a 
perder las posibilidades del partido en el momento de las elecciones. En síntesis, los líderes 
fuertes del CEN, como Madrazo, hacen más esfuerzo por influir sobre las candidaturas a 
gobernador porque así obtendrán el apoyo de sus aliados en los estados. Los líderes más 
débiles actúan más bien como mediadores entre las diferentes facciones del partido, excepto 
en los estados en los cuales éste tiene pocas probabilidades de ganar, en cuyo caso son más 
capaces de determinar el resultado de la selección de candidatos a gobernador. 

Por último, en esta sección se analizará de qué manera el proceso de nominación para 
cargos legislativos federales pasó de una selección más centralizada a otra que comparten los 
gobernadores y el CEN, en la cual los primeros tienen bajo su control la mayoría de los 
distritos uninominales y el CEN es responsable de los candidatos a representación 
proporcional. De acuerdo con un ex dirigente del partido, durante la hegemonía del PRI 
muchas listas de candidatos a diputados federales de los distritos uninominales eran 
generadas por diferentes grupos del partido, tanto locales como nacionales.“ Grupos y 
facciones de todo tipo procuraban colocar a sus aliados en la Cámara Baja a través de los 
distritos uninominales (el PRI no presentó diputados de representación proporcional hasta las 
elecciones de 1988, debido a una restricción incluida en las leyes electorales). Los 
gobernadores (todos ellos miembros del PRI hasta 1989) se esforzaban por obtener unos 
cuantos puestos de mayoría, pero lo mismo hacían los líderes de los sectores, los secretarios 
del gabinete y los dirigentes corporativistas, así como los miembros del CeEn. En las semanas 
previas a las decisiones finales en la Ciudad de México circulaban varias listas. La Secretaría 
de Gobernación tenía un papel activo en el veto de los candidatos potenciales a las 
diputaciones, y enviaba al CEN y al presidente información sobre los nominados priistas. De 
modo que la selección de los candidatos se hacía en múltiples niveles y con múltiples facetas, 
con muchos grupos involucrados, y antes de llegar a las decisiones finales el presidente y el 
secretario de Gobernación tomaban en cuenta las preferencias de varios grupos diferentes 
dentro del partido. 

A partir del inicio de la competencia en las urnas el PRI nacional se vio forzado, finalmente, 
a descentralizar la mayor parte del proceso de selección de candidatos a las diputaciones por 
mayoría, aunque en buena medida fracasaron sus intentos de democratizar el proceso de 
nominación. Incluso antes de que el PRI perdiera las elecciones de 2000 se concedió a los 
gobernadores del partido mucha más influencia para ubicar a sus candidatos que en tiempos 
de la hegemonía. Para las elecciones legislativas realizadas en 1997 el PRI sabía que tendría 
que enfrentarse a una fuerte competencia en las urnas. Según un líder del partido, la 
dirigencia nacional permitió que los gobernadores priistas ubicasen más aliados que de 
costumbre en sus respectivos estados. Eso tuvo razones muy pragmáticas: primero, los 
gobernadores son los líderes políticos de los estados y podían hacer promesas creíbles de 


impedir que los perdedores saliesen del partido;”? segundo, pueden gastar muchos más 
recursos en las campañas en los distritos de su estado y colaborar así con otros miembros de 
su partido que compitan por el Congreso. Esta ayuda se presenta en forma de trabajadores 
estatales que reparten volantes y pintan bardas, en dinero para organizar manifestaciones, en 
tiempo en los medios y, ocasionalmente, en administradores de campaña.”* 

Los gobernadores tienen un arma implícita contra la dirigencia nacional del partido por lo 
que se refiere a las candidaturas uninominales; si los dirigentes del CEN O el candidato 
presidencial no les conceden el suficiente poder para la selección de candidatos al Congreso, 
pueden abstenerse de brindar su ayuda a la campaña presidencial y a las legislativas, 
reduciendo así el apoyo que esperan uno y otros. Al parecer eso fue lo que ocurrió en las 
elecciones de 2006, en las cuales se dice que Madrazo cambió a último momento a los 
muchos candidatos a los puestos de mayoría, y muchos gobernadores priistas se negaron a 
apoyar su campaña.?? 

Los activistas del partido no se han convertido en participantes importantes del proceso de 
selección de diputados federales, a diferencia de lo que ocurre con la nominación 
presidencial y, en ciertos casos, la de gobernadores. En 2002 la Asamblea Nacional reformó 
los estatutos, con lo cual en el ciclo electoral legislativo de 2003 el PRI instituyó primarias del 
partido para sus candidaturas a puestos de mayoría, con la salvedad de que esta regla no se 
aplicaría a los distritos en los cuales el PRI competía aliado con otro partido. Casi dos terceras 
partes de los candidatos para esa elección fueron electos, supuestamente, en esas primarias 
(“consulta a las bases”), pero circularon muchos rumores de que muchas de esas primarias 
(más de la mitad) eran falsas y que en las boletas no aparecía más que un único nombre. Un 
ex dirigente del PRI comenta que Roberto Madrazo, por entonces presidente del CEN, había 
ganado la presidencia del partido en 2002 con la promesa de otorgar más poder para tomar 
decisiones a los activistas de menor nivel, y que por lo tanto modificó los estatutos a fin de 
complacer a quienes lo habían apoyado,”? pero cuando en 2003 se inició el proceso de 
selección, manipuló astutamente las reglas para otorgarles más influencia a los gobernadores. 


CUADRO 4. Cambios de la selección informal 


de candidatos dentro del PRI, 1990-2005 


Cargo Forma hegemónica Forma nueva 
Presidente Dedazo presidencial Primaria abierta conflictiva 
Gobernadores  Dedazo presidencial; Primero primarias, después 
influencia de negociaciones en dos niveles 
Gobernación 
Diputados Negociada entre Los gobernadores eligen a 
federales muchos grupos candidatos uninominales; el 
y sectores CEN a los de representación 
Senadores Dedazo presidencial Negociada entre gobernadores, 
CEN y grupos de los estados 
Diputados Gobernadores con Fuerte influencia del 
locales supervisión gobernador; negociada 
del CEN con facciones locales 
Presidentes Gobernadores con Fuerte influencia del 
municipales supervisión gobernador; negociada 
del CEN con facciones locales 


Es posible ver que, mientras que la selección de candidatos se ha vuelto más 
descentralizada, los activistas del partido no tienen muchas más posibilidades que en el 
decenio de 1980 de participar en la selección de candidatos, con excepción de la nominación 
presidencial. Los gobernadores, por otro lado, han logrado adquirir una influencia mucho 
mayor sobre el proceso de selección que la que tuvieron en la era de la hegemonía. ¿A qué se 
debe? En gran medida el partido no necesita depender de sus activistas para realizar muchas 
de las labores que pueden pagarse con los recursos públicos canalizados a través del IFE. Al 
parecer no hay mucho qué ganar si se permite que los activistas tengan derecho a escoger 
candidatos para los puestos locales, estatales o federales (con excepción de la presidencia), si 
no se requieren sus servicios para triunfar en las elecciones. Por otro lado, a partir de 2000 el 
CEN no tuvo muchas opciones más que devolverles parcialmente el control de la selección a 
los gobernadores, ya que perdió al que fuera su líder supremo, el presidente. Ahora no hay 
ningún actor que pueda castigar a un gobernador recalcitrante que desea colocar a sus aliados 
en el Congreso o ayudar a un aliado político leal en el proceso de selección de candidato a 
gobernador. Con los presidentes del PAN los gobernadores reciben sus recursos financieros del 


gobierno federal de manera mucho más reglamentada que con sus predecesores priistas. Pero 
el CEN no lo ha perdido todo: las instituciones electorales nacionales (en cuya creación 
participaron las élites partidistas de los tres principales partidos) entregan millones de pesos 
de fondos públicos por año (y aun más en años electorales) a la dirigencia nacional 
(específicamente a los secretarios de finanzas del CEN). De esta manera los dirigentes del 
partido, igual que los gobernadores, siguen manejando grandes sumas de dinero. Además, el 
CEN del PRI conserva influencia o control sobre ciertos puestos, como las listas de 
representación proporcional tanto para diputados federales como para senadores, y las 
candidaturas uninominales en los estados no priistas. Por lo tanto, aunque los gobernadores 
tienen mucha más fuerza que durante el dominio del PRI, el CEN sigue conservando mucho 
poder. 


Reclutamiento legislativo 


Pippa Norris”? señala que para comprender el proceso de reclutamiento político es necesario 
analizar quién selecciona a los candidatos, así como las reglas formales y los procesos 
informales de decisión y la procedencia de candidatos propuestos. De esta forma, la selección 
y el reclutamiento de los candidatos están íntimamente relacionados. No obstante, vale la 
pena examinarlos por separado a fin de comprender mejor los resultados del proceso de 
selección de candidatos, sobre todo a diputados federales, desde los años ochenta hasta 2006. 
Durante la era del Pri los objetivos del reclutamiento negociado para la Cámara de Diputados 
eran múltiples: primero, mantener trabajando dentro del sistema a los numerosos grupos y 
facciones del partido, tanto a los que se basaban más en principios ideológicos como a los 
que se organizaban en torno a personalidades; segundo, conservar un equilibrio entre los 
diferentes niveles de gobierno, permitiendo que los gobernadores y los grupos políticos 
locales obtuviesen cargos federales y, por último, otorgarles a las dirigencias corporativistas 
cuotas de poder (pero no influencia política) en la rama legislativa del gobierno. También se 
les daban cargos a los secretarios del gabinete, a fin de poder enviar al Congreso operadores 
muy bien preparados capaces de hacer pasar por él ciertas legislaciones de importancia. En 
muchos distritos la amenaza electoral era casi inexistente, de modo que la popularidad de 
cara a las elecciones no se consideró un elemento de importancia sino hasta los años noventa. 
De esta manera el reclutamiento legislativo, durante la hegemonía del PRI, era subproducto de 
innumerables decisiones que, en conjunto, constituían una élite política de nivel medio que 
ingresaba en el Congreso cada tres años. 

El cuadro 5 muestra el grupo político al que pertenecía cada candidato a diputado del PRI 
en el ciclo de las elecciones legislativas de 1985. Se tomó en cuenta la trayectoria profesional 
de cada diputado uninominal para asignarlo al grupo que le ayudó a llegar al Congreso. Por 
ejemplo, si el diputado había sido miembro del gobierno de su estado durante varios años 
antes de obtener la nominación, se lo asignaba al grupo del gobierno estatal. Si los cargos 


públicos más recientes habían sido en la burocracia federal, aparece en esta categoría. Las 
complicaciones se presentan cuando los diputados forman parte tanto del gobierno estatal 
como de puestos dentro de los sectores corporativistas, de modo que se hizo el esfuerzo de 
tratar de determinar qué fue primero, si la labor en la escena política estatal o el cargo en la 
dirigencia sectorial. 


CUADRO 5. Verdadera afiliación grupal de los diputados 
uninominales electos por el PrI, 1985 


Sectores Número Porcentaje 
Nacional 37 
Estatal 84 
Sub-total 121 46% 
No-sectores 
Gobierno federal 42 
Partido nacional 2 
Gobierno estatal o facción estatal 99 
Sub-total 143 54% 
Total 264 


Con las cifras de 1985 resulta evidente que muchos tipos diferentes de grupos obtuvieron 
candidaturas a diputados federales en el periodo previo a que la oposición comenzase a hacer 
grandes avances en sus triunfos con las diputaciones uninominales. Estas cifras también nos 
ayudan a demostrar que los sectores corporativistas no eran ni con mucho tan fuertes como se 
hubiese podido creer; los líderes corporativistas constituían más de la mitad del universo total 
de candidatos del PRI en los años ochenta. Además, a los gobernadores y grupos políticos 
estatales se les dieron muchas oportunidades de incluir a sus aliados en las listas (cuyos 
miembros procedían a lograr triunfos electorales semiautomáticos). 


CUADRO 6. Grupos nacionales 
vs. grupos subnacionales, 1985 


Grupos nacionales 30.6% 
Grupos subnacionales 69.4% 
Número total 264 


Las cifras se tomaron del cuadro 5. 


Aquí los puestos nacionales incluyen el gobierno federal, los sectores nacionales y los 
puestos del partido nacional. Los subnacionales abarcan los del gobierno estatal, el partido 
estatal y los sectores locales. Si se desagrega los puestos en locales y nacionales puede verse 
que casi 70% de los diputados ganadores del PRI provenían de la política subnacional, 
importante enmienda a la idea de que durante la era hegemónica del PRI la política mexicana 
estaba completamente centralizada.?> 

Los cambios en el reclutamiento legislativo se iniciaron a principios de los noventa y 
adquirieron más vigor a finales de ese decenio, incluso antes de que el PRI perdiese la 
presidencia en 2000. Como ya se mencionó, el presidente Salinas (1988-1994) y el presidente 
del CEN por él seleccionado, Luis Donaldo Colosio, se esforzaron por debilitar la influencia 
de los sectores en las negociaciones de las candidaturas a la Cámara Baja.” Esta tendencia 
continuó durante el sexenio de Ernesto Zedillo. Los dirigentes de los sindicatos obreros 
fueron de los más golpeados, ya que se les consideraba candidatos impopulares que no serían 
capaces de triunfar en las elecciones de la mayoría de los distritos. 

Los gobernadores del PRI tenían fuertes incentivos para ubicar al mayor número posible de 
aliados en la Cámara de Diputados, a fin de que les ayudasen a demostrar su popularidad en 
el cargo y a mantener una fuerte presencia en la Ciudad de México, cosa que les daba apoyo 
para sus negociaciones anuales del presupuesto y, por último, a preparar a varios de sus 
seguidores para competir a fin de sucederlos en ese puesto. En condiciones democráticas los 
gobernadores no eligen a los dirigentes políticos de nivel nacional para competir en los 
distritos uninominales; más bien buscan a sus aliados locales, más cercanos a los votantes de 
sus respectivas localidades, porque, gracias a su experiencia local en cargos públicos o de 
elección, son mejor conocidos. Love?” ha demostrado que, en 2006, los candidatos priistas a 
diputaciones uninominales suelen tener más experiencia en la escena política local que sus 
contrapartes del PAN y del PRD, y que ese tipo de antecedentes les ayuda asimismo a mostrar 
mejor desempeño en las urnas. De modo que los “buenos” candidatos a diputaciones 
uninominales son los que tienen mayores vínculos con sus respectivas localidades, incluso 
sin la estrecha conexión que crearía la reelección. Una vez que el PRI perdió la presidencia, el 


CEN del partido tenía numerosos incentivos para permitir una descentralización aún mayor 
tanto de la selección de candidatos como del reclutamiento legislativo, porque, primero, 
podía ganar en más distritos y mantener su presencia en la cámara; segundo, haría que los 
gobernadores priistas siguiesen laborando dentro de la coalición del partido y, por último, 
porque los líderes nacionales controlaban todavía la selección de las listas de representación 
proporcional, con lo cual podían conservar una fuerte presencia en el Congreso sin tener que 
ganar una difícil elección distrital. 

Si el reclutamiento ha cambiado desde el inicio de la competencia electora, sería de esperar 
que se observaran dos grandes diferencias: primero, el descenso del número de dirigentes 
corporativistas que ganaron elecciones en 1985 en comparación con 2000 (no fue posible 
encontrar información sobre los candidatos) y, segundo, diferencias importantes entre los 
diputados uninominales y los de las listas. Como los candidatos a las diputaciones de 
representación proporcional no tenían que triunfar en una elección directa, sus filas deberían 
estar llenas de dirigentes del partido nacional y de los sectores. 

Lo más notable es la abrupta caída del número de diputados que son líderes de sectores 
locales o nacionales, cifra que desciende de 46% en 1985 a sólo 21% en 2000 (y 17% de las 
diputaciones uninominales). La CNC y el SNTE han logrado mantener cierta presencia en esas 
diputaciones, pero han desaparecido casi por completo los triunfadores de la crm. Los líderes 
nacionales de esta última agrupación no obtuvieron ni una diputación uninominal, y los 
locales sólo ganaron cuatro, mientras que los dirigentes campesinos locales consiguieron 
siete y nueve los dirigentes de sectores populares locales. Las listas de representación 
proporcional brindan cierta esperanza, pero no para los líderes corporativistas locales sino 
sólo para sus contrapartes nacionales. Otra diferencia interesante consiste en que la 
burocracia federal (que aún estaba controlada por el PRI cuando se decidieron las candidaturas 
para ese partido) ya no se molestó en tratar de ubicar a su gente a través de las candidaturas 
uninominales. Como cabía esperar si los gobernadores hubiesen decidido mandar muchos 
aliados locales al Congreso federal, un porcentaje muy elevado de las diputaciones 
uninominales (49%) correspondía a candidatos de grupos de base estatal. No todos esos 
diputados son aliados de los gobernadores, pero muchos de ellos se aliarán con éstos durante 
su periodo en el Congreso. Los políticos priistas que nunca han ejercido un cargo estatal 
obtienen ahora nominaciones y elecciones distritales: son los de las facciones municipales. 
Éste representa otro cambio de importancia, y es probable que se deba a la mayor 
competencia electoral, ya que esos políticos suelen ser bien conocidos en sus localidades. 
Hasta las listas de representación proporcional contienen muchos políticos estatales (20%), lo 
que nos habla de que, mientras que casi todos los líderes nacionales del partido obtendrán un 
escaño gracias a la lista de representación proporcional, no todos los que figuran en esas 
listas son líderes nacionales. 
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Como cabía esperar, los diputados por representación proporcional tienen mucha más 
experiencia en cargos nacionales que sus contrapartes uninominales; por ejemplo, 21% de los 
triunfadores de la lista habían ocupado un puesto en el gobierno federal, frente a sólo 3% de 
los distritales. Más de 17% de los diputados por representación proporcional habían sido 
miembros del partido nacional, comparados con sólo 2% de los ganadores de las diputaciones 
uninominales. Los dirigentes sectoriales nacionales y locales muestran diferencias similares 
(17% de los diputados de las listas eran miembros de un sector nacional, frente a sólo 1.5% 
de los uninominales.) 

También en este caso, si se desagregan estas cifras entre la afiliación nacional y la 
subnacional, resulta claro que el reclutamiento para diputaciones uninominales se ha 
descentralizado aún más en términos de los políticos que se incorporan al Congreso federal, y 
de cuánto dependen de las listas de representación proporcional los líderes nacionales del 
partido para seguir participando en la legislatura nacional. 


Campañas legislativas 


Por lo que se refiere a las campañas para el Congreso, el PRI se adaptó bien a las demandas de 
la competencia electoral, en gran medida porque los candidatos a diputados siempre habían 
sido responsables de la mayor parte de las actividades de campaña en sus respectivos distritos 
y porque los gobernadores tenían una larga experiencia en proporcionar ayuda a sus 
compañeros de partido durante las campañas. El CEN se limitó a modificar su papel y pasó de 
monitorear las campañas individuales a comprar tiempo en los medios de comunicación y a 
diseñar una estrategia para vender la marca del partido como un todo. 


CUADRO 8. Afiliación a grupos nacionales vs. subnacionales 
de los diputados del pri, 2000 


Representación 
Uninominales proporcional Total 
Grupos nacionales 6% 55% 25% 
Grupos subnacionales 94% 45% 75% 


Número total 127 76 203 


Cifras tomadas del cuadro 7. 


Es posible identificar varias diferencias interesantes en lo relativo a las campañas federales 
al Congreso en la era competitiva y en la hegemónica. Primero, las presiones de la 


competencia, el marco institucional y las reglas que controlan el financiamiento de las 
campañas han tendido a homogeneizar los estilos de las campañas de los tres principales 
partidos de México. Segundo, y muy probablemente debido al flujo de recursos públicos para 
la campaña destinados por el Instituto Federal Electoral (IFE) al CEN, el cuartel general 
nacional ha modernizado su participación en la campaña con una velocidad asombrosa, y 
ahora usa anuncios en los medios nacionales para promover al partido como un todo. No 
obstante, la mayoría de los candidatos de los distritos son menos propensos a utilizar 
tecnologías innovadoras, como bases de datos, envíos masivos de correspondencia o 
anuncios en los medios (al margen de la radio). Tercero, ahora es posible distinguir más a los 
candidatos por el tipo de distrito en el que hacen campaña que por el membrete partidista que 
portan: los aspirantes a diputados en los distritos competitivos se inclinan más por utilizar 
medios modernos, al mismo tiempo que apelan directamente a los votantes por medio del 
contacto personal. La promoción política en los distritos rurales, no competitivos, es similar a 
la de las antiguas campañas de los años setenta y ochenta, con la salvedad de que se han 
vuelto menos populares los actos de masas. Por último, los candidatos a diputados hacen un 
gran esfuerzo por llegar a diferentes tipos de espacios dentro de sus distritos y por diseñar 
estrategias diferentes para las circunscripciones en las que son fuertes, para las áreas 
competitivas y aquellas en las que se considera no tienen posibilidades. 

La bibliografía tanto institucional como específicamente sobre México aporta expectativas 
abrumadoras de campañas centradas en los partidos durante el largo periodo de hegemonía 
del PRI. No obstante, las entrevistas y los datos electorales sugieren que muchos candidatos 
organizaron y manejaron por sí mismos sus esfuerzos de campaña locales, y que en muchos 
casos no pudieron contar con recursos del partido para apoyar sus campañas en el nivel 
distrital, ya fuese porque el partido era débil o porque los notables de la zona no estaban 
satisfechos con el candidato impuesto por la dirigencia nacional. Sin embargo es evidente 
que este tipo de campaña tampoco se centraba en los candidatos: la imagen personal de los 
mismos no tenía mucha importancia para los votantes, los candidatos no podían 
autoproponerse y no financiaban sus propias campañas. En el México hegemónico se 
encontraba un híbrido entre las campañas del candidato y las del partido central, lo que 
podría denominarse administración de campaña por parte del candidato. 

Casi todos los candidatos a la Cámara de Diputados durante la era del PRI informaron que 
la dirigencia nacional los obligaba a permanecer en los distritos hasta por dos meses. 
Explicaron asimismo que eran responsables de organizar los eventos de campaña, entablar 
alianzas con los líderes locales, ponerse en contacto con presidentes municipales y 
gobernadores y, lo más importante, intermediar entre las oficinas del gobierno local, estatal y 
nacional y los líderes locales de la comunidad. Muchos de los deberes de los candidatos se 
organizaban en conjunto con los presidentes municipales y los grupos locales de los sectores, 
pero en numerosas áreas los sectores no tenían fuerza o no estaban dispuestos a apoyar al 
candidato. Además, incluso cuando estaban presentes, los responsables últimos de organizar 
la campaña eran los candidatos. 


Más que ofrecer plataformas programáticas, los candidatos a diputados actuaban como 
intermediarios entre los dirigentes de la comunidad, que podían hacerles llegar votos, y los 
organismos de toma de decisiones o con recursos cuantiosos en todos los niveles del 
gobierno, desde los gobiernos locales y estatales hasta la burocracia nacional; es decir, 
brindaban gestoría.” Las claves de las campañas legislativas eran pequeñas reuniones con 
líderes de la comunidad y actos de masas que se llevaban a cabo en diferentes ciudades del 
distrito. Se organizaban encuentros para renovar las alianzas entre los líderes locales y el 
régimen del PRI en la Ciudad de México, usando al candidato como intermediario. Entre los 
dirigentes locales se incluían las personas acaudaladas, como propietarios de negocios, y las 
que tenían influencia entre sus vecinos, como los líderes de los mercados y, en ciertos 
distritos, los líderes sectoriales locales. El equipo del candidato encontraba a los “líderes 
naturales” de la comunidad, como médicos, curas, farmacéuticos y maestros, que estaban en 
buenos términos con muchos de los residentes y los reclutaban para trabajar en favor de su 
campaña.”? Estos miembros de las fuerzas vivas constituían también líneas de comunidad 
vitales, ya que nadie conocía mejor que ellos los problemas de la comunidad. Gracias a sus 
contactos con esos notables del lugar el régimen podía develar todos los problemas políticos. 
Esos dirigentes locales también resultaban cruciales porque estaban a cargo del lado de la 
demanda de la gestoría: pedían caminos pavimentados, sistemas de drenaje o alumbrado 
público, a cambio de lo cual movilizaban a los votantes.*% 

Para complementar las pequeñas reuniones con los dirigentes locales, los candidatos del 
PRI contaban con las reuniones de masas que promovían las elecciones. Esos mítines eran 
importantes por varias razones: primero, ponían de manifiesto el entusiasmo público por el 
candidato y el partido; segundo, les demostraban a los líderes del partido la capacidad 
organizativa del candidato y, por último, constituían una especie de ensayo general de los 
esfuerzos de movilización el día de las elecciones. Los mítines implicaban transportar en 
autobuses a cientos de ciudadanos pobres hasta el lugar designado y tenerlos sentados 
durante los discursos. En los distritos en los que estaba involucrado un sector corporativista 
el candidato podía contar con que esa organización planease el acto.** Pero si no había un 
sector, el equipo del candidato, integrado por amigos, parientes o estudiantes contratados, 
organizaba los mítines, trabajando muchas veces con el presidente municipal de la localidad. 

La campaña publicitaria consistía en pintar bardas, repartir volantes y pegar carteles con el 
nombre y la foto del candidato, y llevar a cabo entrevistas en las estaciones radiofónicas y los 
periódicos. Los candidatos del PRI tenían enormes ventajas en términos de comunicación. 
Como contaban con más dinero que su contrincante de la oposición, podían pagar anuncios 
de bajo costo, como carteles y carteleras, mientras que en general los periódicos y la radio no 
cubrían más que al candidato del PRI, ignorando a sus rivales de la oposición. Las legendarias 
bardas eran un elemento importante de la lucha por llegar a los votantes a falta de medios de 
comunicación más modernos, y las pintaban el personal del equipo del candidato o los 
voluntarios de los sectores.*? Como muchas veces los partidos de oposición no tenían otra 


manera de hacer llegar a los votantes sus propios nombres y colores, constantemente surgían 
conflictos acerca de quién tenía derecho a pintar dónde, y había bandas de trabajadores del 
PRI que iban de un lado a otro tapando con pintura las bardas de la oposición.?? 

La dirigencia nacional del PRI era responsable de monitorear las campañas de sus 
candidatos y de sancionar a quienes no estuviesen realizándolas en forma correcta.** En las 
campañas concurrentes con la elección presidencial la organización nacional desempeñaba 
un papel mucho más activo para garantizar que se movilizasen los diferentes elementos de la 
estructura partidista, temerosa de parecer incompetente ante el candidato presidencial del PRI 
y, por ende, el futuro presidente de la nación. En términos de monitoreo del nivel nacional, 
las evaluaciones de las campañas asumían con frecuencia la forma de preguntarle al 
candidato cuántas comidas había organizado y a cuántas había asistido.*? Ésta parecía ser la 
medida más certera de llegar a los votantes, los líderes de los sectores y los notables de la 
comunidad. El CEN controlaba el desempeño de sus candidatos por medio de toda una 
jerarquía de delegados y de la dirigencia estatal del partido.** Un delegado regional 
monitoreaba hasta cinco estados, el delegado estatal estaba al tanto de las actividades de los 
candidatos en cada entidad federativa, y el delegado del CEN representaba el principal vínculo 
entre el candidato y el partido nacional. Si se consideraba que el distrito era vulnerable se 
enviaba a un delegado especial a manejar la campaña.?” 

Hay tres factores interrelacionados que son responsables de las transformaciones 
observadas en las campañas por cargos en el Congreso: primero, la creciente competencia 
electoral, que se presenta en mayor número de distritos; segundo, la infusión de dinero 
público por parte del 1FE en las campañas y, tercero, el conjunto de reformas electorales que 
se dieron durante la década de 1990 —y que culminaron con la de 1996—, que redujeron el 
fraude masivo que afectaba los resultados electorales durante gran parte del periodo 
hegemónico, pero sobre todo a finales de los ochenta. 

El papel del cen en las campañas legislativas modernas y competitivas se volvió 
notablemente diferente del que desempeñaba durante la hegemonía, y mucho más 
modernizado que las campañas que desplegaban la mayoría de los candidatos en sus 
respectivos distritos. De acuerdo con entrevistas realizadas en la era moderna tanto a 
miembros del CEN como a candidatos, el papel más importante de la dirigencia nacional 
consiste en manejar los anuncios en los medios masivos de comunicación nacionales (lo 
mismo en radio que en televisión). Los millones de pesos que se canalizan a través del CEN y 
la posibilidad de utilizar tecnologías avanzadas de comunicación, sobre todo anuncios 
televisivos, han obligado a la dirigencia nacional del partido a concentrarse en diseñar y 
mejorar su publicidad en los medios nacionales. El deseo de mantener control sobre las 
finanzas del partido, así como de incrementar el apoyo electoral en todo el país, ha 
convencido a los líderes del partido de no dejar la responsabilidad de la propaganda en el 
nivel estatal o distrital. Esta tendencia ha alejado el dinero de las contiendas distritales y, 
como consecuencia de ello, los anuncios en los medios de los distritos están mucho menos 


desarrollados que los que tienen el propósito de vender el partido en su conjunto. Una 
reforma electoral de 2007 les da ahora a los partidos tiempo aire gratuito para publicitar a sus 
candidatos y plataformas. Ya no es necesario que las organizaciones deban gastar sus propios 
recursos en anuncios de televisión o de radio, pero de cualquier manera siguen recibiendo 
millones de pesos para sus campañas. Se esperaría que las campañas de nivel distrital 
tuviesen mucho mejor financiamiento y, por lo tanto, que fuesen mucho más activas que en el 
pasado reciente. 

De acuerdo con las leyes electorales mexicanas, la Cámara Baja está integrada por 300 
diputados electos en distritos uninominales y 200 de cinco distritos multinominales de 
representación proporcional que se eligen, con un único voto, de listas cerradas. Los partidos 
tienen recursos limitados para difundir esas 300 contiendas plurinominales en los distritos 
uninominales. La estrategia de gasto del PRI está diseñada para ganar ambos votos y distritos, 
debido al sistema mixto de mayoría relativa-representación proporcional. En un sistema puro 
de mayoría relativa sería de esperar que los partidos gastasen sus recursos en los distritos 
donde la lucha es más cerrada, en los cuales pueden ganar o perder, asignando menos dinero 
a las contiendas sin esperanzas y a los distritos que se dan ya por ganados.** 

No obstante, en México, debido al doble sistema electoral, los partidos deben gastar en una 
gama más amplia de distritos..? La asignación del segundo estrato, la representación 
proporcional, se basa en el voto del primero, el de mayoría relativa: no hay dos boletas 
separadas para cada tipo de escaño. Por lo tanto todos los puestos de mayoría, tanto los que 
se consideran sin esperanzas como los que son fáciles de ganar, tienen que arrojar el conteo 
de votos más alto que sea posible, a fin de obtener un mayor número de sufragios de 
representación proporcional a nivel nacional y ganar así más espacios en la Cámara de 
Diputados. Algunos distritos son más importantes que otros, no tanto por el número de 
votantes cuanto por la cantidad de votos seguros para el PrI."% El partido nacional sigue 
teniendo fuertes incentivos para asegurarse de que los candidatos obtengan el máximo de los 
votos, incluso si pierden el distrito. 

La segunda labor de gran importancia consiste en proporcionarles información a los 
candidatos; la misma adopta la forma de encuestas de opinión en el nivel del distrito, que se 
llevan a cabo en diversos momentos de la campaña, así como en el historial de los sufragios 
de la circunscripción. La dirigencia nacional está interviniendo más para unificar los estilos 
de las campañas, los mensajes y la imagen, y al iniciarse las mismas el CEN le envía a cada 
aspirante al Congreso lineamientos que esbozan estrategias adecuadas para los diferentes 
tipos de distritos. En términos generales, a los candidatos se les permite escoger qué 
mensajes destacarán en sus campañas individuales, y cuáles ignorarán.”* 

La mayoría de los líderes nacionales del partido insisten en que la imagen del candidato no 
tiene importancia en los resultados electorales, debido a la prohibición de la reelección 
consecutiva. Al mismo tiempo, casi todos los gobernadores se esfuerzan por escoger en sus 
partidos candidatos que tengan algún tipo de experiencia local, y con frecuencia preparan 


aliados, otorgándoles puestos locales, a fin de que puedan triunfar en una elección para 
diputados, lo que significa que los líderes locales sí creen que los candidatos con experiencia 
política local tendrán mejores posibilidades de derrotar a la oposición. Y muchos de los 
candidatos a los que se entrevistó usaban su experiencia previa en la localidad como 
elemento de atracción para los votantes./? Existe cierta dosis de tensión entre la dirigencia 
nacional del partido y los candidatos a diputados en torno a la cantidad de dinero que el IFE 
asigna a las campañas individuales; varios de estos últimos se quejaron amargamente de que 
el CEN no les mandaba recursos suficientes para hacer una campaña adecuada o que no les 
permitía informar del gasto. 

En los distritos competitivos los candidatos dependen mucho del historial reciente de 
sufragios como guía para saber dónde deben concentrar sus actividades de atracción de 
votos.” En las circunscripciones en las cuales el PRI tiene una base fuerte los candidatos 
pueden hacer llamamientos más o menos generales y enviar a colaboradores pagados de la 
campaña. Cuando los márgenes de votación son más cerrados suelen usar una estrategia de 
visitas “de puerta en puerta”./* Si el distrito incluye circunscripciones tanto rurales como 
urbanas, se emplea una estrategia diferente: las visitas de casa en casa se utilizan en las áreas 
urbanas, mientras que en las zonas rurales se cuenta más con los líderes naturales.”? Un ex 
diputado relata un día típico de campaña que se concentró en las áreas urbanas de su distrito. 

1. Desayuno con hombres de negocios. 

2. Reunión con un grupo de mujeres. Esas reuniones habían sido organizadas de antemano 
por el equipo de campaña, que iba de puerta en puerta anunciando que su candidato 
estaría en tal lugar a determinada hora. 

3. Una visita a estudiantes cerca de una escuela (los candidatos ya no pueden entrar a las 
escuelas). 

4. Comida con un grupo de pensionados. 

5. Luego el candidato se iba a otro barrio y tenía un “acercamiento público”, lo que 
significa un pequeño mitin con todos los miembros de la comunidad, entre 200 y 300 
personas. El candidato llevaba a cabo estas visitas cada tercer día. 

6. En ciertos días, visitas de puerta en puerta.”* 


Los líderes naturales de las áreas rurales suelen ser presidentes municipales electos por el 
partido, señalados por muchos como la verdadera base del PRI (y no la organización partidista 
oficial o algún sector). Casi todos los candidatos mencionaron que la radio era, con mucho, el 
instrumento de comunicación más importante para los llamamientos masivos, ya que es 
barata y atrae a casi todos los votantes (a diferencia de la televisión, que es mucho más cara y 
que cubre un área que rebasa con mucho al distrito en cuestión).?7 Algunos de los candidatos 
por distritos más acaudalados utilizaron los envíos masivos de correspondencia y los centros 
de llamadas, que pagaron de su propio bolsillo.” Varios diputados afirmaron que, por lo 
menos para ciertas actividades de campaña, como creación de imagen, fotografías oficiales 


del candidato y anuncios radiofónicos, utilizaron servicios profesionales.?? 

La gestoría, tal como pasaba en la época hegemónica, es parte importante de las campañas: 
varios diputados mencionaron que antes de las elecciones intentaron conseguir servicios para 
sus votantes locales.?% Un ex diputado lo describe como una especie de triangulación que no 
es en absoluto ilegal: el candidato trata de obtener que se les proporcionen a los votantes, 
antes de las elecciones, bienes y servicios de otras instancias del gobierno (y si es 
especialmente activo también después, aunque eso es raro).*! 

Los candidatos individuales de los distritos han abandonado en su mayor parte las 
movilizaciones masivas tan características, en otros tiempos, de las campañas distritales del 
PRI, alegando las dificultades para movilizar a la gente para que concurra, así como los gastos 
de los pequeños obsequios que se hacen, y preguntándose si esas reuniones tienen algún 


efecto positivo sobre el resultado final.*? 


Conclusiones 


Cuando uno se pregunta cuán bien se ha adaptado el PRI a un enorme cambio de su entorno 
externo (la pérdida de elecciones, de las mayorías en el Congreso y de la presidencia), la 
respuesta es variable. Por un lado sigue controlando más gubernaturas que los otros dos 
partidos juntos; no se ha fragmentado en forma decisiva en varios partidos diferentes (el 
Partido Nueva Alianza y Convergencia siguen siendo partidos minoritarios); sigue ganando 
competencias legislativas, lo que le permite figurar como actor de importancia en la 
formación de mayorías en las legislaturas, y, por último, sigue siendo un contendiente para 
ganar las elecciones presidenciales. Por otro lado, se ve al partido como corrupto y al servicio 
de sus propios intereses; sus facciones lo desgarran para obtener nominaciones y sus reglas 
estatutarias no son respetadas. 

Este capítulo ha demostrado que, cuando se habla de cambio en la organización del 
partido, no basta con referirse sólo a uno o dos elementos, como ocurre en muchos otros 
trabajos, y que, al examinar una multitud de actividades del partido, es posible entender 
mejor qué actores del mismo controlan qué áreas, sus incentivos, y los recursos que podrían 
movilizar en los conflictos internos. Al usar este formato desagregado el ensayo ha 
contribuido a demostrar que el PRI tuvo más éxito en algunas áreas —como la selección de 
diputados federales, el reclutamiento legislativo y las campañas— que en otras, sobre todo en 
los nombramientos ejecutivos. 

Uno de los elementos más importantes de la historia de la modernización del partido es la 
lucha entre sus gobernadores y la dirigencia nacional. Los gobernadores priistas se han 
convertido en actores de enorme importancia en el PRI actual, mientras que los dirigentes 
sindicales (en particular los de nivel local) han sido muy maltratados por los rigores de la 
competencia electoral. Hay varias razones por las cuales los dirigentes nacionales del 
régimen (y, más tarde, la dirigencia nacional del partido) estuvieron dispuestos a entregarles 


mucho poder a los gobernadores. Primero, los candidatos populares a la gubernatura a los 
que se les negase la nominación podían abandonar el partido y convertir estados que eran 
baluartes del PRI, como Baja California Sur y Zacatecas, en bastiones de la oposición. 
Segundo, los gobernadores pueden apoyar las elecciones locales y federales en sus 
respectivos estados, con lo cual están en condiciones de exigir control sobre la selección. Por 
último, el CEN ha sido capaz de mantener importantes prerrogativas sobre las listas de 
candidatos a diputados y senadores, así como sobre los recursos públicos. 

Una fuente constante de conflictos dentro del partido se encuentra en áreas en las que no ha 
sido posible dividir el pastel entre los diferentes grupos, como por ejemplo el proceso de 
selección presidencial. La falta de reglas que se impongan por sí mismas obliga a los diversos 
actores del partido a hacer trampas, porque nada garantiza que otros no las harán. 


[Traducción de Victoria Schussheim.] 
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Introducción 


El propósito de este capítulo es ofrecer una descripción sumaria y una interpretación de los 
cambios habidos en el sistema jurídico mexicano entre 1970 y 2000. La tesis central es que 
durante este periodo un conjunto de factores demográficos, sociales, económicos y políticos 
generaron un proceso de cambio en el sistema jurídico cuyo resultado consiste en que las 
normas y las instituciones jurídicas inciden con mayor relevancia en la vida social. Estos 
factores parecen exigir al sistema jurídico el desempeño de una nueva función, lo que 
significa que las normas y las instituciones jurídicas deben comenzar a operar más como 
medios efectivos de regulación y de solución de controversias que como un recurso 
meramente simbólico o como un simple punto de referencia para la negociación.! Al igual 
que en otros periodos similares de intensa modernización en nuestra historia, el periodo que 
examinamos arroja modificaciones normativas e institucionales muy significativas, pero a fin 
de cuentas desiguales e insatisfactorias. Por ello, es fácil entender que los esfuerzos de las 
élites políticas y económicas del país para alcanzar la “modernidad” hayan sido igualmente 
recurrentes e incompletos. 

México nace a la vida independiente como un país “moderno”, en el sentido de que los 
elementos centrales de su vida institucional, económica y social tienen como referentes — 
cierto es que con muchos matices— los ejes principales de las sociedades modernas que se 
fueron construyendo en Europa desde los últimos siglos de la Edad Media. Sin embargo, al 
consumarse la Independencia, las élites del país consideraron incompleta, en mayor o menor 
medida, a esta “modernidad”, por lo que emprendieron una especie de “fuga hacia adelante”, 
con el propósito de imitar y tratar de alcanzar los niveles de progreso y desarrollo que 
presentaban las naciones más adelantadas de su época, al mismo tiempo que intentaban 
preservar una identidad “nacional” todavía incierta y desdibujada.? En este proceso histórico, 
el derecho desempeña un papel central en la construcción de la modernidad, pues es primero 
en la Constitución y las leyes donde se “inventa” y se diseña el país que se desea alcanzar.? 
Sin negar la influencia de la historia y de la cultura, puede afirmarse entonces que México es, 
en buena medida, una construcción del derecho y los juristas, un hijo legítimo de la cultura 


jurídica occidental, en particular, del ideario de la Ilustración y las revoluciones del siglo 
xvn1.* 

La brecha que separa el país “legal” y el país “real” (separación que, por cierto, existe en 
todas las sociedades) ha sido especialmente aguda entre nosotros, porque es constitutiva de la 
nacionalidad misma. Además de considerarla como símbolo de nuestro atraso congénito, 
podríamos verla como un ejercicio de ceguera o ingenuidad políticas, o incluso como una 
mentira más o menos abierta para “vestir a la moderna las supervivencias del sistema 
colonial”.? Pero a la distancia puede percibirse que también ha servido como una poderosa 
palanca de cambio, en virtud de la cual la “irrealidad” de las leyes de ayer se ha ido 
convirtiendo paulatinamente en la “realidad” social de hoy: así surgen y se consolidan, no sin 
grandes luchas y tampoco sin avances ni retrocesos, el sistema republicano y representativo, 
el federalismo, la separación de la Iglesia y el Estado, la democracia, etcétera. 

Tres han sido los grandes periodos de modernización jurídica que pueden identificarse en 
la historia de México a partir de la Independencia. El primero se inicia después de la 
restauración de la República (1867), cuando el primer periodo de relativa tranquilidad de que 
pudo gozar el país favoreció la codificación y la elaboración de un orden jurídico “nacional”. 
Hasta entonces, el país se había regido por el orden jurídico colonial, complementado por las 
leyes y disposiciones que de manera puntual habían expedido las autoridades de la época. 
Destaca especialmente el periodo de modernización de la legislación económica, comercial y 
financiera que se produce durante la larga presidencia del general Porfirio Díaz (1877-1910). 
El segundo periodo puede ubicarse a partir de los años veinte del siglo pasado hasta 
mediados de la década de los cuarenta, cuando hubo necesidad de ajustar el orden jurídico a 
la Constitución de 1917. Se expiden nuevos códigos y nuevas leyes (como la Ley Federal del 
Trabajo, en 1931); se crean nuevas instituciones (como el Instituto Mexicano del Seguro 
Social, en 1943), en correspondencia con el ideario de la Revolución mexicana, pero también 
en los términos que exigía la consolidación del presidencialismo y del partido hegemónico. 
Por último, el tercer periodo —en el que se concentra este ensayo— se inicia en 1982, a 
partir de la grave crisis financiera que se abatió sobre el país en ese año. Este tercer periodo 
estuvo precedido por dos periodos de gobierno (1970-1982) en los que se emprendió la 
modernización parcial de algunos ámbitos jurídicos. Así, por ejemplo, se dictaron las 
primeras disposiciones en materia de protección del ambiente (1971) y se creó la 
Procuraduría Federal del Consumidor (1975); asimismo, se emprendió una importante 
reforma administrativa y fiscal. Algunas de las leyes federales dictadas durante este periodo 
siguen vigentes hasta la fecha, aunque con importantes modificaciones. Por este motivo 
hemos incluido a este periodo de modernización parcial en el ámbito temporal de este 
ensayo. 

Antes de proceder a la descripción de los cambios en el sistema jurídico mexicano después 
de 1970, resulta conveniente ofrecer una caracterización esquemática de sus características 
principales hasta el año citado:? 


e Legitimidad revolucionaria: los sistemas político y jurídico derivaban su legitimidad de 
la Revolución mexicana de 1910 y del “proyecto nacional” contenido en la Constitución 
de 1917. La invocación de la Revolución y de su proyecto político y social servían de 
justificación para el cambio jurídico y como criterio material para la interpretación 
judicial y doctrinal.” 

* Presidencialismo: el presidente de la República disfrutaba de supremacía política 
indiscutible y, por tanto, dominaba, de manera directa o indirecta, todos los procesos de 
creación, interpretación y aplicación de la ley. A través de su control político del 
Congreso, la Presidencia era el factor clave en todos los cambios constitucionales y 
legislativos, así como en la celebración de tratados internacionales. El predominio 
político del presidente se reflejaba también en una estructura gubernamental 
relativamente simple.* 

* Aplicación de la ley: la aplicación de la ley era muy selectiva y discrecional, hasta el 
punto que podía utilizarse como instrumento de control político y social (particularmente 
en el derecho administrativo, penal y laboral.? 

e Poder Judicial: el Poder Judicial de la Federación gozaba de un grado efectivo de 
independencia y de respeto como garante de los derechos constitucionales. Sin embargo, 
sus recursos y facultades estaban limitados, sobre todo en áreas políticamente 
sensibles.!% Había una carrera judicial informal, altamente endogámica. El Poder Judicial 
se encontraba relativamente aislado del entorno social y cultivaba voluntariamente un 
perfil público bajo. Los poderes judiciales locales estaban sometidos a un grado mucho 
mayor de control político y sus recursos eran, en general, todavía más precarios. 

* Juicio de amparo: a pesar de su amplitud como instrumento procesal para la protección 
de los derechos individuales, el amparo tenía en general acceso y efectos limitados. 

e Profesión jurídica: la profesión jurídica era relativamente pequeña, segmentada y débil. 
El ejercicio privado de la profesión no requería incorporarse a ningún colegio de 
abogados ni aprobar ningún examen. En términos generales, dependía más de las 
relaciones sociales que de las capacidades técnicas del jurista. Un número considerable 
de funcionarios públicos de niveles medios y altos, incluyendo al presidente de la 
República, había estudiado derecho.!! 

e Educación jurídica: la escuela de derecho más prestigiada e influyente era la Facultad de 
Derecho de la Universidad Nacional, la cual también funcionaba como centro de 
reclutamiento político.” 

* Cultura jurídica y acceso al derecho: puede suponerse que una mayoría de la población 
veía con desconfianza a las instituciones y a la profesión jurídicas, en parte como 
consecuencia de su exclusión del sistema jurídico formal.** Dicha exclusión, aunada a la 

naturaleza corporativa y clientelista del régimen, promovían tanto la “informalidad” (por 

ejemplo, en la tenencia de la tierra) como los intentos periódicos por legalizarla. 


+ Nacionalismo jurídico: el sistema jurídico estaba relativamente cerrado hacia las 
influencias externas. Una especie de “nacionalismo jurídico” era compartido y 
transmitido por la mayoría de los juristas. Solamente un grupo muy reducido tenía 
interés en los fenómenos jurídicos externos (derecho comparado).!* 


El cambio jurídico 1970-2000 


Periodización 


Este ensayo abarca el periodo entre 1970 y 2000. Hemos escogido el año de 1970 como 
inicio del periodo examinado por varias razones. La mayoría de los observadores está de 
acuerdo en que, hacia finales de los años sesenta, el régimen político y económico que se 
había consolidado a partir de los años cuarenta empezó a mostrar sus primeros signos de 
agotamiento. Diversos movimientos sociales, por ejemplo, eran un indicio de que las nuevas 
clases medias urbanas ya no encontraban un lugar en las estructuras políticas del régimen. 
Por otra parte, el modelo de sustitución de importaciones, implantado desde los años cuarenta 
y que había sido exitoso hasta ese momento en términos de crecimiento económico (el 
llamado “desarrollo estabilizador”), empezó a mostrarse insuficiente para sostener el 
desarrollo, especialmente como medio para disminuir la pobreza y promover niveles más 
altos de empleo.*? 

El periodo de 30 años se puede dividir claramente en dos partes. La primera va de 1970 a 
1982. Durante esos años, dos gobiernos federales trataron de responder y de resolver los 
primeros síntomas de agotamiento, a través del crecimiento de la intervención del Estado y 
de la deuda pública, así como mediante la modernización parcial de algunos sectores, al 
mismo tiempo que permitían un nivel muy modesto de apertura política y económica. Esta 
estrategia fue llevada a tal extremo que cuando llegó el colapso en 1982, bajo la forma de una 
grave crisis financiera, no parecía posible otra vía de solución que no consistiera en un giro 
más o menos radical en el rumbo.** 

La segunda parte del periodo va de 1983 al año 2000. En ese periodo se empezó a aplicar 
una nueva política económica, al principio de forma tímida y, más tarde, con vigor creciente, 
en especial a partir de 1992. Esta nueva política se basa en mercados abiertos y en una 
reducción significativa en la intervención del Estado en la economía. Más o menos en forma 
contemporánea se inició un proceso de liberalización política, cuya manifestación más visible 
son elecciones cada vez más competidas. 

Durante esta segunda etapa se produjeron muy importantes cambios en el sistema jurídico. 
Así, por ejemplo, entre 1982 y 1996, se aprobó o se reformó ampliamente casi el 80% de las 
leyes federales. De igual modo, se creó un marco institucional nuevo y más complejo 
(tribunales especializados en diversas materias como la electoral y la agraria, ombudsmen 


para los derechos humanos, organismos reguladores autónomos, etcétera) Como 
consecuencia de la liberalización económica, un sistema jurídico tradicionalmente cerrado 
comenzó a abrirse hacia el exterior, mediante contactos crecientes con el derecho 
internacional, especialmente a través de la ratificación de tratados y convenios en materia de 
comercio, medio ambiente y derechos humanos.*” 

Las elecciones del 2 de julio de 2000, que pusieron fin a más de 70 años de gobierno 
nacional de un solo partido, también representan el fin simbólico de un orden jurídico basado 
en la autoridad casi indiscutida de un solo hombre. Si bien en este trabajo documentamos el 
cambio gradual pero profundo que se produce en el sistema jurídico durante el periodo 
estudiado, especialmente a partir de 1982, el año 2000 constituye sin duda un parteaguas en 
ese proceso, y sus consecuencias comienzan a ser visibles a partir de esa fecha. 


Dimensiones cuantitativas del cambio jurídico 


Las dimensiones del cambio jurídico pueden mostrarse a nivel cuantitativo si consideramos 
los siguientes elementos.!* 

La Constitución mexicana tuvo 397 reformas entre 1917 y diciembre de 2000.** La gráfica 
15 muestra el número de reformas de la Constitución por periodo presidencial. Resulta 
evidente que el número de reformas se incrementó significativamente a partir de 1970, año 
que marca el inicio de nuestro estudio. Doscientos cincuenta y ocho de las 397 reformas se 
aprobaron entre 1970 y diciembre de 2000. En otras palabras: el 65% del número total de 
reformas se produjo en ese periodo de 30 años, pero la mayor concentración (46%) 
corresponde al periodo 1982-2000, según lo muestra la gráfica 16. El cuadro 9 indica la 
distribución de reformas constitucionales por materia entre 1970 y 2000. 


GRÁFICA 15. Número de reformas constitucionales 
por periodo presidencial (1917-diciembre 2000) 
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FuenTE: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación, 1917-2000. 


GRÁFICA 16. Porcentaje de reformas constitucionales 
por periodo (1917-diciembre 2000) 
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FUENTE: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación, 1917-2000. 


Un número importante de las reformas entre 1982 y 2000 se refiere al sistema electoral y al 
reforzamiento de la organización y las atribuciones del Congreso de la Unión y del Poder 
Judicial de la Federación. Otras reformas trascendentes tienen que ver con los derechos 
individuales y sociales y sus medios de protección; el sistema económico, incluyendo el 
control por el Estado de las áreas “estratégicas”, así como las responsabilidades de los 
servidores públicos. Si bien el número de reformas a los artículos económicos de la 
Constitución es relativamente pequeño, tales reformas tienen un impacto significativo. De 
hecho, durante el periodo analizado se modificaron también algunos de los principios 
supuestamente “intocables” de la Revolución incorporados en la Constitución (educación, 
relaciones entre el Estado y las iglesias, reforma agraria y propiedad de la tierra). Podría 
decirse incluso que un diseño institucional “nuevo”, más complejo y moderno, se introdujo y 
se superpuso sobre el modelo institucional que se construyó en las décadas siguientes a la 
Revolución. Al menos en algunos aspectos, ambos diseños institucionales coexisten dentro 
de la misma Constitución.?% 


CUADRO 9. Reformas constitucionales por materia 
(1970-2000) 


Materia Número % 

Derechos individuales y sociales 57 2201 
Estados, municipios y Distrito Federal 14 5.4 
Economía 18 7.0 
Poder Ejecutivo 14 5.4 
Poder Legislativo 65 23.2 
Poder Judicial 42 16.3 
Nacionalidad y ciudadanía 6 2.3 
Sistema electoral 1 7.4 
Responsabilidad de servidores públicos 17 6.6 


Otras 6 2.3 


FuenTeE: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación, 1970-2000. 


Por lo que se refiere a las leyes federales, de 211 que estaban en vigor en diciembre de 
2000,?* 158 habían sido aprobadas, 29 habían sido reformadas, y 24 no habían sido 
modificadas en el periodo entre 1971 y 2000. En otras palabras: 75% de la legislación federal 
vigente había “nacido” durante el periodo que analizamos. Si a ello agregamos las 29 leyes 
reformadas durante el mismo periodo, el resultado será que 89% de la legislación vigente a 
fines de 2000 fue aprobado o modificado en los esos 30 años. La gráfica 17 muestra el 
número de leyes vigentes por periodo de aprobación. 

En un análisis más detallado, resulta significativa una comparación entre dos periodos 
“activistas” de seis años. El primero va de 1971 a 1976, cuando un número importante de 
leyes se aprobó o reformó, introduciendo nuevas materias en el sistema jurídico mexicano, 
como por ejemplo, el derecho ambiental, el urbano o el económico. Durante este periodo, la 
legislación tendía a reforzar la intervención del Estado en la vida social y económica, y había 
también una clara intención de renovar las leyes aprobadas antes de 1970 (por ejemplo, leyes 
relativas a la educación y las fuerzas armadas). El segundo periodo comprende los años entre 
1991 y 1996 (los últimos tres del gobierno del presidente Salinas de Gortari y los primeros 
dos del presidente Zedillo). Durante este periodo observamos un giro en la orientación de las 
leyes, y una renovación casi completa del marco legislativo, principalmente en los sectores 
económico, financiero, agrícola, comercial, de servicios y de derechos humanos.*? Un 
porcentaje muy significativo de la legislación vigente (más de 50%) fue aprobado o 


modificado en este segundo periodo de seis años. El cuadro 10 muestra una comparación del 
número y la materia de las leyes nuevas en ambos periodos, así como el número y porcentaje 
de ellas todavía en vigor. 


GRÁFICA 17. Leyes federales vigentes 
por periodo de aprobación 
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FUENTE: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación. 


* De las 53 leyes aprobadas entre 1889 y 1970, 29 fueron reformadas entre 1971 
y 2000. 


También el Poder Judicial, tanto a nivel federal como local, presenta cambios cuantitativos 
importantes. En primer término, a partir de los años ochenta y sobre todo en los noventa, se 
inicia el crecimiento acelerado en el número de juzgados y tribunales del Poder Judicial de la 
Federación, el cual había sido muy reducido, casi nulo, entre los años treinta y la década de 
los setenta. El cuadro 11 da cuenta de este crecimiento comparado con la población; en él 
podemos advertir que el crecimiento de los órganos jurisdiccionales federales ha sido, en 
promedio, más rápido que el crecimiento de la población, ya que el número de habitantes por 
órgano jurisdiccional desciende de manera constante y ello implica una mejoría relativa en el 
acceso a la justicia. Así, en 1970 había sólo ocho circuitos judiciales federales. En ese año, 
39 ciudades del país contaban con órganos jurisdiccionales federales; de esas ciudades sólo 
25 eran capital de algún estado, es decir, que había seis estados que no contaban con ningún 
juzgado de distrito en su ciudad capital. En 2000, en cambio, había 25 circuitos judiciales — 
prácticamente uno por cada entidad federativa— y un total de 59 ciudades contaban con 
órganos jurisdiccionales federales.?? 


CUADRO 10. Comparación de leyes nuevas aprobadas 
en los periodos 1971-1976 y 1991-1996 


Leyes/materia 1971-1976 1991-1996 


Número total de leyes nuevas aprobadas 56 100% 64 100% 
Número total de leyes todavía en vigor (1999) 21 39.6% 63 98.4% 


Agricultura 2 38% 1 1.6% 
Empresas 1 19% 3 4.7% 
Comunicaciones y transportes 0 00% 7 10.9% 
Derecho penal 3 57% 3 47% 
Economía 6 113% 13 20.3% 
Educación e investigación 8 151% 1 1.6% 
Electoral 1 19% 1 1.6% 
Servicios financieros 3 S7T% 1 16% 
Fiscal 9 170% 5 7.8% 
Salud 2 38% 2 3.1% 
Derechos humanos 1 19% 5 7.8% 
Poder Judicial O 00% 4 6.3% 
Trabajo y seguridad social 3 30 a 31% 
Fuerzas armadas 2 38% 1 1.6% 
Recursos naturales y medio ambiente 6 113% 6 9.4% 
Derecho privado 1 19% 0 0.0% 
Administración Pública 4 75% 5 7.8% 
Otras 4 75% 4 6.3% 


FuenTeE: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación, 1971-1976 
Y 1991-1996. 


Año 
1970 
1980 
1990 
1995 
2000 


FuenTE: Elaboración propia con datos de los Informes anuales de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación 1970-2000. 

Noras: JD = juzgados de distrito; Trcc = tribunales colegiados de circuito; Tuc = tribu- 
nales unitarios de circuito. Los datos sobre población provienen de los resultados preli- 
minares de los censos y conteos de población realizados por el Instituto Nacional de Es- 
tadística, Geografía e Informática (INEGI) en el año respectivo. 


CUADRO 11. Número de tribunales de circuito 


y de juzgados de distrito en relación con la población 
(1970-2000) 


JD 
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92 
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TCC 
13 
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138 


* En miles. 


TUC Población* 


9 
12 
30 
47 
S6 


48225 
66846 
81249 
91120 
97400 


Población/tribunales* 


JD 
877 
Fez 
549 
518 
448 


TCC 
3710 
3183 
1231 
1098 

705 


TUC 
5358 
5571 
2708 
1939 
1739 


CUADRO 12. Presupuesto judicial federal 
(1980-2000) 


Nominal Constante Presupuesto Per Por juzgador 
Año (NS) (N$ 1994) federal % cápita federal 


1980 1000017 — 237623021 0.06 3.6 1231207 


1985 15168 687 355360221 0.08 4.8 1468431 
1990 257000000  — 427476548 0.13 mE, 994131 


1995 1385915000 1026618913 0.39 11.3 2129915 
2000 6723350703 2076389963 0.56 21.3 2974771 


FuenTE: Elaboración propia con datos de Cossío Díaz (Jurisdicción federal y carrera 
judicial en México, UNAM, México, 1996, 56), y Diario Oficial de la Federación 1995- 
2000. 

NorTas: El presupuesto “per cápita” y “por juzgador federal” se expresa en nuevos pe- 
sos constantes para el año de 1994 y se calculó de acuerdo con el índice nacional de pre- 
cios al consumidor (inrc) publicado por el Banco de México (www.banxico.org.mx). El 
número de juzgadores se obtiene de la suma de los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, así como de las plazas de magistrados de circuito y jueces de distrito para el año 
respectivo. El cuadro no toma en cuenta a los magistrados ni el presupuesto del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación. 


El considerable crecimiento que se observa en el Poder Judicial federal ha sido posible por 
un incremento notable en sus recursos presupuestales. El cuadro 12 nos muestra que el 
crecimiento de los recursos presupuestales del Poder Judicial de la Federación ha sido más 
acelerado que el del presupuesto federal, la población y el número de juzgadores federales 
(con excepción del año de 1990). En efecto, el presupuesto del Poder Judicial de la 
Federación aumenta como porcentaje del presupuesto federal, del 0.06% en 1980 al 0.56% en 
2000 (y ha seguido creciendo desde entonces, hasta superar el 1%); el presupuesto per capita 
(en valores constantes) pasa de 3.6 pesos en 1980 a 21.3 pesos (un aumento de casi 6 veces), 
y el presupuesto por juzgador federal se incrementa de 1 231 000 pesos en 1980 a casi tres 
millones de pesos en el año 2000, es decir, un aumento de 150%. Tanto el crecimiento en el 
número de órganos jurisdiccionales como el del presupuesto judicial constituyen una 
respuesta al problema de las crecientes cargas de trabajo que enfrentan los tribunales desde 
hace décadas, sin que pueda afirmarse que los tribunales mexicanos estuvieran enfrentando 
una verdadera “explosión de los litigios”, pero refleja también la creciente conciencia del 
nuevo papel que le toca asumir a la justicia en los tiempos de la transición. 

La creación de nuevas instituciones jurídicas y el crecimiento de las existentes (no sólo los 
poderes judiciales) han ido acompañados de una notable expansión en el número de 


estudiantes y de escuelas de derecho, así como de quienes señalan contar con estudios 
jurídicos y ejercer ocupaciones relacionadas con el derecho.?* El cuadro 13 da cuenta del 
crecimiento de la matrícula y del número de escuelas de derecho en el país entre 1979 y 
2002: 

Como puede advertirse en el cuadro 13, la matrícula de las escuelas de derecho ha crecido 
de manera acelerada, si bien ha sido en consonancia con la expansión general de la educación 
superior del país. El aumento en el número de estudiantes y escuelas de derecho se ha dado 
sobre todo en los años noventa. El cuadro muestra que entre 1979 y 2002, el número de 
estudiantes de derecho aumentó 239%, mientras que en relación con la población el 
incremento fue de 119%. En términos de la matrícula total en la educación superior, la de 
derecho se ha mantenido entre las carreras más estudiadas, alcanzando el primer lugar en 
1999, y manteniendo un porcentaje de entre 10 y 12% de los estudiantes de licenciatura a 
nivel nacional. 


CUADRO 13. Estudiantes y planteles de derecho 
(1979-2002) 
Estudiantes de derecho 


Matrícula 
Año Total /100 mil hab % Egresados” Titulados* Planteles 
1979 57973 89 8.3 6011 n.d. 87 
1991 111025 132 10.0 12781 6077 118 
1997 155 332 162 11.9 20983 10960 309 
2002 196 531 195 11.1 30099 17124 526* 


FUENTE: ANUIES (1979; 1991; 1997; 2002). 

* Año anterior. 

* Esta cifra se refiere al número de planteles indicados en la página web de ANUIES 
(www.anuies.mx) en enero de 2004. 

Noras: Planteles se refiere al número de instalaciones de una escuela o facultad que 
tienen matrícula independiente según los informes de anutes. Una escuela o universidad 
puede contar con varios planteles en una o más entidades federativas. N.d. = no disponible. 


Por lo que se refiere al número de estudiantes egresados (quienes han completado sus 
cursos) y los titulados (quienes han obtenido además su cédula profesional), su número 
también se ha incrementado de manera significativa, pero de la tabla se desprende también 
que no todos los que inician los estudios de derecho los concluyen (egresados), y que no 
todos los egresados cumplen con todos los requisitos para obtener el título y la cédula 


profesional que los habilita para el ejercicio profesional. 

El número de escuelas y planteles donde se imparte la licenciatura también se ha 
multiplicado aceleradamente en los años noventa. La mayoría de los nuevos planteles 
corresponde a pequeñas escuelas privadas. En 2001, por ejemplo, 20% de los planteles 
privados tenía menos de 50 estudiantes, y 40%, menos de 100. La proporción de estudiantes 
de derecho que cursaban sus estudios en escuelas particulares pasó de 15.6% en 1991 a 
45.3% en 2001. Ciertamente, podemos suponer que el crecimiento de las escuelas de 
derecho no sólo se debe a las restricciones a la matrícula que se han impuesto a las 
universidades públicas, sino también a la inversión relativamente reducida que exige el 
establecimiento de una escuela de derecho. 

Si examinamos los datos relativos a la profesión jurídica, veremos que éstos son mucho 
más imprecisos y fragmentarios, pero también revelan un importante incremento en el 
número de quienes declaraban haber realizado estudios de derecho y ejercer alguna 
ocupación jurídica entre 1970 y el año 2000. Así, de acuerdo con las datos de los censos 
generales de población, en 1970, 35 000 333 personas declararon haber concluido al menos 
cuatro años de estudios de derecho. En 1990, la cifra correspondiente (aunque no es del todo 
comparable) era de 141 000 539 personas, el cuádruplo de la cifra de 1970 en términos 
absolutos, y el doble respecto de la población. Para el año 2000, la cifra puede estimarse en 
más de 300 000 personas con estudios de derecho.?? Sin embargo, no todas estas personas 
realizaban actividades jurídicas; la proporción respectiva podía estimarse entre 50 y 60 por 
ciento. 


Los ejes de la modernización jurídica 


Los cambios cuantitativos antes expuestos muestran la magnitud de las transformaciones en 
el corpus normativo e institucional de México,?” pero no dan cuenta de su impacto 
cualitativo ni de su orientación general. Como hemos sugerido en la introducción de este 
trabajo, el conjunto de los cambios responde a una visión política y económica — inscrita en 
un movimiento global— que buscaba la “modernización” del país. Este proyecto, que se 
inició en el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988)? y continúo en las presidencias de 
Salinas de Gortari (1988-1994) y Zedilllo (1994-2000), fue diseñado por un grupo 
relativamente compacto y homogéneo de la élite política y puede sintetizarse en la 
orientación hacia una economía de mercado (que llevaron a la apertura comercial y la 
inserción de México en el sistema económico mundial), así como en el redimensionamiento 
del Estado en su tamaño (privatizaciones), funciones (desregulación), estructura de poder 
(reforma política y judicial), organización territorial (descentralización) y reconocimiento de 
nuevos actores políticos, especialmente los ciudadanos y sus organizaciones, incluidas las 
iglesias. 

Todos estos cambios tuvieron un impacto directo en el sistema jurídico. Ahora bien, cabe 


preguntarse si este conjunto de modificaciones fue el resultado de un diseño intencional y 
deliberado, o bien, si la suma de cambios puntuales generó un sistema distinto. Los 
indicadores con los que contamos sugieren que se trató más bien de lo segundo, y que ello 
fue así porque los cambios jurídicos eran una condición necesaria para dar viabilidad a las 
transformaciones económicas y políticas del sistema, las que tampoco siguieron un plan 
previo y sistemático. Esto explicaría por qué se dieron en tiempos y sectores distintos. Lo 
anterior no significa, sin embargo, que carecieran de una racionalidad bien definida; que 
incluso se quisieron presentar ex post como el resultado de un esfuerzo integrador que 
actualizaba el marco jurídico, preservando al mismo tiempo las características 
“fundamentales” de las instituciones jurídicas nacionales. 

Una consecuencia directa de todo lo anterior fue poner en evidencia la función del derecho 
como uno de los elementos articuladores de la nueva “modernidad”, pues de su diseño y 
acatamiento debían derivar las condiciones de previsibilidad, estabilidad y seguridad que la 
caracterizan. No es por ello casual que, desde el presidente Zedillo, el “Estado de derecho” 
sea un elemento central del discurso y los programas de prácticamente todos los actores 
relevantes del sistema político mexicano. 

Ahora bien, consideramos que el conjunto de los cambios del sistema jurídico puede 
analizarse alrededor de tres ejes interrelacionados que suponen la construcción de una 
modernidad basada en agentes económicos independientes (productores y consumidores), 
ciudadanos (derechos políticos) y personas (derechos humanos). El resultado ideal de estos 
tres ejes es la constitución jurídica de un espacio donde los agentes intercambian e 
interactúan racionalmente (mercado), donde existen reglas cuyo cumplimiento estaría 
garantizado por el Estado, y en donde los individuos gozan de espacios de libertad tutelados 
por los derechos humanos y políticos. Expondremos brevemente cada uno de estos ejes. 


La construcción jurídica del productor y del consumidor 


La modernización de la economía mexicana supuso el cambio de un sistema económico 
cerrado a uno abierto. Implicó también el desmantelamiento relativo del aparato económico 
del Estado (privatización y desregulación) para generar una economía con una mayor 
orientación al mercado y un grado menor de intervención estatal.?* Estos cambios condujeron 
a una transformación significativa (aunque no completa) de la orientación de la legislación 
económica y la necesidad de construir jurídicamente a los nuevos agentes económicos en un 
entorno de libertades económicas, competencia, derechos de propiedad y derechos del 


consumidor. El cuadro 14 sintetiza estas modificaciones. 


CUADRO 14. Modificaciones al marco jurídico de la economía 


Sector 


(1982-2000) 


Áreas específicas 


Comunicaciones Transporte de carga, transporte multimodal, trans- 


y transportes 


Industria 


Comercio 


Banca 
Agricultura 


Otros 


porte de pasajeros, autotransporte turístico, líneas 
aéreas, ferrocarriles, maniobras en zonas federales te- 
rrestres, maniobras en zonas portuarias, puertos, na- 
vegación, caminos y puentes federales, telecomuni- 
caciones (incluye uso de equipo). 

Petroquímica, aceites y lubricantes, productos deri- 
vados de la refinación, envases y empaques, industria 
textil, industria salinera, cerillos, energía eléctrica, 
distribución de gas licuado y petróleo, comercio de 
azúcar y cacao, transferencia de tecnología, uso de pa- 
tentes y marcas, promociones y ofertas, inversión ex- 
tranjera, gas natural, minería. 

Agentes aduanales, industria del maíz, eliminación 
del control de cambios, sociedades mercantiles, con- 
trol sanitario de la publicidad, turismo, cinematogra- 
fía, protección al consumidor, correduría pública, 
medicamentos genéricos. 

Banca y crédito, seguros, Afores. 

Industria del azúcar, del henequén, del cacao, del café, 
de la sal y de los cerillos; semillas, siembra y exporta- 
ción de hortalizas, tenencia de la tierra, pesca, sani- 
dad vegetal y animal. 

Competencia económica, regulación sanitaria, me- 
trología y normalización, competencia económica, 
aguas, quiebras, registro público de comercio, arbitraje. 


FuenTE: Adaptación de Martínez y Fárber. (Gabriel Martínez y Guillermo Fárber, 
Desregulación económica, 1989-1993, FCE, México, 1994, 356 pp.) 


Jurídicamente esta reconstrucción se llevó a cabo mediante el uso sistemático de lo que se 
ha denominado las “técnicas de la modernización económica”.*? Así, en primer término se 
llevó a cabo una intensa política de privatización, desregulación y mejora regulatoria que 
afectó prácticamente a todos los sectores de la economía,*? quizá con excepción del régimen 
jurídico del petróleo y la electricidad, aunque en este sector también se hicieron reformas que 
permitieron una mayor participación del capital privado. En segundo lugar, la economía se 
abrió hacia el exterior mediante el desmantelamiento del régimen de protección arancelaria, 
lo que se logró a través del ingreso al GATT (hoy OMC) y la firma de tratados comerciales, en 
especial el Tratado de Libre Comercio de América del Norte. En tercer término, se creó un 
marco específico para el fomento y la protección de la competencia económica (Ley Federal 
de Competencia Económica y Comisión Federal de Competencia), así como la creación de 
órganos reguladores sectoriales en materia de energía, telecomunicaciones, riesgo sanitario y 
diferentes áreas del sector bancario y financiero. En cuarto lugar, se modernizó el régimen 
jurídico de metrología y normalización, mediante la introducción de mecanismos de 
transparencia y mecanismos de participación de los agentes económicos interesados. En 
quinto término, se formalizó el reconocimiento de los mecanismos arbitrales de resolución de 
controversias en materia de comercio e inversión. Por último, se expidió una nueva Ley 
Federal de Protección del Consumidor (1992) que fortalece las facultades de protección al 
consumidor de la Procuraduría Federal del Consumidor, introduciendo, por ejemplo, las 
llamadas acciones de grupo. 

Desde una perspectiva más amplia, los cambios modificaron paulatinamente el régimen 
jurídico de la propiedad, que si bien mantuvo las características peculiares que le otorga la 
Constitución en su artículo 27 a través del concepto de “propiedad originaria”, modificó en 
diferentes niveles las coordenadas del alcance de las modalidades de la propiedad privada, en 
particular en materia de propiedad agraria,? cambios que en buena medida se desarrollan a 
través de la interpretación constitucional de la Suprema Corte de Justicia de los últimos años. 

Así, la construcción jurídica de productores y consumidores supuso entenderlos como 
sujetos capaces de tomar decisiones individuales, informadas, en un mercado abierto y 
competitivo donde existen alternativas reales y mecanismos eficientes para dirimir los 
conflictos que se presenten. Este modelo se diferencia claramente de la visión donde el 
Estado se sitúa al centro de la actividad económica, y en donde los intereses corporativos 
(sindicatos, ejidos, organizaciones populares) prevalecen sobre los individuales.** 

A pesar de todos estos cambios, las reformas resultaron insuficientes para crear un mercado 
competitivo y eficiente en muchos sectores de la economía. El régimen de propiedad 
mantuvo un número importantes de restricciones que se derivan del modelo original de la 
Constitución de 1917, las más importantes empresas del gobierno permanecieron sin cambios 
fundamentales, y, en muchos casos, los procesos de privatización no fueron exitosos, ya fuera 
porque se manejaron de manera inadecuada (como la banca), o bien porque no se 


desmantelaron las barreras a la competencia (como en el sector de las telecomunicaciones).”” 


En buena medida, la falta de crecimiento y desarrollo económicos durante el periodo se 
explican también por factores del sistema jurídico, como la insuficiente comprensión de las 
nuevas instituciones por los operadores jurídicos, o la deficiente articulación entre los 
poderes tradicionales y los nuevos componentes del marco jurídico. 


La construcción jurídica de la ciudadanía 
y la legitimidad electoral 


Se ha realizado incontables veces el análisis de cómo el sistema político mexicano logró 
transitar de un régimen cuya legitimidad se apoyaba en la realización de elecciones 
periódicas, pero no se fundaba realmente en ellas sino en la historia (la “Revolución 
mexicana”) y en el ejercicio del poder en beneficio de las “grandes mayorías” (la “justicia 
social”). Podría decirse que la “transición democrática” mexicana se resume en la sustitución 
de la “legitimidad revolucionaria” por la “legitimidad electoral”, o si se prefiere, de unos 
“usos y costumbres” asentados fuera y por encima de la ley, por reglas explícitas 
incorporadas en el marco jurídico oficial. En términos de las personas, esta transición 
significa que la identidad política de los individuos deja de estar determinada únicamente por 
su pertenencia al “pueblo” o a determinadas “corporaciones” (sindicatos, ejidos, 
organizaciones populares, etcétera), para convertirse en “ciudadanos”, entendidos como 
sujetos individuales, capaces de tomar decisiones libres e informadas entre alternativas 
políticas independientes.?* En particular, se va perfilando la identidad del ciudadano como 
elector y como votante,?? y las elecciones se presentan cada vez más como aquel ámbito que 
resulta determinante para la toma de las decisiones que definen el rumbo general de la 
sociedad mexicana. 

En este apartado no deseamos reiterar el análisis de la transición democrática a partir de la 
reforma electoral en México (existe una vasta literatura en la materia). Si queremos 
subrayar, en cambio, que la dimensión jurídica de dicha transición es tan importante como la 
dimensión política, en el sentido de que la nueva democracia electoral mexicana ha adoptado 
estándares normativos derivados de los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“elecciones libres, auténticas y 
periódicas”). Por otro lado, las instituciones que garantizan el funcionamiento de la 
competencia electoral tienen como fundamento de su actuación principios y valores del orden 
jurídico, como la certeza y la imparcialidad.*? En lo particular, los principales elementos 
jurídicos de la democracia electoral son los siguientes:* 

* Derechos políticos plenos del ciudadano y las asociaciones políticas. 

* Principios rectores de las elecciones consagrados constitucionalmente. 

* Regulación de la formación, actividades, financiamiento y disolución de los partidos 
políticos y las agrupaciones políticas. 


* Medios procesales de protección y defensa de la constitucionalidad y la legalidad en 
materia electoral. 


Cada uno de estos elementos ha sido objeto de numerosas reformas constitucionales y 
legales a partir de la llamada Reforma Política de 1977 y hasta el año 2000 (1987, 1990, 
1993, 1994, 1996).** Lo que más llama la atención es la rapidez con la que ha sido posible la 
construcción de instituciones electorales autónomas e imparciales. En especial, resulta 
sorprendente la celeridad con la que fue posible pasar, en un periodo relativamente breve, de 
un régimen de calificación política de las elecciones, a cargo de las cámaras del Congreso de 
la Unión (aunque con algunos elementos judiciales, como la facultad de investigación de la 
Suprema Corte, o el “recurso de revisión” ante la propia Corte que introdujo la reforma de 
1977, todos los cuales resultaron finalmente inoperantes), a una jurisdicción electoral plena y 
suprema en la materia.* 

El régimen jurídico de los derechos políticos y las elecciones se complementa con la 
regulación jurídica de otros derechos y libertades (como la libertad de expresión), cuyo 
ejercicio resulta fundamental para la construcción de la ciudadanía (podemos denominarlas 
“modalidades políticas de las garantías individuales”).*? Entre estos derechos destaca el 
“derecho de acceso a la información”. El “derecho a la información” que se incluyó en el 
artículo 6” de la Constitución en 1977 sufrió un interesante proceso de interpretación y 
reinterpretación. El objetivo de su inclusión en la Reforma Política de 1977 estaba referido al 
acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación. La Suprema Corte la 
interpretó posteriormente como una “garantía social”. Más tarde concluyó que se trataba de 
un auténtico “derecho individual”. Esta interpretación facilitó el tránsito para la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (2002) y la 
reforma constitucional de 2007 que establece los principios y las bases del derecho de acceso 
a la información pública y de la transparencia para todas las entidades públicas del país.** En 
materia política el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha reconocido que 
el que los ciudadanos tengan información básica sobre los partidos políticos constituye un 
prerrequisito para el ejercicio de las libertades de asociación y afiliación.*? 

En síntesis, las diferentes reformas han pretendido avanzar en la “construcción de 
ciudadanos”, con derechos y obligaciones bien definidos y con las instituciones necesarias 
para garantizarlos. Esta construcción ha ido acompañada, como ya se dijo, por el surgimiento 
de una nueva “cultura cívica”, definida por la existencia de un conjunto numeroso de 
personas que se identifican como ciudadanos con derechos y como sujetos libres con 
capacidad de influir en el rumbo político de la sociedad. Esta cultura cívica y política está 
siendo explorada a través de numerosas encuestas, entre las cuales destacan las encuestas 
sobre cultura democrática realizadas por el Instituto Federal Electoral y las Encuestas sobre 
Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (Encup) que en varias ocasiones ha llevado a cabo la 


Secretaría de Gobernación.”? Sin embargo, no entraremos aquí en un análisis detallado de 


estas encuestas, ya que en su mayoría están demasiado próximas en el tiempo e incluso 
rebasan el periodo examinado, lo que dificulta mostrar tendencias claras de cambio entre 
periodos, para no hablar ya de los problemas generales de comparación entre resultados 
derivados de cuestionarios distintos. 


La construcción jurídica del individuo 
y sus derechos fundamentales 


En el campo de los derechos fundamentales se dio también una transición, que va de la 
concepción tradicional de las llamadas “garantías individuales y sociales”, consagradas 
originalmente en la Constitución de 1917, a los “derechos humanos”. Se refuerza de este 
modo también la tendencia hacia la individualización, pues el concepto de derechos humanos 
se centra en la persona individual, en su dignidad e integridad, inclusive cuando se habla de 
los llamados “derechos colectivos”. 

La motivación concreta del cambio apuntado surge en los años ochenta, cuando las 
presiones internas y el escrutinio externo sobre el régimen político empiezan a enfocarse en 
el respeto a los derechos de los individuos y los grupos en la sociedad mexicana, 
especialmente a raíz de la lucha contra el narcotráfico. La necesidad de recurrir a las fuerzas 
armadas en esta lucha no sólo fue la causa de numerosos abusos, sino que puso de manifiesto 
la ineficacia, la corrupción y la falta de control que imperaban en los cuerpos policiacos. 

Puede decirse que el gobierno del presidente Salinas de Gortari (1988-1994) inició un 
nuevo enfoque mediante la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), 
primero como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación (1990) y más tarde 
como organismo autónomo (1992 y 1999).”! La reforma que dio sustento constitucional a la 
CNDH en 1992 introdujo por primera vez en el orden jurídico mexicano el concepto de 
“derechos humanos” (artículo 102), para referirse a un concepto más amplio que el de las 
“garantías individuales” y, sobre todo, para incorporar explícitamente los derechos 
consagrados en los instrumentos internacionales firmados y ratificados por México. 

La creación de la CNDH significó también el reconocimiento de que los medios 
tradicionales de protección de los derechos fundamentales en México (principalmente el 
juicio de amparo) habían sido relativamente ineficaces y eran a todas luces insuficientes. Sin 
embargo, a pesar de la nueva concepción de derechos humanos adoptada, el gobierno 
mexicano todavía siguió mostrando bastante resistencia hacia el escrutinio externo y hacia la 
adopción de una política más abierta y decidida en la materia en el ámbito nacional. Fue entre 
1996 y 1998 que se produjo una especie de “giro” en la política de los derechos humanos.”? 
En 1996, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos realizó la primera visita in loco 
a México, y el informe correspondiente, con numerosas recomendaciones, se dio a conocer 
en 1998. En diciembre de este último año, nuestro país reconoció la competencia contenciosa 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José, Costa Rica, casi 20 


años después del inicio de las actividades de este órgano jurisdiccional.?? 


No obstante lo anterior, el garante último de los derechos humanos en nuestro país, esto es, 
el Poder Judicial Federal y de manera particular la Suprema de Justicia de la Nación, no ha 
seguido una línea clara de protección y ampliación de los derechos fundamentales, sino que 
en su jurisprudencia hay tanto avances importantes como sentencias que no implican un 
progreso en este campo. La doctrina jurídica ha criticado duramente la ausencia de un 
número mayor de sentencias sobre derechos fundamentales, así como la falta de un 
compromiso claro de la Suprema Corte en la materia, si bien hay que reconocer que no 
depende de la Corte el que se plantee ante ella este tipo de asuntos.”* 

Al igual que con la “cultura cívica”, en nuestro país ha ido surgiendo una cultura social de 
compromiso con los derechos humanos. Las encuestas de opinión que se refieren al tema 
revelan la existencia de un grupo de ciudadanos, que oscila entre 25 y 45% de la población 
entrevistada, que muestra una visión positiva sobre los derechos de individuos y grupos, en 
temas tales como la tortura, la pena de muerte o la violencia contra las mujeres.” La cultura 
de los derechos humanos se manifiesta también en el número creciente de organizaciones de 
la sociedad civil (ONG) que han tomado como objetivo y causa de su actuación la defensa de 
los derechos de las personas y los grupos más vulnerables.?? 


El papel del Poder Judicial 


Los tres ejes de cambio jurídico convergen necesariamente en la construcción de un Poder 
Judicial autónomo y efectivo, ya que son los tribunales los órganos que, en última instancia, 
están encargados de resolver las controversias que se plantean en relación con la 
interpretación y el cumplimiento de la Constitución y las leyes, generando así una orientación 
cierta para el comportamiento del gobierno y los agentes sociales. Por ello, no resulta 
sorprendente que en el periodo analizado se hayan producido cambios cuantitativos y 
cualitativos en la organización y funcionamiento de los poderes judiciales, aunque dichos 
cambios han sido bastante graduales y asimétricos.”” 

La nueva orientación en los cambios en el Poder Judicial se inicia en 1987, a través de una 
reforma constitucional que, por un lado, otorgó facultades a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación para iniciar, así fuera en forma incipiente, la elaboración de políticas judiciales 
propias (en concreto, la facultad para fijar el número, la división en circuitos, la jurisdicción 
territorial y la especialización por materia de los tribunales de circuito y los juzgados de 
distrito), y por otra, se refuerza su especialización en asuntos de carácter constitucional. 

Esta tendencia se consolidó en la controvertida reforma de diciembre de 1994, que confirió 
a la Corte la mayoría de las características de diseño y competencias propias de un tribunal 
constitucional de tipo europeo, en particular, mediante la creación de las acciones de 
inconstitucionalidad y la nueva regulación de las controversias constitucionales. Esta reforma 
implicó, por otro lado, el cambio en la integración de la Corte, cuyo número de miembros se 


redujo de 26 a 11. 

Las reformas de 1994 convirtieron sustancialmente a la Suprema Corte en un árbitro entre 
poderes, niveles de gobierno y partidos políticos.” En efecto, una gran cantidad de asuntos 
relevantes que no fueron resueltos en la arena política, o no lo fueron de manera satisfactoria, 
fueron crecientemente llevados ante la Corte a partir de 1995. Destaca el hecho de que la 
mayoría de las controversias constitucionales interpuestas ante la Corte entre 1995 y el año 
2000 lo fueran por los ayuntamientos contra los poderes Ejecutivo y Legislativo de los 
estados; del mismo modo, la mayoría de las acciones de inconstitucionalidad fueron 
presentadas por los partidos políticos contra las reformas electorales locales de esos años.”” 
Nos importa destacar que la intervención de la Corte resultó eficaz en el sentido de que sus 
resoluciones fueron acatadas por los actores políticos y sociales, y que se recurrió a ella por 
considerarla como el órgano con legitimidad suficiente para dar salida a las controversias 
propias de un sistema democrático en formación.” 

Como ya se dijo, la protección de los derechos fundamentales fue el ámbito en que la 
actividad de la Corte sufrió cambios menos claros y consistentes. Ello se ha debido no sólo a 
una concepción limitada del papel de la Corte en esta materia por parte de los jueces, sino 
también de los abogados y, en general, de la sociedad. 

La reforma de 1994 creó también al Consejo de la Judicatura Federal como órgano 
independiente y autónomo, responsable del gobierno y administración de los tribunales 
federales.** Sus funciones incluyen no sólo la creación de nuevos juzgados y tribunales, sino 
la operación de la carrera judicial, la cual constituye un instrumento esencial de un nuevo 
modelo de profesionalización de la función judicial.*? 

Las reformas antes citadas fueron los detonadores de cambios importantes en los poderes 
judiciales de las entidades federativas, los que, con intensidades, ritmos y profundidades 
diferentes, modificaron sus estructuras de gobierno y administración y las depositaron, en 
muchos casos, en Consejos de la Judicatura u órganos equivalentes.** Un lustro más tarde se 
inició, con la Constitución veracruzana de 2000, otra tendencia, menos intensa que la 
anterior, también a nivel de los gobiernos locales, para establecer medios de control 
constitucional a nivel local. 


El cambio jurídico como transición 


La transición jurídica 


El cambio jurídico que hemos descrito someramente en este trabajo podemos concebirlo 
como una auténtica “transición jurídica” que, junto y de manera concomitante con las 
transiciones política y económica, implica un cambio de paradigma o modelo de la 
organización y el uso del derecho en la sociedad mexicana.** Este cambio, aún inconcluso y 


en tensión permanente hacia el interior y el exterior del sistema jurídico, permite explicar 
mejor el proceso de cambio y modernización de la función social del derecho en México.*? 
Si concebimos al sistema jurídico como estructurado alrededor de decisiones 
(“instituciones”) y expectativas (“cultura jurídica”), el cambio de paradigma puede 


sintetizarse en el cuadro 15. 


CUADRO 15. Paradigmas de la transición jurídica mexicana 


Paradigma 1 Paradigma 2 
Concentradas Diferenciadas/Plurales 
Decisiones Cerradas Abiertas 
Administrativas Judiciales 
Intereses/Favores Derechos 
Expectativas Evasión Reclamación 
Negociación/Presión Legalidad estricta 
Nacional Global 


El paradigma 1 define, en el plano de las decisiones, un sistema jurídico-político donde un 
solo órgano, la presidencia de la República, disfruta de supremacía política indiscutible, y por 
tanto, domina, de manera directa o indirecta, todos los procesos de creación, interpretación y 
aplicación de la ley. A través del control político del Congreso, la presidencia viene a ser el 
factor clave en todos los cambios constitucionales y legislativos, así como en la celebración 
de tratados internacionales. El predominio de la presidencia afecta, directa o indirectamente, 
la composición y las competencias de los órganos judiciales y se refleja también en una 
estructura gubernamental relativamente simple, en la que las dependencias administrativas 
desempeñan un papel social que es particularmente destacado. Por último, los propios 
mecanismos de control político impiden que las decisiones sean públicas y transparentes. 

La transición hacia el paradigma 2 en este plano se caracteriza, esencialmente, porque el 
proceso de toma de decisiones se diferencia y se pluraliza. Si bien la presidencia sigue 
teniendo un gran peso en el proceso legislativo, es creciente la actuación autónoma del 
Legislativo y de otros actores políticos, sustentada en las negociaciones y los acuerdos entre 
ellos. Por la misma razón, las decisiones tienden a hacerse abiertas, públicas y transparentes. 
Al mismo tiempo, empieza a adquirir mayor importancia el proceso judicial como arena de 
decisión autónoma. Los jueces tienden a convertirse en árbitros en el proceso de toma 


decisiones; el fundamento de su legitimidad se encuentra precisamente en la posibilidad de 
decidir de manera imparcial y racional conforme a derecho. 

Algunos sucesos recientes en nuestro país ejemplifican esta transición. Así, las elecciones 
son un ámbito en el cual se ha pasado del dominio casi absoluto del Ejecutivo sobre la 
creación y aplicación de las reglas electorales, a un escenario con una pluralidad de actores 
que gozan de grados considerables de autonomía. El caso de la rebelión zapatista de 1994 
también resulta significativo, pues algunas de las dificultades que se plantearon en el curso 
del conflicto se debieron a la creciente autonomía de instancias jurídicas y políticas no 
sometidas a la Presidencia y que, por tanto, no se sintieron automáticamente obligadas a 
adoptar como propios los acuerdos políticos, no jurídicos, alcanzados por aquélla en las 
negociaciones de San Andrés Larráinzar. En cambio, el conflicto que se suscitó en 1999 en la 
Universidad Nacional se debió, en parte, a la subsistencia del modelo “presidencialista” en el 
gobierno universitario. Por último, el caso de los deudores de la banca después de 1995 
demuestra nuevamente el significado cada vez más autónomo de los tribunales como 
instancias de decisión social.* 

En el plano de las expectativas, el paradigma 1 se caracteriza por la indiferencia o la 
ambigiiedad de las expectativas sociales hacia el derecho. En efecto, los actores sociales no 
confían en los cauces jurídicos, o bien, no están acostumbrados ni se ven motivados a recurrir 
a ellos. Su lugar lo ocupan las presiones políticas como medio para promover intereses 
personales y de grupo, así como la negociación como intercambio de favores. La corrupción 
es una vía que también permite y justifica la evasión de lo jurídico. 

En este plano, la transición hacia el paradigma 2 implica la redefinición de las 
expectativas, las cuales se enfocan de manera más decidida hacia el derecho. Las demandas 
sociales tienden entonces a formularse en términos de derechos; y en lugar de la evasión, se 
prefiere plantear de manera directa y abierta exigencias y reclamaciones que, con frecuencia, 
no significan, para los demandantes, otra cosa que la “aplicación estricta de la ley”. 
Nuevamente, las elecciones son ejemplo de un ámbito social en el que se produce una 
orientación creciente de las expectativas hacia lo jurídico. Sin embargo, este cambio es 
todavía precario. Lo que sí queda de manifiesto es que tal orientación parece depender del 
modo de creación y de aplicación de las normas, así como del tipo y características de los 
procedimientos respectivos. 

Por último, conviene hacer notar que en el paradigma 1 el juego de expectativas y 
decisiones se produce esencialmente dentro del ámbito nacional, mientras que en el 
paradigma 2 —y de ello son un buen ejemplo las elecciones y el movimiento zapatista—, hay 
tanto decisiones como expectativas del exterior que tienen una influencia más o menos 
significativa en el ámbito interno. 

En resumen: lo que el modelo de la transición jurídica que hemos descrito más arriba 
revela, en esencia, es el proceso de creciente autonomía del derecho frente a la política,?” 
proceso que, por cierto, no es unidireccional ni significa tampoco la abolición de la 


dependencia estructural recíproca entre sistema jurídico y sistema político. 


Tensiones y asimetrías 


De las tendencias que hemos indicado en los apartados anteriores, y del modelo de la 
transición jurídica que hemos esbozado más arriba, no debe deducirse que el cambio se ha 
producido de manera clara y unidireccional. Por el contrario, si bien la transición parece estar 
bien delineada en el diseño de las normas y las instituciones, en la realidad no sólo no se 
resuelven las tensiones y asimetrías existentes, sino que surgen e incluso se formalizan otras. 
Así, por ejemplo, el reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos indígenas 
hace mucho más aguda la tensión entre los “usos y costumbres” que caracterizan a sus 
comunidades con los derechos individuales de algunos de sus integrantes, como las mujeres. 
Del mismo modo, el surgimiento de la figura del ciudadano se expresa con libertad en el 
campo electoral,%% pero sigue subordinada y mediatizada, con las ventajas e inconvenientes 
que de ello deriva, en las corporaciones sindicales y otras organizaciones sociales. Las 
mismas encuestas de opinión revelan, como ya se ha dicho, que es variable y no siempre 
mayoritaria la convicción a favor de los valores y derechos de la persona humana. 

El cambio jurídico ha sido también muy desigual entre las diversas ramas e instituciones 
del derecho. Las materias que mayores niveles de modernización han alcanzado son sobre 
todo aquellas que se encuentran vinculadas, directa o indirectamente, con el cambio 
económico. Pero aun en estos casos existen poderosos intereses corporativos (sindicales) o 
empresariales con capacidad para matizar y obstaculizar la apertura y modernización de 
algunos de los sectores económicos más importantes.*? 

Por lo que se refiere a los operadores del derecho, que son quienes deben traducir las 
nuevas normas en prácticas jurídicas acordes con los principios del Estado de derecho 
contemporáneo, el tipo de transición gradual que ha vivido nuestro país ha permitido que la 
mayoría siga desempeñándose conforme a criterios tradicionales (por ejemplo, el 
“formalismo” de los jueces). Hasta ahora, algunos de estos operadores habían escapado, casi 
por completo, a los proyectos reformistas y modernizadores. Por ejemplo, no hay duda de 
que la educación y la profesión jurídicas se rigen, en su mayor parte, por modelos surgidos 
durante el siglo xIx. Resulta evidente que aquí reside un obstáculo significativo para una 
operación más efectiva de las nuevas instituciones. 

Por último, a pesar del papel central que ha asumido el Poder Judicial y de los cambios 
significativos que se han producido en su ámbito durante el periodo, el carácter fragmentario 
y parcial de esos cambios ha impedido la consolidación de las nuevas funciones de los 
tribunales. Además, hay áreas del sistema de justicia que habían quedado visiblemente 
rezagadas, como el procedimiento, especialmente en la materia penal, y el llamado acceso a 
la justicia, temas que serían retomados nuevamente a partir del año 2000.” 


A manera de conclusión 


Para concluir brevemente estas reflexiones, deseamos regresar al tema de la modernización 
del derecho en México y su significado. Del panorama de cambio que hemos trazado en este 
ensayo parecen desprenderse dos conceptos de “modernización jurídica”. Por un lado, en el 
periodo más reciente, modernización jurídica ha significado la actualización del derecho 
mexicano en términos del nuevo modelo de desarrollo (económico) adoptado desde los años 
ochenta. Por el otro, una concepción más estructural y profunda de la modernización jurídica 
se resume preferentemente en la fórmula del “Estado de derecho”, que pretende, en esencia, 
convertir al derecho en un referente más cercano, relevante e imparcial tanto de las 
decisiones colectivas como de las individuales. 

Si bien gracias a la historia y al reciente periodo de intensa modernización nuestro derecho 
se aproxima de manera constante y cierta a los ordenamientos jurídicos más avanzados, las 
tensiones y asimetrías que hemos señalado nos llevan a preguntarnos hasta qué punto es 
probable la consolidación definitiva de esa tendencia. Al respecto puede señalarse que, a 
diferencia de lo que sucede con las políticas económicas o las ideologías políticas, en el 
campo del derecho no parece haber modelos alternativos al Estado de derecho de tipo 
occidental. Salvo en las comunidades indígenas, no hay referentes culturales que pudieran 
rivalizar con ese modelo. En todo caso, lo que revelan las encuestas de opinión es la 
existencia de un sector importante de la población que manifiesta actitudes más oportunistas 
que propiamente enraizadas en valores culturales tradicionales que fueran contrarias a la 
modernidad. Por lo que se refiere a la reforma institucional, particularmente en el campo de 
la justicia, no hay tampoco diferencias ideológicas sustanciales entre los principales partidos 
políticos que impidieran el mejoramiento decidido de las instituciones existentes. 

Si lo anterior es cierto, parecería entonces que estamos (casi) condenados a la modernidad 
jurídica. En el momento actual, el principal desafío de la modernización jurídica radica 
menos en el diseño de nuevas leyes e instituciones y más en una mejor implementación de las 
existentes. Hay que invertir, pues, mucho mayor esfuerzo en superar las disfunciones 
institucionales de baja y mediana intensidad que han impedido hasta ahora la consolidación 
del tan anhelado Estado de derecho. 
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década. Un análisis de casos de la evolución de los tribunales federales electorales de México (1988-1997)”, en J. de Jesús 
Orozco Henríquez, (comp.), Justicia electoral en el umbral del siglo XXI. Memoria del III Congreso Internacional de 
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46 Véase Héctor Fix-Fierro, Los derechos..., Op. cit. 
ed Sergio López Ayllón, Democracia y acceso a la información, TEPJF, México, 2005. 


2 Idem; Pedro Salazar Ugarte (coord.), El derecho de acceso a la información en la Constitución mexicana: razones, 
significados y consecuencias, UNAM / IFAI, México, 2008. 


49 Véase la tesis S3ELJ 58/2002, Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, pp. 17-19. 


5% Para un análisis, véase UNAM / Segob, Demos ante el espejo: Análisis de la cultura política y las prácticas 
ciudadanas en México, UNAM / Segob, México, 2005; Alejandro Moreno, op. cit. 


1 Véase Jorge Madrazo Cuéllar, Derechos humanos: el nuevo enfoque mexicano, FCE, México, 1993. 


92 Véase la entrevista a Juan José Gómez Camacho, director general de Derechos Humanos y Democracia en la 


Secretaría de Relaciones Exteriores durante el gobierno del presidente Vicente Fox (2000-2006), a cuya política en la 
materia se refiere explícitamente, en Alejandro Anaya Muñoz, “Hacia una nueva política exterior mexicana en materia de 
derechos humanos: entrevista a Juan José Gómez Camacho”, Revista Iberoamericana de Derechos Humanos, núm. 2 
(2006), pp. 187-203. 


md Después del año 2000, se han presentado los primeros asuntos contra México ante la Corte Interamericana. Destacan 
el caso “Martín del Campo” y el caso “Castañeda”. En ninguno de estos dos casos se constató la responsabilidad 
internacional del Estado mexicano por las violaciones alegadas. Sin embargo, a la fecha están pendientes de resolución 
varios casos relacionados con los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez. 


% Véanse los ensayos reunidos en Rodolfo Vázquez (comp.), Corte, jueces y política, Fontamara / Nexos, México, 
2007; Agustín Pérez Carrillo, La justicia constitucional de la Suprema Corte 1995-2004, Fontamara, México, 2007, pp. 151 
y SS. 

55 Véase Ulises Beltrán, Fernando Castaños et al., op. cit.; Hugo A. Concha Cantú, Héctor Fix-Fierro et al., Cultura de 


la Constitución en México. Una encuesta nacional de actitudes, percepciones y valores, UNAM / TEPJF / Cofemer, México, 
2004, 250 pp. 


56 En la página web de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos www.cndh.org.mx) pueden encontrarse los muy 
numerosos ONG de derechos humanos con los que la Comisión ha tenido contacto, agrupados por entidad federativa. 


57 Héctor Fierro, “La reforma judicial en México: ¿de dónde viene? ¿hacia dónde va?”, Reforma Judicial, México, núm. 
2 (2003), pp. 251-324, y “La reforma en México: entre la eficacia autoritaria y la incertidumbre democrática”, en Luis 
Pásara (comp.), En busca de una justicia distinta. Experiencias de reforma en América Latina, UNAM, México, 2004, pp. 
249-287. 


5 Véanse también Miguel González Compeán y Peter Bauer, Jurisdicción y democracia. Los nuevos rumbos del Poder 
Judicial en México, Cal y arena / Cidac, México, 2002; Karina Ansolabehere, La política desde la justicia. Cortes Supremas, 
gobierno y democracia en Argentina y México, Flacso / Fontamara, México, 2006. 
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diseños institucionales, México, UNAM, 1999, pp. 221 y ss.; “Controversias constitucionales y federalismo. Un análisis 
jurídico-político”, en Jacqueline Martínez Uriarte y Alberto Díaz Cayeros (coords.), De la descentralización al federalismo. 
Estudios comparados sobre el gobierno local en México, Miguel Ángel Porrúa / Cidac, México, 2003, pp. 151-209. 


60 Lo mismo puede decirse del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación a partir de 1996. 


61 Una reforma posterior, de 1999, modificó las facultades y la integración del Consejo, dando a la Suprema Corte una 
intervención decisiva en su integración y funcionamiento, lo que significó un paso hacia atrás en el modelo diseñado en 
1994. 


62 José Ramón Cossío Díaz, Jurisdicción federal y carrera judicial en México, UNAM, México, 1996. 


63 Concha Cantú, A. Hugo y José Antonio Caballero Juárez, Diagnóstico sobre la administración de la justicia en las 
entidades federativas. Un estudio institucional sobre la justicia local en México, UNAM / National Center for State Courts, 
México, 2001, 380 pp. 


64 René Millán (Complejidad social y nuevo orden en la sociedad mexicana, UNAM / Miguel Ángel Porrúa, México, 
2008, 266 pp.) generaliza la idea de transición para afirmar que el cambio social en México ha generado un nuevo tipo de 
sociedad, pasando de un modelo sobreintegrado por el Estado a un orden mucho más complejo y diferenciado en el que no 
existe una instancia central y única capaz de dar coherencia y unidad al todo social. 


65 Héctor Fix-Fierro y Sergio López Ayllón, “Legitimidad contra legalidad. Los dilemas de la transición jurídica y el 
Estado de derecho en México”, Política y Gobierno, vol. VIIL núm. 2 (2001), pp. 347-393, y Héctor Fix-Fierro y Sergio 
López Ayllón, “Cambio jurídico y autonomía del derecho: un modelo de la transición jurídica en México”, en José María 
Serna de la Garza y José Antonio Caballero Juárez (coords.), Estado de derecho y transición jurídica, UNAM, México, 
2002, pp. 97-137. 


66 Idem. 
dl Cf. Yves Dezalay y Bryant Garth, op. cit. 


68 En la Encuesta Nacional sobre la Constitución, levantada a comienzos de 2003, 82% de los entrevistados afirmó que 
en nuestro país se puede votar “siempre” por el partido que se quiere. Hugo A. Concha Cantú, Héctor Fix-Fierro et al., op. 
cit., p. 192. 


69 Sobre las dificultades y obstáculos que enfrenta en nuestro país la reforma del sector eléctrico (y el energético en 
general) ofrece un panorama ejemplar el magnífico estudio de César Hernández, La reforma cautiva. Inversión, trabajo y 
empresa en el sector eléctrico mexicano, Cidac, México, 2007, 534 pp. Véase en particular el capítulo V (pp. 179 y ss.) 
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70 SCJN, Libro blanco de la reforma judicial. Una agenda para la justicia en México, SCJN, México, 2006, 438 pp. 
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Los ensayos que integran este libro exploran 
desde una perspectiva interdisciplinaria 
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